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INTRODUCCIÓN

El Comité Jurídico Interamericano tiene el honor de presentar a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos su Informe Anual referido a las actividades realizadas durante el año 2009, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 f) de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y 13 de su Estatuto, y a las instrucciones de las resoluciones de la Asamblea General AG/RES. 1452 (XXVII-O/97), AG/RES. 1669 (XXIX-O/99), AG/RES. 1735 (XXX-O/00), AG/RES. 1787 (XXXI-O/01), AG/RES. 1883 (XXXII-O/02), AG/RES. 1952 (XXXIII-O/03), AG/RES. 2042 (XXXIV-O/04), AG/RES. 2136 (XXXV-O/05), AG/RES. 2197 (XXXVI-O/06), relativas a la preparación de los informes anuales de los órganos, organismos y entidades de la Organización a la Asamblea General. 
Durante el período al que se refiere el presente Informe Anual, el Comité Jurídico Interamericano tuvo en su agenda temas tales como: Corte Penal Internacional; seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana; lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas; Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado–CIDIP-VII; implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA; temas migratorios: seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano (evaluación y seguimiento de la Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea); formas innovadoras del acceso a la justicia en las Américas; reflexiones sobre una jurisdicción interamericana de justicia; diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional; fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano; refugiados; libertad de pensamiento y expresión; acceso a la información pública, y cooperación jurídico-institucional con la República de Haití.
El presente Informe Anual contiene principalmente el desarrollo de los estudios en los temas anteriormente citados y comprende tres capítulos. El primer capítulo se refiere al origen, bases jurídicas y estructura del Comité Jurídico Interamericano, así como al período que comprende el Informe Anual. El capítulo segundo desarrolla los temas tratados por el Comité Jurídico Interamericano durante los períodos ordinarios de sesiones correspondientes al año 2009, y contiene además los textos de las resoluciones aprobadas en ambos períodos de sesiones, acompañadas de los documentos específicos. Finalmente, el tercer capítulo se refiere a otras actividades desarrolladas por el Comité Jurídico, así como a las otras resoluciones aprobadas y a los asuntos presupuestarios. Acompañan al Informe Anual listas de resoluciones y documentos aprobados, e índices onomástico y por asunto con el fin de ayudar al lector a ubicarlos dentro de este Informe.

El presente Informe Anual fue aprobado en su redacción por el doctor Guillermo Fernández de Soto, Presidente del Comité Jurídico Interamericano.

CAPÍTULO I

1.
El Comité Jurídico Interamericano: origen, bases jurídicas, estructura y propósitos

El más antiguo antecedente del Comité Jurídico Interamericano lo constituye la Junta Internacional de Jurisconsultos de Rio de Janeiro, creada por la Tercera Conferencia Internacional Americana de 1906. Su primera reunión se efectuó en 1912, aunque el período de mayor importancia fue durante el año 1927 en el cual se aprobaron doce proyectos de convención de derecho internacional público y el Código Bustamante en el campo del derecho internacional privado.

Posteriormente en 1933, durante la VII Conferencia Panamericana de Montevideo, se establecieron las Comisiones Nacionales para la Codificación del Derecho Internacional así como la Comisión Interamericana de Expertos cuya primera sesión se celebró en la ciudad de Washington, D.C., en abril de 1937.

En 1939, del 26 de septiembre al 3 de octubre, se realizó la Primera Reunión de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas en la cual se creó el Comité Interamericano de Neutralidad. Este Comité actuó durante más de dos años hasta que en 1942 fue transformado en el Comité Jurídico Interamericano por la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, celebrada en Rio de Janeiro, mediante resolución XXVI. Se determinó además que el Comité Jurídico Interamericano tuviera su sede en la ciudad de Rio de Janeiro.

En 1948, la IX Conferencia Internacional Americana, reunida en Bogotá, adoptó la “Carta de la Organización de los Estados Americanos”, mediante la cual se creó el Consejo Interamericano de Jurisconsultos con un representante por cada Estado miembro con funciones de consulta y de promoción del desarrollo progresivo en los asuntos jurídicos de la OEA. Su comisión permanente sería el propio Comité Jurídico Interamericano, integrado por nueve juristas de los Estados miembros y encargado, con amplia autonomía técnica, de emprender los estudios y trabajos preparatorios que le fueran confiados por determinados órganos de la Organización.

Más tarde, en 1967, la III Conferencia Interamericana Extraordinaria, reunida en Buenos Aires, Argentina, aprobó el “Protocolo de Reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos” o “Protocolo de Buenos Aires”, mediante el cual se elimina el Consejo Interamericano de Jurisconsultos cuyas funciones pasaron al Comité Jurídico Interamericano, elevándolo así al nivel de órgano principal de la OEA.

El Comité Jurídico Interamericano tiene como atribuciones básicas, según el artículo 99 de la Carta, las de:

...servir de cuerpo consultivo de la Organización en asuntos jurídicos, promover el desarrollo progresivo y la codificación del derecho internacional, y estudiar los problemas jurídicos referentes a la integración de los países en desarrollo del Continente y la posibilidad de uniformar sus legislaciones en cuanto parezca conveniente.

Le compete asimismo, según el artículo 100 de la Carta:

...emprender los estudios y trabajos preparatorios que le encomienden la Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o los Consejos de la Organización. Además, puede realizar, a iniciativa propia, los que considere conveniente, y sugerir la celebración de conferencias jurídicas especializadas.

El Comité Jurídico Interamericano tiene su sede en la ciudad de Rio de Janeiro pero en casos especiales puede celebrar reuniones en cualquier otro lugar que oportunamente designe, previa consulta con el Estado miembro correspondiente. Además, está integrado por once juristas nacionales de los Estados miembros de la Organización, los cuales representan el conjunto de los Estados y tiene la más amplia autonomía técnica.

2.
Período que comprende el informe anual del Comité Jurídico Interamericano

A.
Septuagésimo cuarto período ordinario de sesiones

El 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano se realizó del 12 al 20 de marzo de 2009 en Bogotá, Colombia. 

Los miembros del Comité Jurídico Interamericano que estuvieron presentes durante dicho período ordinario de sesiones fueron los siguientes, según orden de precedencia determinado mediante sorteo durante la primera sesión, y de conformidad con el artículo 28 b del “Reglamento del Comité Jurídico Interamericano”:

Guillermo Fernández de Soto

Hyacinth Evadne Lindsay

Mauricio Herdocia Sacasa

João Clemente Baena Soares

Jorge Palacios Treviño

Jean-Paul Hubert

Fabián Novak Talavera

Ana Elizabeth Villalta Vizcarra

David P. Stewart

Freddy Castillo Castellanos

Jaime Aparicio

En representación de la Secretaría General brindaron soporte técnico y administrativo los doctores Jean-Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos; Dante M. Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional; y Manoel Tolomei Moletta, Secretario del Comité Jurídico Interamericano. Actuó como redactora de actas la señora Maria Helena Lopes.

El Presidente del Comité Jurídico, doctor Jaime Aparicio, de conformidad con el artículo 12 del Reglamento del Comité Jurídico Interamericano, rindió su informe verbal sobre las actividades llevadas a cabo durante el receso del mismo. 

El Presidente del Comité ofreció la bienvenida a los miembros del Comité, particularmente a los nuevos miembros, los doctores Fabián Novak Talavera (Perú) y David P. Stewart (Estados Unidos), que fueron elegidos en el XXXVIII período ordinario de sesiones de la Asamblea General de 2008 y al Embajador João Clemente Baena Soares (Brasil) que fue elegido por el Consejo Permanente el 4 de marzo de 2009; esperando que la contribución de los mismos con base en la particular experiencia de cada uno, venga a propiciar al Comité nuevas ideas para la conducción de los temas de la agenda, expresión que fue secundada por los demás miembros.

Los doctores Novak, Stewart y Baena Soares agradecieron la cálida acogida y manifestaron todo su compromiso en las actividades que realice el Comité Jurídico.

El Presidente aludió a la renuncia del Vicepresidente del CJI, doctor Ricardo Antônio Silva Seitenfus, en nota fechada el 18 de diciembre de 2008, por motivo de su asignación al cargo de Representante de la OEA en la República de Haití, la cual fue oportunamente distribuida a todos los miembros. En razón de ello, en el presente período de sesiones se procederá la elección del nuevo Vicepresidente para cumplir el período complementario del mandato hasta agosto de 2010. 

En la oportunidad, el Comité Jurídico Interamericano adoptó la resolucón CJI/RES. 153 (LXXIV-O/09), “Homenaje al doctor Ricardo Antônio Silva Seitenfus”, que reconoce su labor desarrollada como miembro y vicepresidente del Comité.

CJI/RES. 153 (LXXIV-O/09)

HOMENAJE AL DOCTOR RICARDO ANTôNIO SILVA SEITENFUS 

EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO,

CONSIDERANDO la renuncia del doctor Ricardo Antônio Silva Seitenfus el 18 de diciembre de 2008 como miembro de este órgano por motivo de su asignación por el Secretario General de la Organización de los Estados Americanos para el cargo de Representante de la Oficina de la OEA en la República de Haití; 

RECORDANDO, además, que el doctor Seitenfus fue elegido Vicepresidente de este órgano el 8 de agosto de 2008;

TENIENDO EN CUENTA los estudios presentados por el doctor Seitenfus y su destacada participación en las reuniones del Comité Jurídico Interamericano,

RESUELVE:

1.
Manifestar su agradecimiento al doctor Ricardo Antônio Silva Seitenfus por la labor desarrollada como miembro y Vicepresidente del Comité Jurídico Interamericano.

2.
Tener en cuenta los estudios que realizó en el Comité Jurídico Interamericano tales como: el mantenimiento de la paz y la cooperación jurídico-institucional con la República de Haití; los principios sobre el derecho de acceso a la información; la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea y la implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA.

3.
Desearle al doctor Ricardo Seitenfus el mayor de los éxitos en sus nuevas labores.

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 19 de marzo de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Guillermo Fernández de Soto, Hyacinth Evadne Lindsay, Mauricio Herdocia Sacasa, João Clemente Baena Soares, Jorge Palacios Treviño, Jean-Paul Hubert, Fabián Novak Talavera, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, David P. Stewart, Freddy Castillo Castellanos y Jaime Aparicio.

Asimismo, en este período de sesiones, el Comité Jurídico Interamericano decidió aprobar la resolución CJI/RES. 154 (LXXIV-O/09), “Fecha y sede del septuagésimo quinto período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano”, mediante la cual resuelve celebrar su 75º período ordinario de sesiones en su sede, la ciudad de Rio de Janeiro, Brasil, a partir del 3 de agosto de 2009.
CJI/RES. 154 (LXXIV-O/09)

FECHA Y SEDE DEL SEPTUAGÉSIMO QUINTO
PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DEL
COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO

EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO,

CONSIDERANDO que el artículo 15 de su Estatuto dispone la realización de dos períodos ordinarios de sesiones anualmente;

TENIENDO PRESENTE que el artículo 14 de su Estatuto establece que el Comité Jurídico Interamericano tiene su sede en la ciudad de Rio de Janeiro,

RESUELVE celebrar su 75° período ordinario de sesiones en su sede, la ciudad de Rio de Janeiro, Brasil, a partir del 3 de agosto de 2009, facultando a su Presidente, que de acuerdo con las circunstancias fije la fecha de su conclusión.

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 19 de marzo de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Guillermo Fernández de Soto, Hyacinth Evadne Lindsay, Mauricio Herdocia Sacasa, João Clemente Baena Soares, Jorge Palacios Treviño, Jean-Paul Hubert, Fabián Novak Talavera, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, David P. Stewart, Freddy Castillo Castellanos y Jaime Aparicio.

El Comité Jurídico Interamericano tuvo ante sí el siguiente temario, aprobado mediante resolución CJI/RES. 152 (LXXIII-O/08), “Temario para el septuagésimo cuarto período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano”:

CJI/RES. 152 (LXXIII-O/08)

TEMARIO PARA EL SEPTUAGÉSIMO CUARTO
PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DEL
COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO
(Rio de Janeiro, a partir del 9 de marzo de 2009)
Temas en consideración

1.
Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado – CIDIP-VII

Relatora: 
doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra 

2.
Acceso a la información pública 


Relator: 
doctor Jaime Aparicio

3.
Formas innovadoras del acceso a la justicia en las Américas 


Relator:
doctor Freddy Castillo Castellanos 

4.
Corte Penal Internacional


Relator: 
doctor Mauricio Herdocia Sacasa

5.
Lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas


Relator: 
doctora Hyacinth Evadne Lindsay

6.
Reflexiones sobre una jurisdicción interamericana de justicia


Relator: 
doctor Guillermo Fernández de Soto 

7.
Cooperación jurídico-institucional con la República de Haití


Relator: 
doctor Ricardo Seitenfus 

8.
Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana 


Relator: 
doctor Jean-Paul Hubert

9.
Implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA


Relator:
doctor Jorge Palacios Treviño 

10.
Evaluación y seguimiento de la Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea.


Relator: 
doctor Ricardo Seitenfus 

La presente resolución fue aprobada por unanimidad, en la sesión del 13 de agosto de 2008, por los siguientes miembros: doctores Ricardo Seitenfus, Jorge Palacios Treviño, Mauricio Herdocia Sacasa, Freddy Castillo Castellanos, Jaime Aparicio, Jean-Paul Hubert, Hyacinth Evadne Lindsay y Antonio Fidel Pérez.

Finalmente, el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 156 (LXXIV-O/09), “Agradecimiento al Gobierno y al pueblo de la República de Colombia”, por la cálida y generosa acogida así como los esfuerzos desplegados por el gobierno de Colombia contribuyendo al exitoso desarrollo del septuagésimo cuarto período ordinario de sesiones. 
CJI/RES. 156 (LXXIV-O/09)

AGRADECIMIENTO AL GOBIERNO Y AL PUEBLO
DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO,

HABIENDO aceptado la cordial invitación del Gobierno de la República de Colombia para celebrar su 74° período ordinario de sesiones en Bogotá, Colombia, del 12 al 20 de marzo de 2009;

RECONOCIENDO los esfuerzos desplegados por el Gobierno de Colombia para que la organización y celebración del período ordinario de sesiones del Comité Jurídico se llevara a cabo exitosamente,

RESUELVE:

1.
Expresar su más profunda gratitud al Gobierno y pueblo de Colombia, por su cálida y generosa acogida, manifestando especial agradecimiento al doctor Guillermo Fernández de Soto.

2.
Dejar constancia de la importancia que reviste para el Comité Jurídico Interamericano realizar su 74º período ordinario de sesiones en este País, destacando la oportunidad que tuvieron sus miembros de reunirse con las más destacadas autoridades políticas, jurídicas y académicas de Colombia.

3. 
Transmitir la presente resolución como expresión de nuestro agradecimiento al Gobierno y al pueblo de Colombia, al Excelentísimo señor Presidente de la República, doctor Álvaro Uribe Vélez, al Excelentísimo señor Ministro de Relaciones Exteriores, doctor Jaime Bermúdez Merizalde, así como a la Universidad de Rosario

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 19 de marzo de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Guillermo Fernández de Soto, Hyacinth Evadne Lindsay, Mauricio Herdocia Sacasa, João Clemente Baena Soares, Jorge Palacios Treviño, Jean-Paul Hubert, Fabián Novak Talavera, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, David P. Stewart, Freddy Castillo Castellanos y Jaime Aparicio.

B.
Septuagésimo quinto período ordinario de sesiones

El 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano se realizó del 3 al 14 de agosto de 2009 en su sede, la ciudad de Rio de Janeiro, Brasil. 

Los miembros del Comité Jurídico Interamericano que estuvieron presentes durante dicho período ordinario de sesiones fueron los siguientes, según orden de precedencia determinado mediante sorteo durante la primera sesión y de conformidad con el artículo 28 b del “Reglamento del Comité Jurídico Interamericano”:

Jaime Aparicio

Mauricio Herdocia Sacasa

Jorge Palacios Treviño

Hyacinth Evadne Lindsay

Fabián Novak Talavera

João Clemente Baena Soares

Freddy Castillo Castellanos

Guillermo Fernández de Soto

David P. Stewart

Ana Elizabeth Villalta Vizcarra

Jean-Paul Hubert

En representación de la Secretaría General brindaron soporte técnico y administrativo los doctores Jean-Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos; Dante Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional; Luis Toro Utillano, Oficial Jurídico Principal de dicho Departamento; Manoel Tolomei Moletta, Secretario del Comité Jurídico y Maria Helena Lopes, redactora de actas.

El Presidente del Comité Jurídico Interamericano, de conformidad con el artículo 12 del Reglamento del Comité, rindió su informe verbal sobre las actividades llevadas a cabo durante el receso del mismo.

Asimismo, el Presidente del Comité Jurídico Interamericano informó que durante el XXXIX período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA (San Pedro Sula, Honduras, junio, 2009) se eligió como nuevo miembro al doctor Miguel Aníbal Pichardo Olivier, de la República Dominicana, y fueron reelegidos los doctores Ana Elizabeth Villalta Vizcarra (El Salvador) y Freddy Castillo Castellanos (Venezuela). Los mandatos de estos tres miembros se inician el 1º de enero de 2010 por un período de cuatro años. 

El día 12 de agosto de 2009, el doctor Mauricio Herdocia presentó una moción para elegir como Vicepresidente del Comité al doctor João Clemente Baena Soares considerando que al terminar el mandato del Presidente el 31 diciembre de 2009, la presidencia sería asumida por el Vicepresidente Guillermo Fernández de Soto hasta el mes de agosto de 2010, dejando vacante la Vicepresidencia. La moción fue aprobada por aclamación y aceptada por el doctor Baena Soares.

Durante su 75º período ordinario de sesiones, el Comité Jurídico Interamericano tuvo ante sí la siguiente agenda, aprobada mediante resolución CJI/RES. 155 (LXXIV-O/09), “Temario para el septuagésimo quinto período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano”: 

CJI/RES. 155 (LXXIV-O/09)

TEMARIO PARA EL SEPTUAGÉSIMO QUINTO 
PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DEL
COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO
(Rio de Janeiro, a partir del 3 de agosto de 2009)

Temas en consideración

1.
Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado – CIDIP-VII

Relatores: 
doctores David P. Stewart y Ana Elizabeth Villalta Vizcarra
2.
Acceso a la información pública 


Relator: 

doctor Jaime Aparicio

3.
Formas innovadoras del acceso a la justicia en las Américas 

Relator:

doctor Freddy Castillo Castellanos 

4.
Corte Penal Internacional

Relator:
 
doctor Mauricio Herdocia Sacasa

5.
Lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas

Relatora:
doctora Hyacinth Evadne Lindsay

6. Reflexiones sobre una jurisdicción interamericana de justicia

Relator: 
doctor Guillermo Fernández de Soto 

7. Cooperación jurídico-institucional con la República de Haití

Relator: 
doctor Jaime Aparicio

8.
Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana 


Relator:

doctor Jean-Paul Hubert

9.
Implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA


Relator:

doctor Jorge Palacios Treviño 

10.
La diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional 


Relator:
doctor Freddy Castillo Castellanos 

11.
Fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano

Relator: 
doctor Fabián Novak Talavera
12.
Temas migratorios: seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano 

Relatores: 
doctores Ana Elizabeth Villalta Vizcarra y David P. Stewart 

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 19 de marzo de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Guillermo Fernández de Soto, Hyacinth Evadne Lindsay, Mauricio Herdocia Sacasa, João Clemente Baena Soares, Jorge Palacios Treviño, Jean-Paul Hubert, Fabián Novak Talavera, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, David P. Stewart, Freddy Castillo Castellanos y Jaime Aparicio.

En la oportunidad, el Comité Jurídico Interamericano también aprobó la resolución CJI/RES. 161 (LXXV-O/09), “Temario para el septuagésimo sexto período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano”, y decidió, mediante resolución CJI/RES. 162 (LXXV-O/09), “Fecha y sede del septuagésimo sexto período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano”, celebrar dicho período de sesiones en la ciudad de Lima, Perú, del 15 al 24 de marzo de 2010, en respuesta al amable ofrecimiento que hiciera el Gobierno del Perú.

CJI/RES. 161 (LXXV-O/09)

TEMARIO PARA EL SEPTUAGÉSIMO SEXTO
PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DEL
COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO
(Lima, Perú, 15 al 24 de marzo de 2010)

Temas en consideración

1.
Formas innovadoras del acceso a la justicia en las Américas 


Relator:
doctor Freddy Castillo Castellanos 

2.
Corte Penal Internacional


Relator: 
doctor Mauricio Herdocia Sacasa

3.
Reflexiones sobre una jurisdicción interamericana de justicia


Relator: 
doctor Guillermo Fernández de Soto 

4.
Promoción y fortalecimiento de la democracia 


Relator:
doctor Jean-Paul Hubert

5.
Implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA


Relator:
doctor Jorge Palacios Treviño 

6.
La diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional 


Relator:
doctor Freddy Castillo Castellanos 

7.
Fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano


Relator: 
doctor Fabián Novak Talavera

8.
Temas migratorios: seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano 


Relatores: 
doctores Ana Elizabeth Villalta Vizcarra y David P. Stewart 

9.
Refugiados


Relatora:
doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra 

10.
Libertad de pensamiento y expresión


Relator:
doctor Guillermo Fernández de Soto 

11.
Propuestas del Comité Jurídico Interamericano a la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP)


Relatores:
doctores Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, David P. Stewart y Guillermo Fernández de Soto 

12.
Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y toda forma de Discriminación e Intolerancia 


Relator:
doctor Fabián Novak Talavera 

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 13 de agosto de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Mauricio Herdocia Sacasa, Jorge Palacios Treviño, Hyacinth Evadne Lindsay, Fabián Novak Talavera, João Clemente Baena Soares, Freddy Castillo Castellanos, David P. Stewart, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra y Jean-Paul Hubert.

CJI/RES. 162 (LXXV-O/09)

FECHA Y SEDE DEL SEPTUAGÉSIMO SEXTO
PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES DEL
COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO

EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO,

CONSIDERANDO que el artículo 15 de su Estatuto dispone la realización de dos períodos ordinarios de sesiones anualmente;

TENIENDO PRESENTE que el artículo 14 de su Estatuto establece que el Comité Jurídico Interamericano tiene su sede en la ciudad de Rio de Janeiro,

RESUELVE celebrar su 76º período ordinario de sesiones en la ciudad de Lima, Perú, del 15 al 24 de marzo de 2010.

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 13 de agosto de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Mauricio Herdocia Sacasa, Jorge Palacios Treviño, Hyacinth Evadne Lindsay, Fabián Novak Talavera, João Clemente Baena Soares, Freddy Castillo Castellanos, David P. Stewart, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra y Jean-Paul Hubert.

Finalmente, el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 158 (LXXV-O/09) que rinde homenaje y reconocimiento a la memoria del jurista de Panamá y ex miembro del Comité doctor Roberto R. Alemán Zubieta, fallecido el 18 de julio de 2009.

CJI/RES. 158 (LXXV-O/09)

HOMENAJE A LA MEMORIA DEL 
DOCTOR ROBERTO R. ALEMÁN ZUBIETA

EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO,

TENIENDO PRESENTE el sensible fallecimiento ocurrido el 18 de julio de 2009 del doctor Roberto R. Alemán Zubieta, distinguido jurista de Panamá y ex miembro del Comité Jurídico Interamericano;

RECORDANDO que el doctor Alemán fue electo miembro del Comité Jurídico Interamericano en el XXIV período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, realizada en Belém do Pará, Brasil, en 1994, iniciando su mandato el 1º de enero de 1995 y habiendo renunciado por motivos de salud el 12 de junio de ese año;

TENIENDO PRESENTE los altos cargos que ha ocupado el doctor Roberto Alemán en su país, habiendo sido Ministro Asesor del Presidente de la República de Panamá y Embajador ante el Gobierno de los Estados Unidos de América, reconocido profesional, político y diplomático panameño,

RESUELVE:

1.
Expresar su más sentido homenaje y reconocimiento a la memoria del doctor Roberto R. Alemán Zubieta, cuyo fallecimiento constituye una pérdida dolorosa no sólo para su país, Panamá, sino también para la comunidad jurídica de las Américas.

2.
Hacer llegar copia de esta resolución, como forma de expresión de condolencias a la familia del doctor Roberto R. Alemán Zubieta.

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 6 de agosto de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Jaime Aparicio, Mauricio Herdocia Sacasa, Jorge Palacios Treviño, Hyacinth Evadne Lindsay, Fabián Novak Talavera, João Clemente Baena Soares, Freddy Castillo Castellanos, Guillermo Fernández de Soto, David P. Stewart, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra y Jean-Paul Hubert.
CAPÍTULO II

TEMAS TRATADOS POR EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO
DURANTE LOS PERÍODOS ORDINARIOS DE SESIONES
CORRESPONDIENTES AL AÑO 2009

Durante el año 2009, el Comité Jurídico Interamericano celebró dos períodos ordinarios de sesiones. En el transcurso de ambas reuniones, el Comité Jurídico tuvo en su agenda los siguientes temas: Corte Penal Internacional; seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana; lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas; Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado – CIDIP-VII; implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA; temas migratorios: seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano (evaluación y seguimiento de la Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea); formas innovadoras del acceso a la justicia en las Américas; reflexiones sobre una jurisdicción interamericana de justicia; la diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional; el fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano; refugiados; libertad de pensamiento y expresión; acceso a la información pública y cooperación jurídico-institucional con la República de Haití.

A continuación se desarrolla cada uno de estos temas y se incluyen, de ser el caso, los documentos preparados y aprobados por el Comité Jurídico Interamericano sobre el particular. 
1.
Corte Penal Internacional

Resolución

CJI/RES. 157 (LXXIV-O/09)
Corte Penal Internacional

Anexo:
CJI/doc.337/09
Informe sobre preparativos y avances en materia de impulso a la adopción de legislación nacional sobre la base de la guía de principios del Comité Jurídico Interamericano y de capacitación de funcionarios para la cooperación de los Estados miembros de la OEA con la Corte Penal Internacional


(presentado por el doctor Mauricio Herdocia Sacasa)

Durante su 67º período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2005), el Comité Jurídico Interamericano aprobó la inclusión en su temario del tema “Corte Penal Internacional”, tal que requerido por mandato de la Asamblea General de la OEA, que en su resolución AG/RES. 2072 (XXXV-O/05), solicitó al Comité Jurídico que elabore un cuestionario que será presentado a los Estados miembros de la OEA, sobre la forma en la que su legislación está habilitada para cooperar con la Corte Penal Internacional y que, sobre los resultados de dicho cuestionario, presente un informe al Consejo Permanente, y que éste a su vez lo haga llegar al trigésimo sexto período ordinario de la Asamblea General de la Organización.

En el transcurso de dicho período ordinario de sesiones, el Comité Jurídico Interamericano aprobó el documento CJI/doc.198/05, “Cuestionario relativo a la Corte Penal Internacional”, presentado por los doctores Mauricio Herdocia Sacasa, Luis Herrera Marcano, Antonio Fidel Pérez, Stephen C. Vasciannie y Ana Elizabeth Villalta Vizcarra. 

El Comité Jurídico Interamericano también aprobó la resolución CJI/RES. 98 (LXVII-O/05), “Promoción de la Corte Penal Internacional”, mediante la cual se aprueba el documento CJI/doc.198/05 rev.1 que contiene el “Cuestionario relativo a la Corte Penal Internacional”, en atención al mandato emanado de la Asamblea General. También se resolvió remitir dicho documento a los Estados miembros de la OEA a través de la Secretaría General, para que sobre los resultados del mismo, el Comité Jurídico pueda presentar un informe al Consejo Permanente de la OEA antes del 36º período ordinario de sesiones de la Asamblea General. En tal sentido se fijó como fecha límite para la recepción de las respuestas el 30 de enero de 2006. Finalmente se designó como relator al doctor Mauricio Herdocia Sacasa y se le solicitó la presentación de un informe de avance durante el 68º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano. El cuestionario fue enviado a los Estados miembros por la Oficina de Derecho Internacional en septiembre de 2005. 

Asimismo, con fecha 27 de febrero de 2006, la Oficina de Derecho Internacional remitió a los miembros del Comité Jurídico Interamericano el informe del relator de la Sesión de Trabajo celebrada por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre la Corte Penal Internacional el día 3 de febrero de 2006.

Durante su 68º período ordinario de sesiones (Washington, D.C., Estados Unidos de América, marzo, 2006), el Comité Jurídico Interamericano tuvo ante sí el documento CJI/doc.211/06, “Corte Penal Internacional”, presentado por el doctor Mauricio Herdocia, en virtud del párrafo resolutivo 6 de la resolución de la Asamblea General AG/RES. 2072 (XXXV-O/05).

El Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 105 (LXVIII-O/06), “Promoción de la Corte Penal Internacional” por la que se aprueba el documento CJI/doc.211/06 presentado por el relator y solicita a la Secretaría General que transmita dicho documento al Consejo Permanente de la OEA para que éste a su vez lo haga llegar al 36º período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA. También se solicita a los Estados miembros, por conducto de la Secretaría General, que aún no hayan respondido al cuestionario elaborado por el Comité, que completen dicho cuestionario, y a aquellos Estados Partes del “Estatuto de la Corte Penal Internacional” que hayan cumplido el proceso de aprobación de leyes e implementación de las partes IX y X de dicho Estatuto, que remitan al Comité Jurídico Interamericano tal información. Además, se solicita a los Estados que hayan concluido el proceso de aprobación de leyes que incorporen, modifiquen o adicionen los tipos penales consagrados en el Estatuto de Roma, que brinden dicha información actualizada al Comité Jurídico Interamericano y se solicita a los Estados Partes del Estatuto de Roma, informar sobre cualquier otra reforma que habilite la cooperación con la Corte Penal Internacional. Finalmente, el Comité Jurídico Interamericano decidió mantener en su agenda, dentro de los temas en consideración, el asunto relativo a la “Promoción de la Corte Penal Internacional”, y solicitar al relator del tema que, en la medida en que se reciba nueva información por parte de los Estados miembros de la OEA con relación a los puntos anteriores, presente un informe actualizado en el siguiente período ordinario de sesiones del Comité. El 19 de abril de 2006, el Presidente del Comité, doctor Mauricio Herdocia Sacasa, cual transmitió al Consejo Permanente de la OEA la resolución CJI/RES. 105 (LXVIII-O/06), adjuntando el informe CJI/doc.211/06, “Corte Penal Internacional”. Mientras que la Oficina de Derecho Internacional remitió dicha resolución a las Misiones Permanentes ante la OEA el 18 de mayo de 2006. 

La Asamblea General de la OEA, durante su 36º período ordinario de sesiones (Santo Domingo, República Dominicana, junio, 2006), mediante resoluciones AG/RES. 2218 (XXXVI-O/06) y AG/RES. 2176 (XXXVI-O/06), solicitó al Comité Jurídico Interamericano que se siga ocupando del tema. Además, solicitó al Comité que, sobre la base de los resultados del informe presentado (CP/doc.4111/06), elabore un documento de recomendaciones a los Estados miembros de la OEA, sobre la forma de fortalecer la cooperación con la Corte Penal Internacional, así como los avances que se registren al respecto y que lo presente al Consejo Permanente para que éste a su vez lo haga llegar al 37º período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

Durante su 69º período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2006), y en función a las resoluciones de la Asamblea General AG/RES. 2218 (XXXVI-O/06) y AG/RES. 2176 (XXXVI-O/06), el Comité Jurídico Interamericano discutió el tema. El relator del tema hizo un resumen de los insumos recibidos en la sesión de trabajo que la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA sostuvo con la representante de la Corte Penal Internacional, evento realizado el 3 de febrero de 2006, y explicó que con los resultados de dicha sesión procedería al estudio y elaboración de los documentos necesarios para cumplir con los mandatos sobre la materia. Por otro lado, le solicitó a la Secretaría General que nuevamente remita el cuestionario que se elaboró sobre la Corte Penal Internacional y la implementación del Estatuto de Roma a los Estados miembros que no han dado aún debida contestación al mismo.

Sólo Uruguay envió una actualización a la respuesta que anteriormente había remitido al Comité Jurídico Interamericano, la misma que fue oportunamente circulada entre los miembros del Comité. Mediante ella, Uruguay transmitió copia de la ley 18.026, “Genocidio, Crímenes de Lesa Humanidad y Cooperación con la Corte Penal Internacional”, así como copia de la ley que aprueba el “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades" de la Corte Penal Internacional. 

La Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente celebró el día 2 de febrero de 2007 una sesión de trabajo sobre la Corte Penal Internacional organizada por la Oficina de Derecho Internacional. Dicha Oficina elaboró un informe que resume los debates efectuados en dicha sesión, así como las conclusiones derivadas de la misma, el cual fue enviado al relator del tema, doctor Mauricio Herdocia Sacasa, y a los demás miembros del Comité Jurídico Interamericano con fecha 9 de febrero de 2007. Posteriormente, con fecha 15 de febrero, se distribuyeron las intervenciones transcritas de los panelistas en dicha sesión.

Durante el 70º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (San Salvador, El Salvador, febrero-marzo, 2007), el doctor Mauricio Herdocia Sacasa presentó el informe CJI/doc.256/07 rev.1, “Promoción de la Corte Penal Internacional”, que actualiza el anterior. El relator hizo una detallada presentación de la estructura y contenido de los capítulos de su informe. En las conclusiones, el relator resaltó la importancia de las respuestas al cuestionario puesto que éstas proporcionan información sobre la experiencia de los países en cuanto a la adopción de normas de cooperación con la Corte Penal Internacional y a la aplicación del Estatuto. Consideró importante que se reitere a los países que no lo han hecho que contesten el cuestionario elaborado por el Comité Jurídico. Asimismo que aquellos que han aprobado leyes o modificado sus legislaciones nacionales brinden información actualizada al respecto.

Finalmente, el relator hizo recomendaciones a los Estados miembros y a la OEA, proponiendo la intensificación de actividades de cooperación con la Corte Penal Internacional y la participación en los foros de discusión y en la Asamblea General de Estados Partes de la Corte.

El Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 125 (LXX-O/07), “Promoción de la Corte Penal Internacional”, mediante la cual destacó especialmente la parte del informe del relator referida a las recomendaciones preliminares. Mediante dicha resolución el Comité Jurídico resolvió trasladar dicho informe al Consejo Permanente y reiteró la solicitud a los Estados miembros de la OEA que aun no hayan respondido al cuestionario elaborado por el Comité, que lo completen, y a aquellos Estados Partes del Estatuto de la Corte Penal Internacional que hayan cumplido el proceso de aprobación de leyes de implementación del mismo, que remitan al Comité Jurídico Interamericano tal información. También reiteró la solicitud a los Estados que hayan concluido el proceso de aprobación de leyes que incorporen, modifiquen o adicionen los tipos penales consagrados en el Estatuto de Roma, que brinden dicha información actualizada al Comité Jurídico Interamericano. Por último, solicitó al relator del tema que, sobre la base de la nueva información que se reciba por parte de los Estados, elabore un informe que registre los avances que se hayan producido en la materia, actualice y, en su caso, desarrolle las consideraciones y las recomendaciones preliminares contenidas en sus informes anteriores. La Oficina de Derecho Internacional, con fecha 21 de marzo de 2007, remitió al Consejo Permanente la resolución del Comité Jurídico Interamericano, así como el informe del relator, el cual quedó clasificado como documento CP/doc.4194/07, “Nota del Comité Jurídico Interamericano remitiendo resolución CJI/RES. 125 (LXX-O/07), “Promoción de la Corte Penal Internacional”, anexando el informe CJI/doc.256/07 rev.1.”

La Asamblea General de la OEA, durante su 37º período ordinario de sesiones (Panamá, junio, 2007), aprobó la resolución AG/RES. 2279 (XXXVII-O/07), “Promoción de la Corte Penal Internacional”, mediante la cual solicitó al Comité Jurídico Interamericano que, conforme a la información recibida y actualizada proporcionada por los Estados miembros, así como las recomendaciones contenidas en el informe CP/doc.4194/07 y las legislaciones de cooperación existentes, elabore una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional, tomando en cuenta los diferentes sistemas jurídicos que existen en el hemisferio y que la haga llegar al 38º período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

Durante el 71º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2007), se solicitó a la Secretaría General que compile las leyes existentes en el continente, con el fin de que el Comité Jurídico Interamericano presente un proyecto de ley modelo que atienda a los países del derecho civil y también del common law. 

Con fecha 30 de agosto de 2007, la Oficina de Derecho Internacional volvió a enviar a las Misiones Permanentes ante la OEA la resolución CJI/RES. 105 (LXVIII-O/06) y el cuestionario contenido en el documento CJI/doc.198/05 rev.1. Asimismo, con fecha 4 de diciembre de 2007, la Oficina de Derecho Internacional remitió al relator del tema, doctor Mauricio Herdocia Sacasa, el documento ODI/doc.13/07 titulado “Promoción de la Corte Penal Internacional en el seno de la OEA” que responde al mandato del Comité Jurídico Interamericano durante su período anterior. Finalmente, con fecha 14 de febrero de 2008, la Oficina de Derecho Internacional remitió a los miembros del Comité Jurídico Interamericano el informe final de la sesión de trabajo sobre las medidas adecuadas que los Estados deben tomar para cooperar con la Corte Penal Internacional que celebró la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos con el apoyo de la Oficina de Derecho Internacional el día 28 de enero de 2008, y en la cual participó el relator Mauricio Herdocia.

Durante el 72º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2008), el doctor Dante Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional, informó que debido a una solicitud realizada en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, dicho Departamento había circulado una vez más el cuestionario que sobre el tema había elaborado el Comité Jurídico. Indicó además que el Departamento de Derecho Internacional elaboró y distribuyó el documento ODI/doc.03/08 referido a la sesión de trabajo sobre la Corte Penal Internacional, celebrada el 28 de enero de 2008 en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos que, además de contener información sobre los resultados de dicha reunión, contiene legislación de Argentina, Ecuador, Costa Rica y Venezuela en esta materia.

El doctor Dante Negro informó que en dicha sesión de trabajo había estado presente el doctor Mauricio Herdocia, en su calidad de relator del tema en el seno del Comité Jurídico Interamericano. 

El doctor Mauricio Herdocia hizo comentarios sobre la reunión antes mencionada y sobre otra reunión celebrada el mismo día por la tarde, auspiciada por México, con relación a los avances sobre la ley modelo en materia de cooperación entre los Estados y la Corte Penal Internacional, produciéndose una discusión sobre el último mandato de la Asamblea General. Opinó que ambas reuniones fueron muy positivas, y por ende sugirió que en adelante el Comité Jurídico asignara la participación de alguno de los relatores a las reuniones sobre los respectivos temas en el seno de la CAJP, lo cual permitiría mayor participación y proyección del trabajo del Comité Jurídico Interamericano y de su función de desarrollo progresivo del derecho internacional. 

El doctor Herdocia presentó además los documentos CJI/doc.290/08 rev.1, “Informe sobre las perspectivas de una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional” y CJI/doc.293/08 rev.1, “Guía de principios generales y pautas en materia de cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional”.

El Comité Jurídico decidió aprobar la resolución CJI/RES. 140 (LXXII-O/08), “Promoción de la Corte Penal Internacional”, mediante la cual se acogen los dos informes presentados por el relator, destacando la importancia de que los Estados tomen en cuenta sus consideraciones, principios y pautas con miras a fortalecer la cooperación con la Corte Penal Internacional, y trasladando dichos informes al Consejo Permanente para que éste los haga llegar a su vez a la Asamblea General. Asimismo reiteró la solicitud hecha a los Estados miembros en previas resoluciones y resaltó la importancia de las sesiones especiales de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, alentando a dicha Comisión a que siga propiciando marcos para la discusión sobre las medidas adecuadas que los Estados deben tomar para cooperar con la Corte Penal Internacional. 

Con fecha 24 de marzo de 2008, el Departamento de Derecho Internacional encaminó los documentos mencionados al Consejo Permanente de la Organización.

Durante su 38º período ordinario de sesiones, la Asamblea General de la OEA (Medellín, Colombia, junio, 2008), mediante resolución AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08), solicitó al Comité Jurídico Interamericano, con base en su propuesta de elaborar una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional, que impulse la adopción de esa legislación modelo, en la medida de sus posibilidades y con el apoyo de la sociedad civil, entre los Estados que aún no cuenten con una ley en la materia, y con la colaboración de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos apoyen y promuevan en los Estados miembros la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos para tal efecto, e informe de los avances que se desarrollen al respecto a la Asamblea General en su 40º período ordinario de sesiones.

Durante el 73º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2008), el relator del tema, doctor Mauricio Herdocia, propuso que las discusiones sobre este tema quedaran reflejadas en actas de manera textual. Dichas discusiones aparecen en el acta número 6 correspondiente al día lunes 11 de agosto de 2008.

Con fecha 17 de febrero de 2009, se distribuyó entre los miembros del Comité Jurídico Interamericano el informe de la Sesión de Trabajo sobre la Corte Penal Internacional que organizó el Departamento de Derecho Internacional en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos el 8 de diciembre de 2008, por mandato de la Asamblea General de la OEA. 

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el doctor Dante Negro recordó que el mandato de la Asamblea General al Comité en este tema es que con base a su propuesta de elaborar una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional, el Comité Jurídico Interamericano impulse la adopción de dicha legislación modelo, en la medida de sus posibilidades y con el apoyo de la sociedad civil, entre los Estados que aún no cuenten con una ley en la materia, y con la colaboración de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos, apoyen y promuevan en los Estados miembros la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos para tal efecto, e informe de loa avances que se desarrollen al respecto a la Asamblea General en su 40º período ordinario de sesiones. El doctor Negro informó que con fecha 8 de diciembre de 2008, el Departamento de Derecho Internacional organizó, en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, la sesión de trabajo sobre el tema y que el informe final de dicha sesión, elaborado también por ese Departamento, fue distribuido entre los miembros del Comité el 17 de febrero de 2009. El doctor Negro recordó que en la sesión de trabajo anterior, se hizo posible la participación del relator del tema en la misma, y que sugiere que, como una buena práctica a seguir, el Comité siguiera financiando la participación de al menos uno de los relatores en los diversos temas, una vez al año, en algunas de estas sesiones especiales, como un esfuerzo de seguir fortaleciendo los vínculos entre el Comité Jurídico y los Órganos políticos de la OEA. En ese sentido, el doctor Negro se puso a disposición para poder facilitar dicha participación una vez que el Comité decida a qué sesiones desea enviar a sus relatores. Finalmente el doctor Dante Negro indicó que en el marco de la resolución de la Asamblea General, el Departamento de Derecho Internacional había elaborado un borrador de proyecto para conseguir financiamiento para que conjuntamente con el Comité Jurídico, se pueda llevar adelante la tarea de difundir la legislación modelo sobre cooperación con la Corte Penal Internacional, y que dicho proyecto será compartido con el relator del tema durante este período de sesiones para poder presentar una versión final a la Comisión de Evaluación de Proyectos de la Secretaría General.

El Presidente del Comité Jurídico Interamericano, doctor Jaime Aparicio, constató un renovado interés para que el Comité pueda proseguir sus estudios en la materia, exteriorizado especialmente por parte de la Fundación para el Debido Proceso Legal, cuyo presidente es el doctor Buergenthal, muy conocido por los miembros del Comité. Adicionalmente, afirmó que sería bueno aproximarse a ellos con miras a obtener recursos para las actividades del Comité en la materia.

El relator del tema, el doctor Mauricio Herdocia, aludió a los antecedentes del tema e hizo un breve recuento sobre los informes elaborados por el Comité Jurídico Interamericano en cumplimiento de los mandatos de la Asamblea General. Finalmente el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 157 (LXXIV-O/09), “Corte Penal Internacional”, mediante la cual se encomienda al Presidente del Comité Jurídico que se dirija a los Estados Partes del Estatuto de Roma que no hayan adoptado legislación sobre cooperación con la Corte Penal Internacional, a fin de poner a su disposición los trabajos del Comité Jurídico en la materia, y de igual forma, los servicios de asistencia técnica que la Secretaría y, en su caso, el relator y otros miembros del Comité puedan brindar. También encargó a la Secretaría del Comité Jurídico Interamericano que establezca comunicación con las Secretarías de CARICOM, CAN, SICA, MERCOSUR y UNASUR, con el fin de evaluar la posibilidad de celebrar seminarios regionales de formación y capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional para los Estados Partes del Estatuto de Roma, y encargó al Presidente del Comité, al relator y a la Secretaría, el establecimiento de relaciones de colaboración con la sociedad civil interesada en colaborar con los esfuerzos de impulsar la adopción de legislación en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional en los Estados Partes del Estatuto de Roma, tales como la coalición de ONGs por la Corte Penal Internacional, CICR, Acción Mundial de Parlamentarios, Comisión Andina de Juristas y Fundación Due Process of Law, entre otros. Asimismo les encargó establecer relaciones de colaboración con sectores de gobierno en cada país vinculados al tema de la cooperación con la Corte Penal Internacional, incluyendo los Ministerios de Justicia y Ministerios de Relaciones Exteriores, entre otros, y según sea el caso, con miras a impulsar la adopción de las correspondientes leyes de cooperación y los esfuerzos de capacitación en la materia. Por último encargó a la Secretaría del Comité Jurídico Interamericano presentar e impulsar ante la Comisión de Evaluación de Proyectos de la OEA un perfil dirigido a la búsqueda de financiamiento para la realización de procesos de formación y de implementación de una estrategia de difusión y promoción de leyes modelo en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional. 

Con fecha 28 de abril de 2009, el Departamento de Derecho Internacional remitió al relator del tema una lista de contacto con las personas que participaron en las cuatro reuniones de trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre el tema. Con fecha 21 de mayo de 2009, el Departamento de Derecho Internacional envió también a las Misiones Permanentes una carta firmada por el Presidente del Comité Jurídico Interamericano en ocasión de informarles sobre las acciones iniciadas por el Comité en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional, anexando la resolución CJI/RES. 157 (LXXIV-O/09) y todos los trabajos que sobre la materia ha realizado el Comité, y ofreciendo los servicios de asistencia técnica que pueda brindar, dentro de sus posibilidades, en cuanto a la adopción de legislación sobre cooperación con la Corte Penal Internacional. En dicha comunicación solicitó la asistencia de los países para identificar y establecer relaciones de colaboración con los sectores de gobierno vinculados al tema, incluyendo los Ministerios de Justicia y de Relaciones Exteriores, con miras a impulsar la adopción de las correspondientes leyes de cooperación y los esfuerzos de capacitación en la materia. Finalmente, con fecha 15 de junio de 2009, se envió una carta similar a los organismos mencionados en el punto 2 y 3 de la citada resolución.

La Asamblea General de la OEA durante su 39º período ordinario de sesiones (San Pedro Sula, Honduras, junio, 2009), mediante resolución AG/RES. 2505 (XXIX-O/09), solicitó al Comité Jurídico Interamericano que, teniendo como base la Guía de Principios de la OEA en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional, impulse la adopción de legislación nacional en la materia, en la medida de sus posibilidades y con el apoyo de la sociedad civil, entre los Estados que aún no cuentan con ella; así como que, con la colaboración de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe apoyando y promoviendo en los Estados miembros la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos para tal efecto, e informe a los Estados Partes de los avances que se desarrollen al respecto en su próxima sesión de trabajo sobre la Corte Penal Internacional y a la Asamblea General en su 40º período ordinario de sesiones. También solicitó al Comité Jurídico Interamericano que elabore una legislación modelo en materia de implementación del Estatuto de Roma, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que con competencia de la Corte Penal Internacional y que presente un informe sobre los avances registrados.

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el doctor Mauricio Herdocia se refirió a los mandatos de la Asamblea General contenidos en el punto 11 de la resolución AG/RES. 2505 (XXIX-O/09). Al respecto propuso presentar al Comité un proyecto de ley modelo en algunos de los tres crímenes en materia previstos en el Estatuto de Roma, a saber, el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra. 

Recordó que, en consonancia a lo acordado en la sesión de Bogotá, al Presidente había enviado nota a todas las misiones de los Estados miembros para hacer presente la disposición del Comité Jurídico Interamericano de colaborar en los procesos de impulso a la adopción de leyes y en los procesos de formación. Con el mismo propósito, el Presidente se dirigió a las principales organizaciones internacionales que trabajan en el tema de la Corte Penal Internacional precisamente para solicitarles su apoyo. Hasta el momento se ha recibido respuesta por parte del gobierno de Belice con relación a las autoridades que están a cargo del tema en ese país; se ha recibido también un ofrecimiento de colaboración o de trabajo conjunto por parte de la Organización Parlamentarios para la Acción Global que estaría realizando en octubre una visita a Jamaica, con el propósito de impulsar la ratificación del Estatuto de Roma, en la cual debería estar presente un miembro del Comité. En este sentido, el Relator instó a los miembros del Comité a participar en sus respectivos países en dichos eventos de promoción.

Asimismo, resaltó que la Secretaría de Asuntos Jurídicos había concluido un perfil de proyecto a presentarse a instituciones que financien la realización de talleres y seminarios sobre la materia. 

Finalmente indicó que en la Resolución aprobada por la Asamblea General se subrayó la importancia de presentar un informe durante la próxima Sesión de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, a fin de evidenciar los avances que se han producido en torno de la planificación de estos cursos y por supuesto la propuesta de retomar el proyecto de legislación modelo en materia de identificación de los crímenes establecidos en el Estatuto de Roma.

Los doctores Castillo y Lindsay propusieron aunar esfuerzos con miras a cooperar en los seminarios que se produzcan en sus países. Por su parte, el doctor Novak propuso que el seminario que se lleve a cabo en Perú se realice en las fechas del próximo período de sesiones en Lima, como parte de las actividades académicas del Comité en esa oportunidad.

Respecto a su exposición oral, el doctor Herdocia anunció que presentaría un informe por escrito, el cual incluirá los aportes de los miembros, incluso la disposición de cooperar en los seminarios que el grupo de trabajo lleve a cabo en diferentes países. A ese particular, solicitó que dicho informe sea parte del Informe Anual, por tal razón la Secretaría del Comité registró con fecha 14 de agosto de 2009, el documento “Informe sobre preparativos y avances en materia de impulso a la adopción de legislación nacional sobre la base de la guía de principios del Comité Jurídico Interamericano y de capacitación de funcionarios para la cooperación de los Estados miembros de la OEA con la Corte Penal Internacional”, CJI/doc.337/09.

A continuación se transcribe la resolución CJI/RES. 157 (LXXIV-O/09) con el documento anexo CJI/doc.337/09:

CJI/RES. 157 (LXXIV-O/09)

CORTE PENAL INTERNACIONAL

EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO,

TENIENDO PRESENTE la resolución CJI/RES. 140 (LXXII-O/08) del 7 de marzo de 2008, en la que se acogieron los informes presentados por el relator, “Informes sobre las perspectivas de una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional” y la “Guía de principios generales y pautas en materia de cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional”;

CONSIDERANDO que la resolución AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08) solicita al Comité Jurídico Interamericano, con base en su propuesta de elaborar una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional, que impulse la adopción de esa legislación modelo, en la medida de sus posibilidades y con el apoyo de la sociedad civil, entre los Estados que aún no cuenten con una ley en la materia, y con la colaboración de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos apoyen y promuevan en los Estados Miembros la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos para tal efecto, e informe de los avances que se desarrollen al respecto a la Asamblea General en su cuadragésimo período ordinario de sesiones;

ENFATIZANDO la importancia de asegurar normas, órganos y procedimientos internos adecuados y eficaces que permitan una cooperación fluida con la Corte Penal Internacional,

RESUELVE:

1. Encomendar al Presidente del Comité Jurídico Interamericano que se dirija a los Estados Parte del Estatuto de Roma que no hayan adoptado legislación sobre cooperación con la Corte Penal Internacional, a fin de poner a su disposición los trabajos del Comité Jurídico en la materia, los cuales fueron remitidos al Consejo Permanente el 24 de marzo de 2008. De igual forma, los servicios de asistencia técnica que la Secretaría y, en su caso, el relator y otros miembros del Comité puedan brindar, dentro de sus posibilidades.

2.
Encargar a la Secretaría del Comité Jurídico que establezca comunicación con las Secretarías de CARICOM, CAN, SICA, MERCOSUR y UNASUR, con el fin de evaluar la posibilidad de celebrar seminarios regionales de formación y capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional para los Estados Parte en el Estatuto de Roma.

3. 
Encargar al Presidente del Comité Jurídico Interamericano, al relator y a la Secretaría el establecimiento de relaciones de colaboración con la sociedad civil interesada en colaborar con los esfuerzos de impulsar la adopción de legislación en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional en los Estados Parte del Estatuto de Roma, tales como la Coalición de ONGs por la Corte Penal Internacional; CICR, Acción Mundial de Parlamentarios; Comisión Andina de Juristas, y Fundación Due Process of Law, entre otros.

4.
Asimismo, identificar y establecer relaciones de colaboración con sectores de gobierno en cada país vinculados al tema de la cooperación con la Corte Penal Internacional, incluyendo los Ministerios de Justicia y Ministerios de Relaciones Exteriores, entre otros y según sea el caso, con miras a impulsar la adopción de las correspondientes leyes de cooperación y los esfuerzos de capacitación en la materia.

5.
Encargar a la Secretaría del Comité Jurídico Interamericano presentar e impulsar ante la Comisión de Evaluación de Proyectos de la OEA un perfil dirigido a la búsqueda de financiamientos para la realización de procesos de formación y de implementación de una estrategia de difusión y promoción de leyes modelo en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional.

6.
Destacar la importancia de las celebraciones del décimo aniversario de creación del Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional, evento solemne que tuvo lugar el 8 de diciembre de 2008, en Washington, D.C, en la sede de la Organización de los Estados Americanos, en el marco de la quinta sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente.
La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 19 de marzo de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Guillermo Fernández de Soto, Hyacinth Evadne Lindsay, Mauricio Herdocia Sacasa, João Clemente Baena Soares, Jorge Palacios Treviño, Jean-Paul Hubert, Fabián Novak Talavera, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, David P. Stewart, Freddy Castillo Castellanos y Jaime Aparicio. 

CJI/doc.337/09

Informe sobre preparativos y avances en materia de IMPUSO
a la adopción de legislación nacional sobre la base DE LA
guía de principios del Comité Jurídico Interamericano Y
de capacitación de funcionarios para LA COOPERACIÓN
de los Estados miembros de la OEA con la
Corte Penal Internacional

(presentado por el doctor Mauricio Herdocia Sacasa)

I. INTRODUCCIÓN

La Asamblea General de la OEA, en resolución AG/RES. 2505 (XXXIX-O/09), “Promoción de la Corte Penal Internacional”, aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2009 decidió: 
Solicitar al Comité Jurídico Interamericano que, teniendo como base la Guía de Principios de la OEA en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional, impulse la adopción de legislación nacional en la materia, en la medida de sus posibilidades y con el apoyo de la sociedad civil, entre los Estados que aún no cuenten con ella; así como que con la colaboración de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos continúe apoyando y promoviendo en los Estados Miembros la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos para tal efecto, e informe a los Estados Partes de los avances que se desarrollen al respecto en su próxima Sesión de Trabajo sobre la Corte Penal Internacional y a la Asamblea General en su cuadragésimo período ordinario de sesiones.

Solicitar también al Comité Jurídico Interamericano que elabore una legislación modelo en materia de implementación del Estatuto de Roma, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional y que presente un informe sobre los avances registrados, antes del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

Este mandato de la Asamblea General para el Comité Jurídico Interamericano ─ que tuvo su antecedente en la resolución AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08) de la Asamblea General ─ tiene una característica muy especial al encargarle componentes de participación en esfuerzos de capacitación e impulso a la adopción de legislación nacional en la materia en los Estados miembros de la OEA, lo que implica no sólo la tradicional forma de ejercicio de sus funciones mediante opiniones, estudios, preparación de convenciones y leyes modelos, sino que lo involucra directamente en la preparación de los esfuerzos de formación y educación, lo cual viene a enriquecer sus actividades en el terreno, aunque pone de manifiesto la necesidad de contar con recursos humanos y financieros de la cooperación para llevar a cabo su labor, con el apoyo pleno de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos, incluido especialmente el Departamento de Derecho Internacional. 
II. 
ORIGEN DE LA LABOR DEL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO 

La labor del Comité Jurídico Interamericano sobre este tema, ya en una época más reciente, se remonta al mandato recibido por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, el 7 de junio del año 2005, cuando se le solicitó elaborar un cuestionario para su presentación a los Estados miembros de la OEA. El citado Cuestionario pretendía obtener información sobre la forma en que las respectivas legislaciones nacionales estaban habilitadas para cooperar con la Corte Penal Internacional. 

Aproximadamente dos meses después, en agosto de 2005, el Comité Jurídico Interamericano aprobó la inclusión en su temario del tema Corte Penal Internacional.

Es importante destacar que el “Cuestionario relativo a la Corte Penal Internacional” cubrió tanto a los Estados Partes del Estatuto de Roma como a aquellos que no lo eran en aquel momento.

En un tiempo muy corto, el “Cuestionario relativo a la Corte Penal Internacional” recibió respuesta de 17 países, de los cuales 11 eran Partes y 6 no eran Partes del Estatuto de Roma. Sobre la base de esta información, el relator presentó el Informe solicitado.

El 6 de junio de 2006, la Asamblea General de la OEA, resolvió solicitar al Comité Jurídico Interamericano que, tomando en cuenta los resultados del informe presentado elaborase un documento de recomendaciones a los Estados miembros de la OEA, sobre la forma de fortalecer la cooperación con la Corte Penal Internacional. Dicho Informe CJI/doc.256/07 rev.1, “Promoción de la Corte Penal Internacional”, fue remitido al Consejo Permanente y éste -a su vez- lo envió a la Asamblea General. 

Atendiendo una nueva solicitud de la Asamblea General contenida en resolución AG/RES. 2279 (XXXVII-O/07), con fecha 10 de marzo de 2008 el relator presentó un “Informe sobre las Perspectivas de una Legislación Modelo sobre Cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional”, CJI/doc.290/08 rev.1. Dicho Informe se hacía acompañar de una “Guía de Principios Generales y Pautas en Materia de Cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional”, CJI/doc.293/08 rev.1. 
El Informe del relator y la Guía de Principios se envió al Consejo Permanente con fecha 24 de marzo del año 2008. 

El presente Informe, trata sobre los preparativos y avances dirigidos a impulsar la adopción de legislación nacional en materia de cooperación con la CPI, sobre la base de la Guía de Principios del CJI de la OEA y el apoyo y promoción de procesos de capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos en los Estados miembros, en atención al mandato contenido en la citada resolución AG/RES. 2505 (XXXIX-O/09). Da cuenta igualmente, del inicio del mandato relativo a elaborar una legislación modelo en materia de implementación del Estatuto de Roma, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional.

III. 
CONTENIDO DEL INFORME CJI/doc.290/08 rev.1 DE 3 DE MARZO DE 2008

Dado que la resolución AG/RES. 2505 (XXXIX-O/09), “Promoción de la Corte Penal Internacional”, aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 4 de junio de 2009, decidió que se tuviese como base la Guía de Principios de la OEA en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional, se considera pertinente hacer un resumen general del contenido del mismo y del Informe explicativo general.

La Guía tuvo como puntos de partida los siguientes: 

1.
El proyecto debe recoger –sin limitarse a ellas– la experiencia ya existente en las legislaciones nacionales, las cuales fueron reseñadas brevemente.

2. 
El tratamiento del tema de la cooperación con la Corte en cada una de las legislaciones tendrá ciertas modalidades que son propias del régimen jurídico interno, por lo que, en ocasiones, únicamente corresponderá al Comité indicar que determinados campos requieren un desarrollo de los procedimientos nacionales, pero que es a la propia ley doméstica a la que le corresponderá precisarlos, basándose en su propia institucionalidad democrática.

La diversidad y diferencia de órganos e instituciones que en cada Estado pueden estar eventualmente vinculados al cumplimiento de las disposiciones en materia de cooperación con la Corte y las modalidades propias de actuación de los mismos, aconsejan una perspectiva general al momento de redacción de un instrumento modelo, a fin de evitar una proliferación de posibilidades que, además, no cubrirían, necesariamente, toda la gama de opciones existente en los Estados. 

3. 
Siempre en esta dimensión, debe tenerse presente la necesidad de armonizar una solución que responda a los distintos sistemas jurídicos de common law y de civil law que existen en el hemisferio, prevaleciéndose del hecho de que ya existe un elemento unificador que es precisamente el Estatuto de Roma. Tomando en cuenta los diferentes sistemas jurídicos que existen en el Hemisferio, el puente entre un Sistema y otro es entonces la normativa de la Corte Penal Internacional, como régimen común uniforme.

4. 
No está de más indicar que el Sistema Interamericano y la práctica de los Estados muestran mecanismos de cooperación, asistencia mutua, ejecución de sentencias, etc. que reflejan una cierta dinámica de cooperación que podría facilitar las avenidas de una ley de implementación sobre la base -mutatis mutandi- de tales experiencias, sin olvidar que la cooperación con la Corte requiere muchas veces de un tratamiento especial que no necesariamente se logra utilizando -tal cuales-, las figuras y marcos de referencia tradicionales contenidas en otros tratados, sin las necesarias adecuaciones. 
5. 
El sentido de una ley de cooperación con la Corte debe estar muy claro. No sustituye el texto del Estatuto ni desplaza lo que ya está convenido en un tratado internacional como es el Estatuto de Roma. No se pretende modificarlo restrictivamente. Se pretende complementarlo, hacerlo efectivo, dotarlo de procedimientos internos en aquellas áreas donde se requiera realmente de disposiciones nacionales. Ahí donde hacen falta medidas de implementación nacional y las normas del Estatuto no son suficientes, es que se revela en todo su esplendor la verdadera utilidad de la ley. Tales procedimientos no podrían contradecir, obstaculizar ni volver inoperantes o nugatorias las disposiciones del Estatuto.

6. 
Desde esa óptica, no se trata de leyes de cooperación que puedan, por un exceso de reglamentación, ni hacer más engorroso ni difícil de alcanzar los objetivos sustantivos del Estatuto. Se trata por supuesto, de instrumentos para facilitar, agilizar y hacer efectivas las normas del propio Estatuto en materia de colaboración. Al adoptar un procedimiento determinado, la primera pregunta que debe hacerse es si ella facilita y favorece realmente la cooperación establecida. Una respuesta afirmativa, constituye el mejor ”test” de efectividad.

7. 
Para la efectividad de la cooperación, debe tenerse presente que ésta no descansa sólo en procedimientos mecánicamente establecidos, sino que tiene como un eje de carácter transversal un sistema de consultas que responderá a situaciones nacionales muy específicas y que es medular por cuanto permite, en un espíritu de colaboración y creatividad, encontrar soluciones adecuadas ante problemas puntuales e impedir la paralización de los procedimientos en caso de dificultades.
. 

8. 
Otro punto de partida es que, dada la complejidad del tema, es importante simplificar cuando sea posible. Algunas de las leyes ya emitidas muestran un alto grado de precisión, austeridad y certeza, aunque otras muestran un gran desarrollo y han abordado con extensión, generosidad y rigor la materia. Posiblemente sea mejor que la legislación modelo se beneficie de un equilibrio que, sin dejar por fuera temas torales, señale principios y pautas sobre asuntos que pueden necesitar de un refuerzo de la maquinaria institucional doméstica para hacer efectiva una determinada norma de cooperación del Estatuto y llenar vacíos y complementar la tela de los procesos cuando sean insuficientes.

Pretender ir más lejos, sin tomar en cuenta las particularidades que tiene cada ordenamiento nacional, expone a ofrecer soluciones que eventualmente podrían funcionar en un determinado régimen jurídico y no necesariamente para otros o bien mostrar inconsistencias.

9. 
La identidad de normas penales, ya sea vía remisión al Estatuto o mediante su incorporación completa es un elemento de gran utilidad para la cooperación, pero especial cuidado debe tenerse de complementarlas con el conjunto de reglas y principios relativos, por ejemplo, a la Cosa Juzgada (art. 20); el Derecho Aplicable (art. 21); la Exclusión de los Menores de 18 años de la Competencia de la Corte (art. 26) ; la Improcedencia del Cargo Oficial (art. 27); la Responsabilidad de los Jefes y otros Superiores (art. 28); la Imprescriptibilidad (art. 29) y las Circunstancias Eximentes de Responsabilidad Penal (art. 31), a fin de evitar inconsistencias entre la norma penal y su forma de aplicación. 

10. 
Las medidas de cooperación, si bien están concentradas básicamente en la Parte IX relativas a la cooperación internacional y la asistencia judicial, en realidad se encuentran complementadas por una gran cantidad de situaciones y disposiciones en otras partes del Estatuto que también requieren de colaboración de los Estados o bien de normas de implementación nacional. El Estatuto de Roma, texto al fin y al cabo integral e indivisible, no puede ver sólo hacia una de sus partes, sin tener en cuenta las demás y la interacción que se genera entre ellas como eslabones de un todo indisolublemente unido en objeto y propósito común.

11. 
La cooperación con la Corte debe entenderse en un sentido amplio, donde los esfuerzos por adecuar la legislación interna al Estatuto son también formas de cooperación con los fines de la justicia penal internacional. Igualmente, debe recordarse que los Estados pueden ser sujetos activos de la cooperación de la Corte, en un proceso de doble vía. En tal sentido, conforme al art. 93 párrafo 10.a) la Corte podrá cooperar y prestar asistencia a solicitud de un Estado Parte que lleve a cabo una investigación o sustancia un juicio por una conducta que constituya un crimen grave con arreglo al derecho interno del Estado requirente. 

12. 
Al adecuar las legislaciones internas debe tenerse presente la necesidad de atender el conjunto de las obligaciones internacionales asumidas por cada Estado, lo cual es particularmente importante en el ámbito del Derecho Internacional Humanitario con los Convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo adicional I, teniendo en cuenta que no necesariamente coinciden los crímenes con las infracciones en todos los casos y que el Estatuto codifica crímenes de guerra que no figuran en la lista de las infracciones graves y, especialmente que el Protocolo adicional I enumera algunos crímenes que no aparecen en el Estatuto de Roma o bien contempla elementos más amplios. 

13. 
Los Estados no Partes del Estatuto no están excluidos de la cooperación con la Corte. El artículo 87 párrafo 5 a) establece que la Corte podrá invitar a cualquier Estado que no sea parte en el presente Estatuto a prestar la asistencia prevista en la Parte IX sobre la base de un arreglo especial, un acuerdo con ese Estado o de cualquier otra manera adecuada. A juicio del relator, algunas de las llamadas “Otras formas de cooperación”, pueden ejecutarse utilizando –mutatis mutandi– mecanismos convencionales e internos propios de la cooperación penal internacional general.

14.
El artículo 86 del Estatuto establece una obligación general para los Estados Parte de cooperar “plenamente con la Corte en relación con la investigación y enjuiciamiento de crímenes de su competencia”; pero ello se realiza “de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto”. Es decir, en estricta conformidad con sus disposiciones. De ahí que los desarrollos legislativos nacionales deban guardar esa misma conformidad, en cumplimiento del deber de cooperar. 

Conformidad no significa que no puedan ir más lejos, sino que deben resguardar al menos los estándares mínimos ahí fijados. Incluso podría ser deseable que los Estados pudieran traspasar esos linderos en la medida en que constituyan verdaderos enriquecimientos y aportaciones al Derecho Penal Internacional, si así lo estiman conveniente.

15.
El valor de una legislación modelo estaría en ofrecer principios y pautas que hagan posible nacionalmente una mayor efectividad del funcionamiento de la cooperación con la Corte, cuando sea posible o bien indicar dónde y para que temas se requiere de un desarrollo doméstico. Pero la idea podría no limitarse a hacer más efectivo el funcionamiento de la Corte sino, además, el fundamental ejercicio preeminente de las jurisdiccionales penales domésticas frente a esos crímenes, bajo un concepto más amplio de la cooperación. El Preámbulo del Estatuto de la Corte recuerda en su párrafo sexto que “es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales”.

16.
Ya se ha indicado que no es pretensión de la Corte Penal Internacional sustituir la administración nacional de la justicia, sino que esta pueda estar en condiciones de salvaguardar y tutelar la persecución, enjuiciamiento y castigo de los culpables de crímenes a la luz del Estatuto. En lo posible, para decirlo de alguna manera, el juez nacional es también el juez capaz de aplicar su jurisdicción en el campo del derecho penal internacional. 

17.
La legislación de Argentina en la línea de la legislación española, por ejemplo, confirman esta aseveración al afirmarse que la ley tiene su radio de acción “en lo no previsto en el Estatuto de Roma” y su normativa complementaria. Los procedimientos que establezcan las leyes tienen entonces un carácter fundamentalmente supletorio del Estatuto, esto es, desarrollan aquello que no está previsto dentro del mismo ya que de otra forma, prevalece el procedimiento indicado en el instrumento creador de la Corte Penal Internacional. 

18.
Es importante también deducir de estas normas que la inexistencia de una ley interna de cooperación, no debe impedir ni alegarse a manera de justificación para incumplir con las obligaciones del Estatuto. Lo que se busca es que lo acordado en el ámbito internacional se refleje adecuadamente en la ley interna. 

19.
No podría dejar de indicarse que en el caso de los Estados que se tiene noticias que han emitido algún tipo de leyes, no todos han seguido un procedimiento uniforme. Mientras en unos casos se trata de leyes específicas exclusivamente relacionadas con el tema, en otros se trata de inclusiones en códigos sustantivos y procesales o bien técnicas mixtas. No ha existido una sola forma de implementar las formas de cooperación del Estatuto y así lo han mostrado las diferentes iniciativas. En algunos casos se ha recurrido a la técnica de remisión a lo dispuesto en el Estatuto, en tanto que en otras se ha optado por una legislación única y especial, concurriendo además, la técnica de la implementación sistemática en diversos cuerpos de leyes. 

Con mayor o menor desarrollo, las leyes adoptadas coinciden en el propósito básico de asegurar la existencia de procedimientos internos que garanticen la cooperación, guardando –en general- conformidad con el Estatuto, en esfuerzos dignos de todo reconocimiento y elogio. 

20.
En su pasado Informe, el Relator consideró más conveniente, en esa etapa de los trabajos del Comité, preparar un instrumento de características generales, centrado en grandes principios
 e identificando algunas de las áreas dónde existe la necesidad de un desarrollo legislativo nacional y brindando, cuando sea el caso, pautas o directrices generales para que sean las propias leyes internas las que –teniendo un marco de referencia– implementen sus respectivas normas a la luz de las particularidades propias de los ordenamientos internos. 

Esta orientación se ve reforzada ante la idea de estar en presencia de sistemas jurídicos de naturaleza distinta, como son los sistemas de common law y de derecho civil en el hemisferio.

21.
La Guía, como su nombre y contenido lo indica, no se trata de un tratado internacional, sino de un instrumento modelo susceptible de revisión continua y perfeccionamiento, concebido para funcionar como un parámetro y marco de referencia que los Estados pueden adaptar, cuando sea necesario, a sus propias y legítimas particularidades, siempre y cuando no afecten la normativa contenida en el Estatuto de Roma, los Elementos de los Crímenes y sus Reglas de Procedimiento y Prueba.

Se adjuntó al Informe del relator el Instrumento: “Guía de Principios Generales y Pautas en Materia de Cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional”, bajo la sigla CJI/doc.293/08 rev.1 del 7 de marzo de 2008.

La Guía de Principios Generales y Pautas en Materia de Cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional
 establece el propósito de asegurar la existencia de procedimientos internos para la plena cooperación entre los Estados y la Corte Penal Internacional en ejercicio de la jurisdicción, competencia y funciones atribuidas a dicha institución permanente en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 y normativa complementaria, incluyendo los Elementos de los Crímenes y las Reglas de Procedimiento y Prueba.
· Atribuye las competencias correspondientes a órganos de los Estados para tales fines y establece procedimientos aplicables a la cooperación, en lo no previsto en el Estatuto de Roma y sus normas complementarias.

· Su Naturaleza es de carácter adicional a lo dispuesto en el Estatuto de Roma y normativa complementaria, contemplando que deberá respetarse la integridad de los procedimientos ya previstos en el Estatuto de Roma y su normativa complementaria.
· En sus Alcances, el instrumento es aplicable a los tipos penales competencia de la Corte Penal Internacional referidos a los siguientes crímenes: el crimen de Genocidio; los crímenes de Lesa Humanidad; los crímenes de Guerra y el crimen de Agresión, éste último una vez que se apruebe una disposición que lo defina y se enuncien las condiciones para su aplicación de conformidad con el Estatuto de Roma.

· Es aplicable igualmente a los Delitos contra la Administración de Justicia, establecidos en el artículo 70 del Estatuto de Roma.

· Los tipos penales establecidos en los artículos 6, 7, 8 y 70 del Estatuto de Roma constituyen los estándares mínimos a los cuales deberán adecuarse las respectivas legislaciones nacionales.

· La adecuación de los tipos penales debe complementarse mediante la inclusión de aquellas reglas y principios relativos por ejemplo, a la Cosa Juzgada (art. 20); el Derecho Aplicable (art. 21); la Interpretación Restrictiva de los Crímenes (art. 22,2); la Irretroactividad Ratione Personae (art. 24,2); la Responsabilidad Penal Individual (art. 25); la Exclusión de los Menores de 18 años de la Competencia de la Corte (art. 26); la Improcedencia del Cargo Oficial (art. 27); la Responsabilidad de los Jefes y otros Superiores (art. 28); la Imprescriptibilidad (art. 29) y las Circunstancias Eximentes de Responsabilidad Penal (art. 31), a fin de evitar inconsistencias entre la norma penal y su forma de aplicación.

· La adecuación de los tipos penales en el derecho interno, debe guardar armonía con las obligaciones que dimanan de los Convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo adicional I de 1977.

En cuanto a su ámbito de aplicación contempla la Obligación Universal de Juzgar, según la cual los Estados ejercerán su jurisdicción en relación con cualquier persona vinculada a los crímenes indicados en el artículo 5 del Estatuto de Roma que se encuentre en su territorio, independientemente de la nacionalidad o del lugar de la comisión del crimen, cuando dicho Estado no proceda ya sea a su extradición a un tercer Estado o bien a su entrega a la Corte Penal Internacional.
Contiene una obligación general de cooperación según la cual los órganos del Estado a los cuales se atribuye competencia cumplirán con las solicitudes de cooperación provenientes de la Corte Penal Internacional, de acuerdo con los términos y condiciones establecidas en el Estatuto de Roma, su normativa complementaria y el presente instrumento.

· Las solicitudes de cooperación se cumplirán de forma expedita y de buena fe. 

· La ausencia total o parcial de procedimientos en el orden interno para cooperar con la Corte Penal Internacional no podrá utilizarse como excusa para negar la cooperación solicitada, por lo que se implementarán los mecanismos legales necesarios para cumplir con dichas solicitudes, asegurando el derecho de defensa de la persona imputada.

· Se procurarán procedimientos ágiles y efectivos que no constituyan obstáculos innecesarios para la plena cooperación o que impongan condiciones incompatibles con el Estatuto de Roma.

· Los procesos de consulta establecidos en el Estatuto de Roma, serán llevados o conducidos con miras a llegar a un entendimiento, de tal manera que procuren ya sea resolver las cuestiones que han motivado la consulta o bien encontrar otras maneras y mecanismos de prestar la asistencia o facilitar su prestación. 

· Al prestar cooperación, se tomarán en cuenta posibles arreglos para la protección de personas, incluidos victimas y testigos.

· Se contemplará un régimen de divulgación amplia en materia de entrega de información, sin perjuicio de las limitadas excepciones establecidas previamente en la ley.

Los Estados podrán solicitar a la Corte (por medio del órgano competente según la ley y bajo la modalidad que fije la misma) cooperación y asistencia, cuando lleve a cabo una investigación o sustancie un juicio por una conducta que constituya un crimen de la competencia de la Corte o que constituya un crimen grave con arreglo a su derecho interno.

La Guía contempla igualmente la designación de órganos competentes por los Estados; la remisión de una situación al Fiscal; el requerimiento de inhibición del Fiscal; la Impugnación de la competencia de la Corte o de la admisibilidad de la causa; las solicitudes de detención y entrega de personas a la Corte Penal Internacional; la investigación en el terreno por agentes de la Corte Penal Internacional; el cumplimiento de la pena en el territorio de un Estado Parte del Estatuto de Roma; la imprescriptibilidad y la cuestión de las Amnistías e indultos.

· Contiene, igualmente, pautas sobre responsabilidad del superior y obediencia jerárquica; el régimen de inmunidades y las cuestiones relativas a educación y entrenamiento.

· La Parte II de la Guía está dedicada a aquellos Estados que todavía no son parte en el Estatuto de Roma. Tales Estados pueden brindar cooperación a la Corte Penal Internacional de conformidad con lo dispuesto en el Estatuto de Roma, ya sea mediante la declaración prevista en el artículo 12 párrafo 3, o bien sobre la base de un arreglo especial, un acuerdo o de cualquier otra manera adecuada prevista en el art. 87, párrafo 5.a) de dicho Estatuto.

· Contempla también que los Estados puedan adaptar, con las modificaciones que se juzguen necesarias y en lo pertinente, tomando en cuenta su condición de no Parte en el Estatuto de Roma, las disposiciones anteriores pertinentes de la Guía 

· Pueden igualmente designar un órgano (de conformidad con la ley y las modalidades prevista en ella) para atender e impulsar la cooperación con la Corte Penal Internacional.

· Se sugiera a los Estados en esta condición la realización de estudios, sobre la base legal interna e instrumentos internacionales que lo vinculan jurídicamente para brindar cooperación y asistencia a la Corte en las áreas previstas en la Parte IX del Estatuto de Roma, en tanto se produce la ratificación, en su caso.

IV. SESIONES ESPECIALES DE TRABAJO DE LA CAJP

Siguiendo el Informe presentado por el Departamento de Derecho Internacional, la Sesión de Trabajo sobre la Corte Penal Internacional (OEA/Ser.G CP/CAJP-2700/09, 17 marzo 2009) se celebró el lunes 8 de diciembre de 2008, organizada por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA. 
Esta sesión tuvo en cuenta los mandatos siguientes: 

10.
Solicitar al Consejo Permanente que, con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional, celebre una sesión de trabajo sobre las medidas adecuadas que los Estados deben tomar para cooperar con la Corte Penal Internacional, que incluya un segmento de diálogo de alto nivel entre los Estados Miembros…. 

12.
Solicitar al Secretario General que, con el patrocinio de los Estados Miembros interesados y otros organismos u organizaciones interesadas, promueva en la sede de la Organización de los Estados Americanos actividades conmemorativas del décimo aniversario de la adopción del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.

Se realizaron presentaciones para tres paneles de trabajo y para el segmento dedicado a la celebración de los diez años de la adopción del Estatuto de Roma. 

En el panel “Medidas adecuadas que los Estados deben tomar para cooperar con la Corte Penal Internacional en la investigación, enjuiciamiento y sanción de los responsables de haber cometido crímenes de guerra, lesa humanidad y genocidio” se destacaron las siguientes ideas:
· Felicitar al gobierno de Suriname por haber ratificado el Estatuto de Roma.

· Instar al respetar de la independencia de la Corte, libre de interferencias políticas. 

· Resaltar la trascendencia del principio de la complementariedad y de la cooperación.

· Tipificar el crimen de agresión de manera clara y exhaustiva.

· Adoptar un acuerdo de cooperación entre la OEA y la Corte Penal Internacional para formalizar el trabajo y fortalecer los vínculos existentes entre ambos organismos. En este sentido varias delegaciones exhortaron a ambas instituciones a trabajar en la elaboración de dicho instrumento.

· Apoyar toda acción tendiente a lograr la universalización de la Corte Penal Internacional.

Asimismo, es pertinente mencionar algunas de las ideas específicas resumidas presentadas por las delegaciones y los expositores.
: 

La delegación de México expresó interés en compartir su experiencia sobre la adopción del Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades con aquellos Estados que aún no lo han hecho o están en vías de vincularse al mismo. Resaltó la importancia de compartir con otros miembros las experiencias de cada Estado para vincularse al Estatuto así como para armonizar su legislación nacional. También exhortó a ratificar el Acuerdo de Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional. (…)

La delegación de Canadá por su parte alentó la ratificación universal del Estatuto de Roma e informó sobre los trabajos de difusión, y en particular la contribución de su país al financiamiento de un Manual sobre el Estatuto de Roma en varios idiomas. 

La delegación de Estados Unidos explicó la opinión de su país respecto a la Corte Penal Internacional. (…)

La delegación de Costa Rica reiteró su firme e incondicional apoyo a la Oficina del Fiscal y destacó los grandes avances de la situación en la República Democrática del Congo; manifestó su preocupación por Darfur y también su descontento por la escasa colaboración que se ha recibido de parte de las autoridades gubernamentales del Sudán con relación a la entrega de personas, quienes presuntamente habrían cometido vejaciones y crímenes de guerra. Por otro lado, Costa Rica destacó su firme apoyo a la Corte, en particular de la Oficina del Fiscal, además de manifestar su preocupación frente a las posiciones del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas respecto de la Corte Penal Internacional. (…)

La delegación de Ecuador subrayó los avances realizados en la Constitución Política aprobada recientemente en su país y reconoció la necesidad de tipificar el crimen de agresión de manera clara y exhaustiva. Finalmente, instó a no desconocer el derecho a la legítima defensa dentro de los principios y procedimientos claramente establecidos tanto en el Derecho Internacional como en la carta de las Naciones Unidas, especialmente en lo atinente al cumplimiento de los requisitos de necesidad y proporcionalidad. (…)

En el segundo Panel “La ratificación e implementación del Estatuto de Roma y del Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades” se abordaron los factores utilizados para medir el nivel de cumplimiento de los Estados en cuanto a la ratificación o adhesión, así como la implementación del Estatuto de Roma en la legislación interna. Se hizo también alusión a los principios de complementariedad y de cooperación con la Corte Penal Internacional por medio de ilustraciones concretas. Finalmente, se mencionó el relacionamiento entre la Corte y el cumplimiento del derecho penal internacional que recae en los Estados. En cuanto al Acuerdo de Privilegios e Inmunidades se destacó lo imprescindible que resulta para los involucrados contar con todas las garantías necesarias para realizar sus funciones e instó a los Estados a ejecutar y poner en práctica este instrumento.

Al finalizar el tercer panel de trabajo “Actuación de organismos/organizaciones internacionales en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional” se destacaron las siguientes ideas:

· Solicitar a los Estados que aún no lo han hecho a adherirse al Estatuto de Roma y al Acuerdo de Privilegios e Inmunidades.

· Instar a los Estados a contribuir a la efectiva universalidad, protección y mantenimiento de la seguridad internacional.

· Felicitar el trabajo de la Corte y de la Oficina del Fiscal.

De manera individual el informe menciona algunas de las ideas presentadas por las delegaciones y expositores presentes: 
La delegación de Argentina ratificó su apoyo a los esfuerzos de la comunidad internacional dirigidos al fortalecimiento y universalización de la Corte Penal Internacional. Asimismo, resaltó la importancia de la cooperación con la Corte Penal Internacional, y en este contexto sugirió un posible acuerdo entre la misma y la OEA. 

La delegación de México instó a prever un espacio más amplio para la participación de las delegaciones en las próximas Reuniones de Trabajo a fin de permitir un posicionamiento sobre cada tema.

La delegación de Venezuela agradeció a los panelistas y solicitó seguir realizando este tipo de reuniones de trabajo con expertos que presentan una visión amplia y objetiva en el tratamiento de los temas. Ratificó el compromiso de la República Bolivariana de Venezuela contra los crímenes de transcendencia que afectan la seguridad mundial y mencionó que su país continuará trabajando para mantener la institucionalidad y la independencia de la Corte.

La delegación de Uruguay resaltó los aspectos positivos que se perciben en el actuar de los Estados que contribuyen en la represión de crímenes que atentan contra la humanidad. También apoyó la adopción de un acuerdo de cooperación entre la OEA y la Corte.

La delegación de República Dominica se refirió al trabajo desempeñado por la Secretaría de Relaciones Exteriores para la promoción del Derecho Internacional Humanitario, y específicamente la organización de reuniones, con funcionarios nacionales e internacionales, para facilitar la tipificación de los crímenes de guerra, genocidio y de lesa humanidad en el Código Penal y permitir una adecuación de la legislación interna con los instrumentos internacionales. Asimismo, informó que su país ha sometido a la aprobación del Congreso Nacional el Acuerdo de Privilegios e Inmunidades de la Corte.

La delegación de Colombia reconoció y felicitó los avances de la Corte, en particular el hecho de que por primera vez se haya responsabilizado a un jefe de Estado en funciones. Asimismo, remarcó la importancia de los principios de cooperación y complementariedad de los Estados. 

Finalmente, la delegación de Chile mencionó que su país suscribió el Estatuto de Roma en 1998, y actualmente se encuentra en un proceso de ratificación (ya cumplido en la actualidad 
) que requiere de reformas constitucionales y legales en curso, por lo que reiteró la voluntad política de llevar este proceso a buen término a la brevedad posible. En este marco respaldó a la conclusión de un eventual acuerdo entre la OEA y la Corte Penal Internacional, que reafirmaría la cooperación de la organización con la labor del Tribunal.

V.
Preparativos y Avances sobre impulso a la Guía de Principios
5.1 
Ratificaciones del Estatuto de Roma en el Sistema Interamericano

A partir del último informe, dos países, Surinam y Chile, pasaron a formar parte del Estatuto de Roma. Los 25 países del Sistema Interamericano que ya han ratificado el Estatuto de Roma son:

Antigua y Barbuda (18 de junio de 2001), Argentina (8 de febrero de 2001), Barbados (10 de diciembre de 2002), Belice (5 de abril de 2000), Bolivia (27 de junio de 2002), Brasil (14 de junio de 2002), Canadá (7 de julio de 2002), Colombia (5 de agosto de 2002), Costa Rica (7 de junio de 2001), Dominica (12 de febrero de 2001), República Dominicana (12 de mayo de 2005), Ecuador (5 de febrero de 2002), Guyana (24 de septiembre de 2004), Honduras (1 de julio de 2002), México (28 de octubre de 2005), Panamá (21 de marzo de 2002), Paraguay (14 de mayo de 2001), Perú (10 de noviembre de 2001), Saint Kitts y Nevis (22 de agosto de 2006), San Vicente y Las Granadinas (3 de diciembre de 2002), Trinidad y Tobago (6 de abril de 1999), Uruguay (28 de junio de 2002) y Venezuela (7 de junio de 2000). Surinam (15 de Julio de 2008) y Chile (29 de Junio de 2009).
Los 10 países del Sistema Interamericano que no han ratificado el Estatuto de Roma son: Bahamas, Cuba, Haití, Jamaica, Santa Lucía, Estados Unidos de América, Grenada, Guatemala, Nicaragua y El Salvador.

5.2 
Ratificaciones del APIC 

En cuanto al Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional (APIC) se han agregado también dos países: Honduras y Colombia. 

El Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la CPI ha sido ratificado por 13 países del Sistema Interamericano. Ellos son: Argentina (1 de febrero de 2007), Belice (14 de septiembre de 2005), Bolivia (20 de enero de 2006), Canadá (22 de junio de 2004), Ecuador (19 de abril de 2006), Guyana (16 de noviembre de 2005), Panamá (16 de agosto de 2004), Paraguay (19 de julio de 2005), Trinidad y Tobago (6 de febrero de 2003), Uruguay (1 de noviembre de 2006) y México (27 septiembre de 2007), Honduras (1 de abril de 2008) y Colombia (15 de abril de 2009). 

5.3 
Sesión de Trabajo 

Debe señalarse también como un elemento de actualización de gran importancia los resultados ya reseñados en el punto IV de este Informe, de la Sesión de Trabajo sobre la Corte Penal Internacional (AG/RES. 2364 XXXVIII-O/08) que tuvo lugar el 8 de diciembre de 2008 en la sede la Organización.

Debe destacarse que tales sesiones han sido ocasiones oportunas para actualizar los avances legislativos por parte de los Estados en cuanto a la implementación del Estatuto de Roma. En esta sesión se reiteró el llamado a los Estados a enviar al CJI la información actualizada sobre los progresos legislativos e identificación de autoridades así como los temas especialmente solicitados en relación a la colaboración con el Comité.

5.4 Listado de Organizaciones
Se elaboró un listado global de organizaciones y personalidades que han participado en las cinco sesiones de trabajo sobre la Corte Penal Internacional a fin de solicitar su cooperación en el cumplimiento de las resoluciones de la Asamblea General para impulsar la adopción de leyes de cooperación y para emprender procesos de formación.

5.5 Carta del Presidente del CJI 

El Presidente del CJI, Jaime Aparicio, se dirigió a todas las Misiones Permanentes ante la Organización de los Estados Americanos a fin de plantear lo siguiente: 

En su resolución AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08), la Asamblea General de la OEA solicitó al Comité Jurídico Interamericano, con base en su propuesta de elaborar una legislación modelo sobre cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional, que impulse la adopción de esa legislación modelo, entre los Estados que aún no cuenten con una ley en la materia y que apoyen y promuevan en los Estados miembros la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos para tal efecto.

A la luz de dicho mandato, en su resolución CJI/RES. 157 (LXXIV-O/09) "Corte Penal Internacional", el Comité Jurídico Interamericano reunido en marzo de 2009 en Bogotá, Colombia resolvió, entre otros aspectos, “encomendar a su Presidente que se dirija a los Estados Partes del Estatuto de Roma que no hayan adoptado legislación sobre cooperación con la Corte Penal Internacional, a fin de poner a su disposición los trabajos del Comité en la materia así como los servicios de asistencia técnica que la Secretaría y, en su caso, el relator y otros miembros del Comité puedan brindar, dentro de sus posibilidades”. (…) 

Adicionalmente, tengo a bien solicitar muy respetuosamente su asistencia, para “identificar y establecer relaciones de colaboración con los sectores de gobierno en cada país vinculados al tema de la cooperación con la Corte Penal Internacional, incluyendo los Ministerios de Justicia y Ministerios de Relaciones Exteriores, entre otros y según sea el caso, con miras a impulsar la adopción de las correspondientes leyes de cooperación y los esfuerzos de capacitación en la materia”. En este cometido, le rogamos enviar la información requerida a la Secretaría del Comité Jurídico Interamericano en Rio de Janeiro, vía el correo mtmcji@terra.com.br”.

Los trabajos del Comité fueron reenviados nuevamente en los documentos anexos que acompañaron esta carta.

Hasta ahora, solo Belice ha respondido esta comunicación.

5.6 Comunicación a organizaciones

Una Comunicación muy similar –mutatis mutandis- fue enviada a las organizaciones internacionales como: 

	EN INGLES
	EN ESPAÑOL

	Richard Dicker

Director del Programa de Justicia Universal del Human Rights Watch

350 Fifth Avenue, 34th Floor
New York, NY 10118-3299
	Jaime Villarroel Ferrer

Presidente del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina (CAN) 

Calle Augusto Egas No. 33-65 y Bosmediano

Sector Bella-Vista - Quito, Ecuador

	Cheryl Thompson-Barrow
General Counsel 

Legislative Drafting Facility
Legal Services

CARICOM Secretariat
Turkeyen, Greater Georgetown - GUYANA
	Paulina Vega González

Coordinadora para América Latina y el Caribe de la Coalición de Organizaciones no Gubernamentales por la Corte Penal Internacional (CCPI) 

Po Box 19519
2500 CM, The Hague, The Netherlands 

	Mr. Geoff P. Loane

Head of the Regional Delegation of the United States and Canada

International Committee of the Red Cross-ICRC

1100 Connecticut Avenue, NW Suite 500 
Washington, District of Columbia 20036
	Carlos Antonio Guerra Gallardo
Presidente Corte Centroamericana de Justicia 
Sistema de la Integración Centroamericana-SICA 

Bolonia #1804, Managua

Nicaragua

	Deborah Ruiz Verduzco
Senior Programme Officer

International Law and Human Rights Programme
Responsible, Parliamentarians for Global Action

PGA - The Hague Office
Laan van Meerdervoort 70
2517 AN The Hague , The Netherlands
	Juan E. Méndez

President

International Center for Transitional Justice - ICTJ

5 Hanover Square. Floor 24

New York, NY USA 10004

	William R. Pace

Convenor Coalition for the International Criminal Court

c/o WFM, 708 3rd Avenue, 24th Floor

New York, NY 10017
	Oscar López Goldaracena

Human Rights Watch 

21 de Septiembre 2508

Montevideo - Uruguay

	

	Luis Enrique Aguilar

COMISION ANDINA DE JURISTAS

Área de Derechos Humanos

Los Sauces 285, Lima 27 - Perú

	
	Katya Salazar
Directora Ejecutiva 

DPLF 
1779 Massachusetts Avenue, N.W, Suite 510-A

Washington, D.C., 20036


5.7 Proyecto de Cooperación

Se ha elaborado un proyecto de Fortalecimiento de la Cooperación de los Estados con la Corte Penal Internacional en materia de legislación, con una duración estimada de 3 años, iniciando en febrero de 2010 y finalizando en febrero de 2013 que tiene como objetivo fortalecer las capacidades de los Organismos del Estado en materia de cooperación legislativa de los Estados con la CPI. Están previstas dos fases: 

a) Seminario o Curso sobre las perspectivas de la legislación modelo del Comité Jurídico Interamericano, dirigido a un primer grupo de países hispano-hablantes que han ratificado el Estatuto de Roma. Se hará la convocatoria de manera que cada país designe a 4 funcionarios de alto nivel, vinculados con: los Ministerios de Justicia, de Relaciones Exteriores, de la Rama Judicial y de los Parlamentos. Los 15 países seleccionados inicialmente serán: Venezuela, Costa Rica, Honduras, Argentina, Paraguay, Perú, Ecuador, Panamá, Brasil, Bolivia, Uruguay, Colombia, México, República Dominicana y Chile. Los participantes deberán responder un cuestionario sobre los avances alcanzados en los países, al momento de culminar la capacitación recibida. Eventualmente podrá contemplarse la participación de aquellos Estados que no han ratificado el Estatuto. 
b) Seminario o Curso sobre las perspectivas de la legislación modelo del Comité Jurídico Interamericano, dirigido a un segundo grupo de países anglo-parlantes que han ratificado el Estatuto de Roma. Se hará la convocatoria de manera que cada país designe a 4 funcionarios de alto nivel, vinculados con: los Ministerios de Justicia, de Relaciones Exteriores, de la Rama Judicial y de los Parlamentos. Los 10 países seleccionados para esta segunda actividad serán: Trinidad y Tobago, Belice, Canadá, Dominica, Antigua y Barbuda, San Vicente y las Granadinas, Barbados, Guyana, San Kitts y Nevis y Surinam. Los participantes deberán responder un cuestionario sobre los avances alcanzados en los países, al momento de culminar la capacitación recibida. Eventualmente podrá contemplarse la participación de aquellos Estados que no han ratificado el Estatuto.
Los resultados esperados consisten en principio en: 

i) 
“96 funcionarios de alto nivel de los Ministerios de Justicia, de Relaciones Exteriores, de la Rama Judicial y de los Parlamentos capacitados en materia de cooperación de los Estados con la CPI, a fin de permitir que las legislaciones nacionales estén en congruencia con el Estatuto de Roma y que los funcionarios nacionales puedan interpretar y aplicar adecuadamente los instrumentos jurídicos y de esta manera facilitar la cooperación con la CPI” 

ii) 
Otro resultado buscado consiste en “Mecanismo de seguimiento implementado sobre los desarrollos nacionales alcanzados a nivel legislativo, administrativo y judicial, en los países cuyos funcionarios fueron capacitados”.

5.8 Ofrecimientos de colaboración

Los Miembros del Comité Jurídico Interamericano originarios de Venezuela, Jamaica, Perú (sede de la próxima sesión ordinaria del CJI), entre otros, ofrecieron colaborar desde sus países, para acciones inmediatas, en materia de capacitación y formación en asuntos relativos a la Corte Penal Internacional o bien en el impulso a la adopción de leyes inspiradas en la Guía de Principios del CJI.

5.9 
Posibilidades de colaboración

El relator y el Departamento de Derecho Internacional han entrado en comunicación con organizaciones como la Coalición para la Corte Penal Internacional y Parlamentarios para la Acción Global, entre otros, para avanzar en posibilidades de colaboración. Igual se han contactado diversas organizaciones durante los periodos de sesiones del Comité. 

VI. 
LEYES MODELO PARA LOS CRÍMENES

El CJI se propone trabajar en la elaboración de una legislación modelo en materia de implementación del Estatuto de Roma, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes de guerra. Para estos propósitos, tiene la intención de consultar al Comité Internacional de la Cruz Roja y a otras organizaciones, en la línea en que ya lo ha venido haciendo. De igual manera tomar ventaja de los trabajos que ya realiza el propio Comité en materia de Derecho Internacional Humanitario y el mandato de la Asamblea General contenido en la resolución AG/RES. 2507 (XXXIX-O/09), “Promoción y Respeto del Derecho Internacional Humanitario”, en el sentido de: 

Solicitar al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que continúe elaborando y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos por los Estados Miembros en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados Miembros y con el Comité Internacional de la Cruz Roja…

2. 
Promoción y fortalecimiento de la democracia 

Resoluciones

CJI/RES. 159 (LXXV-O/09)
Elementos esenciales y fundamentales de la democracia representativa y su vinculación con la acción colectiva en el marco de la Carta Democrática Interamericana

CJI/RES. 160 (LXXV-O/09) 
Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana

Anexo: CJI/doc.317/09 corr.1 Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana (presentado por el doctor Jean-Paul Hubert)

Durante su 62º período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2003), el Comité Jurídico Interamericano decidió incorporar en su agenda el tema de la “Aplicación de la Carta Democrática Interamericana”. El doctor Eduardo Vio Grossi presentó el documento CJI/doc.127/03, "La democracia en el sistema interamericano: informe de seguimiento sobre la aplicación de la Carta Democrática Interamericana", y fue nombrado relator del tema. El Comité decidió analizar el documento presentado en su próximo período ordinario de sesiones.

Durante su 63º período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2003), el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 64 (LXIII-O/03), "Aplicación de la Carta Democrática Interamericana", mediante la cual tomó nota que, a la fecha, en la agenda de los Órganos competentes de la Organización, no figura solicitud alguna para la aplicación de mecanismos contemplados en la Carta Democrática Interamericana y dispuso que dicho tema continúe en su agenda entre los asuntos en seguimiento. Finalmente, encargó al relator, doctor Eduardo Vio, que en el 64º período ordinario de sesiones del Comité presente un nuevo informe sobre el particular.

La Asamblea General, durante su 34º período ordinario de sesiones (Quito, Ecuador, junio, 2004), mediante resolución AG/RES. 2042 (XXXIV-O/04), solicitó al Comité Jurídico Interamericano que, en el marco de este tema, analice, a la luz de lo establecido en el Capítulo III de la Carta Democrática Interamericana, los aspectos jurídicos de la interdependencia entre democracia y desarrollo económico y social, teniendo presentes, entre otros, las Recomendaciones de la Reunión de Alto Nivel sobre Pobreza, Equidad e Inclusión Social contenidas en la Declaración de Margarita, el Consenso de Monterrey, las Declaraciones y Planes de Acción emanados de las Cumbres de las Américas, y los objetivos contenidos en la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas.

Durante su 66º período ordinario de sesiones (Managua, Nicaragua, 28 de febrero–11 de marzo, 2005), el Comité Jurídico Interamericano decidió incorporar al doctor Antonio Fidel Pérez como uno de los relatores del tema. El doctor Luis Herrera Marcano recordó que el Comité Jurídico había mantenido este tema en la agenda como tema en seguimiento a la espera de recibir algún nuevo mandato por parte de la Asamblea General o en caso de que el Comité necesite abordar algún tema en específico.

La Asamblea General de la OEA, durante su 35º período ordinario de sesiones (Fort Lauderdale, Estados Unidos de América, junio, 2005), no encomendó ninguna labor sobre este tema al Comité Jurídico Interamericano.

Durante el 67º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2005), los co-relatores del tema, doctores Eduardo Vio Grossi y Antonio Fidel Pérez, coincidieron en la necesidad de esperar alguna consulta jurídica por parte del Consejo Permanente. Adicionalmente, el Comité decidió mantener el tema en su agenda bajo el nombre “Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, sin realizar consideraciones sobre el tema.
Durante su 68º período ordinario de sesiones (Washington, D.C., Estados Unidos de América, marzo, 2006) y su 69º período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2006), el Comité Jurídico Interamericano no consideró el tema.

Durante su 70º período ordinario de sesiones (San Salvador, El Salvador, febrero-marzo, 2007), el Comité aprobó la resolución CJI/RES. 132 (LXXI-O/07), “Seguimiento de la Aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, mediante la cual resuelve retomar entre los temas en consideración de su agenda el presente tema. Además, resolvió realizar una interpretación sobre las condiciones y vías de acceso para la aplicabilidad de la Carta Democrática Interamericana, a la luz de la Carta de la OEA y otros instrumentos jurídicos básicos referidos a la defensa y promoción de la democracia en las Américas. Finalmente, se nombró como relatores a los doctores Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, Jaime Aparicio, Mauricio Herdocia, Ricardo Seitenfus, Eduardo Vio Grossi, Freddy Castillo Castellanos y Jean-Paul Hubert. El doctor Eduardo Vio Grossi presentó un voto razonado (CJI/doc.281/07), y el doctor Antonio Fidel Pérez presentó una explicación de voto en disidencia (CJI/doc.284/07).

Con fecha 10 de abril de 2007, la Oficina de Derecho Internacional de la OEA encaminó a los miembros del Comité Jurídico el documento CP/doc.4184/07, “La Carta Democrática Interamericana: informe del Secretario General en cumplimiento de las resoluciones AG/RES. 2154 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06)”. 

Durante el 71º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2007), el doctor Antonio Fidel Pérez presentó el documento CJI/doc.264/07, “Reporte relativo al informe del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos sobre la implementación de la Carta Democrática Interamericana. Por su parte el doctor Seitenfus presentó un documento, sin clasificación, sobre las relaciones estrechas entre democracia y libertad de prensa. Se dejó para el próximo período la decisión de mantener el tema en la agenda. 

Durante el 72º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2008), el Presidente del Comité Jurídico, doctor Jean-Paul Hubert, indicó que no existía ni mandato ni informes sobre este tema, y la discusión fue incluida en las actas a solicitud del doctor Mauricio Herdocia. 

Durante el 73º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2008), el doctor Ricardo Antônio Silva Seitenfus propuso elaborar un trabajo sobre el valor preventivo de la Carta Democrática Interamericana, lo cual fue apoyado por el doctor Mauricio Herdocia.

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el doctor Jean-Paul Hubert, relator del tema, presentó su informe titulado “Seguimiento a la Aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, CJI/doc.317/09. El intercambio de opiniones sobre el tema quedó transcrito de manera textual en el Acta número 6 de dicho período de sesiones. Finalmente, se decidió que el informe volvería a ser discutido en el siguiente período ordinario de sesiones del Comité Jurídico.   

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el doctor Jean-Paul Hubert hizo un relato del origen del tema en el Comité, tal que fuera propuesto por el doctor Eduardo Vio Grossi en el año 2003. Recordó que en diferentes oportunidades hubo opiniones en el sentido de que el Comité no debería involucrarse en ese asunto por ser de carácter esencialmente político. Sin embargo, teniendo presente el informe del Secretario General y su visita al Comité así como su clase en el Curso de Derecho Internacional, en que alentó al Comité a continuar a trabajar en ese asunto, el relator elaboró otro documento, que fue presentado en la sesión de Bogotá. Al respecto, el doctor Hubert manifestó su preocupación por el hecho de que la Asamblea de Honduras había aprobado una resolución por la cual toma nota de la importancia del tema (sin emitir ningún mandato), e insta al Comité a continuar la consideración del tema. Cuestionó el destino que el Comité desea darle al documento presentado.

Por su parte, el Presidente mencionó los dos documentos elaborados por el relator, doctor Jean-Paul Hubert, que tratan extensivamente sobre el seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana y manifestó que en este momento el Comité debería trabajar en un tema más concreto, tal como lo son los elementos esenciales de la democracia a la luz de los documentos de la OEA y también aquellos aprobados por otros organismos, como el Mercosur y el Grupo de Rio.

El doctor Jean-Paul Hubert constató que sus textos ya habían sido ampliamente debatidos y que no sería necesario que el Comité se dedicara al concepto de la democracia, ya contenido en la Carta de la OEA y en la Carta Democrática. Asimismo tuvo en cuenta que el Comité ya había presentado documentos de gran impacto y por ende el tema requería de acción más concreta con la aprobación de un texto que recogiera todas las observaciones realizadas hasta el momento.

El doctor Mauricio Herdocia coincidió en que es fundamental entrar a los temas concretos derivados de los dos informes presentados por el doctor Hubert. Propuso que el documento final permitiera el envío de esos informes al Consejo Permanente y junto con él los elementos esenciales que el Comité pueda desarrollar.

En ese sentido, propuso también que el proyecto de resolución contuviera los problemas que fueron señalados y que afectan a la democracia sin llegar al golpe de estado clásico. En casos recientes, fue el Poder Ejecutivo el que afectó a los demás poderes del Estado. Para ello será necesario contar con formas para superar las dificultades objetivas, a fin de que terceros que no son partes del Poder Ejecutivo hagan llegar sus denuncias ante los órganos políticos de la OEA.

El Presidente adhirió a la idea en cuanto a no intentar definir el concepto de democracia, indicando en cambio que el Comité debería abocarse a la interpretación de los elementos esenciales de la democracia, con el reto de llenar los vacíos de la Carta y superarlos en gran medida. Cuando uno se refiere a los elementos de la democracia representativa, no está solamente apuntando al golpe de estado clásico, sino también a la acción colectiva frente a cualquier amenaza que pueda perturbar el ejercicio legítimo del poder por parte de los demás poderes del Estado, e inclusive aquellos relativos a instituciones, como en el caso Nicaragua, donde el instituto electoral es un poder supremo del Estado.

Enfatizó que el artículo 3 de la Carta Democrática Interamericana ya estableció con gran precisión cuáles son los elementos esenciales de la democracia representativa, entre los que figuran la separación de poderes, los derechos humanos, elecciones libres, o sea aquellos componentes sin los cuales no existiría un gobierno democrático. En ese momento es menester dar un paso adicional que permita al Comité Jurídico vincular los elementos esenciales de la democracia con el concepto de alteración grave del orden democrático, conforme al artículo 19 de la Carta Democrática Interamericana y de este modo contar con un mecanismo de respuesta colectiva con relación a cualquier transgresión grave a esos elementos esenciales de la democracia representativa. 

El primer elemento de estudio consistiría, por lo tanto, en distinguir el concepto de alteración grave con el de interrupción del orden democrático, implicando éste un golpe de estado tradicional y afectando la primera a los elementos esenciales de la democracia representativa señalados expresamente en el artículo 3 de la Carta Democrática Interamericana. En ese sentido, una alteración grave tiene las siguientes características: que sea grave, sistemática y que no encuentre amparo en el ordenamiento interno a los fines de remediarla. 

El doctor João Clemente Baena Soares manifestó su acuerdo con la divulgación de los trabajos del doctor Hubert por las vías institucionales dentro de la OEA y también en los Estados miembros y fuera del continente. Propuso que el trabajo que se realice como conclusión del esfuerzo emprendido por el relator no sea un trabajo filosófico, sino de carácter práctico. En ese sentido, expresó su interés en estudiar el Poder Judicial, el único que no es electo, pero que al fin y al cabo ejerce una influencia decisiva en el orden democrático. Enfatizó que los individuos son el objetivo final de todas las discusiones políticas y jurídicas, instando por ello a que el trabajo del Comité no pierda el foco, sea por exceso de academicismo, sea por exceso de pragmatismo. Concluyó llamando la atención sobre el título del tema, puesto que el seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana consistía en una acción política y no jurídica y en este sentido sugiere seguir la propuesta del Presidente, sin citar casos específicos, teniendo siempre la opinión del CJI bases jurídicas sólidas, a efectos de evitar que sea mal interpretada por la opinión política.

El Presidente aclaró que en ningún momento propuso que se trabajara en el concepto de democracia, pero sí reiterar lo ya dicho en el sentido de trabajar en los elementos jurídicos esenciales y interdependientes para el funcionamiento de un sistema democrático. El vínculo a ser abordado es efectivamente el existente entre la Carta Democrática Interamericana y el estado de derecho. Sugirió la formación de un grupo de trabajo para presentación de un borrador al plenario.

El doctor Fabián Novak Talavera, luego de ratificar lo dicho anteriormente, opinó que el documento que se apruebe no solo debe reafirmar los elementos que deben estar presentes en todo régimen democrático, sino también debe señalar que la democracia existe siempre que se manifieste vertical y horizontalmente, esto es, la democracia debe serlo en su origen electoral pero también en el ejercicio del poder. Alertó también sobre la cuestión del principio de no intervención, señalando que éste encuentra su límite cuando se violenta la democracia representativa o sus elementos. Finalmente, planteó la creación de un grupo de trabajo para elaborar un proyecto de resolución.

El doctor Freddy Castillo Castellanos apoyó las ponencias anteriores así como la creación de un grupo de trabajo.

El doctor Guillermo Fernández de Soto observó que no se podría estar en desacuerdo con los elementos esenciales de la democracia, puesto que están claramente definidos en los artículos 2, 3 y 4 de la Carta Democrática Interamericana, al referirse al estado de derecho, y a los componentes fundamentales para el ejercicio de la democracia. Coincidiendo que no se trata de hacer de un examen político de lo que estamos viviendo o de situaciones particulares, son los principios esenciales que todos debemos cumplir, sino la democracia no se puede ejercer plenamente. 

El doctor Jean-Michel Arrighi recordó que los elementos de la democracia ya habían sido definidos desde la V Reunión de Ministros de 1959. El problema que se plantea es cuando se produce una alteración grave de esos elementos. En el sistema de la OEA hay mecanismos para ruptura de los derechos humanos que son parte de la Convención. Asimismo, hay mecanismos en cuanto a elecciones donde se ha practicado fraude. Lo que le parecía conveniente es que el Comité retomara el tema relativo a la independencia de los poderes, como la independencia del poder judicial, o sea, realizar estudios concretos a fin de determinar cuáles son los parámetros entre las relaciones entre el poder judicial y los demás poderes.

Al respecto, se constituyó un grupo de trabajo compuesto por los doctores Jean-Paul Hubert, Jaime Aparicio, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, Fabián Novak Talavera y el relator, Mauricio Herdocia Sacasa. El relator presentó un documento preliminar para consideración del pleno el día 11 de agosto, documento CJI/doc.332/09 rev.1, “Proyecto de Resolución: Elementos esenciales y fundamentales de la democracia representativa y su vinculación con la acción colectiva en el marco de la Carta Democrática Interamericana”. 

Explicó que al Grupo de Trabajo le pareció que era importante dar un paso más en la interpretación de la Carta Democrática Interamericana, evidenciando la existencia de los elementos esenciales y de los componentes fundamentales y su vínculo con en Estado de Derecho. Sin ellos no se puede considerar la existencia de un orden democrático en las Américas. Aclaró que el Grupo de Trabajo se refiere básicamente a textos que ya fueron aprobados por parte tanto de la Asamblea General o bien que se encuentran incluidos en la Carta Democrática Interamericana o en documentos aprobados por la propia Asamblea General, como en el caso de la Declaración de Managua sobre la promoción de la democracia y el desarrollo. 

Se destacaron los artículos de la Carta Democrática Interamericana que consagran el derecho de los pueblos de América a la democracia y la obligación de promoverla y defenderla y, por supuesto, el hecho de que la democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas como marco general. Asimismo se hizo referencia al artículo 2 del mismo instrumento por cuanto es el artículo que relaciona el ejercicio efectivo de la democracia representativa con el Estado de Derecho y también a los artículos 3 y 4 de la Carta Democrática Interamericana, por contener los elementos esenciales de la democracia representativa y los elementos fundamentales del ejercicio de la democracia. 

Igualmente, se hizo referencia a la resolución del CJI de 1995, al informe del Secretario General sobre la Carta Democrática Interamericana y a los informes elaborados por el doctor Jean-Paul Hubert sobre los Aspectos jurídicos de la interdependencia entre democracia y desarrollo económico y social y el Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, y asimismo al Informe “Perfeccionamiento de la Administración de justicia en las Américas”.

Asimismo, se presentó un minucioso análisis de cada punto de la resolución, resaltando los principios y valores que hacen parte de la democracia que los informan. Finalmente, se recordó la importancia de la Declaración de Santiago de Chile de 1959 y el vínculo entre las alteraciones del orden democrático y la valorización de la situación de los elementos esenciales de la democracia y sus componentes fundamentales. Acto seguido el Presidente abrió la sesión para escuchar la opinión de los miembros.

El doctor Freddy Castillo Castellanos expresó que el proyecto de resolución presentado citaba el artículo 2 de la Carta Democrática Interamericana, pero que no lo hacía de modo íntegro y que le parecía necesario hacerlo porque ese artículo incluye el principio fundamental al principio relativo a la participación de los ciudadanos para fortalecer la democracia. 

También opinó que el numeral 1 del proyecto de resolución que indica que la Carta Democrática es “inseparable” de la Carta de la Organización de los Estados Americanos y ello puede ser un inconveniente porque podría interpretarse en el sentido que estamos considerando que la primera es vinculante al hacerle parte “inseparable” de la segunda, razón por la cual propuso suprimir ese término.

El doctor David P. Stewart presentó algunos puntos que no le parecían muy claros y cuestionó el objetivo principal del proyecto de resolución, resaltando que le faltaría un poco más de precisión si la intención era realizar interpretación de la Carta Democrática Interamericana. Si no era así, es decir, si se estaban puntualizando nuevos elementos interpretativos al concepto de democracia representativa, éstos deberían ser más explícitos en cuanto al desarrollo progresivo que representan. En su entender no se deberían omitir elementos importantes, tales como la educación, la libertad de expresión y el derecho de reunión. En tercer lugar, puntualizó la vinculación entre el estado de derecho y la democracia representativa, puesto que la redacción del artículo 4 se podría interpretar como la posibilidad de que un gobierno electo democráticamente actúe de forma no democrática. Cuestionó si ello quería decir que un gobierno estaría actuando de manera contraria al derecho o si, haciéndolo bajo el imperio del derecho, actuaba de forma no democrática. En su opinión el punto más importante del proyecto debía ser el estudio de la ruptura del orden democrático. Finalmente, puso a disposición del grupo de trabajo un documento elaborado por la Organización de Seguridad y Cooperación en Europa, en ocasión del golpe contra Gorbachev en Moscú, que contiene un lenguaje propio sobre la materia, principalmente sobre la subversión del orden democrático bajo el argumento del estado de emergencia, lo cual esperaba fuese de utilidad para los relatores.

El Presidente aclaró que el objetivo de la resolución es ofrecer una interpretación jurídica, concentrándose en el tema de los elementos esenciales y componentes fundamentales de la democracia representativa y su vinculación con la acción colectiva en el marco de la Carta Democrática Interamericana.

Entre los miembros se manifestó la necesidad de relacionar los documentos esenciales de la Organización en materia de democracia, puesto que los mismos no deberían ser considerados como instrumentos separados. Se enfatizó que el Comité debería sentar posición en esa temática. 

Finalmente, se acordó que el Grupo de Trabajo procedería a la revisión del proyecto de resolución para recabar las observaciones de la plenaria. De este modo, después de un breve receso, se presentó una revisión de la propuesta original, la cual resultó aprobada, bajo la rúbrica “Elementos esenciales y fundamentales de la democracia representativa y su vinculación con la acción colectiva en el marco de la Carta Democrática Interamericana” [CJI/RES. 159 (LXXV-O/09)]. 

De igual manera, se decidió preparar un texto más breve para distribución a la prensa y publicación en la página web de la OEA. Cabe hacer notar igualmente, que el Presidente puso a votación el proyecto de resolución sobre “Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, presentado por el doctor Jaime Aparicio, el mismo resultó aprobado por unanimidad el 12 de agosto de 2009 [CJI/RES. 160 (LXXV-O/09)]. Dicha resolución está acompañada por el documento del Relator CJI/doc.317/09 corr.1, “Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, del 19 de marzo de 2009.

A continuación se reproducen ambas resoluciones y el documento respectivo. 

CJI/RES. 159 (LXXV-O/09)

Elementos Esenciales Y Fundamentales de la
democracia Representativa
y su vinculación con la acción colectiva en el marco
de la Carta Democrática Interamericana

El Comité Juridico InterAmericano, 

CONSIDERANDO que la Asamblea General en su resolución AG/RES. 2515 (XXXIX-O/09) tomó nota “de la importancia de la continua consideración del CJI a los temas relacionados con la Carta Democrática Interamericana, en particular a la ‘promoción y fortalecimiento de la democracia’ a través de su seguimiento, de asistencia a los Estados Miembros en su implementación y en sus esfuerzos por fortalecer y modernizar sus instituciones democráticas…”;

Recordando que la Carta Democrática Interamericana declara en su Artículo 1 que “Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla” y que “La democracia es esencial para el desarrollo social, político y económico de los pueblos de las Américas”; 

TOMANDO EN CUENTA que el artículo 2 de la Carta Democrática Interamericana establece que “El ejercicio efectivo de la democracia representativa es la base del estado de derecho y los regímenes constitucionales...” y que “la democracia representativa se refuerza y profundiza con la participación permanente, ética y responsable de la ciudadanía en un marco de legalidad conforme al respectivo orden constitucional”;

Teniendo Presente igualmente que los artículos 3 y 4 de la Carta Democrática Interamericana establecen, aunque sin carácter exhaustivo, los elementos esenciales de la democracia representativa y los componentes fundamentales del ejercicio de la democracia;

ReAfirmando que de conformidad con la Resolución CJI/RES.I-3/95: “las normas jurídicas internacionales correspondientes al ejercicio efectivo de la Democracia Representativa en los Estados del Sistema Interamericano conforman un orden específico y especial;” y que “el ejercicio efectivo de la Democracia Representativa constituye en el Sistema Interamericano un bien o valor jurídico protegido”;
Tomando en Cuenta el Informe del Secretario General sobre la Carta Democrática Interamericana en cumplimiento de las resoluciones AG/RES. 2154 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06) [CP/doc.4184/07]; los informes “Aspectos Jurídicos de la Interdependencia entre Democracia y Desarrollo Económico y Social” (CJI/doc.190/05 rev.3) y “Seguimiento de la Aplicación de la Carta Democrática Interamericana” (CJI/doc.317/09 corr.1), así como el Informe “Perfeccionamiento de la Administración de Justicia en las Américas: Protección y Garantías a los Jueces y Abogados en el Ejercicio de sus Funciones” (CJI/doc.7/99);

Reafirmando la Resolución CJI/RES.I-3/95 en la cual se declara que: “El principio de no intervención y el derecho de cada Estado del Sistema Interamericano a elegir, sin injerencia externa, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le convenga, no pueden amparar la violación de la obligación de ejercer efectivamente la Democracia Representativa en dicho sistema y organización”,
Resuelve:
1. 
Recordar que la Carta Democrática Interamericana fue concebida como una herramienta para actualizar, interpretar y aplicar la Carta fundamental de la OEA en materia de democracia representativa, y representa un desarrollo progresivo del Derecho Internacional.
2.
Afirmar el derecho que todo Estado tiene a elegir, sin injerencias externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le convenga. Este derecho está limitado por el compromiso de respetar los elementos esenciales de la democracia representativa y los componentes fundamentales del ejercicio de la misma enumerados en la Carta Democrática Interamericana de la siguiente forma:

2.1 “Son elementos esenciales de la democracia representativa, entre otros, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres y justas y basadas en el sufragio universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo, el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos.” y 

2.2
“Son componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa.

La subordinación constitucional de todas las instituciones del Estado a la autoridad civil legalmente constituida y el respeto al estado de derecho de todas las entidades y sectores de la sociedad son igualmente fundamentales para la democracia.”

3.
Reafirmar que la Declaración de Santiago de Chile adoptada en la Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, en agosto de 1959 enunció algunos de los atributos  de la Democracia que están plenamente vigentes, los cuales deben relacionarse con los elementos esenciales y componentes fundamentales enumerados en la Carta Democrática Interamericana. Tales atributos son:

“(1)El principio del imperio de la ley debe ser asegurado mediante la independencia de los Poderes y la fiscalización de la legalidad de los actos del gobierno por órganos jurisdiccionales del Estado; (2) Los gobiernos de las Repúblicas Americanas deben surgir de elecciones libres; (3) La perpetuación en el poder, o el ejercicio de éste sin plazo determinado y con manifiesto propósito de perpetuación, son incompatibles con el ejercicio de la democracia; (4) Los gobiernos de los Estados Americanos deben mantener un régimen de libertad individual y de justicia social fundado en el respeto de los derechos fundamentales de la persona humana; (5) Los derechos humanos incorporados en la legislación de los Estados Americanos deben ser protegidos por medios judiciales eficaces; (6) El uso sistemático de la proscripción política es contrario al orden democrático americano; (7) La libertad de prensa, de la radio y la televisión, y en general la libertad de información y expresión son condiciones esenciales para la existencia de un régimen democrático; (...).”

4.
Enfatizar que existe un vínculo vital entre el ejercicio efectivo de la democracia representativa y el Estado de Derecho, el cual se expresa concretamente en la observancia de todos los elementos esenciales de la democracia representativa y los componentes fundamentales del ejercicio de la misma.

Por consiguiente, el régimen democrático no se agota en los procesos electorales, sino que se expresa también en el ejercicio legítimo del poder dentro del marco del estado de derecho que incluye el respeto a los elementos, componentes y atributos de la democracia arriba referidos.

5.
Indicar que los riesgos al proceso político institucional democrático o al legítimo ejercicio del poder (art. 17 de la CDI); las situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder (art. 18 de la CDI); la ruptura del orden democrático (art. 19 y 21 de la CDI), y la alteración del orden constitucional que afecte gravemente el orden democrático (art. 19 y 20 de la CDI) son situaciones que deben apreciarse a la luz de la vigencia de los elementos esenciales de la democracia representativa y de los componentes fundamentales del ejercicio de la misma.  

6.
Señalar que, dada la importancia del ejercicio eficaz y transparente de la función judicial en el orden democrático, es necesario fortalecer Poderes Judiciales independientes, provistos de autonomía e integridad, carácter profesional y no partidario y sujetos a un régimen de selección no discriminatorio.

7.
Insistir en que los elementos esenciales de la democracia representativa y los componentes fundamentales del ejercicio de la misma, tienen un gran valor para prevenir y anticipar las causas mismas de los problemas que afectan el sistema democrático de gobierno, a la luz de la Declaración de Managua para la Promoción de la Democracia y el Desarrollo (AG/DEC.4 (XXIII-O/93).

8.
El Comité seguirá trabajando este tema.

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 12 de agosto de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Jaime Aparicio, Mauricio Herdocia Sacasa, Jorge Palacios Treviño, Hyacinth Evadne Lindsay, Fabián Novak Talavera, João Clemente Baena Soares, Freddy Castillo Castellanos, David P. Stewart, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra y Jean-Paul Hubert.

CJI/RES. 160 (LXXV-O/09)

Seguimiento de la Aplicación de la
Carta Democrática Interamericana

EL COMITÉ JURIDICO INTERAMERICANO,
VISTO el Informe del Secretario General sobre la Carta Democrática Interamericana en cumplimiento de las resoluciones AG/RES. 2154 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06) (OEA/Ser.G, CP/doc.4184/07), presentado al Consejo Permanente el 4 de abril de 2007;

VISTO el artículo 100 de la Carta de la OEA que estipula que el Comité “puede realizar, a iniciativa propia, los que considere conveniente…”; 

VISTA su resolución CJI/RES. 132 (LXXI-O/07), “Seguimiento de la Aplicación de la Carta Democrática Interamericana” mediante la cual resolvió:

1. 
Retomar entre los temas en consideración de su agenda, el de “Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”.

2.
Realizar una interpretación sobre las condiciones y vías de acceso para la aplicabilidad de la Carta Democrática Interamericana, a la luz de la Carta de la OEA, y otros instrumentos jurídicos básicos referidos a la defensa y promoción de la democracia en las Américas.

Considerando el documento CJI/doc.317/09 corr.1 del 19 de marzo de 2009, que contiene el Informe sometido por el relator del tema, doctor Jean-Paul Hubert, sobre “Seguimiento de la Aplicación de la Carta Democrática Interamericana” y reconociendo que dicho Informe constituye un aporte útil y valioso,

Resuelve: 

Agradecer al relator, doctor Jean-Paul Hubert, por su valioso Informe sobre “Seguimiento de la Aplicación de la Carta Democrática Interamericana” (CJI/doc.317/09 corr.1), acoger dicho informe, y adjuntarlo a la presente resolución para conocimiento del Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos y para ser incluido en el Informe Anual del CJI.

La presente resolución fue aprobada por unanimidad en sesión ordinaria celebrada el 12 de agosto de 2009, estando presentes los siguientes miembros: doctores Jaime Aparicio, Mauricio Herdocia Sacasa, Jorge Palacios Treviño, Hyacinth Evadne Lindsay, Fabián Novak Talavera, João Clemente Baena Soares, Freddy Castillo Castellanos, David P. Stewart, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra y Jean-Paul Hubert.
CJI/doc.317/09 corr.1

SEGUIMIENTO DE LA APLICACIÓN DE LA
CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA

(presentado por el doctor Jean-Paul Hubert)
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Anexo. Un repaso limitado por alguna de la más reciente literatura especializada dedicada a la Carta Democrática Interamericana. 

INTRODUCCIÓN
“El efectivo ejercicio de la democracia representativa es la base del estado de derecho y de los regímenes constitucionales de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos.” (Art. 2, CDI)
El carácter jurídico de la Carta Democrática Interamericana está bien establecido. El Secretario General José Miguel Insulza en forma acertada se ha referido a ella como “el instrumento más importante dentro del ámbito jurídico de las Américas con el objeto de  atender a la democracia, (…) la piedra angular sobre la cual queremos avanzar en relación con el proceso democrático al interior de nuestro continente”. Al mismo tiempo, como veremos más adelante, se ha denominado “el instrumento hemisférico que reviste el carácter político más trascendental desde el surgimiento de la Carta de la OEA”. 

Al asumir la interpretación de las condiciones y de las rutas de acceso para su aplicabilidad, el Comité Jurídico Interamericano estaba, y aún está, plenamente consciente de las dificultades que resultan de la combinación de esos dos elementos, es decir, el jurídico y el político, como se evidenció en discusiones recientes entre los miembros de la OEA.
El propósito inicial del Comité era considerar si podría haber maneras de permitir a la Carta Democrática Interamericana alcanzar mejor sus propósitos en vista de las amenazas cambiantes para el orden democrático en las Américas. Una tarea que uno de sus miembros anotó puntualmente que no era susceptible de producir resultados inmediatos y concluyentes, y que precisaría de una mayor reflexión.
El actual informe por lo tanto no pretende sugerir respuestas a todas las preguntas subyacentes planteadas por el asunto estudiado. Tal como indicado en la conclusión del informe, el relator intentó reunir tantos elementos como le fuera posible identificar en el tiempo y con los medios a su disposición y que considerara relevantes para el tema. Con la esperanza de que ésos pudieran ser una contribución útil para los objetivos del análisis posterior requerido.

1.
El mandato
El 9 de agosto de 2007, con ocasión de su 71º período ordinario de sesiones llevado a cabo en Rio de Janeiro, el Comité Jurídico Interamericano adoptó la resolución “Seguimiento  de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana
, mediante la cual resolvió:

Retomar entre los temas en consideración de su agenda, el de “Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”.

Realizar una interpretación sobre las condiciones y vías de acceso para la aplicabilidad de la Carta Democrática Interamericana, a la luz de la Carta de la OEA, y otros instrumentos jurídicos básicos referidos a la defensa y promoción de la democracia en las Américas.

El Comité basó su decisión en el artículo 100 de la Carta de la OEA, que estipula que el Comité Jurídico Interamericano puede, por iniciativa propia, asumir los estudios y trabajos que considere recomendable. 
2.
Antecedentes inmediatos del mandato
La Democracia, incluyendo su defensa y promoción, ha sido de tiempo atrás un tema de cuidadoso estudio y atención por parte del Comité Jurídico. Para utilizar solamente ejemplos bastante recientes, la “Democracia en el Sistema Interamericano” ya era uno de los asuntos objeto de estudio a principios de la década de los 90s, cuando le fue expresamente ordenado, según mandato del Consejo Permanente, que procediera con su trabajo sobre el asunto “…en la medida en que se refiere a uno de los pilares básicos del Sistema Interamericano” (CP/doc.2479/94). En el mismo año, fue la Asamblea General quien solicitó al Comité continuar sus estudios “… teniendo en cuenta que se trata de uno de los temas fundamentales en la agenda de la Organización” [AG/RES. 1266 (XXIV-O/94)].

La “instrucción” dada por la Tercera Cumbre de las Américas de 2001 a los Ministros de Relaciones Exteriores del Hemisferio “que, en el marco de la próxima Asamblea General de la OEA, preparen una Carta Democrática Interamericana que refuerce los instrumentos de la OEA para la defensa activa de la democracia representativa” y su posterior adopción durante el mismo año, ha dado lugar naturalmente a la permanente consideración por parte del Comité Jurídico del tema general de la Democracia en el sistema interamericano. El Comité hizo importantes aportes a la elaboración de la Carta Democrática Interamericana, principalmente mediante la adopción de la resolución CJI/RES.32 (LIX-O/01) del 16 de agosto de 2001, “Observaciones y Comentarios del Comité Jurídico Interamericano sobre el proyecto de Carta Democrática Interamericana”. Luego agregó el “Seguimiento de la Aplicación de la Carta Democrática Interamericana” a su agenda, una expresión temprana de su parte sobre la necesidad de observar su implementación..
Ante la falta de un mandato expreso proveniente de otros órganos de la OEA para considerar cualquier asunto específico relacionado con dicha implementación, el Comité mantuvo el asunto “en suspenso” en su agenda, entre 2003 y 2007. Durante ese período, discutió varios informes de índole general preparados sobre el tema por algunos de sus miembros. Vale el recordar aquí, sin embargo, que la Asamblea General de 2004 solicitó al Comité Jurídico Interamericano, mediante su resolución AG/RES. 2042 (XXXIV-O/04), que analizara, “a la luz de lo establecido en el capítulo III de la Carta Democrática Interamericana, los aspectos jurídicos de la interdependencia entre la Democracia y el desarrollo social”.

En forma más inmediata, lo qué condujo al Comité Jurídico a decidir a enfocar su atención a la “conducta de una interpretación sobre las condiciones y las rutas de acceso a la aplicabilidad de la Carta Democrática Interamericana” puede remontarse a:

i. 
Resolución AG/RES. 2154 (XXXV-O/05) “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, aprobada por la OEA el 7 de junio de 2005 en el trigésimo quinto período ordinario de sesiones de su Asamblea General. Por esa resolución, los Estados miembros:
“CONSCIENTE ASIMISMO de la necesidad de dotar a la Organización de procedimientos que faciliten la cooperación para el cumplimiento de las normas y principios contenidos en la Carta Democrática Interamericana, de modo que contribuya efectivamente a la preservación y consolidación de la democracia en los países del Hemisferio; (...)

-
encargaron al Secretario General que, “en breve plazo, presente al Consejo Permanente, para su análisis y consideración, un informe que dé cuenta de la manera en que se ha aplicado la Carta Democrática Interamericana desde su entrada en vigencia en 2001”
; y

-
dieron instrucciones al Secretario General que, “luego de consultas con el Consejo Permanente, y teniendo en cuenta los propósitos y principios de la Carta de la OEA, en especial el de promover y consolidar la democracia representativa, elabore propuestas de iniciativas de cooperación oportunas, eficaces, y equilibradas y graduales, según corresponda, para abordar situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder, de conformidad con lo establecido en el capítulo IV de la Carta Democrática Interamericana, dentro del principio de no intervención y el derecho a la autodeterminación, y las presente al Consejo Permanente.”
 
[Ese mandato también aparece exactamente igual en los párrafos 2 y 3 de la “Declaración de Florida: Hacer realidad los beneficios de la democracia”
, adoptada en la misma fecha; también fue reiterado por la Asamblea General de la OEA en la resolución “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en ocasión de su quinto aniversario”, adoptada el 6 de junio de 2006 en su trigésimo sexto período ordinario de sesiones.
 

ii.
“La Carta Democrática Interamericana - informe del Secretario General conforme a las resoluciones AG/RES. 2154 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06)”, con fecha del 4 de abril de 2007, presentado al Consejo Permanente.

iii.
Una Conferencia del Secretario General de la OEA del 3 de agosto de 2007 ante los asistentes al XXXIV Curso de Derecho Internacional del Comité Jurídico Interamericano, en Rio de Janeiro, durante el cual revisó y elaboró aún más el alcance de su informe ya mencionado.
 
Tanto el Informe como la Conferencia mencionados serán discutidos más adelante en el presente informe.
3.
La “Democracia” en instrumentos del Sistema Interamericano; de la Carta de la OEA de 1948 a la Carta Democrática Interamericana de 2001 - un breve repaso
Puede considerarse sin duda, que la Carta Democrática Interamericana de 2001 encuentra sus verdaderas raíces en la Carta de la OEA original, de 1948. Pero más inmediatamente, surgió al término – indudablemente provisional - de un camino evolutivo que comenzó a tomar forma con el Compromiso de Santiago con la Democracia y la Renovación del Sistema Interamericano, de 1991, y la Resolución 1080 sobre Democracia Representativa, y el subsiguiente Protocolo de Washington de 1992, que modificó la Carta de la OEA. Y según se mencionó anteriormente, era el resultado directo del deseo expreso de las más altas autoridades de los Estados miembros de la OEA reunidos en la 3ª Cumbre de las Américas en abril de 2001 de dotar a la región de un instrumento formal, una “Carta”, que “reforzaría los instrumentos de la OEA para la defensa activa de la democracia representativa”.
 La instrucción específica que emitieron en la Ciudad de Quebec estaba orientada hacia la preservación de lo que entonces era un nivel sin precedente de Democracia en la región. Es la ‘traducción’ de su voluntad en realidad que algunos meses después llevaría a la adopción de una Carta Democrática Interamericana que fue rápidamente reconocida como la pieza central de la arquitectura de la Democracia interamericana.
Uno puede por lo tanto decir con confianza que la Carta Democrática Interamericana es total y principalmente relacionada con la defensa activa de la Democracia en las Américas, y, por consiguiente, que interpretar “las condiciones y rutas de acceso para [su] aplicabilidad”
 es total y principalmente relacionado con la exploración de las vías para lograr los fines de la misma.
Tal como acertadamente recordara Didier Opertti, entonces Ministro de Relaciones Exteriores de Uruguay, durante una Sesión Protocolaria del Consejo Permanente de la OEA realizada el 16 de septiembre de 2002 para conmemorar el primer aniversario de su adopción, la Carta Democrática Interamericana no era un fenómeno mágico e instantáneo que acababa de suceder repentinamente. No menos acertado, señaló además, su surgimiento debía ser visto no sólo como inscrito dentro del contexto de la evolución de la OEA, sino también como parte de un proceso que es a la vez político, normativo e histórico.
 Podría ser útil hacer una breve revisión de lo que puede verse como los ‘antecedentes’ del tratamiento de la Democracia en algunos documentos del sistema interamericano que preceden a la Carta Democrática Interamericana, no sólo para entender mejor su contexto, sino también para analizar lo que, con el paso del tiempo y el advenimiento de nuevas formas de amenazas para la Democracia, ahora se ven como sus deficiencias.

i.
La Carta de la OEA de 1948
En el texto original de la Carta de la OEA, que data de 1948, uno encuentra una reafirmación hecha por los Estados americanos, del principio según el cual “la solidaridad de los Estados americanos y los elevados objetivos que se buscan con ella requieren la organización política de esos estados sobre la base del ejercicio eficaz de la democracia representativa; (...)".
 Un lenguaje que aún está presente en la Carta actual, en el artículo 3(d). En palabras del Secretario General José Miguel Insulza, la consagración de tal principio en la Carta de 1948 reconoció y reflejó el hecho de que la obligación de Estados miembros de ser democráticos existía por lo menos una década, si no dos, antes de la creación de la OEA moderna.
 

Vale la pena anotar que la OEA fue la primera organización internacional que incluyó el concepto de democracia representativa en su documento constitutivo. No se menciona la Democracia en la Carta de Naciones Unidas, firmada el 25 de junio de 1945.
 
ii.
Quinta Reunión de Consultas de Ministros de Relaciones Exteriores, celebrada en Santiago, Chile, 12-18 de agosto de 1959

Los años siguientes fueron difíciles para la Democracia en la región, por muchas razones, entre ellas la guerra fría, la multiplicidad  de dictaduras (en ocasiones muy duras), dictaduras, los golpes militares, etc. Sin embargo, esos días sombríos no impedieron totalmente que los Estados miembros de la OEA se ocuparan del tema de la Democracia. Sólo para dar un ejemplo, se puede mencionar la Quinta Reunión de Consultas de Ministros de Relaciones Exteriores realizada en Santiago, Chile, del 12-18 de agosto de 1959.
 Uno de los dos ítems en su agenda fue “II. El ejercicio efectivo de la democracia representativa y respeto a los derechos humanos, incluyendo: (a) Estudio doctrinario, teniendo en cuenta el mantenimiento estricto del principio de no intervención, de la posible relación jurídica entre el respeto efectivo de los derechos humanos y el ejercicio de la democracia representativa y la facultad de poner em marcha los mecanismos previstos por el derecho internacional positivo americano; (b) Procedimiento que permita apreciar el cumplimiento de dos principios fundamentales del derecho internacional americano: ejercicio efectivo de la democracia representativa y el respeto de los derechos humanos; y medidas que deben tomarse en los casos de incumplimiento de esos principios”.
La Declaración de Santiago de Chile adoptada en esa ocasión fue, sin lugar a dudas, inspirada en buena parte por los acontecimientos políticos que ocurrían en otras partes de la región.
 Sin embargo, contenía un lenguaje que perduraría y resurgiría años más tarde. Por ejemplo, se refirió “al anhelo general de los pueblos americanos de vivir em al amparo de instituciones democráticas”, y a su “fe en el ejercicio efectivo de la democracia representativa como el mejor medio de promover su progreso político y social”. Afirmó que “la existencia de regímenes antidemocráticos constituye una violación de los principios en que se funda la Organización de Estados Americanos”. 
También procedió a enunciar algunos de los atributos de la Democracia, para permitir a la “opinión pública, nacional e internacional, determinar el grado de identificación de los regímenes políticos y de los gobiernos” con democracia representativa. Entre ésos mencionó: “(1) el principio del imperio de la ley debe ser asegurado mediante la independencia de los Poderes y la fiscalización de la legalidad de los actos del gobierno por órganos jurisdiccionales del Estado; (2) Los gobiernos de las Repúblicas Americanas deben surgir de elecciones libres; (3) La perpetuación en el poder, o el ejercicio de éste sin plazo determinado y con manifiesto propósito de perpetuación, son incompatibles con el ejercicio de la democracia representativa; (4) Los gobiernos de los Estados Americanos deben mantener un régimen de libertad individual y de justicia social fundado en el respeto de los derechos fundamentales de la persona humana; (5) Los derechos humanos incorporados en la legislación de los Estados Americanos deben ser protegidos por medios judiciales eficaces; (6) El uso sistemático de la prescripción política es contrario al orden democrático americano; (7) La libertad de prensa, radio y televisión, y en general la libertad de información y expresión son condiciones esenciales para la existencia de un régimen democrático; (...)".
Resulta interesante que la misma Quinta Reunión de Consulta haya aprobado una resolución sobre el Ejercicio Efectivo de la Democracia Representativa
 que encomendó “al Consejo de la Organización de Estados Americanos la preparación, con la cooperación de los órganos técnicos de la Organización y oídos los Gobiernos de los Estados Americanos, de un proyecto de Convención sobre el ejercicio efectivo de la democracia representativa, y que establezca el procedimiento y las medidas aplicables a ese respecto”. Esto tiene una llamativa semejanza con la instrucción dada más de 41 años después por los jefes de Estado y de Gobierno de la región reunidos en la Tercera Cumbre de las Américas de 2001 cuando pidieron que sus Ministros de Relaciones Exteriores “preparen, en el marco de la siguiente Asamblea General de la OEA, una Carta Democrática Interamericana para reforzar los instrumentos de la OEA para la defensa activa de la democracia representativa”.
iii.
Artículo 2 (d) adicional a la Carta de la OEA, 1985
Pero las realidades políticas no eran propicias en ese entonces para posibilitar que tan nobles aspiraciones se tradujeran en instrumentos regionales. No fue hasta 1985 que fuera agregada una dimensión notable a la Carta de la OEA, cuando se introdujo el artículo 2 (b); que en una parte establece que: “La Organización de los Estados Americanos, para realizar los principios en que se funda y cumplir sus obligaciones regionales de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas, establece los siguientes propósitos esenciales: (...) (b) Promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al principio de no intervención."
 La referencia “a los principios en que se funda” como una fuente del “propósito esencial” identificado como la promoción y la consolidación de la Democracia representativa, merece atención. 

La observancia de este nuevo artículo 2 (b) y el artículo original 3 (d) ha llevado el Secretario de Asuntos Jurídicos de la OEA a concluir que si se toman juntos, éstos pueden ciertamente ser interpretados como una consagración por parte de la Carta de la OEA “del compromiso de los Estados americanos con el ejercicio de la democracia representativa, y la intención, si no la obligación, de la Organización de trabajar para asegurar dicho ejercicio”.

iv.
El Compromiso de Santiago con la Democracia y la resolución sobre Democracia Representativa, (“Resolución 1080”), 1991

Durante los años 80, el escenario político en la región experimentó una rápida transformación, con gobiernos democráticamente elegidos llegando al poder casi en todas partes. La puerta estaba abierta para que la Organización de los Estados Americanos instrumentalizara aún más la aplicación de los principios proclamados en su Carta. Eso llevó a la adopción por parte del 21º período ordinario de sesiones de su Asamblea General, llevada a cabo en Santiago, Chile, en junio de 1991, SEQ CHAPTER \h \r 1 del Compromiso de Santiago con la Democracia y resolución sobre Democracia Representativa, conocida como “Resolución 1080”. 
En su “Compromiso con la Democracia” los Estados miembros de la OEA reconocieron que “los cambios dirigidos hacia un sistema internacional más abierto y democrático no están plenamente asegurados” y que esas “tendencias positivas” tenían que continuar
. Enfáticamente indicaron que la “democracia representativa es la forma de gobierno de la región y que su ejercicio efectivo, consolidación, y perfeccionamiento son prioridades compartidas”.
 Una declaración fuerte e inequívoca, es: la “democracia es la forma de gobierno”. Declararon su “compromiso indeclinable con la defensa y promoción de la democracia representativa y de los derechos humanos en la región”.
 Indicaron su “determinación de continuar en la elaboración y desarrollo de una agenda relevante de la Organización para dar adecuada respuesta a los nuevos desafíos y requerimientos en el contexto mundial y regional”, y decidieron “conceder especial prioridad” en esa agenda a una serie de acciones específicas, entre ellas “Fortalecer la democracia representativa como expresión de la legitima y libre manifestación de la voluntad popular, dentro del respeto invariable a la soberanía y a la independencia de los Estados miembros”.
 Se comprometieron a “adoptar un conjunto de procedimientos eficaces, oportunos y expeditos para asegurar la promoción y defensa de la democracia representativa, de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos”.
  
Haciendo esto una realidad, procedieron inmediatamente a adoptar la Resolución 1080, en gran medida un paso ‘revolucionario’, aunque limitado en su alcance. Entre las premisas para su decisión se refirieron “a la existencia generalizada de gobiernos democráticos en el hemisferio”, reconociendo explícitamente que la existencia general de la Democracia genuina abría la puerta a la acción regional para mantenerla y defenderla. Además consideraron que  el “principio consignado en la Carta de que la solidaridad de los Estados americanos y los altos fines que con ella se persiguen requieren la organización política de los mismos sobre la base del ejercicio efectivo de la democracia representativa”.
 Así pues, procedieron “a “instruir al Secretario General que solicite la convocación inmediata del Consejo Permanente en caso de que se produzcan hechos que ocasionen una interrupción abrupta o irregular del proceso político institucional democrático o del legítimo ejercicio del poder por un gobierno democráticamente electo en cualquiera de los Estados miembros de la Organización para, en el marco de la Carta, examinar la situación, decidir y convocar una reunión ad hoc de ministros de relaciones exteriores, o un  período extraordinario de sesiones de la Asamblea General todo ello dentro de un plazo de 10 días”, indicando además “que la reunión ad hoc de ministros de relaciones exteriores o del período extraordinario de sesiones de la Asamblea General tenga por objeto analizar colectivamente los hechos y adoptar las decisiones que se estime apropiadas, conforme a la Carta y al derecho internacional”.
 
Por primera vez, la Resolución 1080 proveía a la OEA de un mecanismo automático, de respuesta rápida frente a golpes de estado. En palabras de Hawkins y Shaw, tales instrucciones dadas a su Secretario General “aumentó ligeramente los niveles de obligación, de precisión y de delegación dentro de la OEA”.
 Al evaluar el significado de la Resolución 1080, Pastor escribe que al adoptarla “los gobiernos de las Américas eludieron el artículo 18
 de la Carta de la OEA y emprendieron una jornada para imprimir sustancia a las muy expresivas declaraciones sobre la solidaridad democrática”, una jornada “hacia una defensa colectiva de la Democracia [que más adelante] viviría un momento importante con la aprobación unánime de la Carta Democrática Interamericana el 11 de septiembre de 2001”
. En su opinión, y nosotros podríamos ciertamente estar de acuerdo con él, al autorizar al Secretario General a convocar una reunión de emergencia del Consejo Permanente en caso de interrupción del proceso democrático, la resolución 1080 realmente “redefinió la soberanía”
. Graham escribió: “Para una región donde las altas paredes de la soberanía, entronizadas en la Carta de la OEA, habían protegido de tiempos atrás gobiernos ilegales y dictatoriales de la censura exterior, la resolución 1080 de Santiago representó un cambio extraordinario: una determinación no sólo para condenar colectivamente el derrocamiento violento de gobiernos constitucionalmente elegidos, sino también para investir a la OEA con el poder de expulsión y de aplicar sanciones para defender y mantener los avances democráticos de los quince años anteriores. Ninguna organización regional fuera de Europa occidental, ni siquiera las Naciones Unidas habían apostado tan vehementemente a los valores de la gobernabilidad democrática”.

v.
El Protocolo de Washington, 1992
La Resolución 1080 tenía limitaciones obvias. Su articulado no iba más allá de la noción tradicional de los golpes de estado; no especificó cuáles eran las posibles sanciones para “una interrupción abrupta o irregular del proceso político institucional democrático o del ejercicio legítimo del poder por un gobierno democráticamente electo” y simplemente pidió que fueran “apropiados, conforme a la Carta y al derecho internacional”. Más aún, como mera resolución de la Asamblea General, tenía poca, o ninguna, obligatoriedad. Como escribe Arrighi
, las medidas para evitar por lo menos en parte tales falencias fueron discutidas pronto y llevaron a la adopción en 1992 del Protocolo de Washington que modificó la Carta de la OEA agregándole lo que es hoy su artículo 9.
El artículo 9 de la Carta de la OEA estipula que “Un miembro de la Organización cuyo gobierno democráticamente constituido sea derrocado por la fuerza podrá ser suspendido del ejercicio del derecho de participación en las sesiones de la Asamblea General, de la Reunión de Consulta, de los Consejos de la Organización y de las Conferencias Especializadas, así como de las comisiones, grupos de trabajo y demás cuerpos que se hayan creado.” Entre otras cosas, agrega que "a) La facultad de suspensión solamente será ejercida cuando hayan sido infructuosas las gestiones diplomáticas que la Organización hubiera emprendido con el objeto de propiciar el restablecimiento de la democracia representativa en el Estado Miembro afectado; y que d) La Organización procurará, no obstante la medida de suspensión, emprender nuevas gestiones diplomáticas tendientes a coadyuvar al restablecimiento de la democracia representativa en el Estado miembro afectado”.

Con esto, anotan Hawkins y Shaw, los Estados miembros “dieron su paso más dramático para legalizar la Democracia. (...) Como modificación a la Carta, la medida impone el nivel más alto posible de obligación de los estados ratificantes,”
 agregando que el protocolo también “aumentó el nivel de precisión ausente en la resolución 1080, especialmente indicando los procedimientos específicos a seguir cuando los gobiernos democráticos sean derrocados por la fuerza.”
 Para el Secretario General Inzulza, el Protocolo de Washington finalmente hizo realidad lo qué había sido simplemente proclamado en la Carta de 1948, puesto que volvió la Democracia una obligación, y una condición para la calidad de miembro de la Organización.

Es decir, el artículo 9 reafirmó que la democracia representativa es la norma que se espera de los miembros; que puede haber sanciones a raíz interferir con ella; y que deben buscarse su restauración y reestablecimiento en dichos casos.
 

4.
… y entonces vino la Carta Democrática Interamericana
Cuando observan el escenario político en constante desarrollo de las Américas en los años inmediatamente siguientes a haber emprendido los pasos (osados desde todo punto de vista, aunque limitados en su alcance) para la defensa de la Democracia incorporada en el Compromiso de Santiago y la Resolución 1080, los observadores, los eruditos y los políticos, casi todos señalan el surgimiento de nuevos y preocupantes eventos. La región presenció la aparición de nuevas formas, más ‘sofisticadas’ de interrupción del orden constitucional que el golpe de estado tradicional. Por ejemplo cuando tales interrupciones provienen de un poder ejecutivo elegido democráticamente, de otros sectores sociales organizados distintos de los militares.
 De hecho hubo casos que fueron denominados autogolpes, con un presidente elegido que cierra el congreso, suspendiendo la constitución, rigiendo por decreto; o un poder ejecutivo que purga las cortes y/o que reorganiza el poder judicial para garantizar su propia impunidad.
 Según lo expresado por Legler, Lean y Boniface, “para el final de la década (…) la práctica autoritaria de los líderes democráticamente elegidos se había sumado a los golpes y autogolpes en la lista de amenazas contra la Democracia.

Se desarrolló entonces, entre los líderes del hemisferio, una voluntad para dotar a la OEA de nuevos medios para intentar y evitar que “líderes democráticamente elegidos actúen de forma inconstitucional para alterar o interrumpir el orden democrático”, a través de autogolpes u otras formas de violación a las constituciones democráticas.
 Un deseo que expresaron firmemente en términos inequívocos en la Declaración de Principios que adoptaron en su Tercera Cumbre (Quebec, Canadá, 20-22 de abril de. 2001), en los siguientes términos:

- 
“Reconocemos que los valores y prácticas de la democracia son fundamentales para avanzar en el logro de todos nuestros objetivos. El mantenimiento y fortalecimiento del Estado de Derecho y el respeto estricto al sistema democrático son, al mismo tiempo, un propósito y un compromiso compartido, así como una condición esencial de nuestra presencia en esta y en futuras  cumbres. En consecuencia, cualquier alteración o ruptura inconstitucional del orden democrático en un Estado del Hemisferio constituye un obstáculo insuperable para la participación del Gobierno de dicho Estado en el proceso de Cumbres de las Américas.
. Tomando debidamente en cuenta los mecanismos hemisféricos, regionales y subregionales, existentes, acordamos llevar a cabo consultas en el caso de una ruptura del sistema democrático de un país que participa en el proceso de Cumbres.”

- 
“Las amenazas contra la democracia, hoy en día, asumen variadas formas. Para mejorar nuestra capacidad de respuesta a estas amenazas, instruimos a nuestros Ministros de Relaciones Exteriores que, en el marco de la próxima Asamblea General de la OEA, preparen una Carta Democrática Interamericana que refuerce los instrumentos de la OEA para la defensa activa de la democracia representativa.” 

- 
“Reafirmamos que la subordinación constitucional de las fuerzas armadas y de seguridad a las autoridades civiles legalmente constituidas de nuestros países, y el respeto al Estado de Derecho por parte de todas las instituciones nacionales y sectores de la sociedad, son fundamentales para la democracia”.

Es de particular interés dentro del contexto del actual Informe que los líderes del hemisfério, al expresar su apoyo a la Democracia y pedir un nuevo instrumento
 específicamente con el objeto de reforzar los instrumentos regionales para la defensa activa de la democracia representativa frente a las nuevas amenazas
, reafirmaran que el respeto por el Estado de Derecho de parte de todas las instituciones nacionales y los sectores de la sociedad es fundamental para la Democracia. Tan es así que en el Plan de Acción
 adoptado en la misma Cumbre reconocieron que “la buena gestión de los asuntos públicos exige instituciones gubernamentales efectivas, representativas, transparentes y públicamente responsables a todos los niveles, al igual que la participación ciudadana, controles efectivos y el equilibrio y la separación de poderes, (…)". No puede haber ninguna duda que esos requisitos para un “buen gobierno” reposan todos dentro de lo que usualmente se entiende como partes esenciales o cualidades de la Democracia.
Menos de cuatro meses después, tras intensas consultas y negociaciones, la Carta Democrática Interamericana fue adoptada el 11 de septiembre de 2001 en una sesión extraordinaria de la Asamblea General de la OEA celebrada en Lima, Perú.

5.
La Carta Democrática Interamericana - qué dice, y algunas interpretaciones y observaciones preliminares
i.
Algunos principios generales

Los políticos, politólogos, funcionarios de la OEA y… el Comité Jurídico Interamericano han discutido y polemizado en gran detalle sobre la naturaleza y el articulado de la Carta Jurídica Interamericana. Y más recientemente, sobre sus falencias. Antes de abordar tales discusiones, parecerían estar en orden una revisión de algunas partes de su contenido particularmente relevantes al presente informe, asi como algún comentario inicial sobre las mismas. Pero antes de proceder sobre esa base, vale el repetir, con el Embajador Humberto de la Calle, el redactor coordinador de la Carta Democrática Interamericana: documentos e interpretaciones,
 que la Carta Democrática Interamericana “(…) fue concebida como una herramienta para actualizar e interpretar la fundamental Carta de la OEA, (…)
. En el mismo sentido, el doctor Mauricio Herdocia Sacasa, en su libro Soberanía clásica, un principio desafiado: ¿hasta dónde?, escribió que “la Carta Democrática Interamericana constituye, sin ninguna duda, la reafirmación y la interpretación, por un lado, y el desarrollo normativo, de otro lado, de los principios ya incluidos en un tratado anterior como la Carta de la OEA, que, desde sus inicios en 1948, consagra el ejercicio eficaz de la democracia representativa entre sus principios”.
 Tales observaciones son claves para la interpretación y aplicación de la Carta Democrática Interamericana.

El preámbulo a la Carta Democrática Interamericana, como todos los preámbulos, establece importantes ‘marcadores contextuales’ para las cláusulas operativas que le suceden. Los Estados miembros, reunidos en Asamblea General, decidieron recordar “que uno de los propósitos de la OEA es promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto del principio de no intervención;”
 una repetición del texto encontrado en el artículo 2 (b) de la Carta de la OEA. También recordaron la adopción en la Tercera Cumbre de las Américas de “una cláusula democrática que establece que cualquier alteración o ruptura inconstitucional del orden democrático en un Estado del Hemisferio constituye un obstáculo insuperable para la participación del gobierno de dicho Estado en el proceso de Cumbres de las Américas”
. (Esta referencia tan repetida sobre la Democracia como condición previa para la participación en las cumbres de las Américas coincide totalmente con el artículo 9 de la Carta de la OEA, agregado, como hemos visto anteriormente, por el Protocolo de Washington de 1992, que establece que la democracia representativa es la norma que se espera de los miembros de la Organización). Además se refirieron a la determinación de sus Ministros de Relaciones Exteriores expresada en el Compromiso de Santiago con la Democracia y la Renovación del Sistema Interamericano “de adoptar un conjunto de procedimientos eficaces, oportunos y expeditos para asegurar la promoción y defensa de la democracia representativa, con el debido respeto por el principio de no intervención”, antes de proceder a crear, mediante la adopción de la resolución 1080 “un mecanismo de acción colectiva en caso de que se produjera una interrupción abrupta o irregular del proceso político institucional democrático o del legítimo ejercicio del poder por un gobierno democráticamente electo en cualquiera de los Estados Miembros de la Organización, materializando así una antigua aspiración del Continente de responder rápida y colectivamente en defensa de la democracia”
. Finalmente, reconocieron la necesidad, o la “conveniencia” como escribieron, “de precisar las disposiciones contenidas en la Carta de la OEA e instrumentos básicos concordantes relativas a la preservación y la defensa de las instituciones democráticas, conforme a la práctica establecida.”
 

El artículo 1 de la Carta Democrática Interamericana proclama que: “Los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla. (...)". Esta clara afirmación de (a) que existe algo llamado “derecho a la Democracia”, (b) que dicho derecho pertenece “a los pueblos”, y (c) que los gobiernos de las Américas tienen una “obligación” de promover y de defender ese derecho, es por supuesto de primordial importancia para el presente estudio. De hecho, el reconocimiento enfático de la existencia de un “derecho a la Democracia” está en el corazón de toda la instrumentación que la OEA y sus miembros han desarrollado a lo largo del tiempo a fin de cumplir con la ‘obligación’ de promover y defender la Democracia. Por ejemplo, la declaración sobre la Seguridad de las Américas de 2003 (Ciudad de México) determinó que: “Reafirmamos que la democracia es un derecho (…).”
 En 2004, los jefes de Estado y de Gobierno reunidos en una cumbre especial en Monterrey, México, adoptaron la Declaración de Nuevo León en la que la misma frase recién citada del artículo 1 de la Carta Democrática Interamericana se repite textualmente
. La Declaración de Florida de 2005 también hizo referencia específica a la Carta Democrática Interamericana al “establecer que los pueblos de las Américas tienen derecho a la Democracia”.
 

Tal presencia, en lo que podría llamarse el derecho internacional de las Américas, de un  derecho a la Democracia, inicialmente enfrentó alguna resistencia. Sin embargo, como anota un analista, “(…) cuando el polvo se reposó, se halló que el (…) Art. 1 eleva el concepto a un contrato recíproco significativamente avanzado entre los pueblos y los gobiernos. (…). El que un instrumento que es una declaración política se vuelva parte del tejido del derecho internacional consuetudinario es una función de precedentes. En el caso de la Carta, como con la Resolución 1080, los precedentes ya están brindando validación”.
 

No es menos importante el hecho de que al “derecho a la Democracia” que asiste a los pueblos, corresponde la “obligación” de su gobierno de “promoverlo y defenderlo”. En su libro antes mencionado, el doctor Mauricio Herdocia Sacasa escribió que “esta obligación colectiva (…) extrae las circunstancias relativas a la afectación grave de los procesos políticos institucionales democráticos y el ejercicio legítimo del poder del fuero interno, y lo catapulta al  ámbito el interamericano”.
 Lo que lo lleva a concluir más adelante concluye que: “Hoy se debe aceptar que también existe una acción colectiva y una respuesta legítima de parte de la Organización [OEA] en relación con la defensa de la Democracia y los derechos humanos”.

El artículo 2 de la Carta Democrática Interamericana, una vez más en lo que debe verse como la reafirmación de los principios básicos que se desprenden de la misma Carta de la OEA, proclama que “El ejercicio efectivo de la democracia representativa es la base del estado de derecho y los regímenes constitucionales
 de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos. La democracia representativa se refuerza y profundiza con la participación permanente, ética y responsable de la ciudadanía en un marco de legalidad conforme al respectivo orden constitucional”. El reconocimiento en el ámbito del sistema interamericano de un vínculo tan inmediato entre la democracia representativa y el Estado de Derecho debe resaltarse en el contexto del presente estudio. Algunos politólogos han expresado que la “Democracia sin el Estado de Derecho es un oxímoron”.
 El Secretario General Insulza expresó lo mismo cuando manifestó, acerca de la Carta Democrática Interamericana, que de lo que trata es de una democracia de leyes, “una república regida por leyes; por lo tanto, Estado de Derecho y la Democracia son, en el concepo de la Carta, absolutamente equivalentes”.

ii.
¿Qué es “Democracia” en el sistema interamericano?

Algunos de los problemas con las interpretaciones que se dan al contenido, al alcance y a la aplicación de la Carta Democrática Interamericana  son atribuibles al significado que se da a conceptos tales como “Democracia”, “interrupción inconstitucional” del orden democrático, la “alteración inconstitucional” de un régimen constitucional, etc. Únicamente para democracia, una investigación hecha sobre varios escritos de politólogos y los eruditos jurídicos identificó no menos de 311 definiciones. 
 

Los artículos 3 y 4 de la Carta Democrática Interamericana dieron nuevas bases en las Américas al ir más allá que nunca en el intento de definir o describir la noción de qué implica exactamente ese “derecho a la Democracia” al momento de ejercerlo, protegerlo y defenderlo. El artículo 3º da una lista no exhaustiva de lo que considera como “elementos esenciales de la democracia representativa”. Todos pueden ser considerados igualmente importantes; pero algunos - fácilmente identificables - son más relevantes para el presente estudio, porque podría decirse que han sido pisoteados en el pasado reciente por sucesos relativos a lo que se han llamado “recaídas” (del inglés “backsliding”) en manos de líderes democráticamente elegidos. Estos han sido identificados claramente por el Secretario General Insulza en su informe al Consejo Permanente de 2007 y su posterior conferencia de ese mismo año en el XXXIV Curso de Derecho Internacional del CJI. Esos elementos esenciales mencionados en el artículo 3 son: “respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; el acceso al poder y su ejercicio con sujeción al estado de derecho; la celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio  universal y secreto como expresión de la soberanía del pueblo; el régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y la separación e independencia de los poderes públicos”.

Pastor
, refiriéndose al artículo 3, escribe que éste cubre lo que se ha descrito como los “dos ejes de la responsabilidad” en una democracia, es decir el vertical (elecciones) y el horizontal (poderes separados). 

En cuanto al artículo 4, éste enumera como “componentes esenciales” del ejercicio de la Democracia: “la transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y de prensa”, así como “la subordinación constitucional de todas las instituciones del Estado a la autoridad civil legalmente constituida y el respeto al estado de derecho de todas las entidades y sectores de la sociedad”. 
  

Reflexionando sobre el significado de esos dos artículos, Legler comenta que hasta el año 2000 el consenso que prevalecía en las Américas sobre “Democracia” no iba mucho más allá del criterio de elecciones libres, justas y transparentes, y que “lo que pasara entre las elecciones seguía siendo del dominio de los líderes soberanos y elegidos democráticamente”
. A juicio suyo, la carencia de un consenso sobre un significado más amplio hizo “verdaderamente difícil medir hasta qué punto un dirigente estatal podría considerarse que socava la Democracia”.
 Como recordamos, la necesidad de la OEA de poder ocuparse eficazmente de las nuevas amenazas a la Democracia como los autogolpes, entre otros, es lo que inspiró a los líderes de las Américas para buscar un nuevo instrumento, la futura Carta Democrática Interamericana. Así, sin duda alguna, el acuerdo subsiguiente de los Estados Miembros sobre el lenguaje de los artículos 3 y 4, como resultado de los cuales, nuevamente en palabras de Legler, “finalmente se aclaró mucho más qué estaban defendiendo y promocionando exactamente los Estados Miembros (…)”.
 Pero eso puede ser un juicio precipitado, dado el debate actual sobre cómo la Carta debe ser más eficaz si ha de responder a sus propósitos, especialmente frente a lo que parece ser un número creciente no sólo de nuevas amenazas, sino de casos reales de “reincidencia”.
iii.
Capítulo IV de la Carta Democrática Interamericana: fortalecimiento y preservación de instituciones democráticas

El Capítulo IV de la Carta Democrática Interamericana, dedicado al “Fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática” (arts. 17-22), está en el pleno centro del debate mencionado. Un debate que el Secretario General Insulza ha resumido claramente y ha abordado tanto en su informe de 2007 y en su conferencia. Un debate que se centra, en gran parte, en las formas de acceso a la Carta. 

A continuación se hace una revisión de ese Capítulo, teniendo en mente lo anterior. 

Artículo 17: “Cuando el gobierno de un Estado Miembro considere que está en riesgo su proceso político institucional democrático o su legítimo ejercicio del poder, podrá recurrir al Secretario General o al Consejo Permanente a fin de solicitar asistencia para el fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática.”

a) Esto explica el primer canal del acceso a la Carta.
b) Junto con el artículo 18, sus provisiones son preventivas por naturaleza, e intentan evitar la escalada de problemas políticos hacia una crisis más grave.

c) La iniciativa para la acción - bajo la forma de “ayuda ” no especificada – de parte del Secretario General o, colectivamente, del Consejo Permanente - reposa en las manos del gobierno del estado involucrado; es decir el artículo 17 es una disposición de “auto-ayuda”
; quien debe poner en movimiento el artículo 17 es el país en cuestión.   

Artículo 18: “Cuando en un Estado Miembro se produzcan situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder, el Secretario General o el Consejo Permanente podrá, con el consentimiento previo del gobierno afectado, disponer visitas y otras gestiones con la finalidad de hacer un análisis de la situación. El Secretario General elevará un informe al Consejo Permanente, y éste realizará una apreciación colectiva de la situación y, en caso necesario, podrá adoptar decisiones dirigidas a la preservación de la institucionalidad democrática y su fortalecimiento”. 
a) Esto explica el segundo canal de acceso a la Carta.

b) Sus provisiones son igualmente preventivas por naturaleza, y también pretenden evitar la escalada de problemas políticos hacia una crisis más grave.

c) Nuevamente aquí, la acción la pueden emprender el Secretario General y el Consejo Permanente, pero solamente con el consentimiento previo del gobierno del país en cuestión.
Legler
 se refiere al artículo 18 como “una medida de ‘vigilancia comunitaria’”, porque abre la puerta para una valoración de la situación en un país bajo amenaza, siempre que por supuesto haya consentimiento previo del gobierno de anfitrión.
En un estudio titulado “Carrots and Sticks for Democracy in the OAS : Comparison with East European Experience” [Zanahorias y garrotes para la democracia en la OEA: comparación con la experiencia de Europa del Este],
 Lisa McIntosh Sundstrom se refiere a lo que ella llama “los obstáculos del poder aparente” de los procedimientos esbozados en los artículos 17 y 18, entre otros, de la Carta Democrática Interamericana. Obstáculos que son bastante obvios para todos. El informe del Secretario General de 2007 al Consejo Permanente los revisa con detenimiento. Para utilizar palabras de la profesora McIntosh Sundstrom para resumirlos, “a menos que el gobierno del Estado miembro esté preocupado por la amenaza que representa la situación de su país, (…) es poco probable que acceda a una investigación externa; si la conducta del gobierno mismo constituye un peligro para la Democracia, es poco probable que ese gobierno acceda a tener una misión investigadora de la OEA en su país”.
 Comentando respecto de los mismos dos artículos en relación con varias situaciones que ocurrieron en la región donde la Democracia estaba bajo amenaza, Legler escribe: “Cómo fue utilizada o no la Carta Democrática en estos casos dice mucho sobre sus falencias, así como la dificultad global de convertir sus nobles principios en acción colectiva para la defensa de la Democracia”.

Artículo 19: “Basado en los principios de la Carta de la OEA y con sujeción a sus normas, y en concordancia con la cláusula democrática contenida en la Declaración de la ciudad de Quebec, la ruptura [inconstitucional]
 del orden democrático o una alteración [inconstitucional]
 del orden constitucional que afecte gravemente el orden democrático en un Estado Miembro constituye, mientras persista, un obstáculo insuperable para la participación de su gobierno en las sesiones de la Asamblea General, de la Reunión de Consulta, de los Consejos de la Organización y de las conferencias especializadas, de las comisiones, grupos de trabajo y demás órganos de la Organización”.
Como puede verse, el artículo 19 introduce el resto del capítulo IV de la Carta reiterando expresamente la ‘cláusula de la Democracia’ de la declaración de Quebec. Al distinguir entre las ‘interrupciones inconstitucionales’ y las ‘alteraciones inconstitucionales’, y considerar que ambas situaciones pueden llevar a la misma consecuencia grave, reconoce que los golpes tradicionales y otras formas de debilitación del orden democrático - tal como ‘la reincidencia’ de parte de los líderes democráticamente elegidos - han llegado a representar amenazas y violaciones del mismo orden a los principios básicos establecidos por la Carta de la OEA. Y eso corresponde exactamente a lo que pidió la Cumbre de Quebec. 
Una de las consecuencias importantes del artículo 19, según algunos, era que ‘condicionaba' la noción de soberanía en el sistema interamericano. Para Legler, por ejemplo, hacer de la OEA “un club restringido para miembros democráticos”, el artículo 19 “claramente hizo una reserva frente al derecho soberano del reconocimiento internacional de los estados” algo que él ve como “contrario a la tradición latinoamericana de mantener prerrogativas soberanas de los Estados miembros en un sentido absoluto”.

Los artículos 19-21
 proporcionan el tercer canal del acceso a la Carta Democrática Interamericana, un canal que está abierto al Secretario General o a cualquier Estado Miembro. Como hemos visto, el consentimiento del ‘gobierno’ del país afectado es necesario en caso de una acción “preventiva” bajo los artículos 17 y 18, para que la OEA evite o prevenga un rompimiento del “proceso político democrático institucional o (del) el ejercicio legítimo del poder”. Tal precondición da lugar a limitaciones obvias frente a la utilidad potencial de la Carta para el cumplimiento de sus fines, según se explicó ya brevemente, al referirnos a los “obstáculos” relacionados con esos dos artículos. Pero no hay tales obstáculos, por lo menos aparentemente, para los artículos 20 y 21, que tratan de situaciones ex post facto, es decir, cuando el daño ya ha sido causado, y el “orden democrático” ha sido interrumpido o seriamente limitado. No obstante, según lo precisado por el Secretario General en su informe de 2007 al Consejo Permanente, la carencia de una definición clara sobre lo que constituye una alteración o interrupción del orden institucional sigue siendo en sí misma una limitación seria para que la OEA pueda recurrir a los artículos 19-21 de la Carta Democrática Interamericana.
 Como él acertadamente escribe, “Si el principal bien a custodiar es la democracia ¿cómo podemos hacerlo si no definimos con claridad cuándo y cómo ella está en peligro?”
Hay consecuencias negativas importantes para lo que Legler llama la carencia “de un conjunto de patrones claros que sirvan como umbral para determinar precisamente hasta qué punto debe la OEA intervenir de acuerdo con las principales cláusulas de acción de los artículos 17-21”. Como él mismo explica, hay “un asunto de gran magnitud en juego; (…) no es claro cuáles medidas antidemocráticas son violaciones lo suficientemente graves de la Carta Democrática para garantizar una acción de la OEA; si ésta tuviera que responder ante toda infracción menor de la Carta Democrática, debería intervenir constantemente en los asuntos internos de sus Estados Miembros para defender la Democracia; sin embargo, al optar por no responder ante las transgresiones menores y centrarse en las amenazas graves, la OEA corre el riesgo de permitir una erosión cada vez mayor de la Democracia, o su ‘muerte por miles de cortadas’”.

6.
Sobre la naturaleza y significado de la Carta Democrática Interamericana

Hasta el momento, el actual estudio ha tratado sobre antecedentes históricos más remotos de la Carta Democrática Interamericana, algunos de sus antecedentes más inmediatos, y un poco sobre su contenido. Para el relator, ésos eran elementos que deberían ayudar en la búsqueda de posibles formas para tender un puente sobre lo que algunos ven como una brecha entre los altos principios que la han inspirado y las expectativas que ha creado, de un lado, y la capacidad real de la Carta Democrática Interamericana para ocuparse eficazmente de la preservación del ideal democrático establecido en la Carta de la OEA. 

Uno puede fácilmente suponer que es precisamente esa preocupación la que ha llevado los Estados Miembros de la OEA a dar instrucciones al Secretario General para elaborar “propuestas de iniciativas de cooperación oportunas, eficaces, y equilibradas y graduales, según corresponda, para abordar situaciones que pudieran afectar el desarrollo del proceso político de institucional democrático o el legítimo ejercicio del poder ...”.
 Una preocupación que, por consiguiente, el Secretario General discutió a fondo y extensivamente en su informe “La Carta Democrática Interamericana - informe del Secretario General conforme a las resoluciones AG/RES. 2154 (XXXV-O/05) y AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06)”, del 4 de abril de 2007,
 antes mencionadas. 

La situación descrita por el Secretario General ha sido objeto de numerosos estudios, antes y después de su informe, que también puede ser útil repasar. Pero antes de hacerlo,
 y siempre en el contexto de la búsqueda de maneras de interpretar la Carta Democrática Interamericana de modo que pueda servir mejor a la Democracia en las Américas, aquí hay una muestra de opiniones de personas con autoridad, sobre todo de observadores cercanos – si no de quienes participaron en su elaboración - sobre la naturaleza y significado de esa Carta.
(Nota: Buena parte de lo que sigue ha sido tomado del informe anterior del relator, “Aspectos jurídicos de la interdependencia entre democracia y desarrollo económico y social”.
)

Como ya se mencionó, la Carta Democrática Interamericana era el resultado directo de las instrucciones expresas emitidas desde el más alto nivel político, es decir, por los jefes de Estado y de Gobierno de las Américas reunidos en la Tercera Cumbre en la Ciudad de Quebec en abril de 2001. Eso explica porqué a menudo se le considera principalmente como un documento “político” Por ejemplo, el ex Ministro de Relaciones Exteriores de Uruguay, Didier Opertti, la describió como una “Carta política”, en la sesión protocolaria del Consejo Permanente del 16 de septiembre de 2002, para conmemorar su 1er aniversario. Igualmente ha sido llamada “el instrumento hemisférico con el carácter político más trascendental desde el surgimiento de la Carta de la OEA” en el Diálogo Informal de los Ministros de Relaciones Exteriores en la Asamblea General de la OEA de 2002 en Bridgetown.
 De ahí la totalmente comprensible conclusión de que la suerte de la Carta, en últimas, únicamente puede reposar en manos de las autoridades políticas de los Estados miembros de la OEA.
Con esto, y dado que esas mismas autoridades políticas han reafirmado en muchas ocasiones la importancia que conceden al respeto, mantenimiento y fortalecimiento del Estado de Derecho,
 la naturaleza o el carácter jurídico de la Carta Democrática Interamericana ha sido tema de muchos estudios. Especialmente en relación a las obligaciones que crea tanto para la OEA como organización como para sus Estados miembros, dado que es una declaración, y no un tratado. Un factor clave en las discusiones que rodean este asunto es que los redactores de la Carta Democrática Interamericana vieron adecuado incluir lo siguiente en el último párrafo de su preámbulo: “TENIENDO EN CUENTA el desarrollo progresivo del derecho internacional y la conveniencia de precisar las disposiciones contenidas en la Carta de la Organización de los Estados Americanos e instrumentos básicos concordantes relativas a la preservación y defensa de las instituciones democráticas, conforme a la práctica establecida, (…)".

Esto llevó al Embajador Humberto de la Calle, en su introducción a Carta Democrática Interamericana: documentos e interpretaciones, a escribir que la Carta Democrática, a pesar de ser una resolución y no un tratado, en realidad es más que “sólo una resolución ordinaria” porque, en sus palabras, “fue concebida como una herramienta para actualizar e interpretar la Carta fundamental de la OEA, dentro del espíritu del desarrollo progresivo del derecho internacional”.

El Comité Jurídico Interamericano se ya ha pronunciado con respecto a este asunto específico cuando, mediante su resolución CJI/RES. 32 (LIX-O/01) del 16 de agosto de 2001, aprobó un informe sobre “Observaciones y Comentarios del Comité Jurídico Interamericano sobre el proyecto de Carta Democrática Interamericana”.
 Esas “observaciones y comentarios”, anota dicho informe, habían sido elaborados “bajo el supuesto de que la Carta Democrática Interamericana será adoptada mediante resolución de la Asamblea General (…)".
 Y continúa: “Las disposiciones de resoluciones de esta naturaleza tienen generalmente por objetivo interpretar disposiciones convencionales, constituir prueba de la existencia de normas consuetudinarias, dar debida cuenta de principios generales de  derecho, o proclamar aspiraciones comunes, y pueden contribuir al desarrollo progresivo del derecho internacional. (…)”.

Muchos han subrayado, enfatizado, y expuesto sobre ese importante aspecto de lo que puede llamarse la ‘atmósfera legal’ general - si podemos utilizar tal expresión - dentro de la cuál debe ser vista y e implementada la Carta Democrática Interamericana. 

Por ejemplo, al inicio de la elaboración de lo que sería la Carta Democrática Interamericana, el Embajador Manuel Rodríguez Cuadros, entonces viceministro y Secretario General de Relaciones Exteriores de Perú, en su discurso ante el Período Ordinario de Sesiones del Consejo Permanente de septiembre de 2001, habiendo primero denominado la Democracia como “una condición global del actual sistema internacional”, y habiendo hablado de “nuevas normas de las leyes internacionales, formales y consuetudinarias, regionales y universales que consagran [la Democracia] y la someten a la responsabilidad internacional”, agregó: “Esos procesos nos permiten ver que ahora empieza a haber una tendencia universal a observar la Democracia desde un ángulo jurídico, como una obligación internacionalmente exigible. La Carta Democrática Interamericana constituye, en ese contexto, una contribución a esa tendencia mundial, quizá la más desarrollada y avanzada (…). En gran medida La Carta va más allá del status quo anterior en términos de principios, normas y mecanismos referentes a la preservación y a la defensa de la Democracia en la OEA, según se observa en la perspectiva dinámica del desarrollo progresivo del derecho internacional”.

El Embajador Didier Opertti también habló con claridad sobre esto mismo, en su entonces calidad de Ministro de Relaciones Exteriores de Uruguay, al decir que: “(...) nos preguntamos cómo hacer de la Carta una resolución que tenga al mismo tiempo el rango de un instrumento internacional obligatorio, superior y por encima del nivel normativo que la pirámide jerárquica de la OEA reservó para ella. Y es entonces (…) cuando surgió la idea de hacer de esa Carta un capítulo en el desarrollo progresivo de nuestro derecho internacional contemporáneo, y de conferirle el carácter de una interpretación auténtica. La Asamblea General, órgano supremo del Sistema, interpreta esta Carta [Democrática] como un desarrollo progresivo de la Carta de la OEA”.

El Embajador Ferrero Costa, hablando algunas semanas antes que el Min. Opertti, también afirmó en las Jornadas de Derecho Internacional  (Florianópolis, Brasil, 2002) que concebir la Carta como parte del desarrollo progresivo del derecho internacional parecía ser una solución para el deseo general de dotar de peso y valor legal a la Carta, pero sin usar el conducto formal de los tratados.

Para el Embajador Manuel Rodríguez Cuadros, uno de los principales negociadores peruanos de la Carta, es que por cuanto ese instrumento se basa en el principio del desarrollo progresivo del derecho internacional, podría de hecho “reformar”
 la Carta de la OEA sin la necesidad de tener que recurrir a un nuevo tratado. En su opinión, “es por esto que la Carta Democrática Interamericana es obligatoria: constituye un desarrollo normativo de la Carta de la OEA.” 

No todo el mundo estaría totalmente de acuerdo con esa conclusión. No hay unanimidad entre los juristas sobre que una ‘resolución’ pasada por el cuerpo de una organización internacional pueda ser de obligatoria aplicación legal a menos que los textos constitucionales de tales organizaciones expresamente lo permitan. Pero el derecho internacional no es estático; evoluciona, o se ‘desarrolla progresivamente’, en gran parte por supuesto sobre la base del comportamiento concordante de los estados y de la expresión de su voluntad política. Especialmente cuando esos estados están reagrupados dentro de una organización regional con hábitos fuertes de decisiones por consenso.  

El doctor Mauricio Herdocia Sacasa, ex presidente del Comité Jurídico Interamericano y actualmente uno de sus miembros, ha abordado esos mismos asuntos de forma extensa en su reciente estudio Soberanía clásica, un principio desafiado: ¿hasta dónde?, ya mencionado. Él escribe que “el derecho internacional en Américas ha ampliado su acción al ámbito de la organización política interna, en lo referido a los elementos esenciales de la Democracia Representativa que no pueden vulnerarse (…)”.
 Lo que luego le lleva a afirmar que: “El aporte del Sistema Interamericano al siglo XXI será contribuir a consagrar universalmente el principio de Democracia Representativa como compromiso jurídicamente vinculante a nivel mundial (…)".

El Secretario General Insulza por su parte, si bien reconoce que la Carta Democrática Interamericana no tiene la misma fuerza que un tratado internacional, la llama “el instrumento más importante dentro del ámbito jurídico de las Américas para los propósitos de la atención a la Democracia (…) la piedra angular sobre la cual queremos hacer progreso en relación al proceso democrático dentro de nuestro continente”.
 En su informe (p. 3), al Consejo Permanente, se refiere a ella como “el instrumento interamericano más completo promulgado hasta hoy para promover las prácticas democráticas en los Estados del continente y llevar adelante las actividades de cooperación que sean necesarias allí donde existan déficits manifiestos de desempeño”.
Los observadores externos también han comentado al respecto. Por ejemplo, Steven Wheatley, si bien rechaza el llamado a que el derecho internacional deba reconocer una obligación universal para que los Estados adopten y mantengan gobiernos democráticos, parece reconocer que hay incursiones hacia tal reconocimiento desde los niveles regionales. En “Democracy in International law: a European Perspective”
, mientras que afirma que todavía no es posible – al menos así lo escribió en ese entonces, es decir 2002 - identificar tal obligación universal, acepta que eso “el aspecto interno del desarrollo del derecho de los pueblos a la autodeterminación, el número cada vez mayor de estados parte de instrumentos universales y regionales de derechos humanos (que contienen disposiciones sobre elecciones y participación políticas libres y justas), y reconocimiento que un sistema democrático de gobierno no puede ser legítimamente substituido por uno autoritario, indica un movimiento progresivo e irreversible hacia una comunidad mundial de estados democráticos.” 
 Por su parte, Hawkins y Shaw consideran que las repetidas invocaciones de la Carta Democrática Interamericana en resoluciones de la OEA y otros documentos implican que tiene “un nivel bastante alto de obligación a pesar de su estatus de resolución.”
 Cameron y Hecht ven la Carta como “un jalón, no sólo porque articula los elementos esenciales de la Democracia, sino poque señala compromisos a los Estados Miembros de la OEA para con la promoción colectiva de la Democracia”.

7.
Democracia y el Comité Jurídico Interamericano

Antes de proceder a mirar las actuales dificultades en la aplicación o puesta en práctica de la Carta Democrática Interamericana, incluyendo algunas de sus fallas, defectos y desventajas identificados generalmente como factores que limitan su eficacia, el relator ahora quisiera observar sólo algunas de las declaraciones anteriores del Comité Jurídico Interamericano a propósito de democracia en el Sistema Interamericano. 

A través de los años, el Comité ha estudiado numerosos informes preparados por varios de sus miembros.
 También ha adoptado de vez en cuando resoluciones que declararon lo que consideran ser principios que aún hoy son relevantes. Una de las más importantes fue la resolución “Democracia en el Sistema Interamericano” del 23 de marzo de 1995.
 Después de haber manifestado que “el ejercicio efectivo de la Democracia Representativa constituye en el Sistema Interamericano un bien o valor jurídico protegido”, esa resolución declaró que en relación con el ejercicio eficaz de la democracia representativa la OEA y sus miembros observan una serie de principios y regulaciones, conforme a la Carta de la Organización, entre las cuales:

“PRIMERO: Todo Estado del Sistema Interamericano tiene la obligación de ejercer efectivamente la Democracia Representativa en su sistema y organización política. Esta obligación existe frente a la Organización de los Estados Americanos y para su cumplimiento, todo Estado del Sistema Interamericano tiene el derecho a escoger los medios y formas que estime adecuados.
SEGUNDO: El principio de no intervención y el derecho de cada Estado del Sistema Interamericano a elegir, sin injerencia externa, su sistema político, económico y social y a organizarse en la forma que más le convenga, no pueden amparar la violación de la obligación de ejercer efectivamente la Democracia Representativa en dicho sistema y organización.
QUINTO: El Estado del Sistema Interamericano que incurre en incumplimiento de la obligación de ejercer efectivamente la Democracia Representativa adquiere la obligación de restablecer dicho ejercicio efectivo. Las resoluciones que la Organización de los Estados Americanos adopte en tal eventualidad, deben tener por objeto ese restablecimiento”.

Cuando adoptó otra resolución sobre “Democracia en el Sistema Interamericano” 
 tres años más adelante, el 18 de marzo de 1998, el CJI reiteró textualmentre los principios que había declarado en CJI/RES. I-3/95. También reconoció que “el concepto de Democracia Representativa y los sistemas en los cuales se refleja están en permanente evolución y desarrollo, lo que exije una actualización de los estudios que versan sobre la materia”. Pero procedió inmediatamente a concluir que “un estudio exhaustivo de los diversos elementos comprendidos en el tema implicaría un esfuerzo importante, que exige el uso de recursos económicos y técnicos igualmente importantes, debido a la amplitud y complejidad de aquellos, de los cuales no dispone el Comité Jurídico Interamericano” 
. Por lo tanto resolvió “dejar constancia de que, en su criterio, existen otros aspectos del tema que podrían ser abordados (…) pero, debido an su amplitud y complejidad, se requerirían importantes recursos para abordarlos, de los que, en la actualidad, no dispone”. 
La siguiente resolución del Comité sobre “Democracia en el Sistema Interamericano”
 es del 19 de agosto de 2000 y vino después de una misión especial de la OEA enviada a Perú con base en la resolución AG/RES. 1753 [(XXX-O/00)] del 5 de junio de 2000, por invitación del gobierno de ese Estado Miembro. El objetivo de la misión era “explorar, con el Gobierno del Perú y otros sectores de la comunidad política, opciones y recomendaciones dirigidas a un mayor fortalecimiento de la Democracia en ese país, en particular medidas para reformar el proceso electoral, incluidos la reforma de tribunales judiciales y constitucionales, y el fortalecimiento de la libertad de prensa”. Esa resolución vino como resultado de la consideración del Comité de un informe presentado por el doctor Eduardo Vio Grossi basado en dicha misión especial a Perú, y en el que concluyó que para que esa misión cumpliera con su mandato, tendría que comparar la ley y las prácticas nacionales del Estado en observación con las normas internacionales, que no siempre se incluyen en tratados en vigor.
 
La argumentación del doctor Vio Grossi convenció al CJI “que podría resultar útil a los fines de las misiones de la índole señalada, para el cumplimiento de sus objetivos, disponer de orientaciones de aceptación general respeto de los principios, normas, criterios y prácticas relacionadas con el ejercicio efectivo de la democracia representativa relacionadas con sus funciones” y “que el principio de la seguridad jurídica en las relaciones interamericanas hace aconsejable procurar una mayor precisión en la determinación  de los principios, normas, criterios y prácticas internacionales relativos a la materia en el ámbito interamericano.”
 Pero el Comité se limitó a invitar a sus miembros interesados en el asunto a formular propuestas o iniciativas y a circularlas para una discusión futura, y a pedir a las otras agencias de la Organización que también estuvieran implicadas en este tema dentro del marco de sus responsabilidades respectivas, y especialmente a la Secretaría General, a través de la Subsecretaría de Asuntos Jurídicos y de la Unidad para la Promoción de la Democracia, a prestar su colaboración a los miembros del Comité Jurídico en la preparación de sus informes o proyectos.
 
Durante el intenso período de elaboración que siguió a la Cumbre de Quebec de abril de 2001 y su solicitud de preparación de una Carta Democrática, el Consejo Permanente de la OEA invitó al Comité Jurídico Interamericano a que apoyara a su grupo de trabajo de que tenía a cargo la preparación de dicha Carta. El Comité preparó y adoptó un informe de “Observaciones y comentarios del Comité Jurídico Interamericano sobre el proyecto de Carta Democrática Interamericana”.
 La opinión del Comité sobre la naturaleza del instrumento propuesto ya ha sido citada anteriormente. Entre la larga lista de comentarios y sugerencias hechos por el Comité y que más adelante se abrieran camino en el texto final de la Carta Democrática Interamericana, se puede observar lo siguiente: 
- 
puesto que el artículo 1 de la Carta pretendía reflejar el compromiso político de los Estados Americanos con la Democracia, el Comité, no considera necesario entrar en el análisis de los distintos significados que puede tener la palabra "pueblo" ni tampoco de la naturaleza del "derecho" que se menciona;

- 
cuando el Comité sugirió que el término “soberanía popular” en el proyecto fuera reemplazada por “la soberanía del pueblo”,
 comentó que “Esta soberanía del pueblo, como base de la democracia, requiere elecciones libres y justas, el ejercido del poder de conformidad con el estado de derecho y la responsabilidad de las autoridades por sus actos, la autonomía de los Poderes del Estado, y en particular la independencia del Poder Judicial, la libertad de expresión política, incluyendo la libertad de prensa, y la subordinación de las fuerzas armadas a las autoridades elegidas”,
 nociones que ahora están presentes en la Carta Democrática; 
- 
el Comité también anotó, con respecto a lo que ahora es el capítulo IV de la Carta, “que a lo largo de esta Parte se utilizan términos distintos [en el proyecto de texto]: ‘alteración inconstitucional', ‘ruptura inconstitucional' y como se expresa en la resolución AG/RES. 1080 (XXI-O/91), una ‘interrupción abrupta o irregular’; y por lo tanto sugirió la posibilidad de estandarizar la terminología, agregando que “en todo caso, el término ‘ruptura inconstitucional’ podría simplificarse mediante la supresión de la palabra ‘inconstitucional' sin modificar el sentido de la disposición”.
 La sugerencia que no fue conservada para el texto final, posiblemente por razones políticas;
- 
con respecto a lo que ahora se ha convertido en el artículo 18 de la Carta, y en parte establece que “el Secretario General o el Consejo Permanente podrá, con el consentimiento previo del gobierno afectado, disponer visitas y otras gestiones con la finalidad de hacer un análisis de la situación”, el Comité, anticipando quizá la limitación puesta a la Organización para apoyar procesos institucionales políticos democráticos en peligro o el ejercicio legítimo del poder, comentó que “también sería conveniente aclarar si sólo las visitas a las que se refiere el artículo deben el consentimiento del gobierno, o también toda otra iniciativa o gestión”. 

-
el Comité también apreció ampliamente un conjunto de lo que se consideran son tres contradicciones entre los borradores de los artículos 12-16 de la Carta Democrática propuesta y el artículo 9 de la Carta de la OEA. Una de estas, anotó el Comité, se relaciona con el hecho de que mientras que el artículo 9 de la Carta de la Organización prevé que la suspensión de un Estado Miembro puede ocurrir en caso de derrocamiento por la fuerza de un gobierno democráticamente constituido, el proyecto de los artículos 12-16 se refiere a una interrupción inconstitucional; esta aparente contradicción llevó al Comité a reflexionar si no había dos interpretaciones posibles del artículo 9; el primer asumiría que el derrocamiento por la fuerza de un gobierno democrático elegido “soló puede entenderse como referencia al clásico golpe de estado o revolución, mediante el cual son sustituidos  los poderes legítimamente constituidos”; la segunda “estimaría que dicho texto es susceptible de una interpretación más amplia, y sostendría que el derrocamiento por la fuerza de un gobierno democráticamente constituido podría incluir cualquiera ruptura que viole principios constitucionales básicos, que no sea fácilmente subsanable por medidas en el ámbito interno del Estado y que revista una gravedad tal que impida que el gobierno de que se trate pueda seguir siendo considerado como democráticamente constituido”; bajo la primera interpretación, el Comité continuó, “la contradicción sólo sería subsanable mediante una reforma de la Carta de la Organización”; mientras que bajo la segunda interpretación, “pudiera resultar innecesaria la reforma de la Carta de la OEA, siempre que dentro del mismo texto de la Carta Democrática se formulara explícitamente esta interpretación de la Carta de la OEA, entendiendo, por supuesto, que la Carta Democrática sería adoptada por consenso”.

Finalmente, al considerar el informe “aspectos jurídicos de la interdependencia entre la democracia y el desarrollo económico y social” preparado de conformidad con un mandato de la Asamblea General de la OEA, el Comité adoptó una resolución bajo el mismo nombre
, en la cual reafirmó “que la observancia de los atributos inherentes a la democracia sustentados en el Estado de Derecho está indisolublemente vinculada con la vigencia de la Democracia Representativa”. Esa resolución aceptó el informe mencionado, que enunció varias “conclusiones” que provenían de un estudio extenso de las Cartas Democrática interamericana y de la OEA, así como de varios otros instrumentos regionales e internacionales. Algunos de ésos emanados directamente de resoluciones anteriores del CJI y que han sido indicados en el actual informe. Otros, también relevantes para el actual estudio, vale la pena reproducirlos a continuación:
-
“La Carta Democrática Interamericana es inseparable de la Carta de la OEA, puesto que es comúnmente aceptado (…) que en realidad constituye sin ninguna duda, la reafirmación y la interpretación, por un lado, y el desarrollo normativo, por el otro, de principios incluidos en la Carta de la OEA, con respecto al ejercicio eficaz de la Democracia Representativa”;
- 
“Hay suficiente apoyo para decir que la Carta Democrática Interamericana representa ‘un ejercicio de actualización de las normas positivas en vigor, de acuerdo con el principio del desarrollo progresivo del derecho internacional’”;

- 
“El relator comparte la visión que ‘ahora comienza a haber una tendencia universal a observar la Democracia de un ángulo jurídico, como obligación internacionalmente exigible’ y que ‘la Carta Democrática Interamericana constituye, en ese contexto, una contribución a esa tendencia mundial, quizá la más avanzada y desarrollada (…)’”;

- 
“El relator comparte la visión que la Carta Democrática Interamericana fue adoptada como ‘una resolución que al mismo tiempo tendría el rango de un instrumento internacional obligatorio, sobre y superior al nivel normativo que la pirámide jerárquica de la OEA le tenía reservada’ y que para ello fue concebida como ‘un capítulo en el desarrollo progresivo de nuestro derecho internacional contemporáneo”;

- 
“El relator comparte la visión que mediante la Carta Democrática Interamericana ‘el derecho internacional de las Américas ha ampliado su acción a la esfera de la Organización política interna, en relación a los elementos esenciales de la Democracia Representativa, que no pueden ser transgredidos (…)'”;

- 
“Si bien no es posible definir “Democracia”, en abstracto, de ninguna manera exacta o autoritaria, lo que abarca en una manera general puede ser, y a menudo ha sido, descrito, sobre todo usando simplemente lo que generalmente se observan como sus elementos constitutivos o esenciales (por ejemplo, en art. 3 de la Carta Democrática Interamericana)”;
- 
“También hay acuerdo sobre (a) que la Democracia no es un concepto ‘fijo’; especialmente y sobre todo cuando se le mira a través de las modalidades de su aplicación práctica en países individuales, y así (b) que no hay un modelo de democratización o de democracia que sea adecuado para todas las sociedades”;
- 
“La misión de la OEA de defender la Democracia está acompañada claramente por la de prevenir y de anticipar las causas que la afectan”.
8.
Las tres limitaciones principales de la Carta Democrática Interamericana - descripción general

Según lo indicado por el Secretario General Insulza en su informe de 2007 al Consejo Permanente, la Carta Democrática Interamericana se ha reconocido como “el instrumento interamericano más completo promulgado hasta hoy para promover las prácticas democráticas en los Estados del continente y llevar adelante las actividades de cooperación que sean necesarias allí donde existan déficits manifiesto de desempeño”.
 O, como él diría algunos meses más adelante en Río, la Carta Democrática representó “un gran paso en la historia de nuestras Américas, un gran paso jurídico, que probablemente se adelantó a tiempo”. Sería difícil dar una  con un descripción de la Carta más sucinta, aunque completa, que la de Legler: “En suma, la Carta Democrática contiene provisiones para ocuparse potencialmente de amenazas golpistas y no golpistas a la Democracia, usando una variedad de medidas diversas, desde no amenazadoras hasta punitivas. Abarca la prevención y respuesta frente a la crisis. (...) proporciona la base para una respuesta graduada, modulada de acuerdo con la severidad del problema, de medidas constructivas, preventivas, y dinámicas las más severas, más punitivas. Permite diplomacia creativa en vez de un enfoque “para todo uso” para defender la Democracia”.

Con todo, según lo reconoció el Secretario General Insulza, aunque se haya convertido en “el referente hemisférico obligado para la preservación de la Democracia”, la Carta Democrática ha revelado “limitaciones en cuanto a sus alcances jurídicos, operativos y preventivos” cuando se le ha puesto a prueba ante situaciones de crisis reales o potenciales.
 Entre las críticas más frecuentes hechas a la Carta, y más exactamente a su capítulo IV, él identificó:
a) una carencia de precisión en los criterios para definir cuándo y en qué medida se han alterado las instituciones democráticas de un país, cuando la OEA se enfrenta a una situación de alteración o de interrupción inconstitucional del orden democrático, cuando hay una crisis; 
b) la tensión aparente entre el principio de no-intervención y la posibilidad de proteger la Democracia a través de mecanismos colectivos; y 
c) problemas de acceso para aquellos que intentan beneficiarse de los mecanismos de la Carta.
 
Todas ellas están interrelacionadas.

Los Estados Miembros de la OEA, así como por supuesto los miembros del Comité Jurídico Interamericano, están muy familiarizados con el diagnóstico del Secretario General sobre lo que él ve como las ‘limitaciones’ de la Carta en su capacidad de lograr los propósitos para los cuales fue concebida inicialmente. Son además conscientes de las propuestas que ha formulado como posibles maneras de remediar tales limitaciones. También son conocedores de la reticencia manifestada por parte por lo menos de los miembros en relación con estas propuestas. Sin embargo, el relator ve una cierta utilidad en el repaso de parte del análisis del Secretario General
, contenido tanto en el informe ya mencionado de abril de 2007 al Consejo Permanente y en su posterior discurso de agosto de 2007 en el XXXIV Curso de Derecho Internacional del Comité Jurídico Interamericano. Con la esperanza de que la búsqueda de respuestas para los desafíos presentados a la Carta Democrática Interamericana se facilite considerando tal análisis a la luz de todo lo anterior.
[En la preparación del actual informe, el relator también ha considerado que para completar su panorama sobre la problemática que rodea los asuntos generales suscitados por los actuales cuestionamientos e interrogantes relacionados con la implementación de la Carta Democrática Interamericana, incluyendo las “condiciones y las rutas de acceso para [su] aplicabilidad”,
 una revisión o una mirada general , aunque necesariamente limitada, a alguna de la literatura especializada más reciente dedicada a la Carta, para encontrar soluciones podría ser útil. Ésta se puede encontrar en el anexo de este informe.]

i.
Carencia de precisión en los criterios para definir cuándo y en qué medida se han alterado a las instituciones democráticas de un país, cuando la OEA se enfrenta a una situación de alteración o de interrupción inconstitucional del orden democrático, cuando hay una crisis
La ausencia de precisión en la Carta Democrática Interamericana sobre qué puede constituir una alteración o una interrupción inconstitucional del orden democrático de hecho hace incierta su aplicación. Como el Secretario General ha precisado, “si el principal bien a custodiar es la democracia, ¿cómo podemos hacerlo si no definimos com claridad cuándo y cómo ella está en peligro?” Para explicar esa “importante imperfección de la Carta”, él dedujo, según parece correctamente, que los Estados Miembros quisieron reservar para sí mismos la calificación de cada situación caso por caso, y que quizá aún están reticentes a dar a esas expresiones algún significado exacto, debido a las pasadas situaciones que han marcado la historia de las relaciones hemisféricas.
Para ayudar en la interpretación de los conceptos anteriores, uno podría comenzar ciertamente por discutir, repitiendo lo dicho en la parte 5, iii supra, que cuando los Estados Miembros adoptaron el artículo 19 de la Carta Democrática y asi eligieron distinguir entre las interrupciones inconstitucionales y las ‘alteraciones inconstitucionales’
 y concluyeron que ambas situaciones pueden llevar a la misma grave consecuencia, reconocieron que tanto los golpes tradicionales como otras formas de debilitación del orden democrático - tal como la ‘reincidencia’ de parte de líderes democráticamente elegidos - han llegado a representar iguales amenazas y violaciones de los principios básicos establecidos por la Carta de la OEA. Podemos llevar la discusión aún más lejos. Otra vez según lo mencionado antes,
 claramente el artículo 19 de la Carta Democrática Interamericana parece haber excedido o ido màs allá del artículo 9 de la Carta de la OEA, que establece que la suspensión de un Estado Miembro puede ocurrir en caso de derrocamiento por la fuerza de un gobierno democráticamente constituido. Bajo el supuesto de que la Carta Democrática no está en contradicción con la Carta de la OEA, se podría aceptar, según lo sugerido por el Comité Jurídico Interamericano en sus “Observaciones y Comentarios del Comité Jurídico Interamericano sobre el Proyecto de Carta Democrática Interamericana”,
 que los Estados Miembros han convenido implícitamente que hay situaciones distintas del derrocamiento por la fuerza de un gobierno democráticamente constituido que puedan violar principios básicos de Democracia para quitar toda la legitimidad democrática del gobierno afectado. 

Esos argumentos en sí mismos no resuelven el problema de qué se necesita precisamente para que dichas situaciones ‘califiquen’ como una alteración inconstitucional del orden democrático que sea lo suficientemente grave como para poner en movimiento los mecanismos previstos en la Carta Democrática. En su informe al Consejo Permanente, el Secretario General Insulza se refiere a las iniciativas que vienen de fuera de la Organización para definir más exactamente aquellas situaciones que afecten seriamente las instituciones democráticas. Como ejemplo de dichas iniciativas, él se refiere a un discurso del expresidente de Estados Unidos, Jimmy Carter, durante la inauguración de la Serie de Conferencias de las Américas, en enero de 2005, en el cual se refirió a la propuesta hecha por el politólogo Robert Dahl para una definición del concepto de “alteración o interrupción inconstitucional” del orden democrático. Dahl sugiere que a su juicio tal definición debe incluir lo siguiente: 1. La violación de la integridad de las instituciones centrales del Estado, incluyendo el debilitamiento o inacción de los sistemas de controles recíprocos que regulan la separación de poderes; 2. Elecciones que no cumplen con los estándares internacionales mínimos; 3. No realización de  elecciones periódicas o no acatamientos de sus resultados; 4. Violación sistemática de libertades básicas, incluyendo la libertad de expresión, la libertad de asociación, o el respeto por los derechos de las minorías; 5. Terminación ilegal del período de um oficial electo democráticamente por outro, electo o no; 6. Nombramiento, remoción o interferencia arbitraria o ilegal em la ejecución del mandato o el debate de miembros de los cuerpos judiciales o electorales; 7. Interferencia, por oficiales no electos, militares por ejemplo, en la jurisdicción de oficiales electos; 8. Uso del cargo público para silenciar, persguir o interrumpir las actividades legales normales de miembros de la oposición política, la prensa o la sociedad civil. En la opinión del Secretario General, tal proposición “va globalmente en la dirección correcta”.
 

El Profesor Maxwell Cameron justifica su uso de lo que él y otros han etiquetado “teorías de la responsabilidad horizontal” para elaborar una lista similar de situaciones que se deben considerar como “alteración o interrupción inconstitucional del orden democrático”.
 Esas teorías oponen la “responsabilidad horizontal” a la “responsabilidad vertical” en relación a Democracia. Corresponden a la distinción que el Secretario General Insulza hace entre la “Democracia de origen” (vertical) y la “Democracia en la práctica” (horizontal).
 No puede haber duda que la Carta Democrática Interamericana cubre y protege a ambos. Para Pastor,
 la responsabilidad horizontal está estrechamente vinculada a la separación de poderes,
 y se ve amenazada cuando una rama del gobierno sobrepasa su prerrogativa constitucional para controlar a otra rama. Él da, como ejemplos más comunes, el derrocamiento o reemplazo de un presidente, el cierre del congreso o cambios en los altos tribunales por parte de un presidente en una manera importante y arbitraria.
 Cameron compara el concepto a “los controles y equilibrios inherentes en un sistema constitucional de separación de poderes”, y considera que a menos que la Carta Democrática tenga éxito en el manejo del déficit de responsabilidad horizontal en la región
 arriesga a ser irrelevante.

El mismo Secretario General duda que la Carta Democrática Interamericana pueda ser modificada en un futuro próximo para incluir definiciones exactas sobre la alteración o interrupción inconstitucional del orden democrático.
 Solamente los Estados Miembros podían determinar si dan más precisión a esos conceptos, y cómo incorporar aquella precisión adicional a los instrumentos de la OEA y/o a su aplicación. Dicho esto, se sugiere que el Comité Jurídico Interamericano seguramente podría estar de acuerdo que la Democracia tal que la protegen la OEA y las Cartas Interamericanas, implica el respeto de todos los elementos expresos o implícitos en ellas, incluyendo aquellos vinculados a la noción de “responsabilidad horizontal”. Puesto que no hay duda en la mente del relator acerca de que la obligación vinculante de todos los Estados Miembros por el efecto combinado de ambas Cartas incluye el abordaje colegiado de las distintas situaciones anteriormente sugeridas que podrían constituir una grave amenaza para la Democracia. 

Si los criterios sugeridos fueran adoptados, hay razón suficiente para creer que la prerrogativa política de los Estados Miembros sería preservada. Como lo anota Cameron, y lo repite el Secretario General en su informe, una elaboración más explícita del significado de alteraciones inconstitucionales del régimen constitucional “no implica (…) que las determinaciones de tal alteración sean para siempre fijas, ni que tales determinaciones sean una cuestión de juicio técnico o experto. No podemos olvidar que el artículo 19 de la Carta Democrática habla de las alteraciones que “seriamente deterioren el orden democrático”. “La determinación sobre si una violación deteriora el orden democrático”, acertadamente agrega Cameron, “requiere del juicio político, y no puede ser resuelta a priori”. 
ii.
La tensión obvia entre el principio de no intervención y la posibilidad de proteger la Democracia a través de mecanismos colectivos
No hay mejor manera de resumir la segunda de las tres principales “críticas ” a la Carta Democrática Interamericana que citar el informe del Secretario General de 2007 frente al Consejo Permanente. “La propria Carta de la OEA prohíbe a todos los Estados ‘intervenir directa o indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro,’ y más adelante afirma el derecho de todo Estado ‘a elegir, sin injerencias externas, su sistema político, económico y social, y a organizarse de la forma que más le convenga’
. ¿Cómo compatibilizar este texto con el Cap. IV de la CDI, que prevé formas de acción colectiva cuando un asunto claramente ‘interno’ amenaza o interrumpe el proceso democrático?”
 Legler aborda el mismo dilema en otras palabras cuando escribe sobre “el choque actual entre las nuevas normas pro-democracia y las normas establecidas de la soberanía”, donde la “acción colectiva en apoyo de la Democracia, que son en efecto formas de intervención, van en contra de las normas regionales sobre la inviolabilidad territorial, la no intervención, y la autodeterminación." 

El Embajador Chileno, Heraldo Muñoz,
 abordó ese tema en los siguientes términos en un artículo que publicó en 1998 sobre “The Right to Democracy in the Americas”.
 Él escribió que “el cada vez mayor reconocimiento de un derecho a la Democracia en las Américas  cuestionado la noción clásica de que la legitimidad política interna es esencialmente una cuestión de la jurisdicción exclusiva del Estado, y por lo tanto está exenta de una intervención de los organismos internacionales o de la comunidad internacional entera, por leve que sea”; y que “esa soberanía tradicional ha sido confrontada (…) por el reconocimiento que la comunidad internacional puede y debe insistir sobre el derecho a ser regido por la Democracia”. Y más adelante concluyó: “(…) el concepto de soberanía ha evolucionado, por lo menos en el hemisferio occidental, desde una autoridad jurisdiccional considerada en algún momento como suprema, absoluta e ilimitada, hacia una autoridad percibida como equivalente a aquella de cualquier otro Estado independiente, regida por el Derecho Internacional y basada en la voluntad del pueblo de ese territorio específico; de allí se desprende que las acciones para condenar o presionar a un gobierno que llegue al poder a través de medios distintos de la libre expresión de la soberanía popular no violan el principio de la no intervención, porque éste deriva su autoridad de los derechos internacionalmente reconocidos a los pueblos de decidir su propio destino libremente (…); por lo tanto, la intervención ilegal es una intervención que subvierte la soberanía popular, ya sea originada en fuentes externas o internas”.

Uno puede observar que el Secretario General habla de “tensión”, y no de “contradicción”. El principio de no intervención tiene raíces históricas profundas y es tan viejo como el Sistema Interamericano; ha sido etiquetado desde tiempo atrás y en forma reiterada como uno de sus pilares fundamentales, y al respecto no hay dudas. Por supuesto está fuertemente ligado a los temores, que la historia y divagaciones de la geopolítica han demostrado tener fundamento, sobre la intervención unilateral (incluso a efectos de defender la “Democracia "). 

Como se vio anteriormente, especialmente en la parte 3 del informe, los cambios positivos en las Américas, acompañados de mutaciones no menos positivas en el mundo en general,
 han llevado gradualmente a una situación, en los años 90, en que los Estados Miembros de la OEA veían posible y recomendable, en palabras de Arrighi, “equipar a la Organización de los instrumentos jurídicos e institucionales diseñados para la cooperación en la promoción y la protección de la Democracia”.
 Consecuentemente, y por primera vez en la región, aceptaron que la interrupción del orden democrático en cualquiera de ellos podría justificar sanciones colectivas que no serían consideradas como una violación del principio de no intervención; algo, que vale la pena recordar, ha sido visto como equivalente a una redefinición de la soberanía.
 La palabra “colectivas” es la clave; porque la Carta de la OEA dice que “todo Estado tiene el deber de no intervenir (…)".

El Secretario General decía lo mismo al precisar en su informe que cuando adoptaron la Carta Democrática Interamericana, los Estados Miembros no estaban introduciendo ningún principio o propósito nuevos a la Carta de la OEA. Por el contrario, “reafirmaban algo que ya estaba en vigor” con el simple reconocimiento de “que la Democracia Representativa es indispensable para la estabilidad, la paz, y el desarrollo de la región, y que es posible promover y consolidar la Democracia representativa sin violar el principio de no intervención”.

El relator también concuerda con el Secretario General cuando señala al artículo 1 de la Carta Democrática Interamericana, que declara que la Democracia es un derecho de los pueblos y una obligación de gobiernos, como apoyo adicional para dicha interpretación. Los Estados Miembros, a través de sus principales representantes, han ordenado claramente a la OEA que actúe en defensa de ese derecho a la Democracia, y debe entenderse que al hacerlo, no puede entenderse como si estuviera violando otros derechos o principios protegidos bajo el Sistema Interamericano. Los intervinientes verdaderos son los responsables, cualesquiera sean sus motivos, por las usurpaciones graves y/o sistemáticas de esos derechos en violación a sus obligaciones.

El relator sugiere que el Comité Jurídico Interamericano puede suscribirse a la propuesta, según la formuló Arrighi, que la reconciliación entre el principio de no-intervención y la posibilidad de proteger la Democracia a través de mecanismos colectivos ahora “se ha integrado en nuestro patrimonio legal regional”.
 De hecho, el Comité ya lo ha hecho cuando, en su resolución antes citada sobre la “Democracia en el Sistema Interamericano” del 23 de marzo de 1995,
 determinó que “el principio de no-intervención y el derecho de cada Estado del Sistema Interamericano a elegir, sin injerencia externa,  su sistema político, económico y social y a organizarse en la forma que más le convenga, no pueden amparar la violación de la obligación de ejercer efectivamente la Democracia Representativa en dicho sistema y organización”.

iii.
Problemas de acceso para aquellos que intentan beneficiarse de los mecanismos de la Carta
Tal como lo describió muy sucintamente el Secretario General, sólo hay tres canales de acceso a la Carta Democrática. (i) “cuando el gobierno de un Estado Miembro considera que su proceso político democrático institucional o su ejercicio legítimo del poder está en peligro…” (artículo 17); (ii) cuando el Secretario General o el Consejo Permanente consideran que se han presentado situaciones en un Estado Miembro que puedan afectar el desarrollo de su proceso político democrático institucional o el ejercicio legítimo del poder, (artículo 18
); o (iii) cuando en caso de alteración del orden constitucional en un Estado Miembro, cualquier Estado Miembro o el Secretario General soliciten la convocatoria inmediata del Consejo Permanente (artículo 20).

Cada uno de esos tres canales conduce al Consejo Permanente. Según lo discutido por el Comité Jurídico Interamericano,
 eso en efecto trae limitaciones aparentes para el acceso a la Carta Democrática Interamericana. Porque, lógicamente, la representación ante el Consejo Permanente recae en los poderes ejecutivos de los Estados Miembros, donde la conducción de las relaciones exteriores está en mano de quienquiera que dirija dicho poder ejecutivo. Eso a su vez parecería implicar que los poderes distintos del ejecutivo (es decir, el judicial y el legislativo), o incluso otros sectores afectados por una alteración o interrupción institucional, no tienen derecho a voz en el Consejo Permanente ni pueden apelar efectivamente al Secretario General. Esto ha llevado a un observador a concluir que “la implementación de la Carta depende de la voluntad política de los gobiernos”.
 También llevó a otro a escribir que en otras palabras, los líderes regionales “impulsaron la creación de un régimen de defensa colectiva de la Democracia para asegurar su supervivencia política a la luz de las amenazas antidemocráticas, pero en sus términos y con su consentimiento y no para cuestionar su autoridad, ni en su país ni en la OEA”.

Esto nos regresa al choque entre las nuevas normas pro-democráticas y las normas de soberanía más establecidas mencionadas anteriormente. Estos dos grupos de normas se han fusionado, sugiere Legler, en lo que él llama “una nueva norma operativa híbrida ‘sólo por invitación’” que puede llegar a generar escenarios potencialmente nefastos, en los que la acción preventiva de la OEA de cara a las serias amenazas al orden democrático que se origina en el poder ejecutivo de un Estado Miembro requiere la bendición del gobierno agresor”.

Al comentar aquellas limitaciones sobre las formas o medios de acceso a los mecanismos de la Carta Democrática Interamericana, el Secretario General escribió: “(…) parece obvio que es necesario ampliar las formas de acceso a los mecanismos de la CDI. En esta línea quiero proponer la que me parece más sencilla. Si bien es cierto que la expresión ‘gobierno’ usada en la CDI ha sido interpretada como “poder ejecutivo”, la verdad es que la expresión ‘gobierno’ debe entenderse como referida a todos los poderes del Estado. Es natural, entonces, que otros poderes que son parte del gobierno de un país, puedan recurrir a la OEA, usando la CDI, para denunciar la alteración o ruptura de la institucionalidad democrática en su país. Por cierto, como siempre, será el Consejo Permanente el que determine si tal denuncia tiene o no validez. Pero parece una limitante seria a la vigencia de la CDI que sólo el poder ejecutivo pueda usar la CDI para defender una democracia”.
 Interpretar la palabra ‘gobierno’ según se usa en la Carta Democrática para significar e incluir a todas las ramas del poder – después de todo, la expresión “ramas del poder” ha sido usada universalmente de tiempo atrás – no presenta ninguna dificultad legal. Pero por razones que a esta altura deberían parecer obvias, esto ciertamente requeriría de una decisión política de parte de los Estados Miembros. Una decisión política que, hablando en forma realista, todo el mundo está de acuerdo es poco probable, por lo menos en el corto plazo. 

Como lo expresó un miembro del Comité Jurídico Interamericano durante la sesión ya mencionada (y el relator se une totalmente a esa línea de pensamiento), los retos para una implementación más eficiente de la Carta Democrática Interamericana evidencian la presencia en la región de diferencias de concepción filosófica frente a la Democracia. ¿Hay un consenso entre los Estados Miembros sobre el significado de Democracia? ¿Hay algún acuerdo sobre el significado de someterse al Estado de Derecho? Y cuando llegamos al punto de manejar un instrumento como la Carta Democrática entre 34 Estados, se vuelve a la vez difícil y delicado conciliar esas diferencias sobre el muy filosófico concepto de Democracia con mecanismos mutuamente acordados para garantizar dicha Democracia. 

9.
Algunas consideraciones generales basadas en un análisis preliminar del Comité Jurídico Interamericano

Durante sus deliberaciones sobre el presente mandato, los miembros del Comité Jurídico Interamericano han analizado largamente las cuestiones planteadas en el presente informe. Para una buena parte, este informe está inspirado por sus deliberaciones, que consideraban preliminares. A continuación se exponen algunos de los puntos analizados. 

Las discusiones sobre cómo interpretar las condiciones y las rutas de acceso a la aplicabilidad de la Carta Democrática Interamericana deben considerar otros aspectos de la misma. Si uno observa la Carta Democrática, de donde origino en términos del desarrollo histórico del tratamiento de la Democracia en las Américas, los valores (jurídicos y demás) que incorpora, uno puede concluir legítimamente que establece un amplio marco de referencia constitucional para el Sistema Interamericano. Un marco de referencia por el cual los Estados Miembros se ponen de acuerdo sobre su respeto recíproco por sus respectivas entidades como regímenes constitucionales basados en el Estado de Derecho. Y el Estado de Derecho como se aplica a un Estado democrático incorpora una serie de elementos esenciales, tales como el respeto a los derechos humanos, elecciones libres y justas, la separación de poderes, etc.
 La obligación de respetar el Estado de Derecho no se aplica solamente al gobierno, sino también a todos los sectores de la sociedad. Así pues, si en relación a la aplicación de la Carta Democrática sigue habiendo problemas de interpretación, se debe hacer todo lo posible para resolverlos a fin de poder resolver cualquier situación interna en un país dado de conformidad con el marco institucional de ese país, y con las normas generales de las Cartas Democrática y de la OEA.
En cuanto a la aparente limitación al acceso a la Carta Democrática Interamericana, que resultaría del hecho que la representación ante el Consejo Permanente descansa en los poderes ejecutivos de los Estados Miembros
, esto también puede ser contrastado. Si de hecho existe tal limitación, se debe recordar que lo fundamental sobre la Carta Democrática es que protege contra cualquier intento de eliminar el orden democrático. Esto significa que: (1) el concepto de “interrupción inconstitucional del orden democrático o una alteración inconstitucional del régimen constitucional que deteriore seriamente el orden democrático en un Estado Miembro” es tan general que puede ir más allá de la idea de los golpes de estado tradicionales; y (2) que al ampliar la noción de golpes de estado la Carta Democrática reconoce que cualquiera de los poderes públicos pueden de hecho ser víctima de dicha alteración. Continúa en el sentido de que debe reconocerse y enfatizarse que la Carta Democrática Interamericana permite, si se considera en sus implicaciones más amplias, la intervención en caso de “interrupción inconstitucional del orden democrático o de una alteración inconstitucional del régimen constitucional que deteriore seriamente el orden democrático en un Estado Miembro”, sin importar si el afectado es el poder ejecutivo, judicial o legislativo (electoral). Y por lo tanto la Organización de los Estados Americanos debe ser considerada como autorizada para ocuparse de dicha situación.
El relator manifiesta que esos elementos, que están en la base de la Carta Democrática Interamericana, podrían enriquecer posiblemente las deliberaciones y las discusiones futuras sobre el tema, dentro del Comité mismo, por la Secretaría y entre los miembros de la OEA. 

Finalmente, el ponente reconoce que hay otros elementos cruciales de la Carta Democrática Interamericana que merecen consideración y análisis en relación con la búsqueda de soluciones para las cuestiones planteadas por el mandato del Comité. Para citar solamente algunos ejemplos, las (a menudo descuidadas) funciones proactivas contra las (en ocasiones muy reforzadas) funciones punitivas de la Carta Democrática; el papel de la sociedad civil en la tarea común de promover, preservar y defender la Democracia a todo nivel…

Anexo

Una Repaso Limitado de 
de la Literatura Especializada Más Reciente Dedicada a la 
Carta Democrática Interamericana

Según lo indicado en una nota al pie de una página anterior, poco menos de un año después de la adopción de la Carta Democrática Interamericana, el ex-Ministro de Relaciones Exteriores canadiense, doctor Lloyd Axworthy, y el Instituto de Liu para los Asuntos Globales, de la University of British Colombia,
 llevaron a cabo una conferencia de dos días
 con el objeto de buscar una mejor entendimiento “del dilema y las opciones para que los esfuerzos multilaterales consoliden la Democracia en las Américas”. Entre las cuestiones discutidas por los participantes están: ¿qué cuenta como una alteración inconstitucional de un régimen constitucional? ¿Se apoya mucho la Carta en la voluntad política de los Estados miembros de la OEA, y si es así, cómo puede ser utilizada en una manera  más dinámica, más flexible, y más creativa? ¿Puede la sociedad civil, a que la Carta insta a los Estados miembros a valorar, ser utilizada más eficazmente en la aplicación de la misma? ¿La Carta sería mejorada por un mecanismo para solicitar informes temáticos o de país sobre el progreso o la reincidencia en las democracias de las Américas? ¿Necesita un sistema de alerta rápida? ¿Cómo se puede reforzar la Unidad para la Promoción de la Democracia para que desempeñe un papel más visible en la aplicación de la Carta? Los siguientes son algunos apartes particularmente relevantes de algunas de las presentaciones hechas en esa conferencia, en el orden en que se han publicado.

A) 
Por Roberto A. Pastor:

-
“Con todo, la Carta no agrega mucho a las resoluciones sobre la Democracia de la década anterior, y dadas las circunstancias, eso representa una oportunidad perdida. Si los líderes del hemisferio tuvieran la firme voluntad de forjar una defensa colectiva de la Democracia, en vez de apenas elogiar la idea, entonces es mucho lo que podrían y deberían hacer”.
-
“La lección más clara que se desprende de las experiencias de la década pasada es que las Américas todavía no han ideado una fórmula para ocuparse de las áreas grises - amenazas para la Democracia que no llegan a golpe”.
-
“La Declaración de Quebec y la Carta Democrática son pasos positivos en la evolución de la política interamericana hacia la Democracia, pero ambas tienen siete graves omisiones o defectos (...) Ninguna define la  “Democracia” con la precisión que permitiría a la comunidad hemisférica distinguir entre los problemas y las crisis. (...). Sin embargo, a menos que se aclare la definición, la defensa colectiva de la Democracia continuará estando sobre unas bases precarias”. (...) Ninguna de las dos declaraciones define una interrupción del gobierno constitucional,  y por lo tanto no van más allá de la Resolución 1080. (...) Las declaraciones no establecen una institución o un proceso más allá de la consulta de la OEA para interpretar amenazas potenciales a la Democracia o para identificar las líneas que no se deben cruzar”.
-
“Una de las razones por las que la OEA no pudo actuar contra presidente peruano Alberto Fujimori en la Asamblea General de Windsor, en junio de 2000, fue porque no se interpretaba una elección fraudulenta como una interrupción del gobierno constitucional. Debería, pero hay dos asuntos más difíciles que caen bajo la confusión de este asunto y la cuestión específica de las elecciones fraudulentas: ¿Cuáles son las cualidades mínimas de la Democracia, y en qué punto un problema se convierte en una amenaza que justificaría una respuesta colectiva? La Democracia no es perfecta. Todo país democrático - desde los E.E.U.U. a Paraguay - tiene problemas de gobernabilidad. Sin embargo, una estrategia hemisférica eficaz requiere que se hagan  distinciones entre tales problemas, y eso es difícil, en parte, porque no hay una definición establecida en cuanto a las cualidades críticas de la Democracia”.

-
“Las amenazas en las Democracias más débiles no son tanto pobreza, crimen, o depresión económica, como la percepción que “la Democracia” es la causa de estos problemas y no es capaz de  solucionarlas”.

-
El centro de la atención interamericana deben ser las amenazas, y hay tres clases. 1. Amenazas  contra la responsabilidad vertical. Éstas son las amenazas más graves, dado que se dirigen contra la imparcialidad del proceso electoral. Pueden incluir la intimidación física de candidatos, de líderes de partidos políticos, o de votantes; manipulación de la lista de votantes o el conteo de votos; prevención de un partido de entregar su mensaje a los votantes; o aplazamiento indefinido de las elecciones. Estas violaciones pueden romper los lazos de la responsabilidad entre los líderes y los votantes. 2. Amenazas contra la responsabilidad horizontal. Esto ocurre cuando una rama del gobierno sobrepasa su poder constitucional para controlar a otra rama. El más obvio es cuando las fuerzas militares reemplazan al Presidente o el Presidente cierra el Congreso o cambia la Corte de una manera importante y arbitraria. 3. Amenazas de naturaleza económica o social. Depresión económica, pobreza, desigualdad creciente, o índices de criminalidad cada vez mayores - éstos erosionan las bases  democráticas, pero si constituyen amenazas directas a la Democracia dependen, en parte, si los votantes atribuyen la responsabilidad a Democracia o al ocupante del cargo. (...). La mayoría de las amenazas graves son las de la responsabilidad vertical – elecciones no libres. (...).Las amenazas a la responsabilidad horizontal son más difíciles de evitar, porque la Democracia a menudo está minada por un proceso de la erosión lenta, y es difícil saber como and cuando intervenir en el proceso”.

B) 
Por Lisa McIntosh Sundstrom:

-
“El primer grupo de mecanismos, esencialmente ‘garrotes”, se encuentra en los artículos 17 a 22. Hay dos características claves de este proceso que merecen atención ya que son obstáculos para el poder aparente de estos procedimientos. Uno es que, en la primera situación donde el Secretario General o el Consejo Permanente puedan estar preocupados por amenazas contra la Democracia antes de una suspensión real de las instituciones democráticas, la OEA solamente puede entrar al territorio del Estado miembro para analizar la situación con el consentimiento previo de ese Estado miembro. Esto quiere decir que, a menos que el gobierno de ese Estado miembro considere que está siendo amenazado por la situación en el país, es decir, el peligro de una tentativa de golpe o que las protestas opositoras estén ganando fuerza, es poco probable que se acceda a una investigación externa. Si la conducta del gobierno constituye el peligro para la Democracia, es poco probable que ese gobierno permita que una misión investigadora de la OEA entre a su territorio.  La segunda  característica clave de los procedimientos de la OEA también tiene que ver con [el hecho que] solamente los Estados miembros o el Secretario General/ Consejo Permanente puedan considerar y hacer juicios sobre cuándo las instituciones democráticas de un Estado miembro están bajo amenaza. No hay procedimiento en la Carta que permita que las ONGs en los Países Miembros hagan informes la OEA argumentando que las instituciones democráticas están siendo amenazadas, y para pedir ayuda de la OEA en la resolución de la amenaza. Tampoco hay un papel claro para los actores no gubernamentales de los Estados Miembros en el sentido de elevar sus argumentos sobre si las amenazas a la Democracia se eliminaron antes del voto de la Asamblea General sobre si levantar una suspensión temporal de membresía de un Estado Miembro, conforme al artículo 22. Nuevamente, el proceso está totalmente en las manos de los gobiernos de turno de los Estados Miembros de la OEA, en lugar de incluir la representación de los puntos de vista de los grupos de oposición y los grupos de ciudadanos”.

-
“La Carta Democrática de la OEA contiene un lenguaje formal que puede llegar a ser revolucionario en su impacto, si las herramientas para aplicarla y los actores que la quieren aplicar surgen de una manera importante. Un elemento clave para consolidar la Carta Democrática es el fortalecimiento de los grupos de la sociedad civil dentro de los Estados Miembros de la OEA”.

-
“Sigue habiendo un obstáculo financiero serio: no hay suficiente financiación disponible en la OEA para ejecutar programas y procedimientos costosos. Si los estados pro-democráticos dentro de la OEA son serios en cuanto a la importancia de la Carta Democrática, necesitarán reforzar su compromiso frente a la Carta con importantes compromisos financieros a las instituciones de la OEA y a los programas de ayuda de la Democracia dirigidos a los Estados Miembros”.

C) 
Por Maxwell A. Cameron:

-
“¿Refuerza la Carta (es decir, consolida o da mayor fuerza a) los instrumentos de la OEA para la defensa activa de la Democracia Representativa, según los requisitos de la Declaración de la Ciudad de Québec? ¿Proporciona las herramientas necesarias para responder al problema de los líderes democrático elegidos que se comportan no democráticamente? ¿Puede ser utilizada no simplemente en respuesta a crisis, pero como parte de una respuesta más dinámica y más flexible que se basa en la experiencia reciente de la OEA en la defensa y la promoción de la Democracia?

- 
“América Latina ha dado pasos grandes hacia la Democracia en las últimas décadas, y el desafío más grande para las nuevas Democracias emergentes no es tanto evitar volver al autoritarismo como que los líderes democráticamente elegidos no actúen de una manera no democrática. Aunque dentro de la comunidad internacional haya poca tolerancia frente a un gobierno militar abierto, y haya poca aceptación de lo mismo entre las fuerzas políticas internas, hay pocas restricciones para los líderes popularmente elegidos que eligen no acatar sus propias constituciones y arrasar con otras instituciones deliberatorias”. 

- 
“Guillermo O' Donnell acuñó el término “responsabilidad horizontal” para centrar la atención en la red “de las Agencias Estatales que están autorizadas y dispuestas de supervisar, controlar, reparar, y si es el caso de sancionar las acciones ilegales de otras Agencias Estatales”. El concepto está estrechamente ligado a la separación de poderes, una característica esencial del estado constitucional que sostiene la Democracia liberal. Mientras la doctrina de la separación de poderes, según lo dicho por Montesquieu y los Federalistas, considera que las ramas del gobierno se deben dividir en ejecutivas, legislativas y judiciales, cada una con una función correspondiente,miembros separados y exclusivos, y la usurpación mínima de una rama sobre otra, la responsabilidad horizontal por su parte abarca una gama más amplia de las agencias de supervisión, incluyendo “defensorías, contralorías, fiscalías y similares”. La responsabilidad horizontal puede ser distinguida de la responsabilidad vertical en la cual los ciudadanos exigen responsabilidad de los lideres mediante elecciones”.

- 
“En América Latina, la responsabilidad vertical está bien institucionalizada, no así la responsabilidad horizontal (…). Cuando los mecanismos de la responsabilidad horizontal son deficientes, una rama del gobierno puede usurpar la jurisdicción y la capacidad de otra. En autogolpes presidenciales, los presidentes pueden suspender la constitución, despedir la Corte Suprema, cerrar el Congreso, y gobernar por decreto hasta un plebiscito o una nueva elección para ratificar un nuevo régimen con poderes ejecutivos más amplios. En casos menos extremos, los presidentes pueden poner sus hombres en las cortes, abdicar su autoridad sobre los militares en los casos de violación de los derechos humanos, abusar de la autoridad del decreto ejecutivo, negar aceptar la veeduría legislativa, restringir la libertad de prensa, o utilizar  los recursos públicos para socavar el desarrollo de partidos políticos y de gobiernos locales”.

- 
“Puesto que las elecciones en América latina son acojidas con entusiasmo, pero las Democracias de la región carecen los controles y equilibrios inherentes en el estado constitucional basado en la separación de poderes, puede ser útil aclarar la conexión entre los regímenes democráticos y otras características constitucionales de un sistema democrático, como la separación de poderes”.

- 
“Una constitución en la cual las tres ramas del gobierno se funden en una sola agencia es hostil al concepto de auto-gobierno, como fue enfatizado en varias ocasiones por Montesquieu y los Federalistas. (...) se desprende de la doctrina de la separación de poderes que los cargos electos no pueden desestimar o no hacer caso arbitrariamente de los actos de cuerpos judiciales. Menos tolerable sigue siendo la intromisión de los oficiales del ejército en la competencia de autoridades civiles. Finalmente, la separación de poderes proporciona las garantías organizacionales necesarias para asegurarse de que el poder del estado no está utilizado para reprimir a opositores del régimen o de robar elecciones”.  

-
“En un régimen democrático, los puestos legislativos y ejecutivos se asignan por medio de elecciones libres y justas. Tales regímenes pueden ser amenazados o desautorizados, más no derrocados a la fuerza en el caso de un gobierno democráticamente elegido, cuando sus bases constitucionales sean socavadas por violaciones repetidas de la separación de poderes. Sin embargo, la comunidad internacional no puede responder adecuadamente a las crisis que implican un comportamiento no democrático por parte de los líderes elegidos y las oposiciones, a menos que la atención se centre sistemáticamente en la conexión entre los regímenes democráticos y el orden constitucional. La esencia de esta conexión es que la Democracia, en sus múltiples formas, incorpora el principio que quienes están en el poder deben proporcionar las razones para sus acciones y defenderlas contra críticas. Las elecciones son un mecanismo para asegurar que quienes están en el poder sean responsables, y son absolutamente necesarias bajo condiciones de comunidades políticas modernas, en gran escala. La separación de poderes es igualmente necesaria porque proporciona las condiciones legales y constitucionales necesarias para la práctica de la responsabilidad horizontal”.

- 
“A la luz de esta experiencia, y orientado por las teorías de la responsabilidad horizontal, sostengo que la frase “alteración o interrupción inconstitucional de la orden democrática” se debe entender que abarca las situaciones siguientes:

1. 
La terminación arbitraria o ilegal del desempeño del cargo por parte de cualquier funcionario elegido democráticamente por cualquier otro funcionario elegido o no elegido;
2. 
Nombramiento, remoción o interferencia arbitrario o ilegal en el nombramiento o las deliberaciones de los miembros de los cuerpos judiciales o electorales;
3. 
Interferencia de los funcionarios no-elegidos, tales como oficiales del ejército, en la jurisdicción de los funcionarios elegidos;
4. 
Uso del cargo público para silenciar, acosar, o interrumpir las actividades normales y legales de los miembros de la oposición política, de la prensa, o de la sociedad civil;
5.
La falta de celebrar elecciones que cumplen con estándares internacionales de libertad y de imparcialidad generalmente aceptados. Todos, menos el punto final, tiene que ver con la separación constitucional de poderes. 

El primer punto indica que los auto-golpes presidenciales cuentan como interrupciones inconstitucionales de la orden democrática; el segundo punto cubre el hecho de poner fichas claves en las cortes o intromisión en la judicatura por el ejecutivo; el tercer punto afirma supremacía civil sobre los militares y desafía, entre otras cosas, los tribunales militares con la jurisdicción sobre civiles; el cuarto punto protege a los opositores del régimen y a sociedad civil contra el abuso de poder por parte de gobiernos elegidos democráticamente; y el quinto punto trata de la necesidad de la integridad en la institución formal de la base de la Democracia moderna”.
- 
“Al intentar dar significado a las “alteraciones inconstitucionales del régimen constitucional”, no es mi intención sugerir que las determinaciones de tal alteración nunca sean precisas, ni que tales determinaciones sean una cuestión de juicio técnico o experto. La Carta es cuidadosa al estipular que se refiere solamente a alteraciones en la orden constitucional que “seriamente limitan la orden democrática”. La determinación de si una violación limita el orden democrático requiere del juicio político, y no se puede resolver a priori. Sin embargo, los juicios políticos se pueden mejorar mediante el acceso a la mejor evidencia disponible”.

- 
“Hay graves problemas con el procedimiento de toma de decisión establecido por la Carta en sus artículos 17-22 referente a los procedimientos para la aplicación. La Carta puede ser aplicada solamente cuando el Secretario General o el Consejo Permanente de la OEA determinen que una situación se ha presentado en un país “que puede afectar al desarrollo de su proceso institucional político democrático”; sin embargo, tal determinación no puede ser hecha a menos que, “con el consentimiento previo del gobierno en cuestión”, el Secretario General pueda visitar un país y hacer un informe. Es decir, un gobierno que no quisiera que la Carta fuera aplicada, simplemente puede negar la invitación al Secretario General que haga una evaluación. La OEA es un club de los estados reacios a criticar uno a otro. Un proceso más inclusivo de la consulta de la sociedad civil podría estimular a la OEA a abordar problemas cuando los Estados miembros sean reticentes, supervisando acontecimientos, divulgandolos cuando amenacen limitar la Democracia, y haciendo lobby a sus gobiernos respectivos para abordar el problema a través de la OEA si es el caso”.

- 
“La Carta Democrática no apareció de la nada - sistematiza los instrumentos existentes y los compromisos con la defensa colectiva de la Democracia. Como sinopsis del consenso sobre la Democracia en las Américas es un documento incompleto. Existe lo que se puede llamar una jurisprudencia más profunda que apuntala la Carta, que sigue estando sin especificar, en gran parte porque implica entendimientos controversiales sobre soberanía, Democracia, y constitucionalismo. Aunque la Carta no es una declaración poderosa de obligaciones legales formales, puede ser un documento que acumula experiencias para desarrollar un repertorio de herramientas y de estrategias para manejar y evitar crisis futuras. La Carta no hace ninguna mención sobre “mesas de diálogo”, por ejemplo, aunque fueron utilizadas con éxito en Perú y pueden aún desempeñar un papel crítico en Venezuela en el futuro. En últimas, esta idea claramente se ha convertido en parte del conjunto de herramientas usado por la OEA en situaciones de crisis”. 

II
El 11 de marzo de 2005 se realizó un seminario en el Palacio San Martín en Buenos Aires, sobre  “Democracia y Cumbres de las Américas”. Uno de sus paneles se ocupó específicamente de la Carta Democrática Interamericana. Aquí están algunos extractos de un documento presentado en esa ocasión por Jennifer McCoy sobre “La Vulnerabilidad de la Democracia”:

-
“La dificultad de gobernar frente a estas vulnerabilidades ha provocado indeseables, aunque comprensibles, reacciones afectando los sistemas democráticos. Estas reacciones incluyen 1) el ignorar la obligación de la rendición de cuentas de los gobernantes, mezclando los poderes del Estado en lugar de respetar la separación de poderes, 2) coartar la libertad de expresión y la protesta política, en vez de promoverla, 3) excluir a los opositores, en vez de promover la competencia de ideas y propuestas políticas, y 4) privilegiar las preocupaciones por la seguridad sobre las libertades individuales protegidas por tratados internacionales. Estas cuatro reacciones que afectan la Democracia, tienen el fin de retener el poder, por lo menos hasta el final del periodo y a su vez, de mantener a lo menos un mínimo nivel de gobernabilidad.”

-
[Hemos visto ejemplos de ] “(…) acción hacia la mezcla de poderes, usando una mayoría en el congreso para nombrar o remover miembros de las cortes, o autoridades electorales, con una consecuencia de favorecer a determinada fuerza política, cancelando la posibilidad de que estas instituciones sirvan como contrapeso del poder ejecutivo”. [Profesor McCoy da otros ejemplos de países donde “el dominio por parte de un solo partido de comisiones electorales” ha planteado problemas, y uno “donde la legislatura aprobó reformas que usurpaban el poder ejecutivo”; ella menciona además “la tendencia en el continente a cambiar la constitución para permitir la reelección inmediata del presidente y aplicar la ley de forma retroactiva con el fin de incluir al gobierno de turno”].

-
“Los gobiernos de la región parecen ver la Carta Democrática como un instrumento punitivo, en vez de como un instrumento constructivo. Su potencial preventivo no ha sido alcanzado. La Carta compromete a las naciones a ayudarse unas a otras cuando nuestras instituciones democráticas se ven amenazadas tanto por actores en la sociedad y fuera de la ley, como por gobiernos que cierran los espacios políticos a sus ciudadanos, o por la usurpación de funciones de un poder del gobierno sobre el otro. La Carta puede ser un instrumento punitivo, que provee sanciones cuando ocurren serias alteraciones o la interrupción del orden democrático, pero también es un instrumento preventivo que provee asistencia técnica y apoyo político para prevenir a tiempo la erosión democrática. Debemos trabajar juntos con el fin de utilizar el potencial de la Carta para prevenir crisis democráticas.”

-
“La implementación de la Carta depende de la voluntad política de los gobiernos. La voluntad de usar la Carta de manera pro-activa para detectar a tiempo los problemas y así ayudar a prevenir a que éstos se trasformen en crisis totales, es obstaculizada por el miedo de que, una vez aplicada en algún país, la Carta pueda ser usada en contra de otros gobiernos. Actualmente, el Secretario General de la OEA no puede, sin que haya una invitación por parte de algún gobierno, hacer una visita para evaluar al país en riesgo. Estas invitaciones son, además, muy raras. Si un gobierno amenazado por una crisis teme ser visto como débil por solicitar asistencia, bajo los principios de la Carta, entonces nunca pedirá ayuda. Si por el contrario, es el gobierno mismo quien amenaza los derechos democráticos, éste se opondrá rotundamente a hacer una invitación para que se lleve a cabo una evaluación externa.

-
"(...) necesitamos también desarrollar un conjunto de respuestas automáticas graduales, que nos ayuden a superar la inercia y la parálisis de la voluntad política, que es el resultado de estándares inciertos, y de la necesidad de llegar nuevamente a un consenso sobre cada posible violación”. 

III

De lejos, el documento más provocativo escrito recientemente sobre la Carta Democrática Interamericana fue realizado por el profesor Thomas Legler bajo el título “La Carta Democrática Interamericana: retórica o realidad”, citado anteriormente. Algunos extractos adicionales se transcriben a continuación:
-
“Parecería que después del entusiasmo inicial que llevó a la creación de la Carta Democrática Interamericana, los Estados miembros de la OEA se encuentra en un callejón sin salida en términos de su aplicación. ¿Qué explica esta situación? A primera vista parecería que la respuesta tiene que ver con defectos en su diseño (…), la situación confusa en muchos países en crisis política, o la cambiante problemática de la democracia regional. No obstante, si los líderes hemisféricos básicamente no están dispuestos a invocar la Carta Democrática, las modificaciones textuales, en últimas, no mejorarán su aplicación. (...) una combinación del choque de las normas democráticas, multilaterales, y de soberanía con las tensiones geopolíticas (…) ha contribuido que la Carta no haya tenido un inicio muy espectacular.” 

-
"(...) la Carta Democrática, aunque es un documento admirable en el papel, se ha sido raramente invocada en la defensa de la Democracia. La prevención de las crisis sigue siendo una enorme deficiencia. (...) La lucha contra la reincidencia autoritaria (…) sigue siendo una meta evasiva”. 

-
“La implicación práctica de la yuxtaposición de las normas de la Democracia y de la soberanía en el sistema interamericano es que el alcance de la acción de la OEA está limitado en gran parte a la supervisión de elecciones y a formas suaves de intervención, tales como facilitación del diálogo, que obtienen el consentimiento del gobierno anfitrión. En efecto, las restricciones soberanas, aún bastante fuertes, limitan el tipo de democracia que la OEA puede promover hacia el electoralismo”. (...) Los Estados miembros limitan su capacidad de acción entre elecciones en materia de soberanía.”.

-
"(...) el choque de las normas de la Democracia y de la soberanía se despliega contra un contexto de normas en desarrollo sobre multilateralismo que se encuentran en tensión. Tradicionalmente, los Estados miembros han mantenido una matriz multilateral de un estado a otro caracterizada por la soberanía ejecutiva, es decir, autoridad suprema externamente reconocida de los jefes de Estado y de Gobierno, así como de sus representantes diplomáticos”.

-
"(...) el tema de la Democracia amenaza con abrir el multilateralismo tradicional en la OEA a la participación y a la influencia de los agentes no estatales. Así como la soberanía del mandatario ha cedido históricamente el camino a la soberanía democrática y popular en muchos países, el club del multilateralismo centrado en el estado se encuentra presionado para tornarse más inclusivo. Los temas como la reincidencia autoritaria de líderes elegidos, los líderes privilegiados por la soberanía ejecutiva amenazan con transformar la diplomacia en una dirección más compleja y en red, mientras los ciudadanos cuyos derechos están amenazados miran al exterior para obtener apoyo (…)". 

-
[En la Asamblea General de Fort Lauderdale] “la idea del establecimiento de marcadores para las violaciones de la Carta Democrática que activan respuestas diplomáticas automáticas simplemente iban en contra de la diplomacia interamericana tradicional”. 

-
“El contexto geopolítico alberga cualquier tentativa de fortalecer la Carta Democrática de otra manera importante. Es decir, el paradigma de la Democracia representativa en sí mismo incluido en la Carta Democrática puede estar amenazado.”

-
"(...) las mejoras textuales en sí mismas no asegurarán que los Estados miembros de la OEA invocarán la Carta Democrática cuando se amenace la Democracia. Hay dos grupos de restricciones interconectados que obstaculizan el uso de la Carta Democrática como fue previsto originalmente. Por una parte, hay un choque en curso de las normas de la Democracia, del multilateralismo y de la soberanía que limita con eficacia el alcance de la OEA en pro de la Democracia. Por otra parte, la OEA ha sido mantenida como un rehén, por así decirlo, por tensiones geopolíticas (…). No es imposible que en el futuro pueda reaparecer un ambiente más propicio para poner en práctica los principios de la Carta Democrática. (...) Hasta que las normas e intereses nacionales se alineen de nuevo en forma favorable, haciendo de la Carta Democrática un ‘documento vivo’ ésta seguirá siendo una meta evasiva.”

IV

El 13 - 14 de marzo de 2007 se llevó a cabo una conferencia en Ottawa sobre “Canadá y las Américas: Definiendo la Nueva Participación”; a continuación hay fragmentos de un documento presentado en esa ocasión por Maxwell Cameron (véase arriba) y Catherine Hecth presentaron un documento
 sobre el “Compromiso de Canadá con las Democracias en las Américas”, en cuál se discuten los desafíos a la Carta Democrática Interamericana.
- 
“Una revisión de las últimas dos décadas sugiere que, aunque la Democracia siga siendo el sistema de gobierno preferido, muchos votantes están inconformes con el funcionamiento de los gobiernos elegidos. El registro del progreso en la reducción de pobreza y de la desigualdad también ha sido decepcionante. (...) sugerimos que el apoyo de la Democracia en las Américas refleja varias lecciones claves de las últimas dos décadas. Particularmente, hacemos énfasis en el continuado apoyo bilateral e iniciativas multilaterales en respuesta a las peticiones hechas desde la región; y para los mecanismos institucionales formales que aseguran que las elecciones sean expresiones significativas de la soberanía de los pueblos, el poder se expresa de acuerdo con el Estado de Derecho, y que el desarrollo económico y las políticas sociales ofrecen beneficios equitativos en los distintos estados de las Américas”.

-
“Durante la década pasada, el crecimiento en el número de democracias se nivelado. La evidencia muestra que muchos países están regresando de nuevo a las formas de gobierno no democráticas. Mientras se avanza en algunos países, en otros la Democracia enfrenta grandes obstáculos, y su fragilidad es cada vez más evidente. El desarrollo económico y el buen gobierno no necesariamente dan pie a la Democracia”.

-
[Una de las principales tendencias en el hemisferio occidental:] “el cada vez mayor ambiente a favor de la soberanía que desafía las intenciones percibidas sobre intervención en los asuntos domésticos creadas por la Carta Democrática Interamericana. Esto sugiere la necesidad de evitar hablar de la Carta como si fuera un instrumento punitivo, y de desarrollar un grupo más dinámico y más constructivo de prácticas alrededor de la Carta”.

-
"(...) el desafío del apoyo a la Democracia en el sistema interamericano ha cambiado de evitar golpes a evitar erosiones más sutiles de la calidad del gobierno democrático y a impulsar el desarrollo institucional”.

-
“Mientras que la Carta Democrática Interamericana fue claramente diseñada para incorporar lecciones de la crisis en Perú y las crisis similares de los años 90, no previó la posibilidad que resultados similares - la concentración de poder ejecutivo, la erosión de los controles y equilibrios, las violaciones persistentes del Estado de Derecho - pudieran ocurrir dentro de un marco más o menos constitucional, ni que se les pudiera legitimar mediante un cambio constitucional. Sin embargo, esto es exactamente lo que ha ocurrido en un número de países en América latina. La proliferación de los líderes que prometen un nuevo orden constitucional sugiere un deseo vivo profundo por esquemas políticos más justos e incluyentes – aunque se desproporciona el enfoque sobre el alcance de dichos resultados por medios del cambio constitucional”.

-
“El desafío analítico [para el soporte de la Democracia en el sistema interamericano] es ir más allá de una definición estrecha de la democracia electoral para incluir asuntos más amplios sobre el Estado de Derecho y la inclusión social”.

- 
“Mantener el Estado de Derecho es un desafío en cualquier democracia y en ninguna está completa la reconciliación de la ley y de la Democracia. El apoyo al Estado de Derecho no es igual a exigir la ley y el orden. Sería ingenuo creer que la solución al desarrollo del Estado de Derecho reposa solamente en una mejor aplicación de las leyes existentes: las luchas sobre las reglas constitucionales que observamos en partes de la América latina contemporánea son luchas sobre lo que significa la ley y cómo debe aplicarse en sociedades diversas étnicamente y altamente desiguales”.

-
“Ningún país, por lo tanto, debe presumir haber solucionado el problema del Estado de Derecho de una manera que se pueda exportar a otra parte, sin embargo, hay principios constitucionales que merecen ser defendidos en cualquier contexto, así como hay derechos políticos, civiles, sociales y económicos que en ninguna parte se deben abrogar impunemente. Las democracias frágiles tienden a carecer de un consenso dentro de la sociedad civil entorno a elementos constitucionales esenciales, y esto permite que  procesos de reforma constitucional pasen por encima de principios básicos de justicia y derechos. El retiro de miembros del congreso elegidos por parte del presidente, la violación de la independencia judicial, la interferencia indebida de los militares en asuntos civiles, o la interrupción de las actividades normales de la oposición política, de la sociedad civil, y de los medios, son violaciones de lo que la Carta Democrática Interamericana (capítulo 1, artículo 1) llama el derecho a la Democracia, incluso cuando es hecho por los líderes elegidos por mandato popular, - especialmente si el efecto de tales medidas es minar las condiciones necesarias para la realización de elecciones libres y justas, la base procesal de cualquier régimen democrático”.

-
“Los desafíos políticos que presenta la tercera etapa del apoyo interamericano a la Democracia tiene que ver con si la CDI se puede utilizar en maneras más flexibles, más dinámicas, y no-punitivas. La comunidad interamericana no debe esperar una crisis para actuar con base en la Carta Democrática para movilizar la voluntad política en torno a soluciones positivas, constructivas para los problemas subyacentes del mantenimiento del Estado de Derecho democrático. El soporte para la Democracia y el Estado de Derecho debe ser firme sobre principios básicos, pero flexible frente a las prácticas e instituciones a través e las cuales se actualizan. Los sistemas políticos y legislativos evolucionan bajo condiciones diversas, y la facilitación de condiciones sociales de apoyo puede ser tan importante como mantener ‘bien'  las instituciones”.

-
“Una ‘democracia’ que no puede pasar la prueba de mantener la independencia judicial no se puede describir como ‘constitucional’. Con todo la defensa de aspectos constitucionales de la Democracia se complica por la renuencia de los miembros de la OEA para interferir en asuntos internos de los demás. La Carta ha servido como instrumento útil disponible para la OEA en momentos de crisis democrática (…) pero la comunidad internacional está virtualmente inmovilizada siempre que un líder democráticamente elegido gana apoyo público para sus acciones por medios plebiscitarios, sin importar el efecto de estas acciones sobre la calidad o la estabilidad de la Democracia”.
3.
Lucha contra la Discriminación e Intolerancia en las Américas

Documentos
CJI/doc.324/09 
La lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas: logros significativos
(presentado por la doctora Hyacinth Evadne Lindsay)
CJI/doc.330/09
La lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas: medidas correctivas
(presentado por la doctora Hyacinth Evadne Lindsay)
La Asamblea General, durante su 35º período ordinario de sesiones (Fort Lauderdale, Estados Unidos de América, junio, 2005), mediante resolución AG/RES. 2126 (XXXV-O/05), “Prevención del racismo y de toda forma de discriminación e intolerancia y consideración de la elaboración de un proyecto de convención interamericana”, encomendó al Consejo Permanente que instituya un grupo de trabajo encargado de recibir contribuciones, entre otros, del Comité Jurídico Interamericano, con vistas a la elaboración por parte de dicho grupo, de un proyecto de convención sobre la materia.

El Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sostuvo su primera reunión el 23 de septiembre de 2005 y se ha venido reuniendo regularmente hasta el día de hoy. 

Con fecha 5 de enero de 2007, la Oficina de Derecho Internacional remitió a los miembros del Comité Jurídico Interamericano un texto consolidado elaborado por dicha Oficina que contiene el anteproyecto original con los comentarios que hasta la fecha habían realizado los Estados miembros. Asimismo, y a solicitud del Presidente, con fecha 7 de febrero de 2007, la Oficina de Derecho Internacional encaminó a los miembros los comentarios por escrito realizados por diversas delegaciones en el período 2005-2006, es decir, antes de que existiera un proyecto de convención y que, por lo tanto, eran de naturaleza general y no referidos al anteproyecto en específico.

Durante el 70º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (San Salvador, El Salvador, febrero-marzo, 2007), el relator del tema, doctor Jaime Aparicio, sugirió al Comité Jurídico no entrar a analizar el texto del anteproyecto, sino hacer algún tipo de aporte general, indicando el carácter complementario de la nueva convención y los límites de ese instrumento para que no invada otras áreas en el sistema interamericano. 

A la luz de los intercambios producidos, el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 124 (LXX-O/07), “Lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas”, mediante la cual reitera su preocupación por la persistencia de actos de discriminación e intolerancia y el surgimiento de nuevas formas de tales actos, y subraya la necesidad de hacer causa común para enfrentarse a estas manifestaciones mediante la intensificación de la cooperación entre los Estados con el fin de erradicar dichas prácticas. Asimismo, mediante dicha resolución, adoptó el documento CJI/doc.258/07, “Informe del Comité Jurídico Interamericano sobre el ‘Anteproyecto de Convención Interamericana contra el racismo y toda forma de discriminación e intolerancia’”, como una contribución a las negociaciones en curso por parte del Grupo de Trabajo y decidió remitirlo, junto con la resolución, a la Presidenta de dicho Grupo de Trabajo. Finalmente decidió mantener el tema en su agenda bajo el título “Lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas”, teniendo como relatores a los doctores Jaime Aparicio Otero, Ricardo Antônio Silva Seitenfus y Hyacinth Evadne Lindsay. La resolución fue aprobada con la abstención del doctor Galo Leoro Franco. El doctor Jean-Paul Hubert presentó un voto razonado que figura en el documento CJI/doc.261/07, “Voto razonado: la lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas”.

Con fecha 21 de marzo de 2007, la Oficina de Derecho Internacional envió a la Presidenta del Grupo de Trabajo el texto de la resolución aprobada, el documento adoptado por el Comité, así como el texto del voto razonado del doctor Jean-Paul Hubert. 

Asimismo, con fecha 6 de julio de 2007, la Oficina de Derecho Internacional distribuyó entre los miembros del Comité Jurídico Interamericano el documento CP/CAJP-2357/06 rev.7, “Anteproyecto de Convención Interamericana contra el racismo y toda forma de discriminación e intolerancia”, con las observaciones y comentarios de los Estados miembros de la OEA a dicho anteproyecto durante las labores que realizó el Grupo de Trabajo previas a la realización del 37º período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

Durante el 71º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2007), el doctor Jaime Aparicio informó que debía mantenerse el tema en la agenda del Comité Jurídico, el cual deberá hacer el seguimiento a lo que se está produciendo en el marco de los Órganos políticos de la Organización, en razón de no haberse aún recibido ninguna manifestación al documento aprobado por el Comité.    

Durante el 72º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2008), el doctor Dante Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional, comentó que en la primera semana de febrero dicho Departamento había remitido el documento CAJP/GT/RDI-57/07 corr.2, “Documento consolidado: Proyecto de convención interamericana contra el racismo y toda forma de discriminación e intolerancia”, que recoge el resultado de las labores desarrolladas por el Grupo de Trabajo sobre la materia. Recordó que dicho documento había sido elaborado por el Departamento de Derecho Internacional en estrecha colaboración con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Presidencia del Grupo de Trabajo y que había recogido numerosos aportes, entre ellos, los del propio Comité Jurídico y los de la sociedad civil. Añadió que el 12 de febrero el Grupo de Trabajo, con base en el documento consolidado, había retomado sus labores. Recordó que el Comité Jurídico ya se había manifestado anteriormente sobre el proyecto de convención, pero que todavía no se había manifestado sobre el documento consolidado.

A solicitud del doctor Mauricio Herdocia Sacasa, las discusiones que sobre este asunto se llevaron a cabo durante el 72º período ordinario de sesiones, fueron recogidas de manera textual en el acta 9 respectiva.

En el 73o período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2008), la doctora Hyacinth Evadne Lindsay, relatora del tema, hizo la presentación del informe CJI/doc.312/08, “La lucha contra la discriminación y la intolerancia”, el cual se refiere a las varias formas de discriminación e intolerancia en el continente, que abarcan un sin número de situaciones, desde el lenguaje, raza, género, religión, orientación sexual, edad, estilos de vida, características étnico-culturales, entre otros. Mencionó también los instrumentos internacionales en el ámbito regional y universal, los cuales apuntan hacia las medidas y políticas que los Estados deben implementar en el combate contra la discriminación y la intolerancia.
Con fecha 20 de noviembre de 2008, el grupo de trabajo encargado de elaborar un proyecto de convención contra el racismo y toda forma de discriminación e intolerancia, celebró la Sesión Especial a la que se refirió anteriormente el Director del Departamento de Derecho Internacional. El Informe Final de la reunión fue elaborado por dicho Departamento y distribuido entre los miembros del Comité Jurídico con fecha 10 de febrero de 2009. Asimismo, con fecha 12 de febrero de 2009, el Departamento de Derecho Internacional distribuyó el texto de proyecto de Convención que incluye los avances más recientes en las negociaciones en el marco del grupo de trabajo.

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el doctor Dante Negro dio un breve informe sobre los avances en el tema de la discriminación y la intolerancia y al proyecto de convención interamericana que se viene negociando en el grupo de trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. Sobre el particular, recordó que en el mes de agosto, la relatora del tema había presentado un informe y que el 20 de noviembre se realizó la sesión especial de dicho grupo de trabajo cuyo informe final, elaborado por el Departamento de Derecho Internacional, fue distribuido entre los miembros del Comité el 10 de febrero de 2009. Indicó que dos días después fue distribuida la última versión del proyecto de convención que contiene el estado de negociaciones del proyecto hasta la fecha. El doctor Negro indicó que no se preveía mayores desarrollos sobre el texto antes de la próxima Asamblea General. 

También informó que el Departamento de Derecho Internacional había iniciado la ejecución de dos proyectos relacionados con el tema. El primero de ellos, y de una envergadura muy grande, estaba relacionado con los pueblos indígenas. Informó sobre la decisión del Secretario General de otorgarle al Departamento la coordinación de todos los esfuerzos que sobre la materia lleva adelante la Organización, incluida la relatoría de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el proceso de Cumbres. En ese sentido, en estos dos primeros meses del año, el Departamento se ha avocado al desarrollo de un programa que pueda incluir todos los proyectos específicos que llevan adelante las distintas áreas de la Secretaría General de modo tal de tener un objetivo comprehensivo que justifique todos estos proyectos y los incorpore dentro de una óptica general de la Organización. Desde ya el Departamento se ha responsabilizado por la participación de los representantes de los pueblos indígenas en distintos procesos tales como los preparativos de las Cumbres, de la Asamblea General y del grupo de trabajo que negocia actualmente el proyecto de declaración americana sobre el tema. Una vez finalizada la redacción del programa, comenzará la ejecución de proyectos más concretos en las áreas de empoderamiento de los integrantes de los pueblos indígenas, la difusión del tema y la auto-gestión, todo ello con fondos provenientes del Fondo España y de la GTZ de Alemania. El otro tema que desarrolla el Departamento de Derecho Internacional es la ejecución de un proyecto específico con la ayuda de CIDA-Canadá relacionado con el tema de los afro-descendientes. Si bien el Departamento no cuenta con los fondos suficientes como en el tema indígena para ejecutar un programa comprehensivo, su intención es poder desarrollar uno para poder buscar el financiamiento respectivo, al mismo tiempo que ejecuta un proyecto a menor escala. En aquél momento, el proyecto en ejecución se enfoca en la producción de un informe con estándares internacionales en la protección de afro-descendientes, con el objetivo de orientar a la sociedad civil sobre las mejores estrategias de negociación en la consecución de la consagración de nuevos estándares. El Departamento también participó en una reunión con la sociedad civil en el mes de enero (2009 en la República Dominicana, en la que se orientó sobre la mejor manera de la sociedad civil participar en las actividades de la OEA. Dicha reunión tuvo como conclusión la redacción de un documento de recomendaciones que serán elevadas a la próxima Cumbre de las Américas en el tema de afro-descendientes. Añadió que el Departamento planea apoyar la realización de reuniones similares antes de la próxima Cumbre y antes de la siguiente Asamblea General con el objetivo de que la sociedad civil se organice y presente recomendaciones más concretas a dichos procesos. Otro ámbito en que se desarrolla el proyecto es en la posibilidad de permitir una mayor participación de afro-descendientes en actividades que realiza el Departamento como son el Curso de Derecho Internacional y las Jornadas de Derecho Internacional en que se cuenta con un fondo para que un especialista hable sobre el tema y la participación de hasta cuatro becarios adicionales del Caribe. El doctor Dante Negro insistió en que si bien este proyecto era bastante limitado en cuanto a su aplicación, la idea a corto plazo era diseñar un programa similar al que se viene realizando con el de pueblos indígenas para luego buscar el financiamiento respectivo.

Por su parte, la doctora Hyacinth Lindsay, relatora del tema, hizo la presentación de su informe sobre la materia titulado “Lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas: logros significativos” (CJI/doc.324/09). En su ponencia, la doctora Lindsay mencionó los desarrollos producidos en el mundo, conforme se constata en el informe de la Conferencia Mundial para la Eliminación del Racismo, Discriminación y Xenofobia y Otras Formas de Intolerancia, de 2001, destacando particularmente las legislaciones nacionales que incorporaron en su derecho interno las normativas internacionales de protección de derechos humanos y eliminación de la discriminación racial. Otro aspecto de desarrollo en el combate al racismo y la discriminación apuntado por la doctora Lindsay es el hecho de que muchos Estados miembros son signatarios de las convenciones contra la discriminación; sus Constituciones reafirman los principios de igualdad; han adoptado legislaciones para criminalizar el racismo y a la vez han concertado políticas públicas anti-discriminación. Destacó también la gran influencia que han tenido varios organismos internacionales en la elaboración e implementación de programas de concientización de los derechos humanos de todos los ciudadanos y en la actitud afirmativa por su identidad cultural. Indicó sin embargo que, no obstante los esfuerzos desplegados, algunos problemas persisten en las poblaciones de afrodescendientes en las Américas y en el mundo, que afrontan injusticias sociales desde la desigualdad de oportunidades de empleo y salarios, asedio sexual, ascenso profesional, entre otros. Más recientemente el analfabetismo tecnológico de esos grupos les dificulta su asimilación en la sociedad. Finalmente, presentó el plan de acción aprobado por The Coalition of Latin American and Caribbean Cities against Racism, Discrimination and Xenophobia, el cual propone diez puntos que se deben tomar en cuenta para la implementación de políticas anti-racistas.

Los demás miembros manifestaron su cabal apoyo al informe de la doctora Lindsay, por haber traído puntos muy precisos para el desarrollo del tema y que permitirá al Comité Jurídico proporcionar un aporte efectivo en la materia. 

El doctor Dante Negro dio cuenta del estado de discusiones de ese tema en el Consejo Permanente, resultando en primer lugar el hecho de que esta es una de las materias en las cuales la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos ha conformado un grupo de trabajo, volcado al análisis de un proyecto de convención sobre el tema de racismo y el de discriminación e intolerancia en general. Recordó que la Opinión del Comité emitida años pasados estimó innecesaria la adopción de una nueva convención sobre racismo y/o discriminación en el sistema interamericano. No obstante, los Estados miembros estaban actualmente trabajando sobre un proyecto de convención, el cual ha tenido mucha importancia política, puesto que el tema consta de la agenda jurídica interamericana. Por ende, consideraba que el Comité Jurídico no debería quedarse al margen de dichas discusiones, y que podría hacer aportes sólidos desde el punto de vista técnico-jurídico, frente a las dudas que se han suscitado en el seno del grupo de trabajo, las cuales están plasmadas en el informe de la Sesión Especial en la materia. 

Señaló que a pesar de que otros órganos del sistema ya hayan dado opiniones jurídicas respecto de dicho proyecto de convención, le parecía importante la visión del Comité Jurídico no a nivel general sino enmarcarse en los temas que realmente ameritan una interpretación jurídica. Mencionó que el proyecto contiene otros aspectos que no se limitan únicamente a los derechos humanos pero incluye temas de políticas públicas, de implementación de legislación interna y de perspectivas de desarrollo, sobre los que el Comité puede dar una opinión autorizada. Sobre el particular sugirió la idea de conformar un grupo de trabajo que vaya analizando el tema. En ese sentido, se comprometió a enviar a los miembros del Comité Jurídico Interamericano algunos documentos adicionales, como es una presentación del doctor Ariel Dulitsky, ex funcionario de la Secretaria Ejecutiva de la CIDH y un documento elaborado por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos. Ambos hacen una evaluación muy concreta del proyecto de convención. Posteriormente, enviará el documento que resulte de la Conferencia de revisión del proceso de Durban, que se realizará en Ginebra, en abril próximo, sobre los ocho años de la adopción de la Declaración y Plan de Acción de Durban sobre el tema de racismo, discriminación y xenofobia. Finalmente el doctor Negro se comprometió a entablar contacto con la Misión Permanente de Brasil ante la OEA, que preside el Grupo de Trabajo de la CAJP, para expresar el interés que el tema sigue despertando en el Comité.

Tras la intervención del doctor Dante Negro, el Comité Jurídico decidió formar un Grupo de Trabajo compuesto por los doctores Hyacinth Evadne Lindsay, Mauricio Herdocia Sacasa, Freddy Castillo Castellanos y Fabián Novak Talavera, con miras a presentar un informe para la sesión de agosto de 2009.

Con fecha 1 de abril de 2009, el Departamento de Derecho Internacional envió a los miembros del Comité Jurídico Interamericano el revisado 11 del proyecto de convención que refleja el estado a la fecha de las negociaciones, un cuadro comparativo de las diferentes propuestas de los Estados miembros, y los aportes a dicho proyecto realizados tanto por el Instituto Interamericano de Derechos Humanos como por el señor Ariel Dulitzky, ex Secretario Ejecutivo Adjunto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo, con fecha 15 de mayo de 2009, el Departamento de Derecho Internacional envió el Documento Final de la Conferencia de Examen de Durban, desarrollada en abril de 2009.

La Asamblea General de la OEA durante su 39º período ordinario de sesiones (San Pedro Sula, Honduras, junio, 2009), mediante resolución AG/RES. 2515 (XXIX-O/09), solicitó al Comité Jurídico Interamericano que siga enviando sus contribuciones al grupo encargado de elaborar el proyecto de convención sobre la materia.

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), la doctora Hyacinth E. Lindsay hizo la presentación de su informe (CJI/doc.330/09) titulado “La lucha contra la discriminación y la intolerancia en las Américas: medidas correctivas”, el cual aborda los esfuerzos emprendidos por la comunidad internacional en los últimos 50 años, así como en el derecho interno con la promulgación de disposiciones constitucionales, leyes nacionales, adopción de tratados por los Estados e incluso la creación de órganos propios para combatir la discriminación. A pesar de ello, los obstáculos persisten y destacó algunos aspectos fundamentales de diferencias a ser superadas, tales como la discriminación entre hombres y mujeres, personas con discapacidad, las diferencias culturales como el uso de la lengua, todos factores éstos que, entre otros, ameritan una acción vigorosa en el combate a las desigualdades. En ese sentido enfatizó los esfuerzos desplegados en Plan de Acción de 10 puntos para implementación de políticas municipales, aprobado por la Coalición de Ciudades Latinoamericanas y del Caribe contra el Racismo, la Discriminación y la Xenofobia. 

El Presidente comentó que se realizará una nueva reunión en el marco de la OEA, y que es importante que el Comité pueda presentar una contribución al Grupo de Trabajo, conforme lo solicitó la Asamblea General.

El doctor João Clemente Baena Soares demostró el relacionamiento de este tema con la tolerancia y el respecto, que son factores esenciales de la democracia. También instó al Comité a intensificar las acciones orientadas a los sistemas educacionales en el continente, pues no se puede implementar en las legislaciones lo que no es aceptado por la educación.

El doctor Novak recordó que en la sesión pasada de Bogotá, el Comité conformó un grupo de trabajo compuesto por los doctores Herdocia, Castillo, la relatora y él mismo, a efectos de elaborar un conjunto de propuestas al proyecto de convención que viene elaborando el Grupo de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA. Añadió que había preparado un documento preliminar con sus observaciones y recomendaciones al referido proyecto de convención, el cual había sido sometido a la apreciación de los demás miembros del grupo de trabajo el 17 de junio de 2009, y que con las observaciones y aportes de los demás miembros del grupo de trabajo, el documento final se sometería a consideración del CJI en pleno en esta sesión. 

El doctor Jean-Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos, aclaró que el Comité contará con dos documentos que deberán ser transmitidos al Grupo de Trabajo de la CAJP. Una vez que el Comité apruebe sus observaciones al Proyecto de Convención, esos comentarios deben enviarse conjuntamente.

El Presidente manifestó que le parece muy plausible que se envíe los documentos de contexto de los miembros, cuya elaboración es el resultado de la abundante investigación y reflexión. En ese sentido, mencionó también los informes del doctor Jean-Paul Hubert sobre democracia, los cuales deben ser llevados a conocimiento de los órganos de la Organización relacionados con el tema, dejando esa recomendación a la Secretaría de Asuntos Jurídicos.

Al respecto de ese tema, se conformó un grupo de trabajo, constituido por los doctores Lindsay, Herdocia, Castillo y Novak, y solicitó la presentación de sus observaciones al proyecto de articulado de Convención bajo consideración de la CAJP. 

El día 13 de agosto de 2009, el doctor Fabián Novak presentó un informe preliminar, en nombre del grupo de trabajo, sobre las observaciones preliminares al proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y toda forma de Discriminación e Intolerancia, a efectos de ser remitidos al Grupo de Trabajo de la CAJP. En ese sentido, formuló comentarios sobre aspectos de forma en l preámbulo que consta de una serie de expresiones que pueden ser mejoradas, sugiriendo la utilización de términos más adecuados en el texto. Asimismo, se destacó la distinción que el proyecto de convención hace entre la figura del racismo y otras modalidades de discriminación. Para el grupo de trabajo del Comité se podría utilizar tan sólo el concepto de discriminación ya que es mucho más amplio. Sin embargo, pareciera que el Grupo de Trabajo de la CAJP desea destacar al racismo por sobre del concepto de discriminación. Si éste fuera el caso, no se entiende por qué se limita tan sólo a definir el racismo, sin definir otras modalidades de discriminación, lo cual ameritaría un esfuerzo para alcanzarse una protección integral. 

En cuanto a los aspectos de fondo, resaltó las siguientes consideraciones:

Artículo 1 – presenta un extenso listado de las motivaciones que pueden generar la discriminación, pero en él no se recogen algunos criterios incluidos en la Convención Internacional para la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial o en la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y sus Familias, los cuales en su opinión deberían ser tomados en cuenta. En este artículo se confunde también el concepto de racismo con el de discriminación racial, cuando la doctrina los distingue muy claramente: al racismo como una ideología y a la discriminación racial como una práctica concreta. Con relación al tema de la intolerancia, contenida también en el artículo 1, se comparten las críticas formuladas por la delegación canadiense, en el sentido que al asumirse un criterio tan amplio, se corre el riesgo de atentar contra el disenso, que es más bien una característica de cualquier sistema democrático.

Artículo 3 – se considera importante mantener el reconocimiento de las posibilidades de discriminación tanto en el plano individual como colectivo. Las delegaciones de Argentina y de Canadá han propuesto eliminarlas, pero el grupo de trabajo del CJI cree que la distinción es correcta y debe mantenerse, puesto que la discriminación puede darse no solamente contra un individuo, sino también respecto de un grupo social determinado. 

Artículo 5 – este artículo se figura muy delicado pues lidia con otros derechos que también deben ser protegidos, como es el caso de la libertad de expresión. La recomendación del grupo de trabajo del CJI es que debe utilizarse un concepto más preciso en el articulado, porque actualmente se están utilizando conceptos algo vagos y subjetivos para prohibir la difusión de ideas que promuevan el odio y la violencia. El grupo de trabajo considera que dicha prohibición podría darse siempre y cuando la difusión promueva o incite directa o indirectamente al odio y la violencia.

Artículo 11 – este artículo también amerita cierto cuidado, cuando se establece la obligación por parte de los Estados miembros de implementar medidas legislativas para revertir la carga de la prueba. De ese modo, se está consagrando la reversión de la carga de la prueba general, de forma tal que corresponda al acusado probar la adopción de procedimientos y prácticas que aseguren un tratamiento equitativo y no discriminatorio. Si bien es cierto existe una práctica internacional de admitir la prueba en contrario cuando estamos hablando de ámbito penal. Sin embargo ello no se admite en otros campos, como el administrativo, el laboral y el civil. De otro lado, se apoya también la propuesta de México de no limitar la igualdad al acceso a la justicia, sino también extender el concepto de igualdad a un trato equitativo en el proceso mismo.

Artículo 13 – el grupo de trabajo (CJI) coincidió con las observaciones planteadas por las delegaciones de Perú y Costa Rica, en cuanto a no quedar claros los objetivos de los estudios que los Estados Partes deben llevar adelante con relación a situaciones de discriminación que se presenten en sus países. El mandato dirigido a los Estados es que ellos estudien situaciones eventuales de discriminación que pueden darse en ese campo. No se explica para qué son esos estudios. El grupo de trabajo del CJI considera que los estudios deberían estar destinados a contribuir con la elaboración de políticas públicas, planes nacionales o estrategias de acción destinadas a desterrar cualquier práctica discriminatoria. 

Adicionalmente, el grupo de trabajo del Comité estimó innecesario la creación de un Comité Interamericano para la Prevención, Eliminación y Sanción del Racismo y todas las formas de discriminación e intolerancia, con el fin de evaluar la situación en los Estados miembros, cuyas funciones podrían ser asumidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Frente a la insistencia de los Estados que desean crear un comité, el grupo de trabajo recomienda que se tome en cuenta el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que es el modelo en el cual se apoya este proyecto. Además debe tratarse de un órgano técnico y no político, autónomo e independiente. Finalmente se sugiere definir de forma clara las competencias y atribuciones de dicho Comité, el cual debería permitir la participación de la sociedad civil.

Concluyó respaldando la posibilidad de consagrar en el proyecto de convención prerrogativas a favor de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para emitir opiniones consultivas, a solicitud de los Estados miembros y de los órganos competentes de la OEA, de forma similar a como lo hace en relación a la convención de Belém do Pará. Se respaldó también la interpretación sobre la competencia de la Corte para conocer denuncias relativas al cumplimiento de la Convención, la cual podría ser reconocida o extendida a cualquier Estado miembro de la Organización, independientemente de que éste se haya o no sometido a la competencia de la Corte. 

La doctora Villalta, Presidenta ad hoc del Comité Jurídico, agradeció la exposición del doctor Novak y recordó que la Asamblea General en su último período de sesiones instó a la elaboración de una Convención sobre toda forma de discriminación, intolerancia y racismo. Acto seguido, cedió la palabra a los miembros sobre todo a los que integran el grupo de trabajo, solicitando que se posicionaran en cuanto al destino final del documento presentado por el doctor Novak..
El doctor João Clemente Baena Soares coincidió con el relator en que era innecesaria la creación de un comité interamericano como lo propone el proyecto de convención. Su experiencia le demuestras que la creación de nuevos órganos puede acarrear problemas presupuestarios y hasta restarle importancia al tema. Asimismo apoyó la propuesta de asignarle esas obligaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

El doctor Novak subrayó que la posición inicial del grupo de trabajo del CJI fue contraria a la creación de otro comité. Sin embargo, frente al inequívoco interés de los Estados en cuanto a ello, el grupo de trabajo del CJI propone una fórmula que no afecte el tema de la creación, o sea: “si se crea dicho comité, éste debería tener ciertas características, como ser un órgano técnico y autónomo, etc.” Si de todos modos se concreta el establecimiento de ese nuevo órgano, el Comité Jurídico podría mejorar las condiciones actuales de regulación que tiene dicho comité, ya que actualmente no es un órgano autónomo, independiente ni técnico. 

El doctor Hubert recordó su posición frente a esta materia, siendo contrario a la adopción de un nuevo instrumento internacional, dado que ya existe una convención universal acogida por la mayoría de los Estados americanos. Opinó que frente a la densidad del documento y lo complejo de la materia, estaría a favor de dejar una posición final para la sesión de Lima.

El doctor Castillo apoyó los planteamientos hechos por el doctor Novak y concordó con la postergación de la decisión final hasta la reunión de Lima, tomándose en cuenta las observaciones del doctor Baena Soares sobre la creación de un comité de este tipo, y que el Comité trabajara con mayor profundidad en la alternativa de darle un apoyo a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a fin de que asuma el rol asignado al hipotético comité. Sobre todo, destacó la cuestión del lenguaje en la utilización de términos cuyos conceptos no sean claros. 

El doctor David P. Stewart también felicitó al doctor Novak por el abordaje preciso de la exposición y le preguntó sobre el estatus de las discusiones en el grupo de negociaciones, que le parecían aún distantes de una definición final, lo que le permitiría al Comité Jurídico postergar el tratamiento del proyecto de convención para la sesión de marzo. En cuanto a las características de ese Comité – independencia, autonomía y tecnicidad -, preguntó si se dotaría al Comité con la capacidad de recibir peticiones individuales. En caso afirmativo, considera que se estaría duplicando innecesariamente una de las funciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Indagó también sobre la sugerencia de darle a la Corte Interamericana de Derechos Humanos competencia consultiva, de modo que los Estados puedan acceder a la Corte a fin de solicitar interpretación sobre el tratado, pero no absolver consultas individuales.

El doctor Novak aclaró que con relación al tema de la Corte Interamericana de Derechos Humanos el Proyecto de Convención ya le reconoce ciertas competencias, produciéndose sin embargo cierta polémica planteada por algunos Estados, en el sentido de si estas competencias que constan en el proyecto deben mantenerse en el texto final. Sin embargo, el grupo de trabajo del CJI acompañó la opinión de la mayoría en el sentido de que la Corte Interamericana debería gozar de competencia consultiva con relación a las disposiciones de este instrumento y también en caso que surjan discrepancias o controversias sobre su sentido y alcance, tal como se establece en la Convención de Belém do Pará. El proyecto plantea la posibilidad para la Corte de conocer denuncias por infracciones a la Convención, siendo el grupo de trabajo del CJI de la opinión de que dicho acceso pueda ampliarse, extendiéndose a todos los Estados que adhieran a la Convención contra Racismo y Discriminación, sin restringirlo tan sólo a aquellos que reconocen la competencia contenciosa de la Corte. 

El doctor Negro hizo un breve recuento del desarrollo del tema en el marco de la Organización, destacando que uno de los puntos de mayor polémica es aquél relativo al ámbito de aplicación. En algún momento se trató de que el proyecto únicamente versara sobre el tema de la discriminación racial, y a propuesta de Brasil se extendió a todo tipo de discriminación e intolerancia. El Grupo de Trabajo de la CAJP avanzó con cierta rapidez, pero le parecía difícil que se pudiera presentar un documento final para la próxima Asamblea General. Otro tema a discutir es el de seguimiento, es decir el tema del comité versus las competencias de la Corte y de la CIDH.

Resumió la visión de los Estados que defienden la creación del Comité, como sigue: 

El Comité no representa una duplicación de funciones que ya cumplen la Corte y CIDH, en lo que se refiere a esta última empieza a actuar principalmente cuando ya se ha producido la violación de un derecho humano. 

El Comité tendría como función abrir un espacio para que los Estados Partes de la Convención pudieran intercambiar informaciones, prácticas, ideas, y sobre cómo podrían ir avanzando conjuntamente en la implementación de la convención, no existiendo por consiguiente duplicación de funciones.

Un problema existente consiste en evitar lo que ha ocurrido con el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que sirve de ejemplo para tanto aquellos que prefieren al comité como para los que no lo prefieren. En lo que hace a aquellos que no lo prefieren, se ha dado la problemática de que no se definió a tiempo la calidad de los integrantes de dicho comité. Fue así como algunos Estados Partes nombraron como sus representantes a funcionarios gubernamentales, cuando otros países interpretaron que debían elegir a expertos independientes. Ese hecho ha obstaculizado la definición de la función del comité. Por ello existe acuerdo sobre la importancia que revestiría la decisión del CJI de efectivamente pronunciarse sobre la existencia de dicho comité, independientemente de estar a favor o no, pues podrían abordarse las características y funciones que el nuevo comité debería cumplir.

Acto seguido la Presidenta ad hoc preguntó al doctor Negro qué esperaba el Grupo de Trabajo de la CAJP del Comité Jurídico

El doctor Negro explicó que el Grupo de Trabajo espera opiniones o recomendaciones jurídicas al texto distribuido entre los miembros, habiendo recibido contribuciones del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, de expertos independientes, incluso de la propia CIDH, que ha dado su parecer. La opinión del CJI sería totalmente neutral, una guía técnicamente jurídica, que podría ser tomada en cuenta en ese proyecto. Además sería una magnífica oportunidad para que el CJI se pronuncie de manera no definitiva, pero sí técnica y bastante amplia sobre el texto jurídico. Finalmente, se comprometió a enviar a todos los miembros las actualizaciones producidas sobre el tema.

El doctor Herdocia corroboró las observaciones vertidas sobre el Proyecto de Convención, en particular sobre el tema de la creación de un comité versus Corte Interamericana y apoyó la fórmula propuesta por el doctor Novak. Sin embargo, opinó que el CJI no debe pronunciarse respecto de si debe o no crearse el comité. Más bien se debe indicar que si se llegara a crear ese comité, que fuera técnico, debiendo estar conformado por expertos independientes, reforzando además que las funciones que se le asignen no pueden ni duplicar ni afectar las competencias establecidas, convencionalmente, para los demás órganos del sistema interamericano, como lo son la CIDH y la Corte. A la luz de los comentarios del doctor Negro, le parecía que el doctor Novak y el grupo de trabajo podían ir incorporando los comentarios de esa reunión, distribuyendo a todos los miembros el documento preliminar, para así poder reflexionar y presentar algo más definitivo en Lima.

El doctor Baena Soares comentó que el Comité Jurídico no debería aceptar como hecho consumado la creación del comité, marcando claramente su posición en cuanto a que no favorece la creación de otro órgano, pero si así lo deciden los Estados, se aplicaría la fórmula propuesta por el doctor Novak. 

El doctor Hubert solicitó al doctor Negro informar al Grupo de Trabajo de la CAJP que el Comité Jurídico está evaluando el tema y que presentará sus comentarios próximamente.

El doctor Jorge Palacios Treviño por su parte manifestó su oposición a la creación de otro órgano.

La Presidenta ad hoc hizo un resumen de los debates de ese día, concluyéndose que el doctor Novak incorporaría las observaciones formuladas al documento para enviarlo a los miembros que lo estudiarán y lo discutirán para decisión final en la sesión de Lima.
A continuación se registran los documentos presentados por la doctora Hyacinth Lindsay:
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LA LUCHA CONTRA LA DISCRIMINACIÓN Y LA INTOLERANCIA
EN LAS AMÉRICAS: LOGROS SIGNIFICATIVOS

(presentado por la doctora Hyacinth Evadne Lindsay)

Un Informe de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y Formas Conexas de Intolerancia se inicia con un reconocimiento del progreso logrado por parte de la comunidad internacional en la lucha contra la discriminación durante los últimos 50 años, a partir de la adopción de la Declaración Universal de los Derechos Humanos en 1948. Se hace referencia a la promulgación de leyes nacionales e internacionales y de numerosos instrumentos internacionales de derechos humanos, particularmente de un tratado que prohíbe la discriminación racial. En dicho informe se menciona la derrota del apartheid en África del Sur como un ejemplo significativo de dicho progreso. El resultado de las recientes elecciones presidenciales de los Estados Unidos constituye también un oportuno recordatorio de dichos avances.

El informe señala el papel que cumple la tecnología al acercar a la gente, pero también incluye una advertencia en el sentido de que la discriminación racial, la xenofobia y otras formas de intolerancia siguen haciendo estragos en las sociedades. También señala los riesgos que lleva consigo la globalización, los cuales pueden conducir a la exclusión y a una mayor desigualdad, con frecuencia manifestada en términos raciales y étnicos, el surgimiento de horrores tales como la "limpieza étnica" en años recientes y la difusión de ideas sobre superioridad racial a través de nuevos medios tales como el Internet. El informe sostiene que la naturaleza compleja de la discriminación racial y la violencia étnica constituyen un reto mayor para la comunidad internacional, la cual requiere nuevas herramientas para tratar el racismo.

Si bien es posible estar de acuerdo con las afirmaciones del informe en el sentido de que la lucha aún dista mucho de tener fin y de que "el sueño de un mundo libre de odios y prejuicios raciales permanece aún como algo apenas parcialmente alcanzado”, el objetivo de esta presentación es enfocarse en los éxitos y esfuerzos actuales de la comunidad internacional, los Estados individuales y las personas dirigidos a superar los retos y los obstáculos que se puedan encontrar en el camino. 

Los esfuerzos emprendidos actualmente por organizaciones nacionales e internacionales dirigidos a enfrentar los problemas aportan evidencia convincente en el sentido de que, en medio de la lucha, sí hay mucho que celebrar con respecto a cada hito de logro positivo. Las leyes y las convenciones contra la discriminación constituyen ejemplos del empleo del derecho como poderosa herramienta para alcanzar el éxito en la lucha.

El principio de la igualdad de todos los ciudadanos está promulgado en las constituciones de todos los Estados. Muchos Estados son signatarios de las convenciones contra la discriminación y han promulgado leyes antidiscriminatorias, incluyendo las que abordan algunos problemas que enfrentan las poblaciones afro-descendientes, tales como el derecho a la tierra y la desigualdad social.2
Como ejemplos  se pueden citar las leyes relativas a: 

· igualdad en la remuneración de hombres y mujeres; 

· igualdad en las oportunidades de empleo;  

· el acoso sexual;

· la discriminación contra el embarazo;

· la contratación discriminatoria; y

· la denegación ilegal de promociones.

El surgimiento de las Organizaciones de Derechos Humanos constituye un destacado factor de avance en la lucha contra la discriminación en todas sus manifestaciones. Estas organizaciones han establecido programas diseñados a elevar el nivel de conciencia del público sobre la importancia que revisten los derechos humanos para todos, sin importar la condición social, la riqueza o cualquier otra posición o privilegio o la ausencia de dichos atributos. La Declaración de 2001 de las Instituciones Nacionales para la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y Formas Conexas de Intolerancia constituye un claro ejemplo de ello. Dicha Declaración incluyó lo siguiente:

· Un llamado a formular estrategias, políticas y programas para las personas y los grupos sujetos a discriminación múltiple o cuya experiencia con el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y formas conexas de intolerancia se ve agravada por otras formas de discriminación, incluyendo la discriminación basada en el género u otra condición.

· El reconocimiento de que es indispensable contar con la voluntad política de los Estados para combatir con efectividad el racismo y las formas conexas de la intolerancia, y de que en los Estados recae la principal responsabilidad de adoptar e implementar estrictamente medidas penales, civiles y administrativas apropiadas para condenar los actos racistas, prohibir la discriminación y ofrecer recursos efectivos a las víctimas. 

· Una referencia a la importancia vital que tienen las instituciones nacionales y otras instituciones especializadas relevantes en la lucha contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y formas conexas de la intolerancia.3      

Son dignos de mención los aportes a esta lucha realizados por organizaciones tales como NADI, UNIFEM y el PNUD. Éstas han facilitado un seminario realizado en la ciudad de Buenos Aires sobre mujeres inmigrantes en Argentina. Los participantes redactaron borradores de políticas dirigidas a combatir el racismo y la xenofobia, contribuir a erradicar prejuicios y mejorar la asimilación de estas mujeres en sus comunidades locales.4 

Los Estados de las Américas han manifestado su intención de ser participantes activos en la lucha, mediante su participación en acuerdos hemisféricos tales como la Declaración de Mar del Plata: Cuarta Cumbre de las Américas. En el Artículo 1, los Jefes de Estado reafirman su compromiso con “…la lucha contra la pobreza, la desigualdad, el hambre y la exclusión social...”5 

El Artículo 23 establece la intención de los Estados de combatir la discriminación de género en los sitios de trabajo, promover la igualdad de oportunidades para eliminar la disparidad que actualmente existe entre hombres y mujeres en el mundo laboral a través de un enfoque integrado que incluya la perspectiva de género en las prácticas laborales, incluyendo la promoción de mayores oportunidades para las mujeres de convertirse en propietarias de empresas.

En el Artículo 24, los Estados:

· Reafirman su firme compromiso para enfrentar el flagelo del racismo, la discriminación y la intolerancia en sus sociedades;

· Reconocen la obligación que a todo nivel tienen los gobiernos y la sociedad en general de combatir los problemas así como el papel fundamental que cumple el Sistema Interamericano en el análisis de los obstáculos sociales, económicos y políticos que enfrentan los grupos marginados, e identificar medidas prácticas, incluyendo mejores prácticas, sobre la forma de combatir el racismo y la discriminación;

· Manifestar su apoyo a la Resolución AG/RES. 2126 (XXXV-O/05) de la OEA mediante la cual se estableció un Grupo de Trabajo encargado, inter alia, de la preparación de un Proyecto de Convención Interamericana de Prevención del Racismo y de todas las Formas de Discriminación Racial, la Xenofobia y Formas Conexas de Intolerancia;

· Recuerdan su compromiso con la plena implementación de sus obligaciones bajo la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial.

Cada paso dado en la lucha contra la discriminación inspira confianza y genera esperanza en las personas que aún no han experimentado la plena liberación. Un informe publicado en un periódico de fuera de la región sobre jóvenes ciudadanos negros en un Estado de la América Central describe los primeros destellos de "un callado movimiento cultural y de derechos civiles", que el autor cree “que hace parte de un lento pero dramático cambio de conciencia que se está dando entre la población negra de este Estado y en toda la América Latina”, cuyos actos se describen como "la exigencia de más derechos y la reclamación de su identidad cultural". El autor también se refiere a estadísticas que muestran cómo los negros de la región tienen mayor probabilidad de vivir en la pobreza, morir jóvenes, leer deficientemente y vivir en viviendas inadecuadas.

El escritor observaba naturaleza pacífica del movimiento, que él describe como "algo parecido al movimiento por los derechos civiles de los Estados Unidos, sin los linchamientos, las bombas y las detenciones masivas". Un joven partícipe del movimiento parecía manifestar su esperanza para el futuro al decir que "durante muchos años fue mucho más fácil no ‘ser’ negro y llamarse otra cosa, pero la clave de nuestro futuro consiste en fortalecer nuestra identidad, decir que somos negros y que nos sentimos orgullosos [de serlo]".
El informe también reconoce los esfuerzos de los gobiernos latinoamericanos, sobre los cuales dice que "finalmente están escuchando" y están comenzando a tratar las desigualdades raciales que han persistido desde la esclavitud. El informe describe al movimiento como aún más significativo, considerando los cálculos del Banco Mundial sobre la población negra latinoamericana, que está entre los 80 y 250 millones, en claro contraste con los 40. 2 millones en los Estados Unidos. 
Se han visto otros indicios de progreso en las políticas del gobierno brasilero con respecto a una disposición constitucional que penaliza los actos racistas, legislación que le otorga derecho a la tierra a las comunidades rurales tradicionales, constituidas por descendientes de antiguos esclavos fugitivos, y la promulgación de una ley en 2003 que hace obligatoria la enseñanza de la historia afro-brasileña en los colegios. Una publicación oficial de 2008 afirma con orgullo que "Brasil ha demostrado ser un laboratorio sobre políticas públicas encaminadas a promover la igualdad racial". Otras políticas que reflejan la promoción de la igualdad racial en el Brasil incluyen la creación de un Secretariado Especial de Políticas para Promover la Igualdad Racial (SEPPIR), dirigido por un ministro del gabinete, el Programa de Género y Raza que combina iniciativas educativas y la mediación en disputas y asuntos laborales con acciones afirmativas dirigidas a lograr igual trato en las relaciones laborales, y programas que buscan asegurar  el ingreso de afro brasileños a las universidades estatales.  

Colombia también ha introducido políticas que benefician a la población afro-descendiente. Se han asignado escaños en  la Cámara de Representantes a la población afrocolombiana, y Colombia es el primer Estado latinoamericano que instituyó políticas dirigidas a beneficiar a esta población. 

Otros indicios de progreso en la lucha contra la discriminación en la región incluyen lo siguiente:

· El éxito logrado por los activistas en Colombia con la promulgación de legislación que reconoce jurídicamente a la población negra y a su historia;

· La formación de grupos no políticos en Cuba para tratar temas raciales, incluyendo al Movimiento Martin Luther King por los Derechos Civiles;

· Las actividades de algunos miembros de la población negra en la República Dominicana en la lucha contra autoridades estatales por el derecho a figurar como “Negro" en sus pasaportes;

· La mayoría de los Estados latinoamericanos y del Caribe han firmado la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de la Discriminación Racial (CERD). Se han establecido agencias en estos Estados para promover la igualdad racial así como enmiendas constitucionales adecuadas con referencias más claras a la naturaleza multicultural de las poblaciones.

La Coalición de Ciudades Latinoamericanas y del Caribe contra el Racismo, la Discriminación y la Xenofobia, establecida en el año 2004, ofrece evidencia convincente del compromiso de los Estados con los ideales de la no discriminación y el logro de la igualdad para todos los ciudadanos. Esta coalición surgió a partir del reconocimiento de que el racismo, la discriminación y la xenofobia:

· constituyen barreras contra el desarrollo de ciertas personas o grupos;

· presentan una seria amenaza a la coexistencia y el intercambio pacíficos entre comunidades que comparten un mismo espacio;

· ponen en peligro la ciudadanía democrática y participativa;

· requieren una actualización periódica de la estrategia y las políticas antirracistas conjuntamente con coordinación a los niveles internacional, regional y local.

La coalición consta de una red de ciudades que están interesadas en compartir experiencias para mejorar las políticas de lucha contra el racismo, la discriminación y la xenofobia. El fin último de la coalición es lograr la participación de las ciudades en una lucha común contra estos problemas. La Coalición de Ciudades Latinoamericanas y del Caribe contra el Racismo, la Discriminación y la Xenofobia fue lanzada en octubre de 2006 en la Cumbre Iberoamericana de Gobiernos Locales celebrada en Montevideo, a la cual asistieron más de 100 representantes. Unos 50 municipios se han unido a la iniciativa y más de 150 se han unido a una red actual de ciudades. 
El Plan de Acción de 10 puntos incluyen los compromisos que cubren áreas tales como la competencia de las autoridades, la educación, la vivienda, el empleo y las actividades culturales y deportivas. Las ciudades signatarias procuran integrar el Plan de  Acción en sus estrategias y políticas municipales así como involucrar a varios actores de la sociedad civil en la implementación del mismo.

Se han ofrecido sugerencias apropiadas para la implementación de cada acción. Los diez puntos son los siguientes:

1. Visibilizar el racismo y la discriminación, documentando las dos cosas e implementando políticas municipales para combatirlas;

2. Crear o fortalecer legislación municipal sobre el racismo y la discriminación.

3. Compromiso y vigilancia contra el racismo y la discriminación;

4. Las ciudades deben operar como creadores como promotores y defensores activos de la equidad laboral;

5. Ofrecer acceso equitativo a la vivienda, servicios básicos y otras condiciones relacionadas con el habitat;

6. Garantizar plena información y participación en la administración pública;

7. Combatir el racismo, la discriminación o la xenofobia mediante acciones educativas formales e informales que incluyan el refuerzo de medidas contra la discriminación;

8. Promover el diálogo intercultural y religioso y salvaguardar la diversidad, especialmente de las culturas indígenas, afroamericanas y afrocaribes;

9. Instituir iniciativas para la protección de los niños vulnerables, particularmente niños afrodescendientes e indígenas;

10. Erradicar las prácticas discriminatorias debidas a la salud, el género, la etnicidad, la raza y la orientación sexual y por razones de discapacidad.
Los problemas de la discriminación y la intolerancia no son imposibles de resolver. El logro del éxito en cualquier caso sirve de inspiración para los éxitos que se podrán dar en el futuro.

La resistencia contra la intolerancia abre el camino hacia el éxito mediante la aplicación de la Declaración de Principios sobre la Tolerancia de la UNESCO, que se presentan a continuación.

La tolerancia consiste en el respeto, la aceptación y aprecio de la rica diversidad de las culturas de nuestro mundo, de nuestras formas de expresión y medios de ser humanos. La tolerancia es la armonía en la diferencia  y la promueven el conocimiento, la actitud de apertura, la comunicación y la libertad de pensamiento, de conciencia y de culto. 

Tolerancia significa ser uno mismo sin imponer sus propios puntos de vista a los demás. No significa claudicar ni rendirse. Por encima de todo se trata de una actitud activa generada por el reconocimiento de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los demás. Practicar la tolerancia no significa tolerar la injusticia social ni abandonar o debilitar la propia conciencia.
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LA LUCHA CONTRA LA DISCRIMINACIÓN Y LA INTOLERANCIA
EN LAS AMÉRICAS: MEDIDAS CORRECTIVAS

(presentado por la doctora Hyacinth Evadne Lindsay)
Cierta publicación ha descrito los principios de igualdad y de no discriminación como siendo las “piedras angulares de la democracia y, verdaderamente, los mismos imbuyen e inspiran a la totalidad de los conceptos de derechos humanos. Desde el comienzo del discurso sobre los derechos humanos en la era de los Tratados sobre las Minorías luego de la primera Guerra Mundial, estos principios se han situado a la delantera, ocupando un lugar preponderante en todos los instrumentos importantes sobre derechos humanos desde entonces.”

I.
LA DISCRIMINACIÓN CON BASE EN EL LENGUAJE

El autor enfatiza la importancia de la prohibición de la discriminación sobre la base del lenguaje y se refiere al hecho de que varios instrumentos de derechos humanos, en el transcurso de los años, han mencionado ciertos temas sobre los cuales se prohíbe la discriminación y que dicha prohibición en el terreno del lenguaje, desde los prolegómenos del debate sobre los derechos humanos, ha sido fundamental para el concepto de la promoción del principio de igualdad. Prontamente se puede concordar con la afirmación de que el “lenguaje es mucho más que palabras. El lenguaje de un individuo es el medio por el cual comprende y conceptualiza el mundo que lo rodea y a través del cual se entabla una comunicación coherente con sus colegas.” Cualquier privación del derecho de utilizar el lenguaje propio es visualizada como una privación de una de las características básicas por las cuales las personas se definen a ellas mismas, mientras que la discriminación con base en el lenguaje se describe como la discriminación contra lo que puede considerarse como situado “en el meollo del ser humano – El vehículo del razonamiento y de la comunicación.”
 Esto se cita como la razón por la cual los derechos del lenguaje se encuentran protegidos en varias Constituciones y legislaciones, así como en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos bajo los principios de la no discriminación y de la igualdad. 

Se cita a los Estados Unidos de Norteamérica, Canadá y el Reino Unido como los países donde se ha considerado en profundidad el tema de la igualdad y de la no discriminación con referencia al lenguaje. Estos países tienen que vérselas con diferentes situaciones lingüísticas y han empleado diversos enfoques para así hacerlo. También se observa que un país puede brindar protección a los derechos del lenguaje, incluso cuando no exista disposición legislativa o constitucional que ampare dicha protección. Se cita a los Estados Unidos como un ejemplo de este tipo de protección, dado que los individuos pueden reivindicar que la discriminación en cuanto al lenguaje los afecta directamente en virtud de su raza u origen nacional.
 

Pero el autor deja exhalar una nota de cautela al afirmar que la interpretación de los conceptos de no discriminación e igualdad y la medida en la cual estos conceptos han sido de utilidad con relación a los derechos del lenguaje puede variar de tribunal a tribunal y en jurisdicciones diferentes, resultando en incertidumbre en el área de los derechos del lenguaje. 

Al abocarse a los conceptos de igualdad y de no discriminación, el autor trata de la relación entre tratamiento igualitario y tratamiento idéntico. El autor sostiene que a fin de que exista la verdadera igualdad, lo importante es el resultado final; por ejemplo, la aplicación igualitaria de una política del lenguaje oficial del Estado puede parecer constituir una política de la igualdad, imponiendo las mismas obligaciones, y brindando las mismas oportunidades para todos los ciudadanos, pero esto puede no dar por resultado una igualdad de hecho en caso de que el lenguaje oficial no sea el idioma materno de cierto segmento de la población. Esta política podría en efecto ser discriminatoria contra dicho segmento de la población. Se sugiere que un Estado debe entonces tener en cuenta las diferencias entre los ciudadanos al implementar una política sobre el lenguaje. El autor concluye que la verdadera igualdad comprende el reconocimiento de las diferencias, brindando un tratamiento diferenciado a los grupos también diferentes, de manera que todos se vean finalmente en igualdad de condiciones.
 

II.
DISCRIMINACIÓN EN CUANTO A LA REMUNERACIÓN

La promulgación en los Estados Unidos de la Ley Lilly Ledbetter de Salario Justo constituye otro significativo avance en la lucha contra la discriminación con relación al salario femenino. La señora Ledbetter trabajó durante 19 años para los neumáticos Goodyear, con horas extra y turnos dobles, recibiendo una remuneración inferior a la de sus compañeros hombres, soportando así tratamiento degradante. Ella impugnó la discriminación salarial por medio de un proceso de apelación contenciosa que dejó sin efecto décadas de una legislación que la hubiese protegido. El informe especifica que la Sra. Ledbetter, una amplia coalición de organizaciones y numerosos Miembros del Parlamento interesados trabajaron con éxito para deshacer lo que ha sido descrito como la injusticia de la Corte Suprema con relación a otros trabajadores. En las palabras del 1er Consultor Legislativo, “La ley Lilly Ledbetter de Salario Justo atestó un golpe fulminante en pos de justicia no solamente para ella, sino para todo aquél que ha sido víctima de discriminación salarial.” A pesar de esta victoria, la lucha continúa. Tal como lo señalara la Sra. Ledbetter en oportunidad de la promulgación de la Ley, “Desearía poder decirles, no obstante, que hemos establecido una ley pionera contra la discriminación. Desearía poder decirles que protegimos a nuevos sectores de empleados, removiendo limitaciones injustas en los remedios procesales para nuestros trabajadores, o que creamos nuevas protecciones para una nueva fuerza de trabajo. Pero no puedo hacerlo. Luchamos por una restauración de los derechos.... Fue una lucha vitalmente importante – que brinda a todos los empleados la posibilidad de recurrir a los estrados judiciales en la medida en que su empleador continúe discriminándolos…pero en realidad es una lucha solamente para preservar los derechos que ya habíamos ganado anteriormente con nuestras leyes sobre derechos civiles.”

Una característica importante del informe lo constituyó la descripción de las consecuencias de la discriminación salarial que se describen como siendo “severas y previsibles”, forzando a los hogares en los cuales las madres solteras y las familias que dependen de dos ingresos salariales vivan con menos de lo que por derechos merecen, mientras que al mismo tiempo se reducen los ingresos en concepto de jubilación de las mujeres. En pocas palabras, las disparidades en torno a la injusticia salarial perpetúan la dependencia económica de las mujeres y las privan de las oportunidades económicas y de la igualitaria protección legislativa… y además las mueres tienden a recibir el primer y más duro golpe durante las épocas recesivas.” La ley fue descrita como "otra arma crucial en la lucha contra la discriminación de género en el lugar de trabajo. La Ley Lilly Ledbetter de Salario Justo atestó un duro golpe en el clamor por la justicia no solamente para ella sino para todos aquellos que fueron víctimas de la discriminación salarial….De un plumazo – en realidad de varios plumazos – el Presidente Obama hizo de hoy un buen día para todos los empleados que – independientemente de género, edad o discapacidad – reciben ilegalmente salarios menores que sus colegas”. La victoria final en esta lucha puede conseguirse cuando, conforme lo observó el Presidente “Existe más por hacer. La ley Lilly Ledbetter de Salario Justo restauró los derechos perdidos durante el retroceso experimentado en años recientes en el área de los derechos civiles. El paso siguiente consiste en modificar la Ley de Igual Salario – a fin de cerrar, de una vez por todas, la brecha salarial existente entre hombres y mujeres y permitir que los trabajadores lleven finalmente a casa todos los dólares que les corresponden.”
 

En virtud de las numerosas formas de discriminación, la lucha contra las mismas se libra en varios frentes. La discriminación puede significar cosas diferentes para personas también diferentes, dependiendo de la base sobre la cual se perciben como víctimas, sea en razón de raza, religión, nacionalidad, preferencia sexual, etc. Sin embargo, la lucha recibe el apoyo de varios instrumentos internacionales tales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. La Declaración Universal de los Derechos Humanos establece que la libertad religiosa es un derecho humano fundamental por el cual todos gozan del derecho de libertad de pensamiento, conciencia y religión, la libertad de cambiar de credo o de creencia, de manifestar su religiosidad tanto cuando en soledad o en comunidad con los demás, en público o en privado, en la enseñanza, en la práctica litúrgica y en el cumplimiento. 

El presidente del Consejo Nacional para la Prevención de la Discriminación en México describió recientemente a la lucha contra todas las formas de discriminación como “una de las áreas más importantes a la cual puede abocarse cualquier sociedad democrática”. Al replicar a su pregunta retórica “¿por qué?” dijo: “Porque la discriminación configura el tipo de desigualdad que impide a numerosas personas y a grupos en la sociedad disfrutar de derechos y oportunidades. Una sociedad que discrimina y excluye no puede ser considerada democrática.” Pone de relieve a los derechos humanos al citar al Artículo 7 de la Declaración Universal de Derechos Humanos que establece que: “Todos [los seres humanos] son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación”, y señala que en este contexto discriminación tiene el sentido de la limitación injusta de las libertades fundamentales y de su protección, en lo que hace a la participación en la sociedad y en la política, y en un sistema de bienestar social que satisfaga sus necesidades.

Trabaja por otro lado con mayor profundidad sobre el tema refiriéndose a otros acuerdos internacionales que definen a la no discriminación como un derecho humano, especificando que la discriminación limita o niega los derechos y oportunidades de las personas que así lo experimentan. Los ejemplos citados son la Convención Internacional de la ONU sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención de la ONU sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres y la Convención Interamericana de la OEA para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad. 

Menciona los hechos siguientes con relación a las medidas tomadas por México:

· La Constitución de México obliga a la no discriminación y en consecuencia la propia Constitución imparte una consideración especial por los derechos humanos para las leyes [de México] y obliga al país a cumplir con los requisitos establecidos en los acuerdos internacionales. Reconoce que lo mismo puede decirse de cada país democrático en América Latina, cada uno de los cuales ha suscrito la Declaración Universal de Derechos Humanos y las convenciones contra la discriminación mencionadas anteriormente.

· El Artículo 1 de la Constitución de México prohíbe que el gobierno y la sociedad civil ejerzan discriminación contra las mujeres, las personas con discapacidad, las minorías religiosas, los grupos étnicos o aquellos que posean creencias no convencionales.

· La Ley Federal para la Prevención y la Eliminación de la Discriminación desarrolla el espíritu de la constitución a la luz de la legislación internacional. El Estado está obligado a promover e implementar medidas compensatorias diseñadas para modificar radicalmente las condiciones sociales que permiten la continuidad de la discriminación contra las mujeres, los discapacitados, los niños, los ancianos y los grupos indígenas. 

Describe los efectos dañinos de las prácticas discriminatorias en la sociedad, dado que tales prácticas definen el carácter de las instituciones públicas y privadas y dejan una huella en la cultura política y popular de un país. También menciona que tales prácticas imponen una significativa carga financiera sobre un país, causan daños adicionales al tejido social y crean una inercia que convence a las víctimas de la discriminación que tales prácticas son tanto naturales como merecidas. Elabora también sobre los efectos negativos de la discriminación, que representan la indiferencia y la omisión, el abandono y la exclusión. Avisa que la sociedad discrimina cuando: 

· ofrece servicios eficientes tan solo a las personas con capacidades normales;

· establece como modelo de normalidad o de éxito social un grupo de atributos que solamente unas pocas personas pueden alcanzar;

· ignora las necesidades especiales de los menos afortunados;

· deja de crear ambientes y atmósferas habitables y amigables para las personas;

· 
persiste en reproducir los ambientes sociales que han permitido el florecimiento de la discriminación.

Habiendo identificado los efectos dañinos de la discriminación, el Presidente recomienda las siguientes soluciones posibles:

Dada la seriedad y alcance de este fenómeno pernicioso, la lucha contra la discriminación debe basarse en un criterio fundamental: la absoluta inviolabilidad de los derechos y dignidad de un individuo. En una sociedad democrática, esto significa que el Estado debe garantizar un tratamiento igualitario para todos, sea mediante su acción directa o a través de la supervisión y estímulo que ofrece a las acciones ejercidas por los individuos. El Estado debe garantizar también compensaciones y un tratamiento favorable para todas las personas conforme sea necesario, a fin de remediar una desventaja social inmerecida.

El Presidente subrayó también su punto de vista sobre la naturaleza de la tarea a ser asumida en la lucha contra la discriminación, declarando que la lucha contra la misma no puede ser ciega ante las diferencias inmerecidas en lo que hace a las condiciones o a la necesidad de compensar a aquellos que, en virtud de pertenecer a un grupo vulnerable, solamente podrán afirmarse en la sociedad en caso de que estén a su disposición ciertas oportunidades especiales. Sugiere que la lucha contra la discriminación significa la ampliación de nuestra idea de igualdad. En lo que parece ser una recomendación para reparar el equilibrio con relación a grupos que históricamente fueron víctimas de la discriminación, recomienda que, además de la igualdad frente a la ley, debe existir lo que describe como “la igualdad real de oportunidades que nos permita aceptar como legítimas tanto la acción afirmativa como las medidas compensatorias.” Finaliza con una exhortación a la cual todos pueden prestar atención cuando dice: “Una sociedad cuyas finalidades incluyen a la justicia y a la igualdad debe promover una política compatible y sistemática de real igualdad de oportunidades para todas las personas y grupos que son víctimas de la discriminación.” 

La aprobación reciente de la Ley de Reinversión y Recuperación Norteamericana (el paquete estímulo) constituye un paso significativo en la campaña para alcanzar la igualdad en las oportunidades educacionales para los estudiantes que pertenecen a las minorías. Esto dio lugar a una respuesta del Sindicato Norteamericano de Libertades Civiles, al expresar su aprobación sobre los 13.000 millones de dólares dejados aparte para ayudar a los estados a cerrar la brecha de logros existente entre los estudiantes de comunidades de minorías y de pobres y sus colegas más favorecidos. Esta decisión fue vista como un equilibrio en el campo de juego para todos los estudiantes, y una forma de que el país cumpliera con las obligaciones emanadas del tratado bajo la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (CERD por sus siglas en inglés). El artículo describe los resultados de la última revisión de la CERD sobre el cumplimiento de los EEUU con relación al Tratado como “menos que estelares” en el sentido de que la segregación racial se encontraba “sana y salva” en las escuelas públicas. 

Otra recomendación significativa consistió en la incorporación de programas educacionales innovadores sobre derechos humanos, incluyendo la observación que, habiendo considerado el hecho de que la economía estadounidense estaba globalizada, y la importancia de las buenas relaciones con otros países, era importante enseñar a los estudiantes sobre los valores en materia de derechos humanos compartidos por los Estados Unidos y por muchos otros países. La ACLU concluyó que los objetivos de cerrar la brecha de logros y de implementar programas sobre derechos humanos sería “una inversión increíblemente sólida en el futuro”.
 

1.
No discriminación

Se ha observado que la discriminación no es lo mismo que la diferenciación o la distinción. En virtud de ello, el reconocimiento de las diferencias o distinciones hechas entre los grupos no son necesariamente discriminatorias, aunque poseen el potencial de serlo. Esto puede ocurrir cuando están presentes ciertas características (denominadas como factor “X”) que son descritas como sigue: “Es ampliamente aceptado que no todas las distinciones son necesariamente discriminatorias. La igualdad y el derecho a la no discriminación requieren que los individuos se encuentren protegidos contra tratamientos diferenciados de forma irrazonable o inaceptable. Cómo es que un tribunal jurídico va a decidir si una distinción en particular es aceptable o no, constituye una tarea difícil, dado que involucra un acto de equilibrio entre los intereses y prioridades del gobierno – que normalmente refleja a aquellos que pertenecen al grupo mayoritario que controla la maquinaria del Estado y los intereses y derechos de los individuos afectados.”
 

4.
Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado – CIDIP-VII
La Asamblea General, durante su 35º período ordinario de sesiones (Fort Lauderdale, Estados Unidos de América, junio, 2005), aprobó la resolución AG/RES. 2065 (XXXV-O/05), “Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado”, mediante la cual establece la siguiente agenda para la CIDIP-VII:

a.
Protección al consumidor: ley aplicable, jurisdicción y restitución monetaria (convenciones y leyes modelo). 
b.
Garantías mobiliarias: registros electrónicos para implementación de la ley modelo interamericana sobre garantías mobiliarias.

En dicha resolución se encomienda al Consejo Permanente que establezca la metodología para la preparación de los instrumentos interamericanos a ser considerados en la CIDIP-VII que fije la fecha y sede y que, al estudiar futuros temas para próximas CIDIPs, considere, entre otros, el tema de una convención interamericana sobre jurisdicción internacional. También se solicita al Comité Jurídico Interamericano que presente sus comentarios y observaciones con relación a los temas de la agenda final para la CIDIP-VII. Por otro lado, en su resolución AG/RES. 2069 (XXXV-O/05), “Observaciones y recomendaciones al informe anual del Comité Jurídico Interamericano”, le solicita a éste que colabore con la preparación de la próxima CIDIP-VII.

Durante su 67º período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2005), el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 100 (LXVII-O/05), “Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado”, mediante la cual se solicita a los relatores del tema que, de forma coordinada, participen en los mecanismos de consulta que se lleguen a establecer con miras a desarrollar los temas propuestos para la CIDIP-VII, y principalmente en la reunión de expertos que se convoque al efecto. También se solicita a los relatores que mantengan informado al Comité Jurídico Interamericano sobre los avances en la discusión de los temas y les solicita la elaboración de un informe sobre la materia para su presentación durante el 68º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico, o bien antes si la evolución de los temas así lo amerita.

Durante el 68º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Washington, D.C., Estados Unidos de América, marzo, 2006), la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, relatora del tema, presentó el informe CJI/doc.209/06, “Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado - CIDIP-VII”. Con respecto al tema de protección al consumidor, la relatora mencionó que hay tres propuestas: una de Brasil respecto a una Convención Interamericana sobre la Ley Aplicable a algunos Contratos y Relaciones de Consumo; una de Estados Unidos sobre a una Ley Modelo respecto a la disponibilidad de medios de solución de controversias y reparación a favor de los consumidores y Tres Anexos de Leyes Modelos, una sobre Reclamos de Menor Cuantía, otra sobre Arbitraje Electrónico de Reclamos Transfronterizos, y la tercera sobre Restitución Gubernamental; y una de Canadá respecto a la elaboración de una convención o una legislación modelo sobre jurisdicción y normas legales aplicables uniformes en materia de contratos con el consumidor. La doctora Villalta mencionó que, con respecto a la propuesta de Brasil, el proyecto de convención intenta satisfacer la insuficiente protección al consumidor en el sistema de derecho internacional privado actual en las Américas, y recordó que tiene el objetivo de determinar la ley que sea más favorable al consumidor. En cuanto a la propuesta de Canadá sobre jurisdicción, la doctora Villalta mencionó que ésta intenta establecer un régimen respecto de los casos de comercio electrónico y cómo proteger a los consumidores que hacen transacciones transfronterizas por Internet desde la perspectiva de determinar el tribunal competente y la ley aplicable. Finalmente, con respecto a la propuesta estadounidense, la relatora explicó que la intención de la ley modelo sobre mecanismos de restitución al consumidor es buscar formas novedosas y pragmáticas para reivindicar económicamente a los consumidores que fueron dañados.

Pasando al segundo tema de la CIDIP-VII, la doctora Villalta explicó que la intención es crear un nuevo sistema de registro para la implementación de la “Ley Modelo Interamericana sobre Garantías Mobiliarias”. Esta propuesta se divide también en tres partes: la creación de formularios registrales uniformes, la redacción de lineamientos para registros mobiliarios y la redacción de lineamientos para la interconexión electrónica entre registros de diferentes jurisdicciones.

En ese período ordinario de sesiones, el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 104 (LXVIII-O/06), “Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado – CIDIP-VII”, mediante la cual se aprueba el documento CJI/doc.209/06 presentado por la co-relatoría, se solicita a los relatores del tema que, de forma coordinada y en representación del Comité Jurídico Interamericano, participen en los mecanismos de consulta que se establezcan con miras a desarrollar los temas propuestos para la CIDIP-VII, y que mantengan informado al Comité Jurídico sobre los avances en la discusión de los temas y que presenten un nuevo informe al Comité con observaciones y comentarios a la agenda de la CIDIP-VII en su próximo período ordinario de sesiones.

La Asamblea General de la OEA, durante su 36º período ordinario de sesiones (Santo Domingo, República Dominicana, junio, 2006), mediante resolución AG/RES. 2218 (XXXVI-O/06), solicitó al Comité Jurídico Interamericano que colabore con la preparación de la próxima CIDIP-VII, y alentó a los relatores del tema a participar en los mecanismos de consulta que se establezcan con miras a desarrollar los temas propuestos para dicha CIDIP.

Durante el 69º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2006), éste aprobó la resolución CJI/RES. 115 (LXIX-O/06), “Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII)”, mediante la cual reitera su apoyo al proceso de las CIDIPs como el foro por excelencia para la codificación y armonización del derecho internacional privado en el hemisferio y, en específico, la necesidad de elaborar instrumentos interamericanos en el marco de la CIDIP-VII en materia de protección al consumidor y registros electrónicos para garantías mobiliarias. También reiteró su apoyo a la participación de los relatores en los trabajos preparatorios para la CIDIP-VII, solicitándoles que sigan participando en representación del Comité Jurídico Interamericano en los mecanismos para la preparación de instrumentos interamericanos sobre protección al consumidor y registros electrónicos para garantías mobiliarias, haciendo énfasis en los informes del Comité Jurídico en ambos temas. Finalmente resolvió preparar nuevos textos, comentarios y preguntas para el foro de discusión por internet de la CIDIP-VII para estimular un diálogo destinado a la elaboración de instrumentos a ser implementados en todos los Estados miembros de la Organización.

La Primera Reunión de Expertos de la CIDIP-VII tuvo lugar en Porto Alegre, Brasil, del 2 al 4 de diciembre de 2006, sobre el tema de protección al consumidor. Durante la reunión se discutieron los tres instrumentos propuestos sobre el tema.

Durante su 70º período ordinario de sesiones (San Salvador, El Salvador, febrero-marzo, 2007), el Comité Jurídico Interamericano escuchó el informe que sobre la reunión de Porto Alegre hizo el Director del Departamento de Asuntos Jurídicos Internacionales de la OEA, doctor Jean-Michel Arrighi, en la cual también estuvo presente la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra como representante del gobierno salvadoreño. Señaló que en dicha reunión se trataron a fondo dos documentos, la propuesta brasileña y la propuesta americana de ley modelo. Por motivo de falta de tiempo, se trató muy poco la propuesta canadiense. Cabe señalar que la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) celebró una reunión que contó con la presencia de los coordinadores de cada uno de esos 3 temas, o sea, la representante de Brasil; los delegados del Departamento de Estado y de la Federal Trade Commission de Estados Unidos, y el representante de Canadá, expusieron sus respectivas propuestas.

El Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 122 (LXX-O/07), “Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII)”, mediante la cual manifiesta su satisfacción por los progresos alcanzados en el proceso de negociaciones con vista a la elaboración de instrumentos que faciliten, hagan efectiva y garanticen la protección al consumidor, en particular en ocasión de la mencionada Primera Reunión de Expertos; mantiene su disposición de colaborar con la realización de los objetivos que los Estados establezcan para una celebración exitosa de una CIDIP-VII orientada al tema de la protección al consumidor, y, reitera su mandato a los co-relatores para que sigan participando en representación del Comité en el proceso preparativo de la CIDIP-VII e informen al respecto.

Durante el 72º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2008), el doctor Dante Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional, informó que, después de la reunión de Porto Alegre, no se había recibido documentos adicionales y que las reuniones informales entre los países que presentaron propuestas, a saber, Brasil, Estados Unidos y Canadá, proseguían.

Durante dicho período ordinario de sesiones, el doctor Antonio Fidel Pérez presentó el documento CJI/doc.288/08 rev.1, “Estado de las negociaciones sobre protección al consumidor en la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado”.

El doctor Pérez indicó dos avances importantes en el proceso de las CIDIP: la necesidad de contar con habilidades de redacción legislativa en lugar de habilidades en la redacción de tratados y el tratamiento de cuestiones relacionadas con la justicia. A la luz de la forma y sustancia de los instrumentos a ser negociados en esta nueva fase del proceso de las CIDIP, el Comité Jurídico Interamericano debería jugar un papel diferente y acorde a las nuevas necesidades.

El doctor Antonio Pérez también comentó sobre la metodología utilizada en las negociaciones de la CIDIP-VII. Observó en primer lugar una innovación importante por parte de la Secretaría al permitir expresar comentarios a expertos no gubernamentales sobre los proyectos presentados. Sin embargo, constató que la falta de una discusión general entre los Estados sobre cuestiones no resueltas impendían alcanzar un acuerdo genuino sobre los objetivos del proceso de la CIDIP y tendía a restar importancia a los temas que verdaderamente necesitaban ser discutidos, debatidos y resueltos. Añadió que las tres propuestas presentadas por Brasil, Estados Unidos y Canadá no logran dar una respuesta efectiva en la esfera del comercio internacional y de los contratos transfronterizos de bienes de consumo. 

En razón a ello, el doctor Pérez se adentró en las lagunas de cada una de las tres propuestas, proponiendo un nuevo enfoque analítico que le permitirá al Comité Jurídico extraer soluciones alternativas con resultados prácticos, de bajo costo y sujetos a decisiones ejecutoriadas y de esa manera retomar el rol importante en el desarrollo progresivo del derecho internacional privado y en el marco de las CIDIPs.

Los demás miembros del Comité Jurídico Interamericano resaltaron la profundidad del análisis y acordaron aprobar la resolución CJI/RES. 144 (LXXII-O/08), “Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII)”, mediante la cual se destaca que la protección al consumidor continúa siendo una de las cuestiones emergentes clave en el desarrollo del comercio transfronterizo, y se expresa la esperanza de que las deliberaciones y las negociaciones conduzcan a la realización exitosa de la CIDIP-VII. También se recomienda asegurar a los consumidores involucrados en transacciones comerciales transfronterizas los recursos que guarden relación con el valor de la reclamación y que garanticen una adecuada, efectiva y rápida reparación. Por último, sugirió que, dada la amplia gama de tópicos sustantivos involucrados en los contratos comerciales transfronterizos entre consumidores y proveedores, las negociaciones y deliberaciones en curso para abordar y resolver cuestiones jurisdiccionales, de ley aplicable, de reconocimiento y puesta en ejecución, y de métodos alternativos de solución de conflictos pueden requerir formas innovadores de cooperación internacional de los Estados miembros de la OEA. Asimismo reiteró el mandato a los relatores de brindar asistencia en el proceso preparatorio de la CIDIP-VII.

El Presidente, doctor Jean-Paul Hubert, retomó el documento presentado por el doctor Antonio Pérez (CJI/doc.288/08 rev.1) sugiriendo que, en razón del profundo análisis que presenta sobre los temas para la CIDIP-VII, el Comité Jurídico lo transmita al Consejo Permanente como un estudio que brindará un aporte significativo a las discusiones del tema. 

Con fecha 12 de mayo de 2008, y una vez revisado el documento CJI/doc.288/08 rev.1 por el Departamento de Derecho Internacional, el Presidente del Comité Jurídico Interamericano envió una nota al Presidente del Consejo Permanente mediante la cual se remite dicho documento y la resolución CJI/RES. 144 (LXXII-O/08).

Durante el 73o período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2008), la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, relatora del tema, presentó el documento CJI/doc.309/08, “Hacia la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado – CIDIP-VII”, con un informe sobre el estado actual de las discusiones previas a la CIDIP-VII. 

La doctora Villalta consultó la pertinencia de una resolución reafirmando la disposición del Comité de seguir colaborando con los trabajos preparatorios de la CIDIP-VII, considerando que el Comité no había recibido mandatos en la materia desde el año 2006.
El doctor Jean-Paul Hubert opinó que no veía la necesidad de aprobar ninguna resolución. A su entender, el Comité Jurídico ya había dado suficientes contribuciones a la CIDIP-VII, resaltando el trabajo presentado en marzo por el doctor Antonio Pérez (CJI/doc.288/08 rev.1), “Estado de las negociaciones sobre protección al consumidor en la Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado”, el cual había sido elevado al Consejo Permanente y que contiene aportes muy sustantivos sobre los problemas y las posibles soluciones con miras a la superación del impasse de los trabajos preparatorios de la CIDIP-VII. 

El doctor Antonio Pérez indicó que la resolución aprobada por el Comité Jurídico Interamericano sobre el tema, CJI/RES. 144 (LXXII-O/08), insta a los Estados a adoptar medidas efectivas de protección al consumidor, con miras a asegurar a los consumidores de la región garantías de adecuada reparación del daño. Agregó que compartía con el doctor Hubert la idea de que el Comité Jurídico había ya cumplido con los encargos que le fueron hechos. 

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el doctor Dante Negro indicó que sobre el tema de la CIDIP-VII no había desarrollos posteriores en el marco de los Órganos políticos de la Organización, pero que con la ayuda del Fondo España, el Departamento había iniciado la ejecución de un proyecto para establecer una red de autoridades centrales con relación a las convenciones interamericanas sobre familia y niñez, específicamente en lo que se relaciona con la adopción de menores, la restitución internacional de menores y las obligaciones alimentarias. Señaló que la idea era establecer el mismo procedimiento que ya se fijó en el pasado con relación al tema de la extradición y la asistencia judicial mutua, incluyendo el empleo de un correo seguro para las autoridades competentes en la materia y el desarrollo de talleres de entrenamiento para el uso del sistema en los países parte de dichas convenciones.

La relatora del tema, doctora Ana Elizabeth Villalta, mencionó los antecedentes del tema resaltando el impasse entre las tres propuestas en discusión presentadas por Brasil (sobre ley aplicable), Estados Unidos (sobre restitución o compensación monetaria) y Canadá (sobre jurisdicción), señalando que los Estados siguen en negociaciones, pero que hasta el momento no se han dado a conocer los avances de las mismas. Explicó que por esta razón no ha podido presentar informes en ese período de sesiones, ya que está pendiente el resultado de dichas negociaciones. Expresó su preocupación por la demora en celebrarse la CIDIP-VII, con un espacio ya de 7 años desde la última CIDIP, lo cual pone en riesgo el proceso codificador en su conjunto. Reiteró que a pesar de todos los esfuerzos realizados para armonizar las tres propuestas, como lo fueron las reuniones de expertos, la reunión de Porto Alegre y el Forum llevado a cabo por el Departamento de Derecho Internacional, los avances son lentos. Destacó que recientemente la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado ha realizado una revisión de cuatro convenciones, con la participación de Estados miembros y de observadores. Afirmó asimismo, que el SICA ha realizado una conferencia sobre la Convención de la Apostilla y la relación de los tratados de libre comercio. Al finalizar manifestó que desea mantener la relatoría del tema, y propuso como co-relator al doctor David Stewart.

El doctor David Stewart concordó con las conclusiones de la doctora Villalta, en el sentido de que la actual coyuntura no le da mucho espacio de actuación al Comité Jurídico. Expresó que se debe aguardar al resultado de las negociaciones entre los países y es en ese momento cuando el Comité podría retomar el rol activo que ha tenido en el proceso de la codificación del derecho internacional privado. En su opinión, el tema de registros electrónicos es muy importante por su repercusión en el área económica. Aunque muy técnico, es una de las áreas en las que el Comité podría involucrarse. De otra parte, manifestó sentirse muy honrado con la invitación de la doctora Villalta para colaborar en la relatoría de ese tema.

Finalmente, el Comité Jurídico Interamericano eligió al doctor David P. Stewart como co-relator del tema.

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), la doctora Ana Elizabeth Villalta informó que prosiguen las negociaciones en separado de los dos temas de la CIDIP-VII, que son la protección al consumidor y garantías mobiliarias. Respecto del tema sobre protección al consumidor aclaró que no se han producido avances en las propuestas presentadas por Brasil, Canadá y Estados Unidos, no habiendo tampoco fecha determinada para la celebración de la próxima CIDIP, razón por la cual no había presentado informe para ese período de sesiones.

En calidad de co-relator del segundo tema de la CIDIP- VII que trata de las garantías mobiliarias, el doctor David Stewart informó que se habían concluido los trabajos con la aprobación formal de documentos por la CAJP y el Consejo Permanente. Añadió que en octubre de 2009 se realizará en Washington, D.C., la CIDIP para aprobación final de los trabajos sobre garantías mobiliarias. 

El doctor Dante Negro se refirió a la resolución de la Asamblea General que determinó el establecimiento de un grupo de trabajo volcado a la protección del consumidor y formado por funcionarios gubernamentales y representantes de los Estados miembros interesados. La CAJP formaría dicho grupo durante la primera semana de setiembre de 2009. Ello no obsta a que algún miembro del Comité pudiera estar presente en las reuniones de trabajo. Añadió que la propia resolución de la Asamblea General estableció plazos para que el grupo de trabajo presente un informe a la Asamblea. Se comprometió a mantener informados a ambos relatores sobre las posibles fechas de reunión del grupo de trabajo para que, el relator alguno de los relatores que vive en Washington, D.C., pueda participar de las reuniones.

Con relación al tema de la protección al consumidor, el doctor Jean-Michel Arrighi, anunció que además de la CIDIP existe un trabajo no jurídico que se encuentra en constitución en el marco de la OEA. Así como se creó una red en materia penal y otra en materia de familia, se está creando en la Secretaría de Asuntos Jurídicos una red con las autoridades nacionales competentes en el tema de protección al consumidor para intercambio rápido de información, para crear una base de datos legislativa. Destacó que el CJI ha tenido un rol fundamental en el pasado en las CIDIPs, al utilizar plenamente su facultad de iniciativa para proponer temas de derecho internacional privado. Enfatizó que los representantes de las cancillerías que discuten esos asuntos en el ámbito de la CAJP están mucho más volcados a temas de derecho internacional público, siendo este un hecho que puede abrir paso para proposiciones del Comité en el campo del derecho internacional privado.

El doctor Mauricio Herdocia Sacasa manifestó su apoyo a la proposición del doctor Negro en el sentido de producirse una participación activa y directa de uno de los relatores dentro del Grupo de Trabajo de la CAJP, y de ese modo rescatar directaza elevada influencia del CJI en el desarrollo y codificación del derecho internacional privado. La moción fue secundada por el doctor Castillo y la doctora Villalta. 

El doctor Guillermo Fernández de Soto propuso incluir en la agenda del Comité con miras a la futura CIDIP la situación de los métodos alternos de solución de las controversias, lo cual fue aprobado p consideración en la sesión de marzo venidero. 

Es importante remarcar que hubo discusiones sobre la configuración del temario en donde se decidió que el tema relativo a derecho internacional privado fuese mantenido en la agenda. Asimismo, el doctor Arrighi solicitó a los relatores tener en cuenta los documentos preparados por el doctor João Grandino Rodas, resultado de una encuesta con profesores de derecho internacional privado del continente, que constituyen fuente importante de información sobre los problemas que han demandado mayor preocupación de los juristas que actúan en ese campo.

5.
Implementación del Derecho Internacional Humanitario en los Estados miembros de la OEA

Documentos
CJI/doc. 328/09 
Los crímenes de guerra en el derecho internacional humanitario
(presentado por el doctor Jorge Palacios Treviño)
CJI/doc.322/09 
La implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA
(presentado por el doctor Jorge Palacios Treviño) 

Durante el 37º período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA (Panamá, junio, 2007), mediante resolución AG/RES. 2293 (XXXVII-O/07), “Promoción y Respeto del Derecho Internacional Humanitario”, se solicitó al Comité Jurídico Interamericano que elabore y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados miembros y con el Comité Internacional de la Cruz Roja, y que presente un informe sobre los avances registrados antes del 38º período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

Durante el 71º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2007), el doctor Dante Negro, Director de la Oficina de Derecho Internacional (ODI), recordó que el tema viene tratándose actualmente en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) y que en los últimos tres años ha cobrado gran importancia, a raíz de la celebración de “sesiones especiales” con la colaboración del Comité Internacional de la Cruz Roja y la ODI. A partir del año anterior, el mandato incorporó la realización de un curso organizado por la ODI sobre derecho internacional humanitario, dirigido al personal de las misiones permanentes y al personal de la Secretaría General, con el fin de aclarar conceptos y difundir en mayor medida el tema dentro de la Organización. El doctor Negro señaló además que el mandato al Comité Jurídico se refiere básicamente a la proposición de leyes modelo, debiendo tomarse en cuenta especialmente la parte resolutiva que establece que deberá hacerse “sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados Miembros y con el Comité Internacional de la Cruz Roja”. 

Sugirió que el Comité Jurídico elabore una carta o cuestionario a los Estados miembros y también al Comité Internacional de la Cruz Roja, para conocer los temas prioritarios en el ámbito del derecho internacional humanitario. En la oportunidad circuló además el documento preparado por la ODI, “Implementación del Derecho Internacional Humanitario en los Estados Miembros de la OEA: preparación y presentación de leyes tipo” (ODI/doc.08/07), el cual contiene temas prioritarios con base en consultas informales con la Cruz Roja y a la luz de resoluciones de la Asamblea General que se relacionan con él, como por ejemplo, la Corte Penal Internacional, el terrorismo, las minas antipersonal, el tráfico ilícito de armas, entre otros. 

El doctor Dante Negro también informó sobre la realización en la ciudad de México de un Seminario de Comités de la Cruz Roja, en donde trataron el tema de derecho internacional humanitario. El doctor Negro sugirió al Comité extender invitación a algún miembro de la Cruz Roja para celebrar una reunión de trabajo. Con relación a la legislación modelo propuso incluir el tema de las personas desaparecidas, considerado de mucho interés en conversaciones informales con el CICR, y también a establecer un diálogo directo entre la Cruz Roja y el Comité Jurídico.

El Comité Jurídico Interamericano nombró relatores del tema a los doctores Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, Ricardo Antônio Silva Seitenfus y Jorge Palacios Treviño.

Previo a la sesión, la Oficina de Derecho Internacional remitió una nota verbal a las Misiones Permanentes ante la OEA para apoyar los trabajos del Comité de elaboración de leyes modelo sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados miembros y con el Comité Internacional de la Cruz Roja. Por su parte el relator del tema, doctor Jorge Palacios, sostuvo reuniones con representantes de la Cruz Roja para evacuar dicho mandato e identificar áreas para la preparación de leyes modelo. 

Durante el 72º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2008), el doctor Dante Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional, informó que, como seguimiento a la actividad iniciada el año anterior, el Departamento de Derecho Internacional junto con el Comité Internacional de la Cruz Roja, había organizado un segundo curso sobre el tema. También puso a disposición del Comité Jurídico la publicación preparada por la Cruz Roja titulada “Participation of American States in International Humanitarian Law Treaties and their National Implementation – 2007 Report”.
   

El doctor Jorge Palacios lamentó la falta de respuestas de los Estados miembros al cuestionario sobre derecho internacional humanitario, lo cual resulta esencial para el cumplimiento del mandato de la Asamblea General. Propuso concentrarse en los crímenes de lesa humanidad y otros crímenes que no se aplican en tiempos de guerra.

El Presidente del Comité Jurídico Interamericano, doctor Jean-Paul Hubert, concordó que el mandato de la Asamblea General era muy vago y que sería necesaria mayor precisión en su alcance para poder con un documento útil. Por su parte el doctor Dante Negro constatando la falta de respuestas de los Estados miembros, propuso enviar un recordatorio a las Misiones. Dicha nota fue enviada con fecha 22 de abril de 2008.

En dicho período ordinario de sesiones, el Comité Jurídico Interamericano recibió la visita del doctor Antón Camén, del Comité Internacional de la Cruz Roja, quien se refirió al trabajo en materia de elaboración de leyes modelo que realiza el CJI conjuntamente con otras organizaciones internacionales, entre las cuales citó las leyes sobre minas antipersonal, la utilización de armas biológicas y la implementación de las convenciones de Ginebra sobre derecho humanitario. Añadió que la publicación “Participation of American States in International Humanitarian Law Treaties and their National Implementation – 2007 Report”, distribuida entre los miembros, contiene un resumen del avance de la implementación de los tratados de derecho internacional humanitario en las legislaciones nacionales. 

En relación al Estatuto de Roma, subrayó que el problema de la represión penal frente a las obligaciones del derecho internacional humanitario representa un desafío importante en razón de la inconsistencia de definiciones entre los distintos instrumentos sobre la materia. Además constató el poco número de Estados que han puesto en práctica las disposiciones de los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos de 1977. 
Los Convenios de Ginebra definen los crímenes de guerra en 12 figuras delictivas, mientras que el Estatuto de Roma define 70 crímenes de guerra, no habiendo coincidencia entre ellos, causando gran confusión entre los legisladores. El problema se agrava en la medida en que el Estatuto de Roma no incluye crímenes que sí están definidos en los Convenios de Ginebra. Citó el ejemplo de Argentina, que logró superar esa dificultad al reformar su Código Penal, incluyendo tres crímenes que no están definidos en el Estatuto de Roma, pero sí forman parte de los Convenios de Ginebra. 

Otro obstáculo mencionado por el doctor Camén consiste cuando el Estatuto de Roma define un crimen que se parece a un delito ya definido por los Convenios de Ginebra, pero le agrega condiciones como por ejemplo el término “manifiestamente excesivo”, con relación a los ataques que causan daños a la población civil. Expresión que podría en su entender eventualmente dar margen al juez nacional para aplicar una interpretación determinada y terminar no castigando al agente del crimen. También aludió a la responsabilidad de los superiores – civiles o militares - por infracciones cometidas por el subordinado, cuando no se tomaron medidas para evitarla, impedirla o se ha contribuido a la comisión del delito. Ese delito consta en los Convenios de Ginebra, pero en el Estatuto de Roma se hace una diferencia entre superiores militares y civiles, siendo más permisivo en lo que se refiere al superior civil. Ese factor amerita mucha discusión entre los legisladores.

Otro aspecto que se vincula al derecho humanitario es la cuestión de protección de bienes culturales y la obligación de castigar ciertas violaciones bajo el Protocolo de 1999 a la Convención de 1954 sobre la materia. Por ejemplo, el uso de bienes culturales en apoyo de acciones militares. La misma reflexión se puede hacer en tratados de utilización de armas químicas y de minas antipersonal, añadió.

El doctor Antón Camén resaltó la labor desarrollada en varios Estados en materia de sanciones, previendo la aplicación de sanciones a violaciones al derecho humanitario, pero que necesariamente no son crímenes de guerra. 

Por último, sugirió que el estudio que el Comité Jurídico Interamericano decida realizar se oriente a determinar las lagunas en los tratados vigentes, con el reto de castigar dichos crímenes, ya que los tratados internacionales originalmente abordan las relaciones entre Estados, pero en los últimos años ha aumentado el número de agentes que practican violaciones al derecho humanitario, sin que sean militares o como resultado de un conflicto armado. La cuestión de la represión de los crímenes es un hecho poco reflejado en los tratados, señaló. El Estatuto de Roma tipifica ciertas conductas en los conflictos internacionales, como el uso de gás, o el uso de ciertos métodos como ataque a civiles, o el uso de determinadas armas. Cuando el legislador opta por una remisión, se debe determinar si eso queda suficientemente claro para que la regla sea verdaderamente efectiva. Se refirió a la posibilidad de que el Comité Jurídico trabaje en el ámbito temático, como por ejemplo violaciones contra el derecho internacional humanitario. Indicó que a pesar de existir reglas en los tratados internacionales y la costumbre internacional, siempre ha sido muy difícil traducir esas disposiciones en leyes nacionales.

El doctor Camén aclaró que 18 Estados americanos, con excepción de los Estados del Caribe, Venezuela y México, han establecido comités interministeriales de derecho humanitario, lo cual ha dado impulso a la implementación de los tratados de derecho humanitario. Esos comités están vinculados a los ministerios de relaciones exteriores, o al ministerio de defensa, y en otros casos integran la corte suprema, o el propio poder ejecutivo, a veces incluyen acciones por parte de las universidades, pero son órganos gubernamentales. Aclaró que su oficina está dispuesta a facilitar al Comité Jurídico la lista de los comités internacionales en los Estados miembros de la OEA. Dicha lista fue remitida a los miembros del Comité Jurídico por intermedio del Departamento de Derecho Internacional con fecha 19 de marzo de 2008.

El doctor Jorge Palacios y la doctora Elizabeth Villalta, co-relatores del tema, consideraron que es imprescindible recibir las respuestas de los Estados al cuestionario para conocer sus preferencias y poder avanzar sobre el asunto. 

Finalmente, el Comité Jurídico Interamericano decidió aprobar la resolución CJI/RES. 141 (LXXII-O/08), “Implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA”, mediante la cual reitera la nota enviada a los Estados miembros de la OEA con la finalidad de que indiquen los temas prioritarios con miras a la elaboración y proposición de leyes modelo de acuerdo con la resolución AG/RES. 2293 (XXXVII-O/07), sugiriendo como posible fuente de información, donde existan, los comités nacionales interministeriales de derecho humanitario y se solicita a los co-relatores que, cuando se reciba respuesta de los Estados miembros de la OEA, presenten un informe de avance al respecto.

Durante el 38º período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA (Medellín, Colombia, junio, 2008), mediante resoluciones AG/RES. 2414 (XXXVIII-O/08) y AG/RES. 2433 (XXXVIII-O/08), se solicitó al Comité Jurídico Interamericano que continúe elaborando y proponiendo leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados miembros y con el Comité Internacional de la Cruz Roja, para lo cual exhortó a los Estados miembros que haga llegar al Comité Jurídico Interamericano, lo antes posible, una lista que contenga dichos temas prioritarios, con el objetivo de que el Comité pueda evacuar su mandato.

Con fecha 16 de junio de 2008, la Secretaría distribuyó entre los miembros del Comité Jurídico Interamericano una nota enviada por la Misión Permanente de Ecuador ante la OEA, mediante la cual identifica la tipificación de los crímenes de guerra como tema prioritario, acompañando además una copia de la ley sobre el uso y protección del emblema de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja.

Igualmente, con fecha 1 de julio de 2008, el Departamento de Derecho Internacional distribuyó a los miembros del Comité Jurídico Interamericano el Informe Final de la sesión especial organizada por dicho Departamento en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, el 25 de enero de 2008.
Durante el 73o período ordinario del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2008), el doctor Jorge Palacios, relator del tema, informó que había preparado un documento preliminar sobre esta materia, documento CJI/doc.304/08, “Implementación del Derecho Internacional Humanitario en los Estados miembros de la OEA: documento preliminar”, en el cual destacó los puntos que requerían mayor atención. 

El doctor Dante Negro aclaró que el mandato de la Asamblea General al Comité Jurídico Interamericano surgió en 2007, sin que hubiera discusión alguna en la sesión especial. Además señaló que en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, se están haciendo todos los esfuerzos para que los países puedan expresar sus preferencias con relación al mandato del Comité Jurídico, sin respuesta hasta la fecha.

El Presidente del Comité, recogiendo las diversas intervenciones de los miembros, concluyó que se podría solicitar al relator la elaboración de  un informe de carácter general, teniendo en cuenta que no se han recibido respuestas, el cual debería contestar también las preguntas que surgen de esos planteamientos, como la cuestión de la jerarquía, los criterios de armonización, las normas que se aplican, entre otros, y proponer a la vez una guía de principios de interpretación y armonización de leyes. Si se estima pertinente, el informe debía sugerir también la realización de una reunión a nivel de expertos gubernamentales, para dotar al proceso de más elementos a ser considerados.

Con fecha 25 de febrero de 2009, se distribuyó entre los miembros del Comité Jurídico Interamericano el Informe Final de la Sesión Especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre Derecho Internacional Humanitario, celebrada en diciembre de 2008, preparado por el Departamento de Derecho Internacional.

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el doctor Dante Negro, recordó el mandato de la Asamblea General relativo a las leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario. También aludió al informe presentado por el relator del tema, doctor Jorge Palacios, en agosto de 2008 y el nuevo informe. También informó que en diciembre de 2008, el Departamento de Derecho Internacional organizó una sesión especial sobre el tema, en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, y que también organizó por tercer año consecutivo un curso sobre la materia, esta vez enfocado a los temas de las bombas de racimo y de las empresas privadas de seguridad. También informó sobre su participación a la reunión de Comisiones Nacionales de los países Andinos en la ciudad de Quito en el mes de octubre de 2008, oportunidad que aprovechó para difundir los esfuerzos de la OEA en el tema, y particularmente los estudios del Comité Jurídico Interamericano. Indicó que el Comité debe tener siempre en cuenta que dichas Comisiones Nacionales pueden ser una excelente fuente de información para los futuros trabajos del Comité. Finalmente, señaló sus gestiones para permitir la participación en el presente período ordinario de sesiones de un representante de la Oficina de la Cruz Roja en Bogotá.

El relator del tema, doctor Jorge Palacios, hizo la presentación de su informe “La implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA”, documento CJI/doc.322/09. Dicha presentación verbal figura textualmente en el Acta número dos de dicho período de sesiones.

El doctor Mauricio Herdocia Sacasa respaldó el informe del relator en el sentido de que el Comité Jurídico abordara el tema más con el propósito de aproximar los Convenios de Ginebra y el Estatuto de Roma que tratar de buscar las contradicciones entre los mismos, puesto que como bien expresó el relator, el Estatuto de Roma no pretende sustituir los Convenios, sino complementarlos, cuando falla la jurisdicción nacional, con la aplicación de un instrumento que impida la impunidad. Recordó que en el seno de la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas se trató de tipificar los crímenes de guerra, que, sin duda, se insertan en el concepto de jus cogens por vulnerar normas imperativas del derecho internacional. Sin embargo esa categoría de normas imperativas tienen su propio modo de formación y sustitución, estando regidas por la Convención de Viena sobre los Derechos de Tratados y solo pueden ser derogadas por otra norma imperativa, lo cual no ha ocurrido en este caso, indicó. Señaló que no se cuestionaba las diferencias que hay entre los Convenios de Ginebra y el Estatuto, como bien lo señalan diversos documentos de la Cruz Roja, principalmente en el caso de la tipificación de los crímenes de guerra, pero esas diferencias deben interpretarse con un criterio armónico, complementario y conciliador, que guarde la unidad básica y la coherencia del derecho internacional, principalmente tratándose de normas imperativas, que tutelan intereses fundamentales para la humanidad. No se puede entonces presentar ambos cuerpos normativos (Ginebra – Roma) como contrapuestos y mucho menos como uno derogando al otro, sino en íntima interacción, enriquecimiento e influencia recíproca.
El doctor Fabián Novak Talavera agradeció el informe del relator y se sumó a la misma apreciación de los doctores Palacios y Herdocia, pues en su concepto, el Estatuto de Roma no ha derogado ni podría derogar los Convenios de Ginebra de 1949. En primer lugar, señaló, no ha habido una derogación expresa, pero además, en segundo lugar, tampoco se podría admitir técnicamente una derogación tácita, ya que para ello debían presentarse tres elementos concurrentes: a) identidad de materia entre estos tratados; b) oposición entre las cláusulas de estos, y c) identidad de partes, no cumpliéndose este último requisito, en tanto los convenios de Ginebra y el Estatuto de Roma no tienen los mismos Estados Partes, por lo cual, no existe derogación tácita. 

Adicionalmente, con el propósito de aportar al estudio del Comité Jurídico, mencionó la experiencia de los países andinos, particularmente la legislación peruana en materia de implementación del derecho internacional humanitario. En ese sentido, consideró que el informe del relator podría sugerir que la implementación necesariamente comprenda cinco grandes temas que son:

1. La tipificación de los crímenes internacionales, que es un elemento complejo frente a las contradicciones entre los instrumentos en discusión;

2. El uso de armas, convencionales o no convencionales, y por supuesto armas prohibidas por el derecho internacional;

3. La protección de los emblemas, tanto de la Cruz Roja como los emblemas nacionales;

4. Los recursos judiciales internos: la obligación de los Estados no debe ser entendida tan solo como trasladar los crímenes que están tipificados en los convenios en su legislación interna, sino además el Estado está obligado a crear mecanismos procesales internos a efectos de judicializar y viabilizar la vigencia de esos crímenes en su territorio;

5. El establecimiento de mecanismos de difusión, que va más allá de trasladar normas internacionales al derecho interno, esto es, una vez aprobada la legislación, el Estado tiene la obligación de difundirla entre los operadores jurídicos del Estado.

El doctor Novak añadió que cuando el legislador nacional implementa el derecho internacional humanitario, éste debe buscar la realización de tres propósitos básicos: el preventivo, es decir que esa legislación cumpla un rol disuasivo. En segundo lugar, la incondicionalidad, esto es, evitar la mala práctica adoptada por algunos Estados de sujetar a reciprocidad el cumplimiento de las mismas. El tercer propósito es la efectividad, es decir, consagrar mecanismos procesales internos para la aplicación y vigencia real de las normas y principios de derecho internacional humanitario.

Añadió que la implementación del derecho internacional humanitario en los derechos nacionales debe además tomar en cuenta los criterios de interpretación que rigen esa rama del derecho. En primer lugar, el criterio de interpretación pro homine, según el cual, si a quien implementa la norma le surge alguna duda respecto de los alcances de determinada norma internacional al incorporarla a su derecho interno, debe hacerlo buscando la mayor protección al ser humano. En segundo lugar, tomar en cuenta el criterio de interpretación dinámica o evolutiva, es decir la aplicación de la norma debe observar el alcance actual y no la interpretación del momento en que se legisló. Por último el criterio de interpretación negativa que dispone que tratándose del derecho internacional humanitario no puede sostenerse que lo que no está prohibido está permitido.

Finalmente, el doctor Novak sugirió que el Comité Jurídico tome en cuenta los enfoques propuestos para el desarrollo del tema.

El doctor João Clemente Baena Soares resaltó la importancia de insistir con los Estados a través del cuestionario, pero que la consulta les brinde un información lo más completa posible, que propicie cierta reflexión, con más elementos para que los Estados puedan tomar una iniciativa.

La doctora Ana Elizabeth Villalta secundó las ponencias anteriores y enfatizó que la comunicación debe estar dirigida al funcionario a cargo de la implementación de los tratados, puesto que siendo Directora del Departamento Jurídico de El Salvador, a ella nunca le había llegado el cuestionario del Comité.

El doctor David P. Stewart indagó si el objetivo del mandato de la Asamblea General era conocer cómo los Estados han implementado los Convenios de Ginebra, el status de la legislación nacional o promover la implementación de los convenios, funciones que a su juicio recaen en las labores de la Cruz Roja. Sugirió que el Comité Jurídico debería conocer las legislaciones nacionales previo a la elaboración de una legislación modelo.

El doctor Dante Negro aclaró que se trata de que el Comité Jurídico proponga legislación modelo en los diversos temas de derecho internacional humanitario. El mandato de la Asamblea General fue dirigido tanto al Comité como a los Estados miembros para que ellos fijen los temas prioritarios, sin reacción positiva hasta el momento. 

El doctor Jean-Paul Hubert enfatizó la importancia didáctica del informe que presentó el relator, principalmente para aquellos que no tienen cabal información de los temas que se discuten en el Consejo Permanente. Recordó que en otras materias el Comité había tenido el encargo de elaborar leyes modelo, pero que después de los debates producidos, se había llegado a la conclusión de presentar directivas o principios, lo cual había sido muy bien recibido, alternativa que podría encausar el tratamiento de la materia.

El doctor Jorge Palacios concluyó que la tarea del Comité Jurídico es ayudar a los Estados a legislar. En el caso concreto se cuenta con la sugerencia del CICR sobre los crímenes de guerra en el documento titulado “Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal nacional de los Estados Americanos”, en el que se propone 22 elementos para cada crimen. Por el lado del Estatuto de Roma, los elementos fueron redactados por los propios Estados, los que compulsoriamente deben ser adoptados en su legislación interna de acuerdo su artículo 9.

Finalmente el Comité Jurídico Interamericano decidió formar un grupo de trabajo para redactar un nuevo documento base de referencia.

La Asamblea General de la OEA durante su 39º período ordinario de sesiones (San Pedro Sula, junio, 2009), mediante resoluciones AG/RES.2515 (XXIX-O/09) y AG/RES.2507 (XXIX-O/09), solicitó al Comité Jurídico Interamericano que continúe elaborando y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos por los Estados miembros en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados miembros y con el Comité Internacional de la Cruz Roja, para lo cual exhortó a los Estados miembros a que hagan llegar al Comité, a más tardar a finales de noviembre de 2009, una lista que contenga dichos temas prioritarios, con el objetivo de que el Comité pueda evacuar oportunamente ese mandato e informe sobre los avances que se generen a la Asamblea General en su 40º período de sesiones.

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el relator, doctor Jorge Palacios, recordó el contenido de sus dos informes sobre la materia, particularmente la referencia hecha a los conflictos armados internos y los crímenes de guerra (CJI/doc.304/08 y CJI/doc.322/09). Respecto de los conflictos armados internos mencionó, en síntesis, que éstos no están comprendidos en el concepto de derecho internacional humanitario, sino en el de los derechos humanos. En cuanto a los crímenes de guerra, recordó había presentado en la sesión de marzo de 2009 una detallada explicación en el documento CJI/doc.322/09, “La implementación del derecho internacional humanitario en los Estados miembros de la OEA”. 

En esa oportunidad se refirió al documento CJI/doc.328/09 titulado “Crímenes de guerra en el derecho internacional humanitario”, en el que hace algunas precisiones sobre los crímenes de guerra en el derecho internacional humanitario, puntualizando también el conflicto que se presenta entre las disposiciones de los 4 convenios de Ginebra y los protocolos adicionales, y las disposiciones del Estatuto de la Corte Penal Internacional. 

Recordó que el Comité Internacional de la Cruz Roja había afirmado que “resulta imprescindible que los Estados Partes en el Estatuto de Roma ajusten su derecho penal al Estatuto de Roma a fin de que puedan castigar internamente los crímenes de la competencia de la Corte Penal Internacional cuando se presente un caso. Asimismo el CICR recomendó que los Estados, al incorporar a la legislación nacional los crímenes de guerra, se aseguren de que las definiciones de esos crímenes contengan todos los elementos constitutivos que el derecho internacional penal les asigna. Subrayó que en la recomendación de la CICR se advierte a “no agregar condiciones cuyo efecto sería excluir conductas calificadas como crímenes de guerra según dicho tratados”, los de Ginebra y el Protocolo Adicional I, y agregó que no es admisible que “se restrinja el alcance de las figuras delictivas”, pues el CICR teme que los crímenes previstos en los Convenios de Ginebra queden impunes si la legislación de Roma, por ser posterior, modifica la de Ginebra. 

Añadió el relator que el Estatuto de Roma no debe modificar la legislación ginebrina sino más bien son los Estados los que deben incorporar ambas legislaciones a su derecho interno, como disposiciones alternativas, de manera que en caso de que los Estados Partes no quieren o no pueden aplicar la legislación de Roma, la Corte Penal Internacional podrá juzgar al menos los crímenes graves previstos en el Estatuto de Roma, única posibilidad de intervención de la Corte. 

En su entender la nueva resolución aprobada por la Asamblea General de la OEA contiene un mandato concreto que habría que evacuar oportunamente para poder informar sobre los avances que se generen a la Asamblea General en su 40º período ordinario de sesiones. 
El doctor Mauricio Herdocia recordó que esta materia es de mucha complejidad, pues se trata de identificar identidades y diferencias entre dos legislaciones. Mencionó que anteriormente el Comité ya había discutido que en ese caso no se podían aplicar las normas regulares de sucesión de tratados – entre los convenios y protocolos de Ginebra y el Tratado de Roma. La técnica adecuada – como le pareció al Comité - es adoptar una interpretación armoniosa y sistemática que permitiera la complementación entre los tipos penales. En ese sentido hizo referencia a la labor desarrollada por la Cruz Roja, como por ejemplo en Nicaragua donde el nuevo Código Penal ya incorpora las dos normativas. En ese sentido coincidió con el relator que el CICR ya había logrado un significativo avance en lo que respecta a leyes modelo. Por otro lado, en lo que respecta al tema de la Corte Penal Internacional, en la guía práctica de principios se adoptó la tesis de que al incorporarlos en su derecho interno, los Estados deberían tomar en cuenta no sólo el Estatuto de Roma sino también los Convenios de Ginebra. 

El doctor Herdocia considera que la última resolución de la Asamblea General le da un nuevo mandato al Comité Jurídico en el ámbito de la Corte Penal Internacional, cuando se le pide que elabore legislación modelo relativa a los crímenes establecidos en el Estatuto de Roma, incluyendo allí a los crímenes de guerra, materia sobre la cual el doctor Palacios ya realizó una excelente labor. Propuso entonces trabajar junto con el doctor Palacios, aprovechando que ya está casi finalizada con la entrada en vigencia de la legislación complementaria del Estatuto de Roma y también los planteamientos hechos por el CICR, para presentar una legislación modelo sobre crímenes de guerra en el próximo período de sesiones. 

La doctora Ana Elizabeth Villalta hizo una consulta con relación al hecho de que los conflictos armados internos quedan fuera del derecho internacional humanitario, pero sin embargo los conflictos producidos en El Salvador durante más de una década fueron calificados como siendo de carácter interno, pero siempre protegidos por el derecho internacional humanitario, según los Protocolos de Ginebra. 

El doctor Palacios aclaró ser esa la posición del Comité de la Cruz Roja, o sea, no calificar como de derecho internacional humanitario aquellos conflictos armados internos que no revisten gran violencia, o sea, disturbios y motines, sin organizaciones y sin carácter internacional, ya que no caben dentro de ese concepto, pero sí están protegidos por los derechos humanos. 

Mencionó también una nota de la Cancillería de México que le hiciera llegar la Secretaría de Asuntos Jurídicos, en la cual se le solicita al Comité presentar proyectos de ley sobre la protección de bienes culturales en caso de conflictos armados, y otro para el uso y protección del emblema de la Cruz Roja. En el Informe Final de la Sesión Especial de la CAJP, el representante de México informó que su país había promulgado recientemente una ley específica para protección del emblema de la Cruz Roja y que estaba finalizando una legislación sobre la protección de bienes culturales en caso de conflicto armado. Evidentemente hay una confusión al respecto y se propone a dilucidar el caso. 

El doctor João Clemente Baena Soares comentó sobre la cuestión de la violencia interna y otros conflictos internos, o sea la graduación de la violencia hasta transformarse en guerra civil, tema que representa una evolución en la agenda del Comité, y por lo tanto existiría un nuevo ejercicio relativo a la adopción de legislación modelo para crímenes de guerra, razón por la cual se mostró de acuerdo con la propuesta del doctor Herdocia.

El doctor Dante Negro subrayó y recordó que la Asamblea General impuso como plazo hasta finales del mes de noviembre de 2009 para que los Estados miembros recomienden al Comité Jurídico cuáles son los asuntos que éste debe estudiar sobre cuestiones de derecho internacional humanitario. Recordó que México es el único Estado que ha manifestado una solicitud concreta sobre la protección de bienes culturales y del emblema de la Cruz Roja, lo cual permitía al Comité avanzar en la configuración de su labor. 

A continuación se incluye los documentos mencionados:        
CJI/doc.322/09

LA IMPLEMENTACIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO
EN LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA OEA

(presentado por el doctor Jorge Palacios Treviño)

INTRODUCCIÓN

La Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) adoptó la resolución AG/RES. 2293 (XXXVII-O/07) en la que solicitó al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que elaborara y propusiera leyes modelo que apoyaran los esfuerzos emprendidos en la implementación de las obligaciones derivadas de los tratados de Derecho Internacional Humanitario (DIH) sobre la base de temas prioritarios definidos en consulta con los Estados miembros de la OEA y con el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR). Esta resolución se adoptó debido a que algunos Estados de la región americana han tenido dificultades para incorporar a su legislación los elementos constitutivos de una misma figura delictiva ya que no son siempre iguales en los diferentes tratados de DIH.

El DIH está integrado principalmente por el derecho internacional consuetudinario y por los siguientes tratados internacionales: el Convenio de Ginebra para Aliviar la Suerte que Corren los Heridos y los Enfermos de las Fuerzas Armadas en Campaña; el Convenio de Ginebra para Aliviar la Suerte que Corren los Heridos, los Enfermos y los Náufragos de las Fuerzas Armadas en el Mar; el Convenio de Ginebra Relativo al Trato Debido a los Prisioneros de Guerra; el Convenio de Ginebra Relativo a la Protección Debida a las Personas Civiles en Tiempos de Guerra, todos del 12 de agosto de 1949; el Protocolo Adicional I Relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales; el Protocolo Adicional II Relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Armados sin Carácter Internacional, ambos del 8 de junio de 1977; el Estatuto de Roma, del 17 de julio de 1998, que estableció la Corte Penal Internacional (CPI), cuya finalidad es asegurar el castigo de los delitos internacionales más graves ya que, como lo dice su Preámbulo, tiene competencia sobre “los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto” y para ello la CPI está facultada para ejercer sobre las personas jurisdicción complementaria de las jurisdicciones penales nacionales; los Elementos de los Crímenes del Estatuto de Roma, aprobados por una mayoría de dos tercios de los miembros de la Asamblea de los Estados Partes del Estatuto, según lo ordena el artículo 9 de éste. También integran el DIH los convenios que protegen los bienes culturales, entre otros, la Convención de la Haya para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, de 1954, y sus Protocolos de 1954 y de 1999.

El objetivo principal del DIH es proteger, en tiempo de conflicto armado, a los civiles, o sea, a las personas que no participan en las hostilidades, así como a las personas que han dejado de participar en ellas por lo cual contiene disposiciones que reclaman dar un trato humano a los combatientes heridos y a los prisioneros de guerra. El DIH tiene también como objetivo mitigar las manifestaciones más atroces de los conflictos armados y para ello se propone limitar los métodos y medios de hacer la guerra y reglamentar el uso y la tenencia de determinadas armas pues las Partes en un conflicto armado no gozan de un derecho ilimitado en lo que atañe a la elección de los métodos y medios de hacer la guerra; de ahí que el artículo 35, párrafo 2, del Protocolo Adicional I prohíba “:…el empleo de armas, proyectiles, materiales y métodos de hacer la guerra de tal índole que causen males superfluos o sufrimientos innecesarios”. A este respecto, el artículo 8.2 b) del Estatuto de Roma contiene, entre otras, las siguientes prohibiciones: emplear veneno o armas envenenadas; gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogo; balas que se ensanchan o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, como balas de camisa dura que no recubre totalmente la parte interior o que tenga incisiones. 

Por otra parte, el DIH atribuye responsabilidad penal a los individuos y así, desde fines de la primera guerra mundial, el Tratado de Versalles disponía el establecimiento de tribunales ad hoc para procesar a personas acusadas de haber cometido actos en violación de las leyes y usos de la guerra aunque no se estableció ninguno y, en cambio, con el consentimiento de los aliados, se llevaron a cabo procesos -que han sido calificados de simbólicos- para castigar a algunas personas acusadas de esos crímenes. Después de la segunda guerra mundial se establecieron tribunales para procesar a individuos por crímenes contra la paz, crímenes de guerra y lesa humanidad y se llevaron a cabo procesos judiciales en Alemania y otros países mediante tribunales militares como el de Nuremberg y el del Lejano Oriente. Asimismo, el DIH atribuye responsabilidad penal a las personas que ejercen autoridad sobre los subordinados que hubieren cometido un crimen de guerra. A esta responsabilidad penal individual se refieren tanto el Protocolo Adicional I de los Convenios de Ginebra, como el Estatuto de Roma que estableció la CPI y la cual ejerce jurisdicción complementaria de la de los Estados sobre los crímenes de guerra (La CPI también ejerce jurisdicción complementaria sobre los crímenes de lesa humanidad pero no se abordan en este trabajo).

Otro objetivo del DIH es proteger los bienes culturales.

El DIH se aplica tanto a los conflictos armados internacionales como a los conflictos armados sin carácter internacional. Los conflictos armados internacionales son “los casos de guerra declarada o cualquier otro conflicto armado que surja entre dos o varias de las Altas Partes Contratantes, (de los Convenios de Ginebra), aunque una de ellas no haya reconocido el estado de guerra” (Artículo 2 común a los 4 Convenios de Ginebra). También los siguientes conflictos armados se consideran conflictos armados internacionales: “los casos de ocupación total o parcial del territorio de una Alta Parte Contratante, aunque tal ocupación no encuentre resistencia militar” (Artículo 2 común a los 4 Convenios de Ginebra); “los conflictos armados en los que los pueblos luchan contra la dominación colonial y la ocupación extranjera y contra los regímenes racistas en el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación, consagrado en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración sobre los Principios de Derecho Internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas” (artículo 1.4 del Protocolo Adicional I). Los conflictos armados sin carácter internacional son los que “se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas disidentes o grupos armados organizados que “bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas”“. (Artículo 1, inciso 1, del Protocolo Adicional II).

Los Estados americanos conceden gran importancia al DIH como se desprende de que los 35 Estados de la región americana son Partes de los 4 Convenios de Ginebra de 1949; 34 del Protocolo Adicional I y 33 del Protocolo Adicional II; 23 de esos Estados son Partes también del Estatuto de Roma y se tiene conocimiento de que otros Estados de la región podrían llegar a ser Partes en el Estatuto en un futuro cercano.

En respuesta a la consulta que se formuló a los Estados de la región en cumplimiento del mandato de la Asamblea General de la OEA, sólo dos Estados americanos respondieron: uno que mencionó como prioritarios dos temas: la implementación de normas aplicables a los conflictos armados internos y el uso y tenencia de las armas de fuego dentro del país así como el establecimiento de parámetros generales a nivel internacional. El otro Estado americano señaló como tema prioritario la tipificación de los crímenes de guerra. 

El CICR, que es una institución integrada por personas privadas y a la cual los Convenios de Ginebra de 1949 la autorizan a desempeñar actividades de carácter humanitario, presentó el documento titulado “Represión de los Crímenes de Guerra en la Legislación Penal Nacional de los Estados Americanos”, fechado en marzo de 2008; en adelante este documento se le citará como “Represión…”.

Por su parte, la Oficina de Derecho Internacional de la OEA presentó un documento titulado “Implementación del Derecho Internacional Humanitario en los Estados Miembros de la OEA: Preparación y Presentación de Leyes Tipo, julio de 2007”, que contiene información muy útil sobre el tema.

LOS CONFLICTOS ARMADOS INTERNOS

En relación con el tema de los conflictos armados internos, se comienza por advertir que el DIH no se aplica a situaciones de disturbios o tensiones internas o a otros actos de carácter similar, ya que el DIH vigente en la actualidad no se aplica a situaciones que no alcanzan la intensidad de un conflicto armado tal como lo disponen el artículo 1, inciso 2, del Protocolo Adicional II a los Convenios de Ginebra relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional y el artículo 8, párrafo 2, incisos d) y f) del Estatuto de Roma, que expresan: “El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados”. Como consecuencia, se considera que corresponde al Gobierno de cada Estado restablecer el orden público por cualquier medio permitido por el Derecho Internacional. 

A las situaciones descritas, que son netamente de carácter interno, se les aplica el Derecho Internacional de los derechos humanos y así lo expresó el Delegado Regional del CICR para Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay en la sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA sobre temas de actualidad del DIH, llevada a cabo el 25 de enero de 2008. En apoyo de lo antes dicho, se citan en seguida los párrafos pertinentes de dicha alocución
 y que son los siguientes:

...estas situaciones de “violencia interna” – que no pueden ser calificadas de “conflicto armado”, se encuentran por debajo del umbral de aplicación del derecho internacional humanitario. En éstas, están vigentes las normas del derecho internacional de los derechos humanos (DDHH) que regulan, para los agentes del Estado, el uso de la fuerza. Podríamos calificar estas normas de los DDHH como una forma de “principios humanitarios” puesto que, en cuanto a la defensa de la vida y de la dignidad humana, ellas se encuentran tanto en el DDHH como en el DIH.

(…)

La intervención del CICR [en situaciones de violencia interna] está motivada por tres factores:

1.
la amplitud de las consecuencias humanitarias; 

2.
el valor agregado de la acción de nuestra institución en base a su experiencia, a su capacidad así como a su "modus operandi" de organización neutral, imparcial e independiente; y 

3.
la aceptación de las autoridades.

(... )

... en una situación de “conflicto armado”, internacional o no internacional, la acción humanitaria del CICR está respaldada por el mandato otorgado a nuestra institución por la comunidad internacional a través de los Convenios de Ginebra y de sus Protocolos adicionales, base esencial del derecho internacional humanitario. En una situación de “violencia interna”, donde no se aplican como tales las disposiciones del DIH, el “derecho de iniciativa humanitaria” se desprende de los Estatutos del Movimiento de la Cruz Roja y Media Luna Roja. Aunque este mandato confiado al CICR para desempeñar un papel humanitario en este contexto es menos “legalista” que el que se le otorga en los Convenios de Ginebra, cabe señalar que los Estatutos del Movimiento expresan también la voluntad de los Estados. Dichos Estatutos, han sido adoptados en el marco de una conferencia internacional que, cada cuatro años, reúne a los miembros del Movimiento con los Estados firmantes de los Convenios de Ginebra, y que guía nuestra acción humanitaria. 

Una vez determinada la gravedad derivada de una situación de “violencia interna”, y conseguido el acuerdo de las autoridades pertinentes para llevar a cabo una acción humanitaria, el CICR usa “mutatis mutandis”, el mismo modo de acción que el aplicado en un contexto de conflicto armado. 

En América Latina la respuesta humanitaria del CICR, frente a la “violencia interna”, sigue dos patrones paralelos: uno podría ser llamado “preventivo”, el otro “operativo”. 

Las actividades desempeñadas en el campo preventivo abarcan programas de cooperación con las fuerzas de seguridad, y tienen como finalidad la revisión y la adecuación de todas las directrices operacionales o educacionales, en todo lo concerniente a las reglas de los DDHH aplicables al uso de la fuerza. Otro campo preventivo atañe a la sensibilización de los alumnos de nivel de enseñanza secundaria acerca de temas y situaciones que pueden promover una reflexión sobre la violencia y sus consecuencias. 
El campo operativo cuenta, por ejemplo, con las siguientes actividades: 

· diálogo bilateral con las autoridades sobre las consecuencias que pueden desprenderse de un uso inadecuado o desproporcionado de la fuerza [con la finalidad de monitorear las condiciones de detención y el trato];

(…)

· apoyo a las autoridades carcelarias a fin de mejorar la gestión de los lugares de detención; y/o 

· desarrollo de programas médico-sociales realizados por las Sociedades Nacionales de la Cruz Roja en zonas afectadas por situaciones de violencia.
. 
Por lo que respecta a la implementación de normas a nivel internacional de las armas de fuego, existen los siguientes tratados internacionales:

· Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados, adoptada, en Ginebra, el 10 de octubre de 1980 y sus Protocolos: 

· Protocolo sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Minas, Armas Trampa y otros Artefactos, según fue enmendado el 3 de mayo de 1996, (Protocolo II, según fue enmendado el 3 de mayo de 1996), anexo a la Convención de 1980, adoptado en Ginebra, el 2 de mayo de 1996;

· Protocolo Adicional a la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados (Protocolo IV) que prohíbe las Armas Laser (Cegadoras), adoptado en Viena , el 13 de octubre de 1995;

· Enmienda al artículo I de la citada Convención, del 21 de diciembre de 2001, adoptada en Ginebra el 21 de diciembre de 2001;

· Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, adoptada en Oslo, Noruega, el 18 de septiembre de 1997;

· Convención sobre las Bombas de Racimo, que prohíbe la fabricación, almacenamiento, venta y uso de estas armas, firmada el 3 de diciembre de 2008, en Oslo, Noruega.

LOS CRÍMENES DE GUERRA

Los crímenes de guerra son los únicos crímenes internacionales que han sido señalados como tema prioritario y de ahí que no se haga referencia aquí a otros crímenes que son de trascendencia para la comunidad internacional como lo son los crímenes de lesa humanidad. 

Por lo que se refiere a los crímenes de guerra, se estima pertinente precisar, en primer lugar, que para el DIH sólo son crímenes de guerra los que se cometen en el contexto de los conflictos armados internacionales, concepto que comprende los conflictos que en ciertas condiciones y con determinados fines tienen lugar al interior del territorio de un Estado y a los cuales hace referencia el artículo 2 común a los 4 Convenios de Ginebra de 1949 así como el artículo 1, inciso 4, del protocolo Protocolo Adicional I de 1977. A estos conflictos se ha aludido en la Introducción de este estudio.  

El DIH define los crímenes de guerra como “Las infracciones graves a las leyes y costumbres de la guerra”; por su parte, los Convenios de Ginebra de 1949 establecen que son infracciones graves aquéllas que se cometen “contra personas o bienes protegidos por las disposiciones del Convenio de Ginebra pertinente”.

A los crímenes de guerra les son aplicables, además del DIH consuetudinario, el artículo 2 común de los 4 Convenios de Ginebra; los artículos 50, 51, 130 y 147, respectivamente, de dichos Convenios; el Protocolo Adicional I de 1977, en especial los artículos 1, 11 y 85; el Estatuto de Roma, de 1998, que estableció la CPI y los Elementos de los Crímenes de Guerra que ayudan a la CPI a interpretar y aplicar los crímenes de guerra contenidos en el mencionado Estatuto de Roma.

En la respuesta a la consulta que se le hizo, el CICR afirma que “resulta imprescindible que los Estados Partes en el Estatuto de Roma ajusten su derecho penal a este tratado para poder castigar internamente los crímenes de la competencia de la Corte cuando se presente un caso”; (“Represión …”, p. 4); y recomienda que al incorporar a la legislación nacional los crímenes de guerra, los Estados se aseguren de que las definiciones de esos crímenes contengan todos los elementos constitutivos que el Derecho Internacional les asigna pero, al mismo tiempo, los previene de no “agregar condiciones cuyo efecto sería excluir conductas calificadas como crímenes de guerra según dichos tratados” (los de Ginebra de 1949 y su Protocolo Adicional I) (“Represión…”, p. 9), y expresa que el derecho penal nacional debe permitir castigar todos los actos que correspondan a los crímenes de guerra tal como se definen en los Convenios de Ginebra y en el Protocolo Adicional I sin que sea admisible que “se restrinja el alcance de las figuras delictivas; por ejemplo, no se pueden agregar condiciones cuyo efecto sería excluir condiciones calificativas como crímenes de guerra según dichos tratados” (“Represión....”, p. 9). 

A este respecto, el CICR hace notar que entre los Convenios de Ginebra de 1949, especialmente el Protocolo Adicional I, de 1977, y el Estatuto de Roma, existen, entre otras, las siguientes diferencias: el Estatuto de Roma codifica una serie de crímenes de guerra que no siempre corresponden a una infracción grave en el sentido de la legislación de Ginebra; el Protocolo Adicional I enumera algunos crímenes que no aparecen en el Estatuto y menciona crímenes que se parecen a ciertas infracciones graves del Protocolo I, pero cuyos elementos son más restrictivos, es decir, que el Estatuto exige condiciones calificativas más altas para que se configure un crimen y por ello no castiga la totalidad de las conductas delictivas que el Protocolo I obliga a los Estados a castigar. En consecuencia, el CICR recomienda que los Estados Partes en el Estatuto de Roma ajusten su derecho penal a este tratado pero añade: “La adecuación del derecho penal al Estatuto de Roma no puede menoscabar las obligaciones que dimanan de los Convenios de Ginebra y su Protocolo I. Se trata más bien de armonizar el régimen establecido en estos dos últimos con aquel estipulado por el Estatuto … las reglas del Estatuto pueden fortalecer pero no debilitar la arquitectura erigida en cuanto a la definición de los crímenes de guerra así como por lo que atañe a las reglas sobre la responsabilidad penal y el ejercicio de la acción penal” (“Represión…”, p. 4), pues considera que los Estados americanos, (23 son Partes en el Estatuto) se han comprometido, bajo el derecho internacional, a castigar los crímenes de guerra según el sistema que establecen los Convenios de Ginebra y el Protocolo I. Igualmente, el CICR hace notar que si bien en el articulado del Estatuto de Roma “no se obliga explícitamente a los Estados a castigar los crímenes de la competencia de la CPI, …sí lo supone puesto que el mecanismo de complementariedad que prevé depende de la posibilidad de los Estados de castigar esos crímenes en el ámbito nacional” (“Represión…”, p. 4). 

Sobre este punto se comenta que la experiencia muestra que en muchos casos los sistemas judiciales de un Estado después de un conflicto armado no existen o no se encuentran en condiciones de juzgar esos crímenes graves y de ahí que para juzgarlos se haya creado la CPI, ya que si no se castigan no sólo se afecta al Estado de jurisdicción sino también a la comunidad internacional pues constituyen “una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad”, como lo dice el Preámbulo del Estatuto de Roma y de ahí también que el artículo 1 del Estatuto disponga que ““La Corte Penal Internacional … tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales” y el artículo 5 explícitamente confirme la competencia complementaria de la CPI sobre “los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto”, entre ellos los de guerra, cuando un Estado “no esté dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo” como lo dispone, en forma de excepciones, para ese y otros casos, el inciso 1 del artículo 17 del Estatuto de Roma: 

La Corte, teniendo en cuenta el décimo párrafo del preámbulo y el artículo 1, resolverá la no inadmisibilidad de un asunto cuando: 

a)
El asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento en el Estado que tiene tenga jurisdicción sobre él salvo que éste no esté dispuesto a llevar a acabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo; 

b) El asunto haya sido objeto de investigación por el un Estado que tenga jurisdicción sobre él y éste haya decidido no incoar acción penal contra la persona de que se trate, salvo que la decisión haya obedecido a que no esté dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo;

c)
La persona de que se trate haya sido ya enjuiciada por la conducta a que se refiere la denuncia y la Corte no pueda incoar adelantar el juicio con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 20. [Este artículo hace referencia a la figura “cosa juzgada” y a las excepciones que tiene ] 

d)
El asunto no sea de gravedad suficiente para justificar la adopción de otras medidas por la Corte.

Lo anterior confirma que la jurisdicción que tiene la CPI sobre los crímenes previstos en el Estatuto de Roma es complementaria o supletoria de la legislación ginebrina. Además del artículo 17, otros artículos, como el 4, el 13 y el 14 del Estatuto confirman la facultad de la CPI de revisar la actuación de los tribunales de un Estado Parte en un crimen previsto tanto en la legislación de Ginebra como en el Estatuto de Roma o sólo en éste, y de atraer el caso si resulta procedente conforme a lo dispuesto en el Estatuto y los Elementos de los Crímenes, ya que el artículo 1 del Estatuto de Roma dispone que “la competencia y el funcionamiento de la Corte se regirán por las disposiciones del presente Estatuto” y éste establece, en el artículo 21, que la CPI, al juzgar un crimen, debe aplicar, en primer lugar, el Estatuto de Roma, los Elementos de los Crímenes y las Reglas de Procedimiento y Prueba, pues los Elementos de los Crímenes, de acuerdo con lo que establece el inciso 1 del artículo 9 del Estatuto de Roma, “ayudarán a la Corte a interpretar y aplicar los artículos 6, 7 y 8 del presente Estatuto” que se refieren, respectivamente, al crimen de genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.

“La efectividad de la Corte recae entonces en la incorporación exitosa del Estatuto de Roma en el derecho interno tanto en lo referente a la conducción de los procedimientos nacionales como a la cooperación con la Corte” (Broomhall, Bruce. Corte Penal Internacional: una guía para su implementación nacional. Asociación Internacional de Derecho Penal, 1999, p. 118). Como puede verse, en la cita no se mencionan los Elementos de los Crímenes de Guerra contenidos en el Estatuto de Roma pues éstos fueron elaborados y aprobados por los Estados Partes en el Estatuto en agosto de 2002.

Debido a que los tratados internacionales en la materia, como son los Convenios de Ginebra, el Protocolo Adicional I y el Estatuto de Roma, no siempre contienen los mismos elementos para integrar la misma figura delictiva, el CICR propone 22 artículos que contienen los supuestos jurídicos que integran las figuras delictivas. A este respecto, el CICR explica que “Los convenios de Ginebra de 1949 establecieron un sistema cuya rigurosa aplicación imposibilitará a los criminales de guerra evitar ser juzgados ante los tribunales de su propio país o en cualquier otro Estado. Los Convenios de Ginebra establecen entonces una jurisdicción universal para castigar esa clase de crímenes reforzada por el hecho de que 194 Estados son Partes en dichos Convenios y se comprometieron a aplicar sus disposiciones. En efecto, los artículos 49, 50, 129 y 146 de los 4 Convenios de Ginebra, respectivamente, no aceptan ningún límite en cuanto a la nacionalidad de los autores o de las víctimas, ni con respecto al lugar donde se cometieron los crímenes. Por lo tanto, difieren de la jurisdicción basada en la territorialidad, la personalidad activa (nacionalidad del sospechoso) o pasiva (nacionalidad de la víctima), o el interés nacional del Estado. En otras palabras, no se requiere ningún vínculo con el foro del crimen si no es por el interés de todos que los crímenes de guerra sean sancionados” (“Represión…”, p. 17). O, lo que es lo mismo, la jurisdicción universal permite a un Estado la persecución de cualquier autor de un crimen de guerra independientemente de su nacionalidad, de la nacionalidad de la víctima, y del lugar de la comisión del crimen. 

Cabe recordar aquí que el Secretario General de las Naciones Unidas recomendó al Consejo de Seguridad que “Inste a los Estados Miembros a que adopten leyes nacionales para enjuiciar a las personas responsables de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. Los Estados Miembros deben proceder a enjuiciar a las personas que se encuentren bajo su autoridad o en su territorio por violaciones graves del derecho internacional humanitario, en virtud del principio de la jurisdicción universal, y presentar un informe al respecto al Consejo de Seguridad.” (Consejo de Seguridad, S/1999/957, 8 de septiembre de 1999, Informe del Secretario General al Consejo de Seguridad sobre la Protección de los Civiles en los Conflictos Armados, párrafo 6, “Represión…”, p. 23). Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 16 de abril de 1999, recomendó a los Estados miembros de la OEA que adoptaran las medidas necesarias para invocar y ejercer la jurisdicción universal frente a los individuos en materia de los crímenes que son competencia de la CPI: el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra. 

Tiene razón el CICR al decir que la legislación de Ginebra establece una jurisdicción universal para castigar los crímenes de guerra y que su aplicación imposibilita a los criminales evitar que se les juzgue en su propio Estado; sin embargo, también debe de tenerse en cuenta, como antes se dijo, la experiencia que se tiene de que muchos crímenes de guerra graves han quedado impunes por la dificultad que tienen los Estados donde se cometen para castigarlos y fue precisamente por esa razón que se estableció este tribunal internacional que es la CPI.

De conformidad con lo hasta aquí expuesto, la situación de la sanción de los crímenes de guerra es la siguiente: 

Si un Estado es Parte en los Convenios de Ginebra de 1949 y en el Protocolo Adicional I pero no es Parte en el Estatuto de Roma, y se comete en su jurisdicción un crimen de guerra previsto en uno de estos Convenios o en el Protocolo I y el Estado en cuestión no lo castiga porque “no esté dispuesto a hacerlo o no pueda realmente hacerlo”, esa infracción permanecerá impune aunque esté prevista también en el Estatuto de Roma, a menos que algún otro Estado quiera castigarlo con base en la jurisdicción universal que tienen todos los Estados en esta clase de crímenes. En todo caso, el CICR tiene interés en que los Estados Partes en la legislación ginebrina y sean o no Partes en el Estatuto de Roma, conserven intacta dicha legislación ya que eso significa “cerciorarse que la legislación penal permite, como mínimo indispensable y obligatorio, castigar los crímenes de guerra definidos por los Convenios de Ginebra y su Protocolo Adicional I” (Documento citado “Represión…”, del CICR, p. 4).

En cambio, si en un Estado que es Parte en los tratados de Ginebra y en el Estatuto de Roma se comete un crimen de guerra previsto en alguno de dichos tratados y en el Estatuto de Roma, o sólo en éste, ese Estado tiene jurisdicción para juzgar y en su caso castigar ese crimen. Igualmente, cualquier otro de los Estados Partes en dichos tratados tiene facultad para ese efecto con base en la jurisdicción universal pero si ninguno de esos Estados lo castiga o no se castiga debidamente, la CPI puede atraer el crimen si está dentro de lo que dispone el artículo 17 del Estatuto de Roma. 

Con respecto a la situación planteada en el párrafo anterior, el CICR comenta que los crímenes previstos en la legislación ginebrina cuyos supuestos jurídicos no llegan al umbral de los crímenes graves que son de la jurisdicción complementaria de la CPI, queden impunes si el Estatuto de Roma modifica o anula la legislación ginebrina (“Represión…”, p. 4). En efecto, la regla general del derecho de los tratados relativa a la “aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia” dispone que “el tratado anterior se aplicará únicamente en la medida en que sus disposiciones sean compatibles con las del tratado posterior”, contenida en el inciso 3 del artículo 30 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969. 

Se considera que es lógico pensar que el citado principio se pudiera aplicar en vista de que tanto los Convenios de Ginebra como el Protocolo Adicional I y el Estatuto de Roma son tratados sucesivos sobre la misma materia; sin embargo, en el caso que se examina, hay una situación que puede calificarse de inédita y es que un crimen de guerra, si es grave, es de la competencia de dos foros: uno, el tribunal nacional que cada Estado Parte establece para juzgar los crímenes que se cometen en su jurisdicción, y el otro, la CPI, creado creada por la voluntad colectiva de los Estados en el Estatuto de Roma, por lo que se considera que el principio de derecho “la ley posterior deroga la anterior” no se aplica en este caso si se tiene en cuenta el propósito de la comunidad internacional de Estados: crear una instancia o foro especial para castigar, no todos los crímenes de guerra pero sí los más graves.

La creación de la CPI, bien puede tener como justificación el siguiente razonamiento: los Estados Partes en la legislación ginebrina se han comprometido a juzgar los crímenes de guerra pero hay algunos de estos crímenes que son tan graves que en muchos casos será muy difícil que los Estados puedan castigarlos con sus propios recursos y por esa razón se va a establecer un tribunal especial o sea una instancia complementaria o supletoria, la CPI, a fin de castigar esos crímenes en el caso de que el Estado de jurisdicción no pueda o no quiera hacerlo; sin embargo, la CPI no va a atraer todos los crímenes de guerra contenidos en los tratados ginebrinos sino únicamente los crímenes de guerra graves de trascendencia para la comunidad internacional “...en particular cuando se cometan como parte de un plan o política o como parte de la comisión en gran escala de tales crímenes”, de acuerdo con lo que dispone el artículo 8 del Estatuto de Roma”, los cuales –dice el párrafo tercero del preámbulo del Estatuto de Roma– “constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad”, por lo que la comunidad internacional tiene el derecho y el deber de ocuparse de ellos, y en su caso de castigarlos, a fin de evitar la impunidad de esos crímenes independientemente de que los Estados continúen teniendo jurisdicción prioritaria para juzgar todos los crímenes de guerra, inclusive los más graves, de conformidad con lo dispuesto en la legislación ginebrina y en el Estatuto de Roma y como se desprende también de que al establecerse la CPI jamás se dijo que sustituiría a los Estados en su deber de castigar los crímenes previstos en los convenios de Ginebra o en el Estatuto de Roma, pues la CPI sólo atrae un crimen que es grave si el Estado de jurisdicción “no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo”, como ya antes se dejó dicho.

La creación de la CPI como una instancia complementaria de la jurisdicción que ejercen los Estados Partes en el Estatuto de Roma, explicaría también que éste sólo en el preámbulo y no en su articulado imponga a los Estados Partes el deber de ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales ya que, por una parte, el Estado de jurisdicción podría no estar en condiciones de ejercer esa jurisdicción y, por la otra, la CPI, en todo caso, siempre puede atraer un crimen de guerra grave si un Estado Parte en el Estatuto no lo juzga o no lo juzga debidamente.

Los elementos que propone el CICR para los crímenes de guerra en las 22 propuestas de artículos incluidas en el documento, ya citado, del CICR, titulado “Represión de los crímenes de guerra…” tratan de armonizar el régimen ginebrino con el de Roma y en consecuencia no incluyen todos los elementos de los crímenes de guerra elaborados en acatamiento del artículo 9 del Estatuto de Roma y que “ayudan a la Corte a interpretar y aplicar” los crímenes de guerra según lo dispone el mismo artículo 9 del Estatuto de Roma. 

En atención a lo anterior y teniendo en cuenta lo dispuesto en los Convenios de 1949, en el Protocolo Adicional I y en el Estatuto de Roma, es de concluirse que lo procedente es que los Estados Partes en los tratados internacionales mencionados incorporen a su legislación nacional, como alternativas, por una parte, los elementos de los crímenes de la legislación ginebrina para lo cual podrían valerse de los 22 artículos que propone el CICR y que se incluyen en el documento ya citado “Represión de los crímenes de Guerra…“ y, por la otra, los Elementos de los Crímenes de Guerra a que se refiere el artículo 9 del Estatuto de Roma y que fueron aprobados por los miembros de la asamblea de los Estados Partes en el Estatuto; es decir, que tanto la legislación ginebrina como la romana estarían vigentes simultáneamente en un Estado que es Parte en esos tratados internacionales y por tanto ese Estado está obligado a aplicar una u otra legislación, según los supuestos jurídicos que se den. 

Por lo que se refiere a la incorporación de los tratados de DIH al derecho penal nacional, se considera que debe hacerse, por una parte, conforme al procedimiento que el derecho interno de un Estado establezca al respecto ya sea transformando los tratados en leyes o bien incorporándolos directamente a su legislación, y por la otra, de conformidad con las reglas pertinentes del Derecho Internacional incluidas las disposiciones correspondientes de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, para los Estados Partes en este tratado.

Debido a la dificultad que han experimentado algunos Estados para incorporar a su legislación los tratados de DIH, se estima conveniente hacer referencia al procedimiento, sencillo y rápido, aunque por eso mismo imperfecto, que algunos Estados han seguido para incorporar al derecho interno los delitos previstos en tratados y que consiste en incluir en el Código Penal un artículo con un texto semejante al siguiente: “Si se comete un delito no previsto en este Código pero sí en un tratado internacional de observancia obligatoria en el Estado, se aplicará el tratado, tomando en cuenta las disposiciones pertinentes del derecho penal interno”.

Por su parte, el CICR, en el documento titulado “Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal de los Estados americanos”, hace referencia a este procedimiento en los siguientes términos: “Se podría también concebir proceder por una imputación global de los crímenes de guerra en el derecho nacional mediante una remisión a los tratados y al derecho internacional consuetudinario”.

CJI/doc.328/09

LOS CRÍMENES DE GUERRA EN EL
DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

(presentado por el doctor Jorge Palacios Treviño)

El Derecho Internacional Humanitario (DIH) esta integrado, principalmente, por el derecho internacional consuetudinario y los siguientes tratados internacionales: 

I. El Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña;

II. El Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar;

III. El Convenio de Ginebra relativo al trato debido a los prisioneros de guerra;

IV. El Convenio de Ginebra relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempos de guerra, todos del 12 de agosto de 1949;

V. El Protocolo Adicional I a dichos Convenios, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales;

VI. El Protocolo Adicional II a esos Convenios relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, ambos del 8 de junio de 1977; 

VII. El Estatuto de Roma, del 17 de julio de 1998, que estableció la Corte Penal Internacional (CPI) que tiene “competencia sobre los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto” y con ese fin está facultada para ejercer sobre las personas jurisdicción complementaria de las jurisdicciones penales nacionales y, por último, la Convención de la Haya para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, de 1954, y sus Protocolos de 1954 y de 1999. 

El DIH tiene como objetivo principal proteger a los civiles en tiempo de conflicto armado, es decir, a los individuos que no participan en las hostilidades así como a los que han dejado de participar en ellas, por ejemplo, los combatientes heridos y los prisioneros de guerra para los cuales el DIH reclama que se les trate humanamente. Igualmente, el DIH tiene como fin mitigar las manifestaciones más atroces de los conflictos armados y para conseguirlo propone limitar los métodos y medios de hacer la guerra así como reglamentar la tenencia y el uso de determinadas armas, pues parte del principio de que las Partes en un conflicto armado no gozan de un derecho ilimitado en lo que atañe a la elección de los métodos y medios de hacer la guerra y de ahí que el artículo 35, párrafo 2, del ya mencionado Protocolo Adicional I, prohíba “… el empleo de armas, proyectiles, materias y métodos de hacer la guerra de tal índole que causen males superfluos o sufrimientos innecesarios”; por su parte, el Estatuto de Roma, en el artículo 8. 2. b) contiene, entre otras, las siguientes prohibiciones: emplear veneno o armas envenenadas; gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogo; balas que se ensanchan o aplasten fácilmente en el cuerpo humano como balas de camisa dura que no recubre totalmente la parte interior o que tenga incisiones. Otro de los propósitos del DIH es proteger, durante los conflictos armados, los bienes culturales.

En la actualidad, el DIH atribuye responsabilidad penal a los individuos y a este respecto se recuerda que ya el Tratado de Versalles, celebrado al finalizar la primera guerra mundial, dispuso el establecimiento de tribunales ad hoc para procesar a personas acusadas de haber cometido actos en violación de las leyes y usos de la guerra y, aunque en esa ocasión no se estableció ningún tribunal, sí se llevaron a cabo procesos para castigar a algunas personas acusadas de esos crímenes. Igualmente, después de la segunda guerra mundial, se establecieron tribunales para procesar a individuos por crímenes contra la paz, por crímenes de guerra y por crímenes de lesa humanidad y se citan los procesos judiciales que mediante tribunales militares se llevaron a cabo en Alemania, los de Nuremberg, y en otros países como el tribunal del Lejano Oriente. Asimismo, el DIH atribuye responsabilidad penal a las personas que ejercen autoridad sobre los subordinados que cometen un crimen de guerra. A esta responsabilidad penal individual se refieren tanto el Protocolo Adicional I de los Convenios de Ginebra, como el Estatuto de Roma que estableció la CPI. 

Debe dejarse en claro que el DIH se aplica tanto a los conflictos armados internacionales como a los conflictos armados sin carácter internacional pero no a los conflictos armados de carácter interno. 

Los conflictos armados internacionales son: 

-
Los “casos de guerra declarada o de cualquier otro conflicto armado que surja entre dos o varias de las Altas Partes Contratantes [de los Convenios de Ginebra], aunque una de ellas no haya reconocido el estado de guerra” (Artículo 2 común a los 4 Convenios de Ginebra);

-
Los “casos de ocupación total o parcial del territorio de una Alta Parte Contratante, aunque tal ocupación no encuentre resistencia militar” (Artículo 2 común a los 4 Convenios de Ginebra);

-
Los “conflictos armados en que los pueblos luchan contra la dominación colonial y la ocupación extranjera y contra los regímenes racistas en el ejercicio del derecho de los pueblos a la libre determinación, consagrado en la Carta de las Naciones Unidas y en la Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas” (artículo 1.4 del Protocolo Adicional I). 

Los conflictos armados sin carácter internacional son, de acuerdo con lo que establece el Artículo 1, inciso 1, del Protocolo Adicional II, los que “…se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas…”. 

Los Estados americanos conceden gran importancia al DIH como se desprende de que los 35 Estados de la región americana son Partes de los 4 Convenios de Ginebra de 1949; 34 del Protocolo Adicional I (Estados Unidos de América no es Parte) y 33 del Protocolo Adicional II (Estados Unidos de América y México no son Partes); 23 de esos Estados son Partes también del Estatuto de Roma y se tiene conocimiento de que otros Estados de la región podrían llegar a ser Partes en el Estatuto en un futuro cercano.

Como antes se dijo, el DIH no se aplica a los conflictos armados internos, es decir, a situaciones de disturbios o tensiones internas y otros actos de carácter similar en virtud de que no alcanzan la intensidad de un conflicto armado, pues así lo disponen el artículo 1, inciso 2, del Protocolo Adicional II a los Convenios de Ginebra relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional y el artículo 8, párrafo 2, incisos d) y f) del Estatuto de Roma, que expresan: “El presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia u otros actos análogos”, que no son conflictos armados. Como consecuencia de lo anterior, ha de concluirse que corresponde al Gobierno de cada Estado restablecer el orden público por cualquier medio permitido por el Derecho Internacional. 

A las situaciones descritas, que son netamente de carácter interno, se les aplica el Derecho Internacional de los derechos humanos y a este respecto cabe citar lo que expresó, el 25 de enero de 2008, en la sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA, el Delegado Regional del Comité Internacional de la Cruz Roja (en adelante CICR) para Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay: 

...estas situaciones de “violencia interna” – que no pueden ser calificadas de “conflicto armado” ─ se encuentran por debajo del umbral de aplicación del derecho internacional humanitario. En éstas, están vigentes las normas del derecho internacional de los derechos humanos (DDHH) que regulan, para los agentes del Estado, el uso de la fuerza. Podríamos también calificar estas normas de los DDHH como una forma de “principios humanitarios” puesto que, en cuanto a la defensa de la vida y de la dignidad humana, ellas se encuentran tanto en los DDHH como en el DIH.

(…)

La intervención del CICR [en situaciones de violencia interna] está motivada por tres factores:

1.
la amplitud de las consecuencias humanitarias; 

2.
el valor agregado de la acción de nuestra institución en base a su experiencia, a su capacidad así como a su "modus operandi" de organización neutral, imparcial e independiente; y 

3.
la aceptación de las autoridades.

(... )

... en una situación de “conflicto armado”, internacional o no internacional, la acción humanitaria del CICR está respaldada por el mandato otorgado a nuestra institución por la comunidad internacional a través de los Convenios de Ginebra y de sus Protocolos adicionales, base esencial del derecho internacional humanitario.

En una situación de “violencia interna”, donde no se aplican como tales las disposiciones del DIH, el “derecho de iniciativa humanitaria” se desprende de los Estatutos del Movimiento de la Cruz Roja y Media Luna Roja. Aunque este mandato confiado al CICR para desempeñar un papel humanitario en este contexto es menos “legalista” que el que se le otorga en los Convenios de Ginebra, cabe señalar que los Estatutos del Movimiento expresan también la voluntad de los Estados. Dichos Estatutos, han sido adoptados en el marco de una conferencia internacional que, cada cuatro años, reúne a los miembros del Movimiento con los Estados firmantes de los Convenios de Ginebra, y que guía nuestra acción humanitaria. 

Una vez determinada la gravedad derivada de una situación de “violencia interna”, y conseguido el acuerdo de las autoridades pertinentes para llevar a cabo una acción humanitaria, el CICR usa “mutatis mutandis”, el mismo modo de acción que el aplicado en un contexto de conflicto armado. 

En América Latina la respuesta humanitaria del CICR, frente a la “violencia interna”, sigue dos patrones paralelos: uno podría ser llamado “preventivo”, el otro “operativo”. 

Las actividades desempeñadas en el campo preventivo abarcan programas de cooperación con las fuerzas de seguridad, y tienen como finalidad la revisión y la adecuación de todas las directrices operacionales o educacionales, en todo lo concerniente a las reglas de los DDHH aplicables al uso de la fuerza. Otro campo preventivo atañe a la sensibilización de los alumnos de nivel de enseñanza secundaria acerca de temas y situaciones que pueden promover una reflexión sobre la violencia y sus consecuencias. 
El campo operativo cuenta, por ejemplo, con las siguientes actividades: 

· diálogo bilateral con las autoridades sobre las consecuencias que pueden desprenderse de un uso inadecuado o desproporcionado de la fuerza [con la finalidad de monitorear las condiciones de detención y el trato];

(…)

· apoyo a las autoridades carcelarias a fin de mejorar la gestión de los lugares de detención; y/o 

· desarrollo de programas médico-sociales realizados por las Sociedades Nacionales de la Cruz Roja en zonas afectadas por situaciones de violencia.

El artículo 1 del Estatuto de Roma dispone que la Corte Penal Internacional tiene “…jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más graves de trascendencia internacional…” y tiene “carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales”. Por su parte, el artículo 5 de dicho Estatuto especifica que “La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto…respecto de los siguientes crímenes:” los de lesa humanidad, entre ellos el de genocidio, los de guerra y el de agresión en el entendido que sobre este último crimen la CPI tendrá competencia una vez que se apruebe su definición y el artículo 8 del Estatuto de Roma expresa que la CPI tendrá “competencia respecto de los crímenes de guerra en particular, cuando se cometan como parte de un plan o política o como parte de la comisión en gran escala de tales crímenes”.

¿Qué son entonces los crímenes de guerra? De acuerdo con lo antes dicho, los crímenes de guerra son las infracciones graves a las leyes y costumbres de la guerra que se cometan contra personas o bienes protegidos por las normas del DIH en caso de conflicto armado internacional o sin carácter internacional. 

Algunos de esos crímenes son: el homicidio intencional (por ejemplo, atacar a una persona a sabiendas que está fuera de combate por enfermedad o por herida); la tortura; los tratos inhumanos; los experimentos biológicos; causar deliberadamente grandes sufrimientos; atentar gravemente contra la integridad física o la salud; hacer objeto de ataque a la población civil o a personas civiles; el hecho de forzar a una persona protegida a servir en las fuerzas armadas de la potencia enemiga; el hecho de privar a una persona de su derecho a ser juzgada legítima e imparcialmente; la toma de rehenes; la destrucción y la apropiación de bienes no justificadas por necesidades militares y realizadas a gran escala de modo ilícito y arbitrario.

El CICR afirma, en el documento antes citado, que “resulta imprescindible que los Estados Partes en el Estatuto de Roma ajusten su derecho penal a dicho tratado [el Estatuto de Roma] para poder reprimir internamente los crímenes de la competencia de la Corte cuando se presente un caso”
 y recomienda que al incorporar a la legislación nacional los crímenes de guerra, los Estados se aseguren de que las definiciones de esos crímenes contengan todos los elementos constitutivos que el Derecho Internacional les asigna pero, al mismo tiempo, les advierte de no “agregar condiciones cuyo efecto sería de excluir conductas calificadas como crímenes de guerra según dichos tratados”
 (los de Ginebra de 1949 y su Protocolo Adicional I) y expresa que el derecho penal nacional debe permitir castigar todos los actos que correspondan a los crímenes de guerra tal como se definen en los mencionados Convenios de Ginebra y en el Protocolo Adicional I sin que sea admisible que se “restrinja el alcance de las figuras delictivas. Por ejemplo, no se pueden agregar condiciones cuyo efecto sería excluir conductas calificadas como crímenes de guerra según dichos convenios”.
 

La advertencia del CICR se debe a que entre los Convenios de Ginebra de 1949, especialmente el Protocolo Adicional I, de 1977, y el Estatuto de Roma existen algunas diferencias y, entre otras, señala las siguientes: el Estatuto de Roma codifica una serie de crímenes de guerra que no siempre corresponden a una infracción grave en el sentido de la legislación de Ginebra; el Protocolo adicional I enumera algunos crímenes que no aparecen en el Estatuto y menciona crímenes que se parecen a ciertas infracciones graves del Protocolo I pero cuyos elementos son más restrictivos, es decir, que el Estatuto exige condiciones calificativas más altas para que se configure un crimen y por ello no castiga la totalidad de las conductas delictivas que el Protocolo I obliga a los Estados a castigar y en consecuencia al CICR le preocupa que los Estados que son Partes tanto en los Convenios de Ginebra como en el Estatuto de Roma modifiquen su derecho penal para ajustarlo a este último tratado por ser posterior y teme que no cumplan estrictamente con lo dispuesto en la legislación ginebrina por lo que aconseja que: “La adecuación del derecho penal al Estatuto de Roma no puede menoscabar las obligaciones que dimanan de los Convenios de Ginebra y su Protocolo adicional I. Se trata, por el contrario, de armonizar el régimen establecido en estos dos últimos con aquel estipulado por el Estatuto… Las reglas del Estatuto pueden fortalecer, pero no debilitar, la arquitectura así erigida, en cuanto a la definición de los crímenes de guerra así como por lo que atañe a las reglas sobre la responsabilidad penal y el ejercicio de la acción penal”,
 pues considera que los 23 Estados americanos que además de ser Partes en la legislación ginebrina lo son también en el Estatuto de Roma, se han comprometido, conforme al derecho internacional, a castigar los crímenes de guerra según el sistema que establecen los Convenios de Ginebra y el Protocolo I. 

A este respecto, el CICR explica que “Los convenios de Ginebra de 1949 establecieron un sistema cuya rigorosa aplicación imposibilitara a los criminales de guerra evitar que fueran juzgados ante los tribunales de su propio país o en cualquier otro Estado”,
 pues los Convenios de Ginebra de 1949 establecen una jurisdicción universal para castigar esa clase de crímenes reforzada por el hecho de que 194 Estados son Partes en dichos Convenios y se comprometieron a aplicar sus disposiciones. “En efecto, los artículos 49, 50, 129 y 146 de los 4 Convenios de Ginebra, respectivamente, no toleran ningún límite en cuanto a la nacionalidad de los autores o de las víctimas, ni con respecto al lugar donde se cometieron los crímenes. Por lo tanto, difieren de la jurisdicción basada en la territorialidad, la personalidad activa (nacionalidad del sospechoso) o pasiva (nacionalidad de la víctima), o el interés nacional del Estado. En otras palabras, no se requiere ningún vínculo con el forum del crimen si no es por el interés de todos que los crímenes de guerra sean sancionados”
. O, lo que es lo mismo, la jurisdicción universal permite a un Estado la persecución y castigo de cualquier autor de un crimen de guerra independientemente de su nacionalidad, de la nacionalidad de la víctima, y del lugar de la comisión del crimen. 

Cabe recordar aquí que el Secretario General de las Naciones Unidas recomendó al Consejo de Seguridad que “inste a los Estados Miembros a que adopten leyes nacionales para enjuiciar a las personas responsables de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. Los Estados Miembros deben proceder a enjuiciar a las personas que se encuentren bajo su autoridad o en su territorio por violaciones graves del derecho internacional humanitario en virtud del principio de la jurisdicción universal, y presentar un informe al respecto al Consejo de Seguridad” (Consejo de Seguridad, S/1999/957, 8 de septiembre de 1999, Informe del Secretario General al Consejo de Seguridad sobre la Protección de los Civiles en los Conflictos Armados, p. 11). Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el 16 de abril de 1999, recomendó a los Estados miembros de la OEA que adoptaran las medidas necesarias para invocar y ejercer la jurisdicción universal frente a los individuos en materia de los crímenes que son competencia de la CPI: el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra. 

Tiene razón el CICR al afirmar que el Estatuto de Roma no debe modificar la legislación ginebrina sobre todo cuando exige condiciones más altas que ésta para que se configure un crimen,pues en esos casos no se castigarían los crímenes contenidos en la legislación ginebrina y agrega que si bien en el articulado del Estatuto de Roma “no obliga explícitamente a los Estados Partes a castigar los crímenes de la competencia de la Corte. Pero sí lo supone, puesto que el mecanismo de complementariedad que prevé depende de la posibilidad de los Estados de reprimir dichos crímenes en el ámbito nacional”
. En efecto, y como ya antes se expresó, los artículos 1 y 5 del Estatuto de Roma reconocen que los Estados Partes en los Convenios de Ginebra tienen jurisdicción original sobre los crímenes contenidos en dichos Convenios al prescribir que la jurisdicción de la CPI es complementaria de la de los Estados ya que la competencia de la CPI sólo se puede ejercer cuando un Estado “no esté dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo” como lo dispone el inciso 1 del artículo 17 del Estatuto de Roma que establece: 

La Corte, teniendo en cuenta el décimo párrafo del Preámbulo y el artículo 1, resolverá la no admisibilidad de un asunto cuando: 

a) 
El asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento en el Estado que tenga jurisdicción sobre él salvo que éste no esté dispuesto a llevar a acabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo; 

b)
 El asunto haya sido objeto de investigación por el Estado que tenga jurisdicción sobre él y éste haya decidido no incoar acción penal contra la persona de que se trate, salvo que la decisión haya obedecido a que no esté dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo;

c) 
La persona de que se trate haya sido ya enjuiciada por la conducta a que se refiere la denuncia y la Corte no pueda adelantar el juicio con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 20. (Este artículo hace referencia a la figura “cosa juzgada” y a las excepciones que tiene). 

d) 
El asunto no sea de gravedad suficiente para justificar la adopción de otras medidas por la Corte.

Es decir, que sólo cuando no se den las situaciones a que se refiere el artículo trascrito la CPI tendrá jurisdicción sobre los asuntos listados y el hecho de que el artículo esté redactado en forma de excepciones confirma la jurisdicción prioritaria que tienen los Estados sobre esos asuntos. Las situaciones de excepción a que se refiere el artículo 17 trascrito son precisamente las que llevaron a la comunidad internacional de Estados a establecer la CPI pues, en ocasiones, sobre todo a consecuencia de un conflicto armado, el aparato judicial de un Estado desaparece o no se encuentra en condiciones de juzgar esos crímenes graves o bien las autoridades de ese Estado no cuentan con los elementos necesarios para enjuiciar a los responsables e incluso, en otros casos, porque son las propias autoridades que deben juzgar los crímenes las que los han cometido y de ahí precisamente que para ocuparse de ellos se haya creado la CPI ya que si esos crímenes graves no se castigan no sólo se afecta al Estado de jurisdicción sino también a la comunidad internacional pues constituyen “una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad”.
 

Además del artículo 17, otros artículos, como el 4, el 13 y el 14 del Estatuto confirman la facultad de la CPI de revisar la actuación de los tribunales de un Estado Parte en un crimen previsto en la legislación de Ginebra y en el Estatuto de Roma, y de atraer el caso si resulta procedente conforme a lo dispuesto en el Estatuto y los Elementos de los Crímenes ya que el artículo 21 del Estatuto ordena que la CPI, al juzgar un crimen, debe aplicar, “en primer lugar, el Estatuto [de Roma], los Elementos de los crímenes…” pues éstos, de acuerdo con lo que establece el inciso 1 del artículo 9 del Estatuto, “ayudarán a la Corte a interpretar y aplicar los artículos 6, 7 y 8 del presente Estatuto” que se refieren, respectivamente, al crimen de genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra.

“La efectividad de la Corte recae entonces en la incorporación exitosa del Estatuto de Roma en el derecho interno tanto en lo referente a la conducción de los procedimientos nacionales como a la cooperación con la Corte.” (Bruce Broomhall, en el libro Corte Penal Internacional).
 

De conformidad con lo hasta aquí expuesto, la situación de los crímenes guerra es la siguiente: 

Si un Estado es Parte en los Convenios de Ginebra de 1949 y en el Protocolo Adicional I pero no es Parte en el Estatuto de Roma, y se comete en su jurisdicción un crimen de guerra previsto en uno de estos Convenios o en el Protocolo I y el Estado en cuestión no lo castiga porque “no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o pueda realmente hacerlo”, esa infracción permanecerá impune aunque esté prevista también en el Estatuto de Roma a menos que algún otro Estado quiera castigarlo con base en la jurisdicción universal que tienen todos los Estados en esta clase de crímenes conforme a lo establecido en los Convenios de Ginebra. En todo caso, el CICR tiene interés en que los Estados Partes en la legislación ginebrina y sean o no Partes en el Estatuto de Roma, conserven intacta dicha legislación ya que eso “significa cerciorarse que la legislación penal permite, como mínimo indispensable y obligatorio, castigar los crímenes de guerra definidos por los Convenios de Ginebra y su Protocolo adicional I…”.
 

En cambio, si en un Estado que es Parte en los Convenios de Ginebra y en el Estatuto de Roma se comete un crimen de guerra ese Estado tiene jurisdicción para juzgar y en su caso castigar ese crimen. Igualmente, cualquier otro de los Estados Partes en dichos convenios tiene facultad para ese efecto con base en la jurisdicción universal pero si ninguno de esos Estados lo castiga o no lo castiga debidamente, la CPI puede atraer el crimen si está dentro de lo que dispone el artículo 17 del Estatuto de Roma, antes trascrito. 

Con respecto a la situación planteada en el párrafo anterior, el CICR teme, como antes se dejó dicho, que los crímenes previstos en la legislación ginebrina cuyos supuestos jurídicos no llegan al umbral de los crímenes graves que son de la jurisdicción complementaria de la CPI, queden impunes si el Estatuto de Roma modifica o anula la legislación ginebrina. En efecto, la regla general del derecho de los tratados relativa a la aplicación de “tratados sucesivos concernientes a la misma materia” dispone que “el tratado anterior se aplicará únicamente en la medida en que sus disposiciones sean compatibles con las del tratado posterior” contenida en el inciso 3 del artículo 30 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969. 

Se considera que hay alguna razón al pensar que el citado principio se pudiera aplicar en vista de que tanto los Convenios de Ginebra como el Protocolo Adicional I y el Estatuto de Roma son tratados sucesivos sobre la misma materia; sin embargo, en el caso que se examina, hay una situación que puede calificarse de inédita y es que un crimen de guerra, si es grave, es de la competencia de dos foros: uno, el tribunal nacional que cada Estado Parte establece para juzgar los crímenes que se cometen en su jurisdicción y el otro, la CPI, creado por la voluntad colectiva de los Estados en el Estatuto de Roma por lo que se considera que el principio de derecho “la ley posterior deroga la anterior” no se aplica en este caso si se tiene en cuenta el propósito de la comunidad internacional de Estados: crear una instancia o foro especial para castigar, no todos los crímenes de guerra, pero sí los más graves y así lo dispone el artículo 8 del Estatuto de Roma: “A los efectos del presente Estatuto, se entiende por ‘crímenes de guerra’: a) Infracciones graves de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949”. Algunos de estos crímenes ya se han mencionado. 

La razón de que se llegue a la conclusión de que el principio general de derecho, la ley posterior deroga la anterior, no se aplique en el caso que se comenta es que este principio se aplica cuando es un solo tribunal el que interviene pero no cuando hay dos tribunales creados por diferentes sujetos y diferentes métodos, como es el caso de la CPI. La creación de la CPI tiene como justificación el siguiente razonamiento: Los Estados Partes en la legislación ginebrina se han comprometido a juzgar los crímenes de guerra pero hay algunos de estos crímenes que son tan graves que en muchos casos será muy difícil que los Estados puedan castigarlos con sus propios recursos pues, como antes se dijo, los tribunales pudieran haber desaparecido por el conflicto y en otros las mismas autoridades que deberían juzgar los delitos son las culpables y por esa razón se establece un tribunal especial, o sea una instancia complementaria o supletoria, en el caso la CPI, a fin de castigar algunos de esos crímenes si las autoridades del Estado de jurisdicción no pueden o no quieren hacerlo pero la CPI no podría atraer todos los crímenes de guerra contenidos en los tratados ginebrinos pues no fue establecida para sustituir a los tribunales de los Estados miembros del Estatuto de Roma pero sí para atraer los crímenes más graves y por tanto de trascendencia para la comunidad internacional; de ahí que el artículo 8 del Estatuto de Roma, que se refiere a los crímenes de guerra, disponga: “en particular, cuando se cometan como parte de un plan o política o como parte de la comisión en gran escala de tales crímenes”, los cuales –dice el párrafo tercero del preámbulo del Estatuto de Roma- “constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad” por lo que la comunidad internacional, a través de la CPI tiene el derecho y el deber de ocuparse de ellos, y en su caso de castigarlos, a fin de evitar la impunidad de esos crímenes independientemente de que los Estados continúen teniendo jurisdicción prioritaria para juzgar todos los crímenes de guerra, inclusive los más graves si así lo quieren o lo pueden hacer, de conformidad con lo dispuesto en la legislación ginebrina y en el Estatuto de Roma y como se desprende también de que al establecerse la CPI jamás se dijo que sustituiría a los Estados en su deber de castigar los crímenes previstos en los convenios de Ginebra o en el Estatuto de Roma pues la CPI sólo atrae un crimen que es grave si el Estado de jurisdicción “no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo”. El Estatuto de Roma creó la CPI, según lo dispone su artículo 1, para “ejercer su jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más graves de trascendencia internacional de conformidad con el presente Estatuto y tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales”, es decir, que el Estatuto no impone a los Estados partes en él la obligación de castigar esos crímenes pues sólo en el Preámbulo, y no en el articulado, “recuerda” que “es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales” sin especificar más a qué crímenes internacionales se refiere y tampoco impone a los Estados la obligación de juzgar en sus tribunales estatales los crímenes contenidos en el Estatuto ya que, como antes se dijo, el Estado de jurisdicción podría no poder o no querer juzgar un crimen grave.

En atención a lo anterior es de concluirse que lo procedente es que los Estados Partes, teniendo en cuenta lo dispuesto en los Convenios de 1949, en el Protocolo Adicional I y en el Estatuto de Roma incorporen a su legislación nacional, como alternativas, por una parte, los elementos de los crímenes de la legislación ginebrina y, por la otra, los elementos de los crímenes de guerra a que se refiere el artículo 9 del Estatuto de Roma y que fueron aprobados por los miembros de la asamblea de los Estados Partes en el Estatuto; es decir, que el Estatuto de Roma no sustituye ni modifica la legislación ginebrina y por tanto ésta así como la romana estarían vigentes simultáneamente en un Estado que es Parte en los convenios de Ginebra y en el Estatuto de Roma y el Estado podría juzgar los crímenes previstos en todos los tratados internacionales pero si no juzga un crimen previsto en el Estatuto de Roma, la CPI lo hará. 

Por lo que se refiere a la incorporación de los tratados de DIH al derecho penal nacional se considera que debe hacerse, por una parte, conforme al procedimiento que el derecho interno de un Estado establezca al respecto ya sea transformando los tratados en leyes o bien incorporándolos directamente a su legislación, y por la otra, de conformidad con las reglas pertinentes del Derecho Internacional incluidas las disposiciones correspondientes de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 1969, para los Estados Partes en este tratado.

Debido a la dificultad que han experimentado algunos Estados para incorporar a su legislación los tratados de DIH, se estima conveniente hacer referencia al procedimiento, sencillo y rápido, aunque por eso mismo imperfecto, que algunos Estados han seguido para incorporar al derecho interno los delitos previstos en tratados y que consiste en incluir en el Código Penal un artículo con un texto semejante al siguiente: “Si se comete un delito no previsto en este Código pero sí en un tratado internacional de observancia obligatoria en el Estado, se aplicará el tratado, tomando en cuenta las disposiciones pertinentes del derecho penal interno”.

Por su parte, el CICR, en el documento ya citado, “Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal de los Estados americanos”, hace referencia a este procedimiento en los siguientes términos: “Se podría también concebir proceder por una imputación global de los crímenes de guerra en el derecho nacional mediante una remisión a los tratados y al derecho internacional consuetudinario”.

6.
Temas migratorios: seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano 
Documento
CJI/doc.329/09 
Temas migratorios: seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano
(presentado por la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra)
Durante el 70º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (San Salvador, El Salvador, febrero-marzo, 2007), el doctor Jorge Palacios Treviño propuso la inclusión de este tema en la agenda del Comité. Después de una presentación sobre el desarrollo del tema en la Organización por parte del doctor Dante Negro, Director de la Oficina de Derecho Internacional de la OEA, el Comité Jurídico aprobó la resolución CJI/RES. 127 (LXX-O/07), “La situación jurídica de los trabajadores migratorios y sus familias en el derecho internacional”, mediante la cual decide incluir el tema en su agenda y designar como relatores a los doctores Jorge Palacios Treviño, Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, Ricardo Antônio Silva Seitenfus y Galo Leoro Franco.

Con fecha 9 de julio de 2007, la Oficina de Derecho Internacional distribuyó entre los miembros del Comité Jurídico Interamericano un documento elaborado por dicha Oficina ODI/doc.06/07 titulado “El papel de la OEA en la protección de los derechos humanos de los migrantes”, indicando su sitio web www.oas.org/dil para la obtención de información mucho más amplia sobre el tema.
Durante el 71º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2007), el doctor Dante Negro recordó que la Asamblea General de la OEA de 2005 había aprobado el “Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias”, y que, con base a ese Programa, se había desarrollado una serie de sesiones especiales cuyos informes ya habían sido distribuidos entre los miembros del Comité. Señaló además que con base a dicho Programa se había confeccionado también un plan de trabajo del Secretario General, con un cronograma para el debido cumplimiento del mismo. El doctor Negro sugirió que los miembros consultasen la página web de la ODI sobre trabajadores migratorios, porque además de contener esos documentos en mayor detalle, incluía la legislación de 16 países latinoamericanos en materia de migraciones. Informó que la ODI tiene proyectado incluir, en un futuro, la legislación de los países caribeños.

El co-relator, el doctor Jorge Palacios Treviño hizo la presentación de su informe preliminar titulado “La situación jurídica de los trabajadores migratorios y sus familias en el derecho internacional” (CJI/doc.266/07). 

La co-relatora del tema, doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra presentó el informe titulado “La situación jurídica de los trabajadores migratorios y sus familias en el derecho internacional” (CJI/doc.269/07), indicando que el documento había tomado en cuenta el “Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo los Trabajadores Migrantes y sus Familias”, dos resoluciones de la Asamblea General y las Opiniones Consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

A la luz de las deliberaciones, el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 131 (LXXI-O/07), “La situación jurídica de los trabajadores migratorios y sus familias en el derecho internacional”, mediante la cual se toma nota de los informes presentados por los relatores y se les solicita que presenten, antes del próximo período ordinario de sesiones, un informe consolidado que harán llegar a la Secretaría General.

Durante el 72º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2008), el doctor Dante Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional, informó sobre la organización de un curso, en coordinación con la Organización Internacional para las Migraciones, en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. El curso estaría dirigido al personal de las Misiones Permanentes y de la Secretaría General con el objetivo de profundizar en la temática. Asimismo informó que el Departamento de Derecho Internacional había preparado una carpeta que incluía el Programa Interamericano sobre el tema aprobado por la Asamblea General, el resultado de todas las sesiones especiales realizadas en la Comisión, el plan de trabajo del Secretario General, y una base de datos sobre legislaciones nacionales de los Estados miembros, quedando pendiente incluir la legislación de los países caribeños que aún no se había podido conseguir (documento ODI/doc.01/08, “Principales documentos del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias”).
El Presidente del Comité Jurídico Interamericano se refirió a la evolución del tema en el Comité, los trabajos presentados durante ese período ordinario de sesiones por los relatores, doctor Jorge Palacios: “La situación jurídica de los trabajadores migratorios y sus familias en el derecho internacional” (CJI/doc.266/07 rev.1) y “Manual de los derechos humanos que tienen todos los trabajadores migratorios y sus familias (CJI/doc.287/08)”; y por la doctora Ana Elizabeth Villalta: “Cartilla o manual sobre los derechos de los trabajadores migratorios y sus familias” (CJI/doc.289/08 corr.1). Los relatores, tras la exposición de sus respectivos trabajos y de recibir los comentarios de los demás miembros, decidieron unificar los documentos en un solo texto y someterlo a la apreciación del Comité. 

El Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 139 (LXXII-O/08), “La situación jurídica de los trabajadores migratorios y sus familias en el derecho internacional” mediante la cual agradece a los relatores la presentación del documento consolidado CJI/doc.292/08, “Cartilla o manual sobre los derechos de los trabajadores migratorios y sus familias”, y acoge dicho documento, trasladándolo al Consejo Permanente para su información, y por su intermedio, a los Estados miembros de la OEA para que le den la difusión que estimen conveniente en sus respectivos países, como una forma de coadyuvar al respeto y promoción de los derechos de los trabajadores migratorios y sus familias.
Con fecha 24 de marzo de 2008, el Departamento de Derecho Internacional envió dicho documento y la respectiva resolución al Consejo Permanente de la OEA.

Durante el 73o período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2008), el grupo de trabajo, formado por los doctores Ricardo Seitenfus, Mauricio Herdocia Sacasa y Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, presentó el proyecto de resolución “Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea”, documento CJI/doc.311/08, el cual fue aprobado por unanimidad como resolución CJI/RES. 150 (LXXIII-O/08).

Con fecha 10 de septiembre de 2008, el Consejo Permanente de la OEA tomó nota de esta resolución, la cual fue remitida a la Comisión Especial sobre Asuntos Migratorios para su consideración. Al día siguiente se publicó un comunicado de prensa con el contenido de la resolución respectiva.

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el Presidente, doctor Jaime Aparicio, recordó que se había decidido agrupar bajo temas migratorios la evaluación y seguimiento de las opiniones del Comité, tanto la Opinión sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea, como la de la Cartilla o Manual sobre los derechos humanos de los trabajadores migratorios.
Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra recordó que la Asamblea General de San Pedro Sula, en el preámbulo de la resolución AG/RES. 2502 (XXXIX-O/09), “Los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familias”, tomó en cuenta la resolución CJI/RES. 150 (LXXIII-O/08), “Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea”, aprobada por el Comité el 8 de agosto de 2008. Más por otro lado no se había tenido noticias sobre el destino de la Cartilla. 
La doctora Villalta destacó que en la sesión de Bogotá se decidió dar seguimiento a las opiniones del Comité, pero sin llegar a un consenso sobre la mejor manera de difusión, o si los trabajos del Comité solo serían difundidos en la página web, o bien en foros académicos, si los relatores pueden participar de las reuniones de los órganos políticos de la Organización, en fin, cuál es el destino que se quiere dar a las opiniones jurídicas emitidas por el Comité. Enfatizó la cuestión del plazo para evacuación de informes, puesto que en ocasiones pasadas las opiniones llegaron a los órganos cuando éstos ya no las necesitaban. En ese período de sesiones, la doctora Villalta presentó el documento CJI/doc.329/09 titulado “Temas Migratorios: Seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano”.
En relación a la difusión de la Cartilla, el doctor Palacios informó que en la Universidad Iberoamericana no solamente se ha publicado en el anuario, sino que como un documento individual para ser utilizado por los jesuitas en las fronteras de los países.

El Presidente aclaró que recientemente lo habían invitado para hablar sobre temas migratorios en una reunión en que participaron Embajadores Representantes Permanentes de los Estados miembros ante la OEA así como de Estados Observadores de Europa y representantes de ONGs. En dicha oportunidad, pudo percibir que no todos los participantes tenían conocimiento sobre los trabajos del Comité y que le habían solicitado informaciones sobre la Cartilla. Opinó que la resolución sobre la Directiva de Retorno contiene principios jurídicos sumamente sólidos, destacando que la misma reafirma que el estatus de un migrante no puede ser considerado como crimen en sí mismo. Considera que la asistencia de los miembros del Comité Jurídico a las sesiones de la OEA sobre temas de la agenda del Comité es importante y por ende se trataría de aprovechar la presencia del doctor Stewart en Washington para intensificar aún más la participación del Comité en dichas reuniones.

El doctor Dante Negro ratificó que los trabajos mencionados por la relatora fueron enviados a la CAJP; y que también se trató de incluirlos en la página web. Sin embargo, subrayó que con sólo enviar un informe a los órganos políticos no es suficiente, entendiendo que es imprescindible una mayor participación de los relatores en las reuniones que traten sobre sus respectivos temas. En este contexto, consideró que el trabajo de difusión debe ser cumplido tanto por los miembros como por la Secretaría. El doctor Arrighi coincidió con esta opinión, exhortando a los propios miembros a ser difusores en sus países no solo del trabajo del Comité sino que también del Curso de Derecho Internacional. Por su parte, el doctor Novak comentó que corresponde también a los funcionarios de la OEA proponer a los órganos de la Organización que consideren la participación del Comité en temas en estudio, en los cuales el Comité pueda brindar una contribución efectiva. 
El Presidente recogiendo los comentarios vertidos por los miembros, consultó sobre la pertinencia de reagrupar o unir el tema de refugio con los temas migratorios, propuesta que no fue aprobada, manteniéndose los dos temas por separado, ya que el tema de refugio proviene de un mandato específico de la Asamblea General, meritando cada uno un tratamiento propio.  Finalmente, instó a brindarle un seguimiento apropiado. 

A continuación se presenta el documento preparado por la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra:

CJI/doc.329/09

TEMAS MIGRATORIOS:
SEGUIMIENTO DE LAS OPINIONES DEL
COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO

(presentado por la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra)

El Comité Jurídico Interamericano durante su 74º período ordinario de sesiones, celebrado en Bogotá, Colombia, en marzo de 2009, consideró la necesidad de que se diera un seguimiento a las opiniones emanadas del mismo, por lo que se decidió en dicho período agrupar bajo “temas migratorios” la evaluación y seguimiento de las opiniones del Comité, tanto la opinión sobre la “Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea”, como la de la “Cartilla o Manual sobre los Derechos de los Trabajadores Migratorios y sus Familias”, quedando en el temario de la siguiente manera: “Temas Migratorios: Seguimiento de las Opiniones del Comité Jurídico Interamericano”, designando como relatores del tema los doctores David P. Stewart y Ana Elizabeth Villalta Vizcarra.

En ese sentido, tomando en cuenta que durante el 73º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano, celebrado en Rio de Janeiro en agosto de 2008, el Grupo de Trabajo formado por los doctores Ricardo Seitenfus, Mauricio Herdocia Sacasa y Ana Elizabeth Villalta Vizcarra presentó el documento CJI/doc.311/08 denominado “Proyecto de resolución: Opinión sobre la Directiva de Retorno aprobada por la Unión Europea”, los miembros del Comité, después de analizar dicho documento, acordaron adoptarlo por unanimidad en sesión realizada el 8 de agosto de 2008 bajo la resolución CJI/RES. 150 (LXXIII-O/08), “Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea”.

En dicha sesión, se determinó además por los miembros del Comité Jurídico Interamericano que la mencionada resolución se enviara a través de su Presidente al Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos (OEA), con fecha 10 de septiembre de 2008. El Consejo Permanente de la OEA tomó nota de esta resolución y fue remitida a la Comisión Especial sobre Asuntos Migratorios para su consideración, la cual al día siguiente publicó un “Comunicado de Prensa” conteniendo parte de dicha resolución, el cual literalmente expresó:

EL COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO, en la resolución CJI/RES. 150 (LXXIII-O/08), adoptó una Opinión en relación con la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea en la cual resolvió, entre otras cuestiones, las siguientes:

1. 
Manifestar su preocupación por la aplicación o interpretación que puede darse al contenido de la directiva aprobada por el Parlamento de la Unión Europea de manera que no guarde consistencia con los instrumentos internacionales en materia de respeto y tutela de los derechos humanos de los migrantes, por las siguientes razones:

· Resguarda inadecuadamente la garantía del debido proceso de los migrantes sujetos a expulsión;

· Implica mecanismos de internamiento inconsistentes con los principios de derecho internacional y las disposiciones contenidas en los ordenamientos jurídicos internos de los Estados;

· Brinda una inadecuada protección a migrantes en condiciones vulnerables, en especial, cuando se refiere a niños, niñas y adolescentes, o cuando se refiere a situaciones que puedan afectar la unidad familiar;

2. Reiterar categóricamente que ningún Estado debe tratar como un delito en sí mismo el estatus migratorio de una persona, ni dar pie, por ese solo hecho, a la adopción de medidas de carácter penal o de efecto equivalente.

3. Manifestar la necesidad de adecuar, por los medios que se estime idóneos, la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea, según parámetros consistentes con las obligaciones internacionales en la materia, tanto de origen convencional como consuetudinario, de manera que no se preste a una interpretación o aplicación indebida.

En el XXXIX período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, celebrada en San Pedro Sula, Honduras, del 1 al 4 de junio de 2009, se aprobó la resolución AG/RES. 2502 (XXXIX-O/09) denominada “Los Derechos Humanos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familias”, en la cual en la parte preambular tuvo en cuenta, entre otros, la resolución CJI/RES. 150 (LXXIII-O/08), “Opinión del Comité Jurídico Interamericano sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea”, la cual resolvió:

1. Exhortar a los Estados a promover y proteger de manera efectiva los derechos humanos y libertades fundamentales de todos los trabajadores migratorios y sus familias, particularmente de las mujeres y los niños, sin importar su estatus migratorio, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos.

2. Expresar su preocupación por la legislación y las medidas adoptadas por algunos Estados que pueden restringir los derechos humanos y las libertades fundamentales de los migrantes, y reafirmar que los Estados, al ejercer su derecho soberano de promulgar y aplicar medidas relativas a la migración y la seguridad de sus fronteras, deben cumplir las obligaciones que les incumben en virtud del derecho internacional, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, a fin de que se respeten plenamente los derechos humanos de los migrantes.

3. Condenar enérgicamente las manifestaciones o actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia contra los migrantes, entre otras, aquellas, relacionadas con el acceso al empleo, la formación profesional, la vivienda, la instrucción, los servicios de atención de la salud, los servicios sociales y los destinados al uso público, e instar a los Estados a que apliquen y refuercen las leyes y políticas vigentes para atender estas situaciones, en particular para evitar la impunidad de quienes cometen actos de racismo o xenofobia. 

4. Reiterar categóricamente que ningún Estado debe tratar como un delito en sí mismo el estatus migratorio de una persona, ni dar pie, por ese solo hecho, a la adopción de medidas de carácter penal o de efecto equivalente.

5. Pedir a todos los Estados que, de conformidad con la legislación nacional e instrumentos jurídicos internacionales aplicables de que son partes, hagan cumplir de manera efectiva la legislación laboral y actúen cuando se infrinja dicha legislación con respecto a las relaciones laborales y condiciones de trabajo de los trabajadores migratorios, entre otras, las relativas a la remuneración y las condiciones de higiene y seguridad en el trabajo y al derecho a la libertad de asociación. 

6. Alentar a los Estados a facilitar la transferencia segura, rápida y sin restricciones de las remesas de los migrantes a sus países de origen o cualquier otro país, de conformidad con la legislación aplicable, teniendo en cuenta que se trata de fondos propios de los migrantes y a que consideren, cuando proceda, medidas para resolver otras dificultades que puedan obstaculizar dichas transferencias. 

7. Reafirmar que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre asegura que toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos; asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.

8. Acoger con beneplácito los programas de inmigración adoptados por algunos países, que permiten a los migrantes integrarse plenamente a los países de acogida, facilitan la reunificación familiar y promueven un ambiente de armonía, tolerancia y respeto, y alentar a los Estados a que consideren la posibilidad de adoptar este tipo de programas. 

9. Pedir a todos los Estados, las organizaciones internacionales y otros interesados pertinentes que, en sus políticas e iniciativas sobre cuestiones relacionadas con la migración, tengan en cuenta el carácter mundial del fenómeno de las migraciones y presten la debida consideración a la cooperación internacional, regional y bilateral en este ámbito, mediante la organización de diálogos sobre la migración en los que participen los países de origen, destino y tránsito y la sociedad civil, incluidos los migrantes, con miras a tratar exhaustivamente, entre otras cosas, sus causas y consecuencias y el problema de los migrantes indocumentados o irregulares, dando prioridad a la protección de los derechos humanos de los migrantes; dichos diálogos deberían incluir el intercambio de experiencias positivas y buenas prácticas en los procesos de regularización de los migrantes en los países de acogida.

10. Reafirmar categóricamente el deber de los Estados Parte en la Convención de Viena de 1963 sobre Relaciones Consulares de cumplir con dicha Convención, incluida la obligación de los Estados Parte en cuyo territorio ocurre la detención de nacionales extranjeros de informar a éstos sobre su derecho a comunicarse con sus oficiales consulares y, en ese sentido, llamar a la atención de los Estados la Opinión Consultiva OC-16/99 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como el fallo de la Corte Internacional de Justicia del 31 de marzo de 2004, en el caso Avena y otros nacionales mexicanos, relativos a la obligatoriedad del cumplimiento del artículo 36 de la Convención de Viena.
11. Llamar a la atención de los Estados la Opinión Consultiva OC-18/03, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual sostiene que “la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, incluyendo los de carácter laboral”.

12. Alentar a los Estados Miembros a que consideren la adopción de programas para lograr la integración de los migrantes en sus sociedades, con el objeto de promover un ambiente de armonía, tolerancia y respeto. 
13. Alentar el diálogo constructivo y la cooperación entre los Estados Miembros para perfeccionar sus políticas y prácticas migratorias, con miras a contemplar la protección adecuada de todos los migrantes, incluyendo los trabajadores migratorios y sus familias, así como para promover procesos migratorios de acuerdo con el orden jurídico interno de cada Estado y el derecho internacional aplicable. 
14. Instar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos, y a que tomen las medidas necesarias para garantizar los derechos humanos de todos los migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias. 

15. Exhortar a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación de la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares.

16. Encomendar al Consejo Permanente que continúe apoyando los trabajos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sobre esta materia y que tenga en cuenta los esfuerzos de otros organismos internacionales en favor de los trabajadores migratorios y de sus familias, con miras a contribuir a mejorar su situación en el Hemisferio y, en particular, en lo que fuere apropiado, los esfuerzos de la Relatoría Especial de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Migrantes, así como los de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM).

17. Encomendar al Secretario General, a los órganos, organismos y entidades pertinentes de la organización que continúen dando seguimiento al Programa Interamericano y al Plan de Trabajo, presentado por el Secretario General de la OEA el 13 de febrero de 2007, mediante el documento CP/CAJP-2456/07 y solicitarles que incluyan en sus informes anuales al cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General sus acciones dirigidas a la implementación de las actividades enunciadas en el Programa; 

18. Alentar a los Estados a que, en la formulación, ejecución y evaluacion de sus políticas migratorias consideren las actividades optativas sugeridas en el Programa Interamericano para la Promocion y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias.
19. Alentar a los Estados Miembros a colaborar en los procesos de intercambio de información y experiencias, en el marco de la Conferencia Regional sobre Migración (CRM), la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones (CSM), la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM) de la OEA, el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR y el Foro Andino de Migraciones, con objeto de vincular y acercar posiciones en materia de migración.
20. Convocar, conforme a lo establecido en el Programa Interamericano, a una sesión de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) en el primer semestre de 2010, con la participación de expertos gubernamentales, representantes de los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, de otras organizaciones internacionales y de la sociedad civil, con el propósito de intercambiar mejores prácticas y actividades llevadas a cabo durante el pasado año en apoyo del Programa, así como nuevas propuestas que puedan incorporarse al Programa.

21. Encomendar al Secretario General que lleve a cabo una actualización del Plan de Trabajo para la implementación del Programa (CP/CAJP-2456/07), a fin de que la distribución de las actividades sea acorde con la nueva estructura de la Organización y que presente esa actualización a la CAJP.

22. Solicitar a los órganos, organismos y entidades de la OEA que informen a la CAJP, en el primer trimestre de 2010, sobre la implementación de las actividades asignadas por el Programa Interamericano, mediante un cuadro comparativo de tareas asignadas, avances logrados y fechas previstas para el logro de las tareas pendientes.

23. Exhortar a los Estados miembros, observadores permanentes, organizaciones regionales, internacionales y de la sociedad civil a que realicen contribuciones voluntarias al “Fondo del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias”.
24. Instar a la Secretaría General a que, a través de la Secretaría de Asuntos Jurídicos difunda el Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias.

25. Solicitar a la Secretaría General a que considere la transversalidad y prioridad de los derechos humanos de los migrantes para una labor coordinada de todos los órganos, organismos y entidades pertinentes de la OEA, así como asegurar los Estados que los trabajos se complementen con aquellos que se realizan en la Comisión Especial de Asuntos Migratorios.

26. Encomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que:

a) Considere la conveniencia de participar en proyectos conjuntos de cooperación en la materia desarrollados por la SEDI; 

b) Proporcione a la Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias los medios necesarios y adecuados para el desempeño de sus funciones, de conformidad con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos; y
c) Presente al Consejo Permanente sendos informes sobre la situación de los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familias antes del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
27. Invitar a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y otras fuentes a que contribuyan al Fondo Voluntario de la Relatoría Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias, de la CIDH.

28. Instar a los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de invitar al Relator Especial sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias a que visite sus países, a fin de que pueda desempeñar con eficacia su mandato.

29. Solicitar a la Secretaría General que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución, cuya ejecución estará sujeta a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos.

En dicha resolución se toman muchos de los argumentos utilizados por el Comité Jurídico Interamericano en su “Opinión sobre la Directiva de Retorno aprobada por el Parlamento de la Unión Europea”, sobre todo cuando se refiere a que ningún Estado debe tratar como un delito en sí mismo el estatus migratorio de una persona, ni dar pie, por ese solo hecho, a la adopción de medidas de carácter penal o de efecto equivalente, entre otros.

En cuanto a la relatoría de la “Situación Jurídica de los Trabajadores Migratorios y sus Familias en el Derecho Internacional”, el Comité Jurídico Interamericano en su 70º período ordinario de sesiones (26 de febrero al 9 de marzo de 2007), celebrado en la ciudad de San Salvador, El Salvador, aprobó la resolución CJI/RES. 127 (LXX-O/07) denominada “La Situación Jurídica de los Trabajadores Migratorios y sus Familias en el Derecho Internacional”, en la que se consideró que la migración de trabajadores y sus familias, documentados o indocumentados, es un asunto que interesa a todos los Estados del Continente Americano; que es necesario conocer los aspectos jurídicos de la movilidad humana especialmente lo relativo a los derechos humanos, a fin de que se reflejen en los trabajadores migratorios; que es conveniente tener presente la labor realizada en el Sistema Interamericano en esta materia.

El Comité Jurídico Interamericano, al considerar este tema en su 71º período ordinario de sesiones celebrado en Rio de Janeiro, Brasil, del 30 de julio al 10 de agosto de 2007, aprobó la resolución CJI/RES. 131 (LXXI-O/07) en la que tomó nota de los informes CJI/doc.266/07 y CJI/doc.269/07 denominados la “Situación Jurídica de los Trabajadores Migratorios y sus Familias en el Derecho Internacional” presentados respectivamente, por los relatores del tema doctores Jorge Palacios Treviño y Ana Elizabeth Villalta Vizcarra.

En dicha resolución el Comité Jurídico Interamericano resolvió en su numeral 3º, “Aceptar la oferta de los co-relatores de elaborar un proyecto de cartilla o manual sobre los derechos de los trabajadores migratorios y sus familias, con base en el derecho internacional, para que de esa manera puedan reclamar su cumplimiento”.

En atención al dispuesto por la resolución CJI/RES. 131 (LXXI-O/07), los relatores del tema presentaron en el 72º período ordinario de sesiones del CJI, un Proyecto de Cartilla o Manual sobre los derechos de los trabajadores Migratorios y sus Familias, tomando en cuenta el Derecho Internacional y la labor realizada por el Sistema Interamericano en esta materia. Dicha Cartilla fue enviada en su oportunidad al Consejo Permanente de la Organización para su consideración, pero no se determinó su seguimiento.

En ese sentido, sería conveniente que el Comité Jurídico Interamericano creara un mecanismo de seguimiento de sus opiniones, el cual podría estar a cargo de la Presidencia o de la Secretaría del Comité o por los relatores del informe, este tema podría abordarse en el presente 75º período ordinario de sesiones del CJI, con el objeto de determinar el mecanismo más adecuado.

Tomando en cuenta que el Comité Jurídico Interamericano tiene una capacidad consultiva prácticamente ilimitada, ya que la misma Carta de la Organización de los Estados Americanos cuando se refiere al Comité Jurídico Interamericano establece en su artículo 99: “El Comité Jurídico Interamericano tiene como finalidad servir de cuerpo consultivo de la Organización en asuntos jurídicos; ...”. En este sentido, el Comité Jurídico Interamericano puede brindar un sinnúmero de opiniones a las que se les tendría que dar el adecuado seguimiento.

De igual manera, el Comité Jurídico Interamericano puede emitir opiniones de conformidad al artículo 100 de la Carta de la OEA, cuando éstas le sean solicitadas por la Asamblea General de la Organización, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o los Consejos de la Organización, además de las que pueda realizar por iniciativa propia, de las que también tendría que dársele seguimiento.

Asimismo, sería conveniente que el Comité Jurídico Interamericano estableciera un mecanismo de difusión de sus informes y opiniones no solamente en los distintos Órganos de la OEA, sino también en otros Foros Internacionales que tengan relación con los diversos temas, y con la Sociedad Civil (especialmente en los Foros Académicos), con la finalidad de que sea conocida por todos los sectores la labor consultiva del Comité Jurídico Interamericano.

También, debería de evaluarse la participación de los relatores de los distintos temas en las Sesiones del Consejo Permanente y de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, cuando estos se traten en los mismos, lo que permitirá un intercambio con los Órganos Políticos de la Organización, teniendo así una medida de cómo se están tratando los temas, ya que es necesario una relación más estrecha entre el Comité Jurídico y los Órganos Políticos, así como también con los Estados Miembros de la OEA.

En el mecanismo de seguimiento que se defina para las opiniones del Comité Jurídico Interamericano, también se debería de analizar la oportunidad en que dichas opiniones deberían brindarse a efecto de que las mismas coincidan con la agenda de los Órganos de la Organización y sirvan a éstos en el momento indicado, solamente de esta manera cobrarán relevancia las opiniones del Comité y serán de utilidad para dichos Órganos. 

En razón de lo anterior y tal como se planteó en el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano, celebrado en Bogotá, Colombia, en marzo de 2009, es conveniente retomar el análisis del mismo en este 75o período ordinario de sesiones con el objeto de determinar el mecanismo más apropiado de seguimiento y difusión de las opiniones de este Comité, con el objeto de que las mismas sean de gran utilidad para el Sistema Interamericano.

7.
Formas innovadoras del acceso a la justicia en las Américas

Durante su 66º período ordinario de sesiones (Managua, Nicaragua, 28 de febrero–11 de marzo, 2005), el Comité Jurídico Interamericano incluyó en su agenda el tema Principios de Ética Judicial. 

La Asamblea General, durante su 35º período ordinario de sesiones (Fort Lauderdale, Estados Unidos de América, junio, 2005), mediante resolución AG/RES. 2069 (XXXV-O/05), “Observaciones y recomendaciones al informe anual del Comité Jurídico Interamericano”, resolvió alentar las iniciativas que pueda adoptar el Comité para realizar estudios con otros órganos del sistema interamericano, y en particular con el CEJA, en distintos aspectos tendientes al fortalecimiento de la administración de justicia y de la ética judicial.

Durante el 70º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (San Salvador, El Salvador, febrero-marzo, 2007), la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, relatora del tema, presentó el informe CJI/doc.238/07, “Principios de ética judicial”, y el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 126 (LXX-O/07), “Administración de justicia en las Américas: ética judicial y acceso a la justicia”, mediante la cual designó como co-relatores del tema, junto a la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra, a los doctores Ricardo Antônio Silva Seitenfus y Freddy Castillo Castellanos. También destacó el estrecho vínculo que existe entre la ética judicial y el acceso a la justicia como temas fundamentales para la administración de la justicia y el fortalecimiento del Estado de Derecho en las Américas. Igualmente resolvió mantener el tema en su agenda con el título: “Administración de justicia en las Américas: ética judicial y acceso a la justicia” y solicitó a los relatores que continúen actualizando el informe presentado con miras a la elaboración de un texto que recoja los principios de ética judicial en el sistema interamericano.

La Asamblea General durante su 37º período ordinario de sesiones (Panamá, junio, 2007), no realizó ninguna solicitud al Comité Jurídico Interamericano sobre este tema.

Durante el 71º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2007), el Comité decidió encomendar a los relatores un informe acerca de los alcances del tema de la ética judicial y acceso a la justicia en el contexto del derecho internacional, incluyéndose las formas alternativas.

Durante el 72º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2008), se decidió cambiar el título por “formas innovadoras del acceso a la justicia en las Américas”. 

En la oportunidad, el doctor Freddy Castillo sugirió una reformulación del tema, eliminándose lo referido a “ética judicial”. Enfatizó que el enfoque debía estar situado en los mecanismos de acceso a la justicia, que por su dimensión amplia podría desarrollarse en el marco de otros temas, incluso a la luz de la Carta Democrática Interamericana.

El doctor Ricardo Seitenfus propuso que se delimitara el tema de acceso a la justicia. Recordó la gran debilidad del Estado frente a la lucha contra los crímenes transnacionales, como el tráfico de armas, de mujeres, de niños, temas muy presentes en donde es necesario y urgente aunar esfuerzos orientados a fortalecer la cooperación judicial entre los Estados de la región. En tal sentido consideró que el tema de la cooperación judicial es más sensible e importante que el intentar elaborar un código de ética. 

La doctora Hyacinth Evadne Lindsay constató que la elaboración de códigos de ética judicial debe estar en manos de los jueces y ser acorde al propio derecho interno. Opinó que el acceso a la justicia es un tema de mayor relevancia, en razón de la permanente construcción del derecho y por consiguiente a la formulación de nuevos métodos alternativos de solución de conflictos para permitir más fácil acceso a los juzgados. 

Con fecha 25 de junio de 2008, en cumplimiento a la solicitud planteada por el doctor Guillermo Fernández de Soto, el Departamento de Derecho Internacional envió a los miembros del Comité Jurídico Interamericano un resumen de los trabajos que sobre el tema se han desarrollado en los últimos años en el seno del Banco Interamericano de Desarrollo y del Banco Mundial, con las respectivas referencias a las páginas web donde se puede encontrar mayor información sobre dichos trabajos, así como el Informe Final del Proyecto “Lineamientos y Buenas Prácticas para un Adecuado Acceso a la Justicia en las Américas”, realizado en el marco de la Secretaría General de la OEA.

Durante el 73o período ordinario del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2008), el doctor Freddy Castillo Castellanos, relator del tema, presentó el documento CJI/doc.315/08, “El Acceso a la Justicia: consideraciones preliminares”, con miras a recabar observaciones de los demás miembros sobre el enfoque del tema y, posteriormente, presentar un informe más detallado. 

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el doctor Dante Negro, Director del Departamento de Derecho Internacional, recordó que en agosto de 2008 el Comité discutió el tema sobre la base de un documento presentado por el relator y que se esperaba algún tipo de profundización sobre el tema en el presente período de sesiones. El doctor Negro informó que el Departamento de Derecho Internacional había iniciado en enero de 2009 la ejecución de un proyecto financiado por CIDA-Canadá con relación al apoyo a consultorías gratuitas de dos universidades del hemisferio, una en Honduras y otra en Paraguay, en aras de reforzar el acceso a la justicia por parte de los sectores menos favorecidos. El objetivo del proyecto, indicó, es dotar a dichas consultorías de herramientas más eficientes en su funcionamiento, y utilizarlas como proyectos piloto para su difusión en otros países de las Américas, además de elaborar, con base a dicha experiencia, un informe con recomendaciones de cómo mejorar el acceso a la justicia por parte de sectores pobres y sin acceso real a dicho sistema.

Por su parte, el doctor Freddy Castillo recordó los antecedentes del tema contenido en su informe anterior, manifestando que le gustaría conocer con mayor detalle las actividades que la Secretaría de Asuntos Jurídicos viene desarrollando sobre la materia, en particular, los enlaces con las facultades de derecho, consultorías jurídicas y sobre la implementación del programa de facilitadores judiciales, con el fin de avanzar en su estudio.

El doctor Jean-Michel Arrighi, Secretario de Asuntos Jurídicos, destacó que uno de los proyectos que se está desarrollando es el programa de facilitadores judiciales en zonas rurales, que tuvo su origen en Nicaragua y que hoy se está extendiendo a Panamá, Paraguay, Ecuador y próximamente Honduras. También dio a conocer el trabajo con Ecuador en la implementación de centros de mediación en material civil.

Como complemento, el doctor Dante Negro informó que próximamente se llevará a cabo una evaluación de estos programas con el fin de reformular aquellos asuntos donde se encuentren recomendaciones, aprovechando las experiencias del programa de facilitadores judiciales y el de los consultorios jurídicos.

A raíz de una consulta del doctor Fabián Novak Talavera sobre cuáles son las líneas y metas determinadas para el tema de acceso a la justicia, el doctor Freddy Castillo se refirió al origen del tema, explicando que estaba dirigido a la elaboración de un código de ética para los Estados miembros de la Organización. 

Tras un intercambio de opiniones, el Comité Jurídico estableció que el asunto más importante consiste en abordar el acceso a la justicia en formas innovadoras para ampliar los canales de acceso a la misma y que el rol del Comité en la materia sería semejante al que el Comité ha brindado en el tema del derecho al acceso a la información, es decir, aprobar pautas generales para promover el acceso a la justicia, que sería un tema de seguimiento del Comité Jurídico Interamericano.

El doctor Jean-Paul Hubert opinó que el Comité Jurídico no es un órgano ejecutor o evaluador de programas de la OEA. Adicionalmente, manifestó que el Comité debe tener claro cuál es su rol en el tema de Haití. Consideró que el Comité Jurídico debería orientar su trabajo únicamente a elaborar pautas generales, pero evitar involucrarse en la implementación de programas en concreto. Solicitó que se circulara el documento Making the law work for everyone de la Commission on Legal Empowerment of the Poor, el cual destaca cuatro pilares para el acceso a la justicia de los menos favorecidos en coincidencia con el tema en discusión.

El doctor Fabián Novak propuso al Comité aprovechar el trabajo mencionado por el doctor Negro, elaborando un listado de las dificultades que se presentan en nuestros países en materia de acceso a la justicia y así mismo las soluciones y mecanismos innovadores que vienen consagrándose en las legislaciones internas, información que puede servir de base para la elaboración de una guía sobre la materia. 

El doctor Jean-Michel Arrighi recordó las diferentes formas en que el Comité Jurídico Interamericano había abordado este tema de acceso a la justicia en el pasado, enfocándose en un inicio a la independencia del poder judicial en los países, y cuya relatoría estuvo a cargo del doctor Jonathan T. Fried de Canadá, informe que fue presentado al Consejo Permanente y la Asamblea General, con una serie de recomendaciones finales. Señaló que en una segunda etapa el relator del tema, el doctor Luis Marchand Stens, de Perú, había hecho un informe con base en su experiencia como consultor del BID en el área de reforma del Estado, refiriéndose al tema de sectores de la sociedad que no tienen acceso a la justicia. Indicó que el próximo estudio del Comité Jurídico debería entonces tener en cuenta lo que ya se ha tratado anteriormente ya sea para hacer una actualización de los informes anteriores o para proponer nuevos enfoques. Añadió que con respecto a Haití se está trabajando en conjunto con el doctor Ricardo Seitenfus, ex miembro del Comité Jurídico, acerca del tema sobre normativas legales de acceso a la justicia de personas con discapacidad. En el caso en que se concrete esta iniciativa, el tema podría avanzar con la cooperación del Comité.

El doctor Jaime Aparicio Otero comentó sobre un trabajo desarrollado por el Banco Mundial que trata del acceso a la justicia, en el que se evidencia la problemática de las prisiones preventivas al poner en la cárcel personas que por un delito quedan detenidas por más tiempo del debido y sin juzgamiento. Este tema es fundamental y hasta el momento no se ha encontrado solución, por lo que podría ser objeto de estudio para el Comité, indicó.

La doctora Ana Elizabeth Villalta recordó que el tema ha sido abordado por las Cumbres Judiciales Ibero-Americanas y Centroamericanas, en dos formas: la primera, la justicia que se tiene que brindar de forma ágil y eficaz, y que significa un desafío para los órganos judiciales, y la segunda, en cómo las personas pueden acceder a la justicia. Afirmó que los programas desarrollados por la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA vienen al encuentro de esos dos objetivos, y por ende, le parece difícil determinar en estos momentos qué rumbos podría tomar el Comité en la conducción de la materia.

El doctor Guillermo Fernández de Soto recomendó al Presidente del Comité Jurídico Interamericano que, con la colaboración la Secretaría de Asuntos Jurídicos, examine el programa sobre métodos alternativos de solución de conflictos, con énfasis en la conciliación comunitaria, realizado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el cual se ha implementado con leyes modelo o de prototipo en diferentes legislaciones de América Latina para proteger a las clases menos favorecidas. Opinó que el Comité no podría dejar de lado el examen de los métodos de solución de controversias en materia comercial, proponiendo examinar lo que está pasando sobretodo en el área de inversiones y comercio, en escenarios distintos de carácter bilateral o multilateral, dado que a los Estados se les esta tratando cada vez más como particulares.

La doctora Hyacinth Lindsay apoyó la propuesta del doctor Fernández de Soto, resaltando que en los métodos alternativos de controversias el aspecto más positivo es que las partes lleguen a una conformidad, sin las interminables disputas de los tribunales.

El doctor Mauricio Herdocia Sacasa recordó que hay ya un trabajo avanzado dentro del proyecto de facilitadores judiciales, y destacó que por tal motivo el Comité Jurídico debería retomar esa experiencia para encargarle al relator la elaboración de un estudio general sobre las formas alternativas o complementarias de acceso a la justicia y de solución de controversias, acudiendo a los trabajos ya hechos por el Comité y contando con un inventario comentado. Lo anterior con el fin de que el Comité Jurídico Interamericano pueda destacar un área en especial para definir los rumbos del tema.

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el doctor Freddy Castillo Castellanos presentó el informe CJI/doc.336/09, “Formas innovadoras del acceso a la justicia en las Américas”, el cual enuncia principios y formula alternativas con miras a una futura orientación del Comité. Luego de un rico intercambio se solicitó al relator presentar un primer borrador de principios para la apreciación del órgano en marzo de 2010.

8.
Reflexiones sobre una jurisdicción interamericana de justicia

Durante el 71º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2007), el Presidente del Comité Jurídico Interamericano, doctor Jean-Paul Hubert, recordó el origen del tema en el seno del Comité Jurídico, cuando a propuesta del doctor Eduardo Vio Grossi fue incluido en el punto referido a los desafíos del Comité en su centenario. El doctor Vio había presentado un documento preliminar en el período ordinario de sesiones anterior, el cual no pudo ser analizado en dicha oportunidad: CJI/doc.241/07, “Tribunal Interamericano de Justicia (tij): algunas consideraciones sobre los desafíos del Comité Jurídico Interamericano al cumplir cien años”.

El doctor Eduardo Vio Grossi sometió en el mismo período ordinario de sesiones un nuevo informe, CJI/doc.267/07, “Tribunal Interamericano de Justicia (TIJ)”, reiterando que lo que le había servido de orientación a ese respecto es el deseo de que el Comité Jurídico se vinculara más íntimamente a los temas de la Organización. En ese sentido señaló que existía un vacío en el sistema interamericano dado que la OEA no cuenta con una instancia jurisdiccional, mientras que la ONU cuenta con la Corte Internacional de Justicia. En su opinión, sería importante retomar la creación de un órgano interamericano de justicia, a ser incluido en la Carta de la OEA, de carácter autónomo y cuyas finalidades serían la solución de controversias y la emisión de opiniones consultivas. A su parecer, el Comité Jurídico podría asumir el rol de tribunal en ambas situaciones. Al emitir una opinión consultiva, el Comité realizaría la interpretación jurídica de la consulta, la cual tendría más fuerza que sus informes o estudios. En cuanto a la función jurisdiccional, el doctor Vio admitió que presentaba más dificultades a la luz de la baja aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos o incluso el propio Pacto de Bogotá, el cual remite la solución de controversias entre Estados americanos a la Corte Internacional de Justicia. Consideró que para cumplir con dicho papel no sería necesario reformar la Carta, siendo suficiente apenas que se faculte al Comité Jurídico a actuar como tribunal en el caso de controversias entre Estados miembros de la OEA. Expresó también que el momento es propicio, teniendo en cuenta que una de las grandes preocupaciones en las relaciones entre los países de las Américas es la seguridad jurídica, siendo para ello necesario contar con mecanismos de solución de controversias. El relator indicó que esta era una tarea a la cual el Comité Jurídico no debe renunciar, pues de esa forma este Órgano se adaptaría a las circunstancias, y estaría adquiriendo una dimensión más moderna con un sentido práctico de la realidad del Continente. 

A la luz de todas estas discusiones, el Comité Jurídico Interamericano aprobó la resolución CJI/RES. 134 (LXXI-O/07), “El Tribunal Interamericano de Justicia (TIJ)”, mediante la cual toma nota del informe del doctor Eduardo Vio Grossi y resuelve continuar analizando el tema, teniendo presente lo desarrollado en los documentos ya presentados. Asimismo, se solicitó al relator del tema que, si lo consideraba conveniente, y sin perjuicio de lo que pudieran presentar los demás co-relatores, eleve un nuevo informe, antes del 31 de diciembre de 2007. El doctor Eduardo Vio Grossi presentó un voto razonado (CJI/doc.283/07) a esa resolución.

Durante el 72º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, marzo, 2008), el doctor Mauricio Herdocia Sacasa propuso que se reformulara la idea inicial de este tema, que consistía en que el Comité Jurídico asumiera funciones jurisdiccionales, por parecerle compleja, cuando en el sistema interamericano el Pacto de Bogotá, en su artículo 31, remite la solución de controversias a la Corte Internacional de Justicia. Recordó que la propuesta de contar con un tribunal internacional había sido retomada por el Secretario General y que por ende consideraba que valía la pena estudiar la creación de un tribunal, sin vincularlo necesariamente al Comité Jurídico.

Luego de un intercambio de opiniones, los miembros decidieron mantener el tema en la agenda, cambiando el título por el de “Reflexiones sobre una Jurisdicción Interamericana de Justicia”, presentándolo bajo una nueva propuesta, desvinculada de la propuesta inicial del doctor Vio Grossi. Los doctores Freddy Castillo Castellanos y Guillermo Fernández de Soto fueron designados relatores.

Durante el 73o período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2008), el relator del tema, doctor Guillermo Fernández de Soto, hizo una exposición oral como reflexión preliminar. En su ponencia recordó los antecedentes directos e indirectos de la materia, señalando el informe del doctor Eduardo Vio, la iniciativa de 1923 de la Unión Panamericana, y el informe de agosto de 2007. Observó que el antecedente más cercano de expresión política es el contenido del informe del Secretario General sobre la materia. 

Después de un intenso debate, el doctor Jean-Paul Hubert propuso que se profundice el intercambio entre los miembros del Comité a fin de permitir que el tema madure.

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el doctor Guillermo Fernández de Soto, relator del tema, hizo la presentación del documento “Reflexiones sobre una jurisdicción interamericana de justicia” (CJI/doc.323/09), refiriéndose a la idea conceptual planteada inicialmente por el ex miembro doctor Eduardo Vio Grossi y a la intervención del Secretario General de la OEA en la Asamblea General respecto de la posibilidad de que el sistema interamericano cuente con una jurisdicción regional exclusiva. Acto seguido, se produjo un intenso intercambio de opiniones sobre el tema, habiéndose decidido al final continuar el análisis del mismo en la próxima reunión del Comité Jurídico.
Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el doctor Guillermo Fernández de Soto resumió las deliberaciones, los actuales parámetros respecto del desarrollo del tema, y recibió comentarios y reflexiones adicionales, con miras a la proposición de un informe en la sesión de marzo de 2010.
9.
La diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional

Documento
CJI/doc.333/09
Reflexiones sobre el tema de la diversidad cultural y el desarrollo del derecho internacional
(presentado por el doctor Freddy Castillo Castellanos)
Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el doctor Freddy Castillo Castellanos presentó un documento titulado “La diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional”, documento CJI/doc.325/09, por el cual propone la inclusión de ese tema en la agenda. Por su parte el Comité elogió al doctor Castillo como relator del tema, el cual quedó plasmado en su agenda. 

Sin embargo, algunos miembros se manifestaron interesados en conocer qué aportes sustantivos podría concretar en esa materia el Comité, recordando que la comunidad internacional ya cuenta con una convención al respecto. Los miembros también expresaron inquietud respecto de la orientación que puedan tener los trabajos del Comité, específicamente en cuanto al desarrollo de estudios sobre pautas orientadoras respecto de la diversidad cultural para las constituciones nacionales o legislaciones internas de los Estados. En vista de ello, se decidió limitar el tema a proporcionar directivas en la aplicación de los principios y normas de la Convención de la UNESCO y eliminar la referencia a las constituciones. Adicionalmente se solicitó dar a conocer al Consejo Permanente el involucramiento del Comité en el desarrollo de este tema, con el fin de que los Estados miembros puedan manifestarse. Finalmente, se solicitó al relator presentar una nueva versión del documento que recoja las sugerencias de los miembros del Comité Jurídico en el próximo período ordinario de sesiones del Comité.

La Asamblea General de la OEA durante su 39º período ordinario de sesiones (San Pedro Sula, junio, 2009), mediante resolución AG/RES. 2515 (XXIX-O/09), solicitó al Comité Jurídico Interamericano que informe a la Asamblea General del avance paulatino en el desarrollo de este tema.
Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el doctor Freddy Castillo Castellanos presentó su informe sobre el tema titulado “Reflexiones para la diversidad cultural y el desarrollo del derecho internacional” (CJI/doc.333/09). 

Inicialmente se refirió a los instrumentos aprobados en el ámbito de las Naciones Unidas, como lo son la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los cuales han ido avanzando en la protección de los derechos culturales, desde el reconocimiento que tienen todas las personas a vivir en plenitud la vida cultural de su comunidad, exhortando a los Estados a adoptar medidas que aseguren el pleno ejercicio de esos derechos, a los cuales se fueron agregando la educación, el acceso a la información, y más recientemente las normas acerca de la discriminación por edad y de género. 

En cuanto al sistema interamericano, citó disposiciones de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre los Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ("Protocolo de San Salvador"), que también aseguran la protección de los derechos culturales de los países de la región.

Destacó la labor de la UNESCO plasmada en las convenciones sobre la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural (1972); Convención para la Protección del Patrimonio Cultural Subacuático (2001); Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial (2003) y la Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales (2005).

Aludió también a las consecuencias provocadas por la globalización, que al fin y al cabo van eliminando de forma cruel el pluralismo cultural para hacer prevalecer la uniformización impuesta por los países que dominan la industria de la cultura. Ello ha provocado la reacción de la UNESCO con la aprobación de la Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales en octubre del 2005, la cual representa un paso sustancial para revertir las numerosas décadas de políticas contrarias al multiculturalismo. Subrayó que la subordinación de la cultura y sus procesos de creación a la maquinaria del capital, ha generado un inmenso menoscabo intelectual y artístico en nuestros países, puesto que muchas culturas no han logrado ser visibilizadas y menos aún conocidas por la mayoría de la población. Mencionó la reacción que se produjo en varias esferas internacionales, puntualizando el trabajo precursor de la Escuela de Frankfurt, con miras a detener ese cuadro devastador de las culturas auténticas, frente al peso hegemónico del comercio en el ámbito de la cultura.

Desde el punto de vista jurídico, citó el reconocimiento de la diversidad en tanto acto de democracia, reconocido por la UNESCO como un patrimonio de la humanidad. Es decir, del hecho natural al proyecto de convivencia que hoy en día cobra vida en el derecho positivo internacional. En ese sentido confirmó que la cultura es un bien público y colectivo y criticó el intento de la OMC de regular los bienes de la cultura como si éstos fuesen una mercancía más. Tal vez lo más importante en la relación diversidad cultural-democracia sea la representación de un cauce verdadero para la inclusión, mediante formas participativas efectivas. 

Añadió que la cuestión de la cultura había sido contemplada en algunas constituciones europeas (la de España del 78 y la portuguesa del 76) y luego en las más recientes constituciones latinoamericanas (Brasil, Colombia, Bolivia, Venezuela), habiéndose producido un sustancial desarrollo de los derechos culturales.

Acto seguido, hizo un recuento histórico del tratamiento jurídico del tema de la Diversidad Cultural, recordando que en noviembre del 2001 la UNESCO aprobó la Declaración Universal sobre la Diversidad Cultural, cuyos aspectos conceptuales de mayor importancia estaban representados por el pluralismo cultural, el respeto a los derechos humanos, la promoción de la creación y la solidaridad internacional. La diversidad cultural ya pasó a ser un principio del derecho internacional, articulado a otros derechos culturales que coadyuvan en la protección y desarrollo de ese principio Otro hecho significativo es que la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, adoptada por la UNESCO cuenta ya con casi cien Estados que han depositado sus respectivos instrumentos de ratificación, aceptación o adhesión a la misma. 

En cuanto a los aspectos relevantes de la Convención, destacó que la misma sitúa a la cultura en un espacio jurídico propio, distinto al del derecho comercial internacional y en modo alguno subordinado a éste; constata que la diversidad es patrimonio cultural en sí misma, y por ello uno de los patrimonios fundamentales de los seres humanos. En segundo lugar, resaltó el tratamiento no exclusivamente mercantil a los bienes de la cultura y a la cultura en general; el reconocimiento que la diversidad comporta respecto de creaciones, tradiciones y saberes populares, que al estar desprotegidos, permanecían a merced de apropiaciones y saqueos por parte de la voracidad económica de corporaciones o transnacionales, con fines muy alejados de la cultura. Todo ello sin agotar el listado de ideas básicas que contiene la Convención, y sin olvidar los principios de solidaridad y cooperación que obligan a los Estados Partes a crear y a reforzar los medios de expresión cultural en los países en desarrollo, así como el principio de complementariedad de los aspectos económicos y culturales de ese desarrollo, principios que obligan tanto al sector público como a los particulares. 

Concluyó que en el ámbito regional, el Comité Jurídico Interamericano puede contribuir con orientaciones pertinentes a nivel internacional para la aplicación de los principios contenidos en dicha Convención, y explorar vías alternativas para la concreción del paradigma de la Diversidad Cultural entre los países de la región. En ese sentido, en un detenido análisis de la agenda temática del Comité, se puede comprobar que buena parte de los asuntos se relacionan con la diversidad cultural. Es el caso, por ejemplo de la Convención contra toda forma de discriminación y el de las formas innovadoras de acceso a la justicia, para no mencionar otros que aún no figuran en nuestro catálogo de estudios, pero que seguramente se irán incorporando en breve lapso, incluidos los temas de Derecho Internacional Privado, donde la diversidad de las culturas juega un papel de innegable relevancia. 

El Presidente felicitó al relator por el vigoroso informe presentado, lo cual fue secundado por otros miembros. Además, hizo referencia a la importancia de la tecnología para la difusión de conocimiento, siendo un instrumento que puede trabajar tanto a favor o en contra de ello, principalmente cuando no se dispone de medios reales de protección.

El doctor João Clemente Baena Soares opinó que el tema reviste gran importancia y como primer reacción al documento del relator, sugirió se abordasen los peligros representados por las nuevas tecnologías. 

El doctor Hubert trajo a la luz la realidad cultural de Canadá, que sin necesidad de instrumentos internacionales ha logrado preservar la cultura de la minoría de origen francesa. Se manifestó a favor de la promoción de la diversidad cultural, en consonancia con el impulso que Canadá le ha dado a la aprobación de la convención de UNESCO.

El doctor Herdocia sugirió analizar también en el futuro los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos relacionados con cuestiones culturales, tales como la diversidad cultural indígena. 

A continuación se presenta el informe del doctor Castillo Castellanos con su anexo correspondiente:

CJI/doc.333/09

REFLEXIONES SOBRE EL TEMA DE LA DIVERSIDAD CULTURAL
Y EL DESARROLLO DEL DERECHO INTERNACIONAL

(presentado por el doctor Freddy Castillo Castellanos)

1. 
Algunas normas internacionales sobre derechos culturales

Como primera aproximación al tema estimo necesarias algunas referencias a la inserción de los conceptos de Derechos Culturales y de Diversidad Cultural en el Derecho Internacional. Sabemos que en este ámbito los derechos de la cultura progresivamente han ido ganando terreno desde el momento en que la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidos el 10 de diciembre de 1948, estableció en su artículo 27 que:

“1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.”

Asimismo, en el artículo 22 de la Declaración se contempló que “toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales…”, como actividad indispensable para su dignidad y para el libre desarrollo de su personalidad.

Posteriormente el concepto de derechos culturales fue desarrollado por el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966. En el artículo 15 del mismo se dispone cuanto sigue:

“1.
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a:

a)
participar en la vida cultural;

b)
gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;

c)
beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora.

2.
Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura.

3.
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.

4.
Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones científicas y culturales”.

A los anteriores instrumentos de las Naciones Unidas podemos agregar el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos del mismo año 1966, cuyo artículo 27 otorga a las personas pertenecientes a minorías étnicas, religiosas o lingüísticas el derecho a disfrutar de su propia cultura, a profesar y practicar su propia religión y a utilizar su propio idioma. Como vemos, se trata de un derecho colectivo que se agrega a los otros derechos establecidos en el Pacto. También comporta, obviamente, un reconocimiento a la diversidad cultural.

La cobertura de los derechos culturales se ha ido ampliando en la misma medida en que el concepto de “cultura” ha aumentado su campo de aplicación. Con él ya nadie alude solamente a las obras de arte o a los conocimientos científicos y humanísticos que ostentan las personas. La cultura, conforme lo viene proclamando la UNESCO desde hace varias décadas “abarca el sistema educativo, los medios de difusión, las industrias culturales (…)”, etc. De tal manera que a las textos internacionales sobre derechos de la cultura debemos agregar el artículo 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el artículo 18.4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, referidos al derecho a la educación que tienen todas las personas, así como también el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en cuanto a derecho a la información y derecho a la libertad de opinión y expresión. No podemos omitir tampoco las normas acerca de la discriminación etaria y de género que figuran en diversos dispositivos relativos a los niños y a las mujeres, respectivamente, como son la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979). 

Dentro del elenco de textos interamericanos debemos mencionar la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (1948), como el primer instrumento regional que incluyó un catálogo de derechos culturales. En su Artículo XIII dispuso que:

“Toda persona tiene el derecho de participar en la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y disfrutar de los beneficios que resulten de los progresos intelectuales y especialmente de los descubrimientos científicos.

Tiene asimismo derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de los inventos, obras literarias, científicas y artísticas de que sea autor." 

Más adelante en el artículo 14 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en la Materia de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales ("Protocolo de San Salvador") se añadió la obligación de los Estados de “respetar la indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora".

Las anteriores son algunas de las referencias a los derechos de la cultura existentes en la normativa internacional. A ellas debemos agregar las convenciones de la UNESCO, que tratan específicamente sobre patrimonio cultural y diversidad para detenernos finalmente en la más reciente: 

Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural (1972).

Convención para la Protección del Patrimonio Cultural Subacuático (2001)

Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial (2003)

Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales (2005).

2. 
Convención para la Protección y Promoción de la Diversidad de la Expresiones Culturales

Gracias quiero dar al divino laberinto de los efectos y de las causas por la diversidad de las criaturas que forman este singular universo. 

(Borges. Otro poema de los dones)

Haber incluido a la cultura en políticas de monocultivo globalizado es una de las perversiones contemporáneas de la que aún no hemos logrado reponernos del todo. Precisamente, frente a esa perversión fue aprobada en la UNESCO la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales en octubre del 2005, como un paso sustancial para revertir las muchas décadas de políticas contrarias al multiculturalismo. Pero aún no podemos cantar victoria. La diversidad no se decreta, máxime si todavía campea una hegemonía monocultural que se cuida minuciosamente de cualquier hecho que la disminuya un ápice o que simplemente la cuestione. El haber supeditado la cultura y sus procesos de creación a la maquinaria del capital, generó un inmenso menoscabo intelectual y artístico en nuestros países. Poco a poco el mercado fue consumiendo el aliento crítico de muchas expresiones culturales auténticas. No de todas, por fortuna. Una producción en serie da cuenta de esa tendencia demoledora. El acceso a los circuitos de divulgación es frecuentemente discriminatorio, de modo que muchas culturas no han logrado ser ni siquiera visibilizadas y menos aún conocidas por la mayoría de la población. Así, sabemos que cada año muere el último hablante de alguna lengua de la que jamás hemos tenido noticia en nuestros “centros civilizados”. Hace poco en Venezuela, mi país, murió el penúltimo hablante de mapoyo, lengua del Orinoco; mientras tanto, el cine que proyectamos en América y en Europa sigue siendo norteamericano en más de un 80%, a pesar de la excelente producción portuguesa, española, francesa, alemana, argentina o venezolana, para no hablar de la iraní o de la china. Una erosión cultural infatigable ha ido creciendo a nuestro alrededor. A muchas culturas no les ha quedado más refugio que la catacumba o el parque temático, con los riesgos de ahogo o de alteración que esto supone. 

Luce paradójico que en un momento de la historia en que las posibilidades tecnológicas permiten la difusión creativa y educadora de las más variadas fuerzas culturales del mundo, casi oigamos sólo una sola lengua y un mismo mensaje. 

Pienso que uniformar culturalmente a las personas es de algún modo mediatizar su capacidad creadora. Y eso es lo que viene haciendo con nosotros el poderoso engranaje mediático del capital cultural. Hace muchas décadas se oyeron las primeras voces de protesta contra ese programa sistemático de alienación. Así, no podemos dejar de mencionar a los integrantes de la Escuela de Frankfurt, quienes emplearon la expresión de “industria cultural” para rotular el fenómeno. Sin compartir el tono elitista que se desprendía de esa recusación alemana, estimo que la misma abrió un camino respetable, que sirvió, entre otras cosas, para que la ciencia social se ocupara seriamente del tema.

Jurídicamente se dio un paso significativo en el 2005. De la excepción cultural se pasó definitivamente a la diversidad cultural. Pero aún falta mucho camino por recorrer, para lograr un verdadero diálogo de culturas y una comunidad universal más justa y equilibrada. 

¿Por qué hablar de diversidad en América? Sencillamente porque América es un sistema de diversidad bio-cultural vigoroso y dinámico. Por eso mismo, podemos pensar, escribir y realizar la diversidad cultural con la fuerza y la imaginación necesarias para convertirla en algo fecundante.  

Comencemos con algo que mucho le atañe al sistema jurídico interamericano:

El reconocimiento de la diversidad es un acto de democracia, que involucra a los individuos y a los pueblos. Por eso, tiene razón la convención de la UNESCO cuando se refiere a ella como un patrimonio de la humanidad. No sólo es un mecanismo efectivo para preservar la memoria de los pueblos, sino que en sí misma es un patrimonio a conservar. De hecho natural pasó a ser un objeto de reflexión hasta llegar a ser aceptada y adoptada por la ciencia. De la biodiversidad a la diversidad cultural. Es decir, del hecho natural al proyecto de convivencia que hoy en día cobra vida en el derecho positivo internacional.

Se trata de evitar la confiscación por parte de hegemonías supranacionales del ámbito democrático de la cultura. Esta es un bien público, un bien colectivo. Recordemos el intento de la OMC de regular los bienes de la cultura como si éstos fuesen una mercancía más. Tal vez lo más importante en la relación diversidad cultural-democracia sea el representar un cauce verdadero para la inclusión, mediante efectivas formas participativas. 

Desde luego, este sistema de participación debe estar sustentado en los derechos culturales, cuyo desarrollo en los últimos años ha sido bastante significativo. La llave maestra de la participación está en la interculturalidad, que a su vez encuentra su base de apoyo en el valor de la igualdad. Es insoslayable el hecho de que existe todavía una odiosa jerarquización de las expresiones culturales y que imperan aún circuitos encargados de soslayar la llamada “cultura popular” en favor de formas elitescas. La presencia de la interculturalidad, como herramienta activa, es enfrentar esa tendencia. 

Apunta el maestro Jesús Prieto de Pedro que “ese orden democrático, participativo e igualitario tiene su traducción en los derechos culturales (…) los derechos culturales, configurados como derechos fundamentales, desplazan el centro de gravedad en la realización de ese bien público”. Añade el profesor español: “Uno de los fenómenos más llamativos del constitucionalismo del siglo XX ha sido el incorporar la cultura como asunto público, pero desde una visión providencialista, todo para el pueblo, por la que los poderes públicos recibían  encomiendas y tareas en relación con el desarrollo cultural, con el fomento de la creación, la transmisión y la garantía de conservación de la cultura. Sin embargo, se trataba de dispensar bienes, pero dejando al margen a su sujeto protagonista. Los derechos culturales, en tanto poderes jurídicos subjetivos (priman los sujetos no las instituciones que los ejercen) de resistencia, de participación y de exigencia ante los poderes públicos tienen la función de reducir el margen de arbitrariedad o, en el mejor de los casos, de caprichos u ocurrencias del poder en la realización anómala de los bienes culturales. Esa es su fundamental misión”.

Primero en algunas constituciones europeas (la de España del 78 y la portuguesa del 76) y luego en las más recientes constituciones latinoamericanas (Brasil, Colombia, Bolivia, Venezuela) se ha producido un sustancial desarrollo de los derechos culturales.

Frente al fenómeno de la mundialización de la monocultura, es indispensable acompañar a los ordenamientos nacionales con normas de derecho internacional que protejan las diversas expresiones culturales y que propicien el diálogo equilibrado entre ellas. La diversidad cultural, por fortuna, pasó a ser ya un principio del derecho internacional, articulado a otros derechos culturales que coadyuvan en la protección y desarrollo de ese principio. 

3. 
La diversidad de la cultura y el Derecho Internacional

El 18 de marzo del 2007 entró en vigencia la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales, adoptada por la UNESCO en octubre del 2005. Se trató, a mi juicio de un hecho histórico, no sólo por lo que significó como logro jurídico de la cultura al alcanzar una mayor presencia dentro del Derecho Internacional, sino también por las posibilidades que dicho instrumento abre para dar cauce vigoroso a políticas culturales signadas por el pluralismo. Es de suyo un avance el hecho de que conceptos como los de diversidad cultural e interculturalidad pasen a formar parte del derecho positivo y no continúen siendo sólo nociones manejadas por la doctrina o por los discursos académicos que se ocupan del tema desde hace algún tiempo. Con la Convención esas categorías adquieren ahora una innegable beligerancia legal. 

Hagamos un brevísimo recuento histórico del tratamiento jurídico del tema de la Diversidad Cultural. 

Declaración

Lo primero que debemos recordar es la llamada “excepción cultural”, que surgió como un mecanismo de defensa para atenuar los efectos de las leyes del mercado en los acuerdos bilaterales de comercio. Marcó, desde luego, un avance pero sólo a los fines de reclamar una mirada distinta para los bienes de la cultura. Mantenía el tema dentro del limitado territorio de lo contractual y era conceptualmente engañoso. Una ideología de mercado inspiraba su uso y debía su presencia más a las normas del GATT que a una reivindicación cultural propiamente dicha. Por un tiempo el enorme hecho diferencial de la cultura sería percibido como una concesión del mercado y no como un rasgo predominante a la hora de los intercambios.

En noviembre del 2001 en su Conferencia General la UNESCO aprobó la Declaración Universal sobre la Diversidad Cultural. El paradigma de la diversidad, trabajado en ámbitos académicos y sociales, comenzaba entonces a tener una evidente aceptación. Los aspectos conceptuales de mayor importancia de esa Declaración estaban representados por el pluralismo cultural, el respeto a los derechos humanos, la promoción de la creación y la solidaridad internacional, que constituían para los Estados Partes los elementos básicos del horizonte ético indispensable para construir un mundo signado por la convivencia, la tolerancia y el reconocimiento y respeto a todas las expresiones de la cultura, como fundamentos del desarrollo sustentable. Nuestra época, caracterizada por el predominio del interés mercantil y por prácticas que le otorgan a la apropiación de riquezas culturales el salvoconducto para transitar con impunidad todos los espacios, empezaba a tropezarse con nuevos límites.

Desde el momento de la citada Declaración el tema de la diversidad cultural comenzó a adquirir mayor fuerza en el ámbito del derecho internacional, produciéndose intensas negociaciones y reuniones de expertos para dar forma y redacción final a un proyecto de Convención que finalmente fue el adoptado por todos los países miembros de la UNESCO el 20 de octubre del 2005, con los votos en contra de sólo dos representaciones: la de Estados Unidos y la de Israel. Fracasado como fue el lobby opositor al proyecto de Convención realizado por la señora Condoleezza Rice, la comunidad cultural internacional pudo contar con un contundente respaldo para un instrumento que se había preparado del modo más amplio y riguroso.

Convención

En poco más de dos años la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales cuenta con casi cien Estados que han depositado ya sus respectivos instrumentos de ratificación, aceptación o adhesión a la misma. 

Aspectos relevantes de la Convención:

Principios

Estimamos que el primer aspecto de importancia reside en la consagración dentro del derecho positivo de la diversidad cultural. La Convención sitúa a la cultura en un espacio jurídico propio, distinto al del derecho comercial internacional y en modo alguno subordinado a éste.

Entender que no existe ni una cultura única, ni un pensamiento único, ni una historia única, ni una visión única, ni una lengua única, etc., es apostar por la convivencia en el planeta y por el respeto a todos los seres humanos, sin discriminación de ninguna naturaleza. Darle protección jurídica a la pluralidad es, sin duda, un avance cultural de primer orden. Esta protección nace, además, de la vital comprobación de que la diversidad es patrimonio cultural en sí misma, uno de los patrimonios fundamentales de los seres humanos. 

El segundo, en nuestra opinión, está representado por la recuperación de un tratamiento no exclusivamente mercantil a los bienes de la cultura y a la cultura, en general. Esto comporta trazar una ruta a contracorriente de la que venía siguiéndose con la llamada globalización y con el predominio de un marco normativo para el comercio que incluía, sin distingo alguno, la creación cultural al lado de todo tipo de mercancías.

En tercer lugar debemos referirnos al reconocimiento que la diversidad comporta respecto de creaciones, tradiciones y saberes populares, que al estar desprotegidos, permanecían a merced de apropiaciones y saqueos por parte de la voracidad económica de corporaciones o transnacionales, con fines muy alejados de la cultura.

Sin agotar el elenco de ideas básicas que contiene la Convención no debemos olvidar los principios de solidaridad y cooperación que obligan a los Estados Partes a crear y reforzar los medios de expresión cultural en los países en desarrollo, así como el principio de complementariedad de los aspectos económicos y culturales de ese desarrollo, principios que obligan tanto al sector público como a los particulares.

Mecanismos

La Convención establece una infraestructura institucional para garantizar su cumplimiento. Dicha infraestructura la constituyen la Conferencia de las Partes y el Comité Intergubernamental.

De acuerdo con el artículo 22 la Conferencia de las Partes es el órgano plenario y supremo de la Convención y deberá celebrar una reunión ordinaria cada dos años. Esa reunión, si es posible, debe ser dentro del marco de la Conferencia General de la UNESCO.

El Comité Intergubernamental estará integrado por 18 Estados Partes en la Convención, elegidos por la Conferencia de las Partes para desempeñar un mandato de cuatro años y tiene a su cargo la promoción y fomento efectivos de los objetivos de la Convención y supervisará su aplicación. 

Una política para la real vigencia de la Convención
Entendemos que sólo la puesta en práctica de una política cultural que promueva la aplicación de la Convención y arbitre fórmulas efectivas para su arraigo, podrá darle cumplimiento a los principios que la misma consagra. Corresponde a los Estados Partes ese esfuerzo crucial. Ya hemos entrado en esa etapa que podríamos llamar la de “la hora de la verdad”. El proceso de ratificación de la Convención ha sido un buen indicador para medir el grado de importancia que los países le otorgan a la misma. 

Estamos obligados a no repetir la historia de algunas convenciones o tratados internacionales que han terminado siendo letra muerta, por falta de una firme voluntad en su aplicación. 

En nuestro ámbito regional el Comité Jurídico Interamericano puede contribuir con orientaciones pertinentes a nivel internacional para la aplicación de los principios contenidos en dicha Convención, así como explorar otras vías para la concreción del paradigma de la Diversidad Cultural entre nosotros. Obsérvese con detenimiento la agenda temática del Comité y compruébese sin mayor esfuerzo que buena parte de los asuntos que estamos tratando se conectan con la diversidad cultural. Es el caso, por ejemplo de la Convención contra toda forma de discriminación y el de las formas innovadoras de acceso a la justicia, para no mencionar otros que aún no figuran en nuestro catálogo de estudios, pero que seguramente se irán incorporando más temprano que tarde, incluidos los temas de Derecho Internacional Privado, donde la diversidad de las culturas juega un rol cuya relevancia no podemos negar. 

Anexo

REFLEXIONES ACERCA DE LA PRESENCIA DE LA
DIVERSIDAD CULTURAL EN LA CONSTITUCIÓN VENEZOLANA
DEL PODER JUDICIAL Y DEL SISTEMA DE JUSTICIA: EL DESAFÍO ÉTICO

La consagración de la diversidad cultural formulada por nuestra Constitución, implica también el reconocimiento de diversos modos de hacer justicia, sin perjuicio de los derechos fundamentales protegidos nacional e internacionalmente. Esto representa, sin duda, la base para iniciar entre los venezolanos una nueva cultura jurídica que privilegie los principios, las virtudes y la ética, por encima de aplicaciones mecánicas de normas únicas y cerradas, y que emplee, además, a la administración de justicia como una herramienta efectiva para la solución de los problemas y no como un instrumento para la agravación y prolongación de los mismos. 

La línea maestra de la pluralidad cultural incide en la concepción de la justicia, ampliando su visión e incorporando tradiciones que se encontraban al margen de la hegemonía estatal, y se consideraban contrarias a derecho. La adopción de un texto constitucional que le abre cauce a los medios alternativos de justicia, y que establece jurisdicciones especiales, es una manera de materializar el carácter pluricultural de la República Bolivariana de Venezuela.

El paradigma de la diversidad cultural permite ver en el Derecho algo más que leyes escritas, facilita el acercamiento a la rica tradición de las costumbres y de la vida cotidiana, como importantes fuentes de valor jurídico. El diálogo, el acuerdo, la comprensión del Otro, el intercambio armonioso de razones y la cultura del buen vecino, son formas apropiadas de convivencia vinculadas al auténtico respeto de los derechos humanos, personales y colectivos. 

El constituyente incluyó en la Carta Magna una norma que le ordena a la ley encargada de la justicia de paz el uso del arbitraje, la conciliación, la mediación y cualesquiera otros medios optativos para la solución de los conflictos. Igualmente, admite el uso de instancias de justicia basadas en tradiciones ancestrales por parte de las legítimas autoridades indígenas. Todo ello constituye un camino a desarrollar por vía legislativa y jurisprudencial, de manera coherente y con la conciencia de contribuir a la creación de una cultura jurídica más cívica y humana. 

A continuación, algunos aspectos sugeridos para considerar en el tema de la Diversidad Cultural en relación con el Poder Judicial y el Sistema de Justicia.
Diversidad Cultural y justicia de paz en las comunidades
El artículo 258 de la Constitución estableció la justicia de paz para las comunidades, así como la elección universal, directa y secreta de los jueces encargados de aplicarla. Corresponderá a la ley fijar las pautas organizativas y desarrollar los principios fundamentales de eso modo de administración de justicia sobre la base de una cultura del diálogo, de la convivencia y de la búsqueda de soluciones. El constituyente fue claro y contundente: primero, la comunidad debe elegir a quien estime apto para cumplir el rol de juez de paz; y segundo, la justicia de paz no es punitiva, es una justicia para dirimir conflictos o evitarlos. 

Uno de los valores que el paradigma de la diversidad cultural propicia es, precisamente, el que protege esta norma constitucional: la convivencia en las comunidades. Corresponde al legislador, sobre la base axiológica indicada, permitir una justicia de paz efectiva y amplia, capaz de utilizar los medios adecuados para la solución de los problemas. 

Diversidad Cultural y tradiciones ancestrales
Una de las innovaciones de mayor importancia que el constituyente del 99 incorporó dentro del ámbito judicial fue la creación de una jurisdicción especial para las comunidades indígenas de Venezuela. Se trata, en rigor, de un reconocimiento expreso de la diversidad cultural. Esto significa que los pueblos indígenas pueden emplear instancias de justicia basadas en su tradición ancestral, mediante un fuero que les permite ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su hábitat y sólo en relación con sus integrantes, con normas y procedimientos propios. La ley establecerá sólo mecanismos de coordinación entre esa jurisdicción indígena y el sistema de justicia nacional.

Estamos en presencia de la inserción vigorosa del derecho consuetudinario dentro de la justicia venezolana, largamente apegada al derecho positivo, es decir, a la ley escrita. El derecho consuetudinario, como se sabe, es un sistema de normas basado en los usos, costumbres y tradiciones. 

Diversidad Cultural, administración de justicia y derechos humanos
En todo momento el constituyente del 99 tuvo como norte la garantía de los derechos humanos. Así, el sistema judicial debe velar por su cumplimiento y reparar cualquier violación de los mismos. Uno de esos derechos tiene relación directa con la diversidad cultural. En efecto, nuestra Constitución garantiza el tratamiento igualitario a todas las personas y a todas las culturas, prohibiendo de modo expreso (artículo 21) cualquier tipo de discriminación y dotando al poder judicial (Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia) de facultades para anular normas o actos que colidan con la Constitución. Así, una violación de los principios de la diversidad cultural por vía de ley, reglamento, acto administrativo o por vía de hecho, puede ser denunciada ante la Defensoría del Pueblo y ser objeto de anulación por parte de nuestro máximo Tribunal. 

LO LEGISLATIVO: EL DESAFÍO DEL PARLAMENTO

La Constitución venezolana vigente, le trazó al llamado “sector cultural” del país una ruta hasta entonces jurídicamente inédita: una ruta que incluye autonomía, diversidad, igualdad e interculturalidad, entre otros conceptos, que si bien representan expresiones corrientes dentro del ámbito académico de las últimas décadas, no habían llegado aún a los textos convencionales del Derecho venezolano. Corresponde ahora cumplir con la importante agenda trazada por el constituyente en materia de cultura, a los fines de su necesario desarrollo normativo; compromiso nacional impostergable al que se suma la obligación internacional del Estado en materia de legislación inmediata de la diversidad cultural, a la luz de la Convención aprobada por la UNESCO en octubre del 2005. 

Una visión contextual de la Constitución deja ver, además, la obligación de impulsar un proceso donde la cultura sea para el país el campo indispensable para el diálogo y el intercambio fecundo de las diferencias, el lugar de los límites que se cruzan, el sitio donde los aportes de tradiciones olvidadas o de prácticas excluidas pueden hacerse verdaderamente fecundos. Así, desde una perspectiva amplia y diversa, la aplicación efectiva de la Constitución puede hacer de la cultura algo más que una herramienta meramente funcional. 

Resulta imprescindible el debate en el que se puedan evaluar experiencias de antaño y de hogaño, así como deslindar y determinar adecuadamente los conceptos básicos de una política cultural, fundada en las cláusulas de la novísima Constitución venezolana. De esa manera, se explorarían los cauces para una dinámica transformación de la institucionalidad cultural, cuyas piezas claves han de ser la diversidad cultural y la autonomía de las instancias públicas encargadas de impulsar esa política. 

El Poder Legislativo, encargado de aprobar una Ley Orgánica de Cultura, entre otros cuerpos normativos, tiene un rol fundamental en esta tarea. Le corresponde fijar el marco básico para la actuación de los estados, municipios y comunidades; además posee competencias expresamente establecidas por el constituyente en algunas áreas, como la de patrimonio cultural, derechos intelectuales y seguridad social de los trabajadores de la cultura. 

En párrafos siguientes y a manera ilustrativa, se desarrollan brevemente algunos aspectos sugeridos para considerar en el tema de la Diversidad Cultural en relación con el Poder Legislativo.
Diversidad cultural, derechos de autor y saberes ancestrales
Nuestra Constitución superó el injusto anacronismo de reducir los derechos de autor al ámbito de la propiedad individual. Y no sólo eso. A diferencia del anterior texto constitucional (que los incluía dentro del capítulo de los derechos económicos), les abrió la posibilidad de ser lo que realmente son: derechos de la cultura y no instrumentos para la apropiación o la exclusividad de los saberes y lo hizo sin perjuicio de la posibilidad de que ofrezcan medios de remuneración honestos a sus auténticos titulares. 

En efecto, los artículos 98 y 124 consagran el derecho intelectual de los individuos y de los saberes indígenas ancestrales, respectivamente. Estas normas constitucionales abren la posibilidad de un desarrollo legislativo y de una política cultural que superen la concepción patrimonialista de los derechos autorales y que, además, sirvan de protección a la creación colectiva y a una difusión mayor y a un disfrute más democrático del conocimiento, del arte y de todos los productos del ingenio humano, individual o colectivo. 

El Poder Legislativo tiene como tarea inmediata la discusión y aprobación de una Ley de Derechos Intelectuales que desarrolle los citados preceptos de la Constitución Bolivariana.

Legislación Nacional para la diversidad cultural
Además de producir una ley ratificatoria de la Convención sobre la Diversidad Cultural aprobada por la UNESCO en octubre del 2005 con nuestra activa participación y con nuestro voto, legislar sobre la diversidad cultural de modo amplio, facilita la aplicación de los principios que la Constitución consagra sobre el tema y orienta fundamentalmente hacia la formación de ciudadanos aptos para el reconocimiento y apreciación de la diversidad. Así, realidades regionales, municipales, rurales y urbanas podrían verse favorecidas con la posibilidad de un diálogo que vaya más allá del intercambio de aplausos o de la participación en un espectáculo común. El reconocimiento a las diferencias de género, de condiciones de edad, de preferencia sexual, de origen étnico, de expresión lingüística; la comprensión de necesidades propias a la condición de reo, damnificado, refugiado, etc., constituyen retos para una sociedad ética y plural, más equitativa, justa y solidaria. Esta ley sobre la diversidad cultural podría distribuirse en varios textos, uno de los cuales podría ser la Ley Orgánica de la Cultura. No es descartable, desde luego, una ley específica sobre la diversidad cultural que recoja lo fundamental de la Convención aprobada por la UNESCO y que se ocupe de aspectos específicos a la realidad venezolana. 

Marco jurídico regional y municipal para la diversidad cultural
El artículo 158 de la Constitución Bolivariana de la República de Venezuela establece que la descentralización es una política nacional y no una mera técnica de redistribución de competencias. Pero no se quedó ahí el constituyente. Además de fijar la obligación descentralizadora hacia los estados y municipios, tuvo el buen tino de incluir un dispositivo (artículo 184) que le otorga a las comunidades y grupos vecinales la posibilidad de gestionar directamente servicios como el de la cultura. El aludido precepto es, sin duda, una herramienta extraordinaria para desarrollar el principio de participación cultural, tan relevante en la Constitución. Conforma al lado de las cláusulas autonómicas y descentralizadoras un régimen jurídico  que nos aproxima bastante al Estado de Cultura. Y lo más relevante: comporta la llave maestra de la autonomía cultural y el reconocimiento de un modo de gestión más libre que permita la convivencia y la confianza, en oposición a los modelos impositivos, autoritarios y clientelares. 

Diversidad cultural y seguridad social de trabajadores y trabajadoras de la cultura
El trabajo cultural como una diversidad o como una diferencia en sí misma. He allí el sentido genuino de la norma constitucional que consagra la garantía de la seguridad social para los trabajadores y trabajadoras que se dedican a la cultura. Un régimen jurídico basado en la ideología de la productividad o en derechos corporativos no podía incluir a los trabajadores de la cultura dentro de los sistemas de la seguridad social. El reconocimiento de que exista otro tipo de trabajadores es de suyo una manifestación de respeto a la diversidad cultural. En Venezuela tenemos hoy la posibilidad cierta de que los trabajadores de la cultura sean considerados también trabajadores. Aunque parezca mentira, eso no estaba antes ni constitucional ni legalmente claro. Ahora el Estado, en conformidad con el artículo 100 de la Constitución, garantizará a los trabajadores y trabajadoras culturales su incorporación al sistema de seguridad social y procurará que se les permita llevar una vida digna, considerando en todo momento las particularidades del quehacer cultural. Corresponde al Poder Legislativo desarrollar este importante alcance de la Constitución.

LAS RELACIONES INTERNACIONALES: LA SOLIDARIDAD Y LA

INTEGRACIÓN REGIONAL COMO DESAFÍOS

Si hay un tema donde la diversidad cultural, como genuina política de Estado, puede verse sometida a prueba es, precisamente, en el tema de las relaciones internacionales. La Constitución venezolana estableció de modo clarísimo el camino: promover la cooperación pacífica entre las naciones e impulsar y consolidar la integración latinoamericana de acuerdo con el principio de no intervención y autodeterminación de los pueblos. Superado el concepto de Estado-Nación, con todas sus rémoras históricas, Venezuela asume ahora un concepto de integración que pasa necesariamente por la cultura, no para generar uniformidades, sino para alimentar la diversidad de los procesos y expresiones culturales. 

Efectivamente, el artículo 153 establece que “la República promoverá y favorecerá la integración latinoamericana y caribeña, en aras de avanzar hacia la creación de una comunidad de naciones, defendiendo los intereses económicos, sociales, culturales, políticos y ambientales de la región”. 

Una interpretación contextual de esta norma incorpora el principio de la diversidad de la cultura, a los fines de evitar uniformidades en una región que se caracteriza por muchas semejanzas, pero también por muchas diferencias, incluidas las geográficas, lingüísticas e históricas. Si es reconocida la pluralidad cultural de la patria, los venezolanos estamos obligados a hacerlo fuera de ella. 

La integración latinoamericana y caribeña sólo será posible sobre la base de la cultura. A la luz de la diversidad cultural, resulta necesaria una diplomacia que comience por la integración de los pueblos y no por la imposición de “semejanzas”. Es imperativa una política exterior que difunda las tradiciones, la historia y los valores de la identidad nacional, con la misma amplitud y calidad que debe mostrarse a la hora de recibir la información que otros países ofrecen. Todo esto hace indispensable la formación de diplomáticos para la diversidad cultural. Diplomáticos para la integración.

A continuación, se introducen de forma breve algunos aspectos sugeridos para considerar en el tema de la Diversidad Cultural y las Relaciones Internacionales.
Diversidad cultural y espacios culturales públicos de integración
Debemos fomentar los espacios culturales públicos para la integración. Esto supone la realización de estudios y actividades comunes por parte de los países involucrados en dicho proceso. Así, nada haríamos con estar en Mercosur, por ejemplo, si nos limitáramos a los aspectos económicos de esa integración. El espacio cultural público de la integración es su genuino espacio, el único que garantiza su permanencia, por encima de las circunstancias materiales. En tal sentido, debemos arbitrar una política cultural que propicie el intercambio de experiencias verdaderas entre los diversos países y nos proporcione un profundo conocimiento mutuo. 

Regiones culturales transfronteras
El ejercicio de la soberanía territorial supone una política de fronteras donde los valores de la cultura posean una presencia clara. Estos valores incluyen los derivados de la interculturalidad o de la presencia común de tradiciones. El lugar del límite es uno de los más difíciles logros de la cultura. El límite verdadero es estar aquí y allá a la vez. La línea geográfica sólo es trazable amable y armoniosamente por la cultura. Vale decir: no es trazable. En consecuencia, debemos reconocer la existencia de tradiciones comunes en áreas de diversa jurisdicción. Venezuela y Colombia, por ejemplo, tienen una realidad político-territorial que debe ser compatible con una cultura que las trasciende.

Diversidad cultural, la República, la comunidad de naciones y la cooperación binacional e internacional
Las relaciones binacionales e internacionales de nuestro país exigen una clara conciencia sobre la importancia de la diversidad cultural. No habrá comunidad de naciones ni cooperación binacional e internacional, sin una adecuada inclusión en la agenda de los países comprometidos de estudios, investigaciones y actividades culturales comunes. No se trata de intercambio de espectáculos con el propósito de ver o de ser vistos o de alcanzar aplausos o de producir admiración, simplemente. Se trata de explorar posibilidades de cooperación permanente, no circunstanciales. 

Diversidad cultural y derechos humanos de refugiados y asilados
Las normas internacionales ratificadas por Venezuela así como la Ley Orgánica contemplada en la Constitución sobre la materia nos obligan a la protección de los derechos humanos de los refugiados y asilados. Se trata de una posibilidad cierta de aplicar los principios de la diversidad cultural, admitiendo con plenitud y sin imposición alguna, la existencia de culturas perseguidas o de comunidades que pueden contar con nuestro apoyo sin renunciar a sus particularidades. Recordemos las experiencias notables de países que enriquecieron su cultura dando refugio a comunidades expulsadas de otros territorios. 

Diversidad cultural y especialización de recursos humanos en el exterior
El cumplimiento de una política exterior que incluya la diversidad cultural comporta necesariamente la existencia de recursos humanos preparados para llevarla a cabo. Sabemos que no se cuenta en la actualidad con instituciones de educación superior o con centros especiales de formación cuyo perfil académico responda a esa exigencia. Un profesional integral de la “integración” o un profesional integral de la diversidad cultural no existe hoy en día entre nosotros, por lo menos en la oferta universitaria venezolana conocida. Se hace indispensable el diseño de programas de formación que comiencen a suplir esa ausencia y que procuren la preparación de venezolanos aptos para desempeñarse en una diplomacia de la integración cultural, con sensibilidad para la comprensión.

Diversidad cultural y promoción internacional de la cultura venezolana
La cultura venezolana es, sin duda, el mejor mecanismo de promoción internacional de nuestro país. Es, además, el mejor instrumento de diálogo con otras naciones. El mecanismo natural de la diversidad de las culturas opera de un modo más efectivo que cualquier programa de acercamiento diplomático. Las diferencias culturales potencian la mirada hacia las semejanzas y viceversa. Así, la tradición gastronómica como el diálogo secreto entre mitos y leyendas (por dar sólo dos ejemplos), representan vías abiertas no sólo para mostrar nuestras señas de identidad sino para vernos en el espejo de otras. Porque de eso se trata: de promover nuestra cultura para conocer mejor las que nos son aparentemente ajenas. 

La diversidad cultural venezolana, su gestión y las representaciones diplomáticas del país en el exterior
Gestionar la diversidad cultural venezolana en el exterior supone la activación de programas permanentes de difusión y reflexión acerca de nuestros valores y de nuestro patrimonio plural. Desde luego, es necesario haber adquirido conciencia sobre la importancia de la cultura como forma y contenido. Una representación diplomática que se limite a la formalidad política no cumplirá con el país. Tampoco lo hará aquélla que se dedique a la presentación ornamental de espectáculos “culturales”. La representación diplomática del país en el exterior es, en primer lugar, una representación de nuestra cultura. Sólo después será representación de un gobierno o de una política. 

LA SEGURIDAD DE LA NACION: EL DESAFÍO DE SER
SOBERANOS E INDEPENDIENTES

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela contempla en su artículo 326 un concepto integral de la seguridad fundamentado en los principios de independencia, democracia, igualdad, paz, libertad, justicia y solidaridad. Su aplicación se orienta hacia la promoción y conservación ambiental, la afirmación de los derechos humanos, así como a la satisfacción progresiva de las necesidades individuales y colectivas de los venezolanos y venezolanas, sobre la base de un desarrollo sustentable y productivo de plena cobertura para la comunidad nacional. 

La puesta en práctica de esta doctrina integral de la seguridad no es competencia exclusiva del Estado. El constituyente tuvo la previsión de incluir bajo el principio de la corresponsabilidad, la participación de los particulares, enumerando algunos de los ámbitos donde ella puede ser ejercida. Así, menciona los campos económico, social, político, cultural, geográfico, ambiental y militar. 

Para dar cabal cumplimiento a esa corresponsabilidad pública y privada, es imprescindible una conciencia de la seguridad que desarrolle de manera amplia su carácter integral. Entender la seguridad como un asunto limitado a lo geográfico, a lo político o a lo militar, es dejar a la intemperie lo más importante: la soberanía cultural de la nación. Como se sabe, la llamada globalización y el uso mercantil de la cultura han ocupado ya cuantiosos espacios. Se requiere, en consecuencia, un largo y paciente proceso educativo que permita la recuperación del terreno perdido y que preserve y enriquezca los valores de la soberanía. 

La diversidad cultural es también una diversidad geográfica. No puede entenderse la primera sin la segunda. Lo inverso también es cierto. El ejercicio de una verdadera soberanía demanda el conocimiento profundo y extenso, tanto de los diversos componentes culturales que identifican al pueblo venezolano como los componentes territoriales que conforman al país. Lo que un viejo y sabio autor venezolano llamó la “comprensión de Venezuela”, incluye el espacio como hecho social, cultural, ecológico, político, económico y no sólo como realidad física. En la agenda de la diversidad cultural este tema es de indiscutible relevancia y supone la aplicación de programas de formación en todos los niveles y sectores vinculados a las políticas de seguridad de la nación.

El sentido de pertenencia a una cultura, a un lugar, a unas tradiciones y a una historia común es, probablemente, la más sólida base para defender la soberanía de un pueblo. 

A continuación y a manera ilustrativa, se introducen brevemente algunos aspectos sugeridos para considerar en el tema de la Seguridad de la Nación y la Diversidad Cultural. 

Diversidad cultural, soberanía nacional y espacios fronterizos

La atención de las fronteras es para nuestro texto constitucional uno de los roles prioritarios en la política de seguridad de la Nación. Dicho texto le encomienda a la ley la regulación especial de las franjas fronterizas y hace hincapié en la protección del ambiente y de las poblaciones indígenas allí asentadas, así como en el desarrollo de un régimen que incluya los aspectos económicos y sociales particulares de dichos espacios. Para materializar ese mandato constitucional en sintonía plena con los derechos humanos, es imprescindible incorporar el concepto de diversidad cultural de manera efectiva. Así, no podemos entender las fronteras como espacios limitados a lo meramente cartográfico, sino como lugares vivos de historias, tradiciones, encuentros, diferencias y semejanzas. Si asumimos ese imperativo a la luz de la diversidad cultural, estaremos defendiendo nuestra soberanía de un modo mucho más amplio y permanente, sin perjuicio de la indispensable cooperación con nuestros vecinos.

Diversidad cultural, Fuerza Armada Nacional y órganos de seguridad ciudadana

El preámbulo de la Constitución establece como objetivo de la República la consolidación de la independencia, la paz y la integración territorial, entre otros valores fundamentales. Esto supone la presencia activa de una Fuerza Armada Nacional y de unos órganos de seguridad ciudadana preparados para tal cometido. Esa preparación no está constreñida a aspectos técnicos, sino que supone una conciencia de seguridad integral sustentada en la cultura, en el respeto a los derechos humanos y en el fomento de la convivencia como práctica social cotidiana. Tanto los órganos militares como civiles que integran el Consejo de Defensa de la Nación deben coordinar programas de formación que incluyan la comprensión cabal de esos valores sobre la base de la diversidad cultural y geográfica de Venezuela. 

Diversidad cultural y gestión de la realidad geográfica

El ejercicio de la soberanía sobre el territorio es mucho más que una defensa militar del mismo. Es la ocupación cultural de los espacios por parte de la población mediante sus diversas formas libres y pacíficas de identificación con ellos. Por esa razón, la política de seguridad y defensa de la nación debe estar armoniosamente articulada a su política cultural, máxime si consideramos un contexto como el contemporáneo con realidades territoriales intervenidas por la tentacular y cambiante tecnología de la comunicación y por otros factores de carácter económico, social y cultural que inciden directa o indirectamente en nuestra relación con el espacio físico. Nuestra historia nos enseña, con tanta crueldad como elocuencia, que la preservación del territorio no es un asunto exclusivamente militar o diplomático. Es un asunto cultural. En verdad, se defienden, se pierden, se ganan, se recuperan o se comparten espacios, por la mediación vigilante, creadora y viva de la cultura. 

10.
Fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano

Durante el 74º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Bogotá, Colombia, marzo, 2009), el Comité Jurídico decidió incluir en su agenda el tema “Fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano”, y se encargó al doctor Fabián Novak Talavera la relatoría. El doctor Novak comentó que había aceptado la relatoría del tema, pero que todavía no estaba claro para él qué esperan del mandato, puesto que de un lado los miembros se habían referido varias veces durante el período de sesiones a la función consultiva del Comité, y de otro, habían aludido también al fortalecimiento y visibilidad del Comité Jurídico, señalándose la necesidad de establecer alianzas con ONGs, con la sociedad civil y con los órganos de la OEA, lo cual implica una propuesta mayor y diferente.

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el doctor Fabián Novak presentó un informe preliminar sobre la materia (CJI/doc.327/09) en el cual brinda información muy detallada sobre la capacidad consultiva del Comité Jurídico, conforme definido en los instrumentos que informan esa función, o sea, la Carta de la OEA, el Estatuto y el Reglamento del Comité Jurídico. Presentó además propuestas y alternativas, pero manifestó que le gustaría conocer la opinión de los demás miembros a fin de ajustar lo avanzado. Asimismo, el doctor Novak manifestó sus agradecimientos a la Secretaría del Comité en la persona del doctor Manoel Tolomei Moletta por el envío de importante información para la investigación que llevó a cabo.

A la luz de las opiniones vertidas en la sesión, se acordó que el doctor Novak presente un documento final para la consideración del Comité en la próxima reunión de marzo, el cual deberá ser distribuido previamente entre los miembros. El relator propuso además la elaboración de un informe adicional, más breve e informativo, para divulgarlo entre los Estados Miembros de la OEA.

11.
Refugiados 

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el doctor Dante Negro informó que el tema se originó de una proposición de Venezuela, la cual fue acogida por la Asamblea General y figura en el documento enviado sobre los mandatos de la Asamblea General. En la evacuación de ese mandato el Comité debería tener presente los trabajos realizados en el marco de la CAJP. A título informativo, añadió que el Departamento de Derecho Internacional viene realizando Cursos anuales sobre el tema de refugiados, con la cooperación de la ACNUR. El primer curso se realizó en febrero de este año y en febrero de 2010 se pretende realizar el próximo. 

El Comité eligió la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra como relatora del nuevo tema.

El doctor Jean-Paul Hubert trajo a la luz una duda respecto al término “refugio” frente al concepto de asilo, como consta de la traducción al inglés del mandato y que éste le parecía poco definido. A esa observación se sumó el doctor Baena Soares quien indagó si el Comité debería tratar sobre el refugio (stricto sensu) o asilo (lato sensu). 

El doctor David P. Stewart apuntó que la diferencia entre asilo y refugio no es muy nítida en el common law. Refugio está definido en la Convención de Ginebra de 1951 y su Protocolo, mientras la cuestión del asilo como forma de protección temporaria está más orientada hacia la protección diplomática. En ese sentido sometió una consulta respecto de la relación de esa propuesta frente al tema migratorio de la agenda del Comité.

El doctor Jorge Palacios Treviño aclaró que la cuestión de refugiados está regulada por la Convención de Ginebra de 1951, que es un instrumento aprobado después de la II Guerra Mundial, época en que había un enorme contingente de personas sin patria. Por su vez el asilo se refiere a situaciones políticas, o sea una cuestión de derecho político y está regulado por tres convenciones internacionales, que son la de Habana de 1928, la de Uruguay de 1933 y la de Caracas de 1954. 

La doctora Villalta hizo referencia a las diferencias conceptuales entre el sistema civil y el common law sobre ambas instituciones, el asilo y el refugio, y le parecía que el desafío del Comité será compatibilizar esas diferencias. Recordó que refugio se aplica por cuestiones de persecución de varias naturalezas, actualmente incluso de migración, en cuanto el asilo es de carácter esencialmente político. 

12.
Libertad de pensamiento y expresión

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, agosto, 2009), el doctor Dante Negro explicó que el mandato se originó de la resolución de la Asamblea General AG/RES. 2515 (XXIX-O/09), la cual solicitó al Comité Jurídico “que realice un análisis acerca de la importancia que tiene para la garantía del derecho a la libertad de pensamiento y expresión de los ciudadanos el que los medios de comunicación libres e independientes, en ejercicio de la actividad periodística, se rijan por conductas éticas, las cuales en ningún caso pueden ser impuestas por los Estados, consistentes con los principios de derecho internacional aplicables.” 

El Presidente recordó la importancia del tema y mencionó que la Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos ya se pronunciaron en el sentido de vincular las palabras ética y responsabilidad respecto a la libertad de expresión, existiendo todo un desarrollo de jurisprudencia sobre ese tema. En los países de las Américas se ha tratado de reprimir a la prensa bajo la alegación de que no son responsables o incurren en falta de ética, incluso se han tratado de establecer diversos tipos de tribunal de prensa, autocontrol de la prensa – que en cierta manera se relacionan con el tema de acceso a la información.

El doctor Hubert consultó sobre la conveniencia de unir el tema de libertad de pensamiento y expresión con el tema sobre acceso a la información, el cual actualmente está sin mandato. El doctor Negro informó que los Estados miembros han preferido mantener por separado ambos temas por cuestiones técnicas.


El Presidente recordó que se han presentado y difundido los diez principios, y que actualmente la Asamblea General le ha encomendado a la Secretaría de Asuntos Jurídicos la elaboración de una ley modelo con la participación del Comité Jurídico.

El doctor Fernández de Soto se ofreció como relator, lo cual fue aprobado por los demás miembros.

13.
Acceso a la información pública

Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el Presidente, doctor Jaime Aparicio Otero, hablando en calidad de relator, informó que en su opinión el tema se ha cerrado con la aprobación de los diez principios que conforman el acceso a la información pública, los cuales han sido divulgados ampliamente tanto en el marco de la OEA, desde la Asamblea General, como en el ámbito regional y también europeo, habiendo sido muy bien acogidos por la comunidad internacional y por todas las organizaciones de la sociedad civil que trabajan en este tema. Recordó su participación en reuniones realizadas en Lima y en Hungría, en las cuales se recomendó que esos principios deberían constituir la base de cualquier legislación. Por ende, sugirió se diera el tema como concluido.

Añadió que existe un mandato de la Asamblea General dirigido al Departamento de Derecho Internacional, con miras a la elaboración de ley modelo sobre la materia, contándose para ello con la cooperación del Comité Jurídico, siendo por consiguiente un mandato indirecto en lo que respecta al CJI. Recordó que su mandato finaliza en el presente año y sugirió que el doctor David P. Stewart asuma la relatoría de los futuros trabajos.

14.
Cooperación jurídico-institucional con la República de Haití
Durante el 75º período ordinario de sesiones del Comité Jurídico Interamericano (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el Presidente recordó que el tema fue propuesto por el doctor Ricardo Antônio Silva Seitenfus, ex miembro del Comité, que actualmente desempeña las funciones de representante del Secretario General en Haití. Comentó que había tenido la oportunidad de hacer una visita a aquel país y de reunirse con el Ministro de Justicia, quien ha demostrado gran interés en la reforma de los códigos penales y procesales, entre otros, que ameritan una cooperación del Comité Jurídico. A su modo de ver, la actuación del Comité está limitada por la falta de recursos por lo cual proponía dejar el tema pendiente, mientras se trata de obtener recursos externos para financiar esa cooperación. La propuesta del Presidente fue aprobada.

CAPÍTULO III

OTRAS ACTIVIDADES

ACTIVIDADES REALIZADAS POR EL
COMITÉ JURÍDICO INTERAMERICANO DURANTE EL AÑO 2009

A.
Presentación del Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano

En la primera reunión del 75º período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, Brasil, agosto, 2009), el Presidente del Comité Jurídico Interamericano, doctor Jaime Aparicio Otero, presentó un informe verbal respecto de las reuniones habidas en marzo de 2009 con los Grupos de Trabajo de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, que guardan pertinencia con los temas de la agenda del Comité Jurídico, con miras a la presentación del Informe Anual del CJI a la Asamblea General. Asimismo, dio cuenta de su participación en el 39º período ordinario de sesiones de la Asamblea General, realizada en San Pedro Sula, Honduras, la cual encargó al Comité siete mandatos.
B.
Curso de Derecho Internacional

El Comité Jurídico Interamericano y el Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos de la OEA organizaron entre el 2 y el 21 de agosto de 2009 el XXXVI Curso de Derecho Internacional, con la participación de 22 profesores de distintos países de América y Europa, 29 becarios de la OEA elegidos entre más de 70 candidatos, y 7 alumnos que sufragaron sus costos de participación. Entre los becarios, hubo cuatro personas de ascendencia africana dos de Jamaica, uno de Belice, uno de Haití, uno de la República Dominicana, los cuales pudieron participar gracias al apoyo de fondos provenientes de CIDA/Canadá. El tema central del Curso fue “Universalismo y Regionalismo a Inicios del Siglo XXI”. Cabe señalar además que este año el Curso ha sido reducido a 3 semanas debido a problemas de presupuesto, lo cual no ha aumentado de forma proporcional a los costos de Río de Janeiro. 

La inauguración del XXXVI Curso de Derecho Internacional se realizó el 4 de agosto de 2009 en el Centro de Convenciones del Hotel Everest Rio. La doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra hizo un homenaje al distinguido jurista uruguayo Felipe Paolillo, ex-miembro del Comité Jurídico Interamericano. 

El Presidente dio la bienvenida a los miembros del Comité y manifestó su satisfacción por la realización esta mañana de la ceremonia de apertura del 36º Curso de Derecho Internacional, en que se ha rendido homenaje al doctor Felipe Paolillo, ex miembro del Comité, a cargo de la doctora Ana Elizabeth Villalta Vizcarra. 

El Programa del Curso fue el siguiente:

XXXVI Curso de Derecho Internacional

Rio de Janeiro, 3 al 21 de agosto de 2009

“Universalismo y Regionalismo a Inicios del Siglo XXI”

Primera Semana 
Lunes 3

9:00 – 9:45 
Acreditación

9:45 – 10:30
Inauguración


Jaime Aparicio Otero

Presidente del Comité Jurídico Interamericano


Palabras de apertura


Jean-Michel Arrighi


Secretario de Asuntos Jurídicos de la OEA


Palabras de apertura
Ana Elizabeth Villalta Vizcarrra


Miembro del Comité Jurídico Interamericano

“Homenaje al Profesor doctor Felipe Paolillo”

10:30 – 11:00
Intervalo

11:00 –1:00
Breve mensaje de la Coordinación del Curso
Martes 4

9:00 – 10:50
Jean-Michel Arrighi

“Desarrollos actuales en el sistema interamericano” (I)
11:10 – 1:00 
Luis García-Corrochano M.


Profesor de Derecho Internacional Público de la Academia Diplomática del Perú. Miembro del IHLADI
“La solución de controversias sobre inversiones en el derecho internacional” (I)

2:30 – 4:30
Jorge Cardona Llorens


Catedrático de Derecho Internacional Público de la Universidad de Valencia, España

“Universalismo y Regionalismo en el Mantenimiento de la Paz a Inicios del Siglo XXI”  (I)

Miércoles 5

9:00 – 10:50
Jorge Cardona Llorens

“Universalismo y Regionalismo en el Mantenimiento de la Paz a Inicios del Siglo XXI”  (II)
11:10 – 1:00 
Luis García-Corrochano M.
“La solución de controversias sobre inversiones en el derecho internacional” (II)
2:30 – 4:30
Jean-Michel Arrighi


Secretario de Asuntos Jurídicos de la OEA
“Desarrollos actuales en el sistema interamericano” (II)
Jueves 6

9:00 – 10:50
Jorge Cardona Llorens

“Universalismo y Regionalismo en el Mantenimiento de la Paz a Inicios del Siglo XXI” (III)

11:10 – 1:00 
Luis García-Corrochano M.
“La solución de controversias sobre inversiones en el derecho internacional” (III)

2:30 – 4:30
David P. Stewart


Member of the Inter-American Juridical Committee

“Choice of Court Agreements and Enforcement of Judgments” (I)

Viernes 7
9:00 – 10:50
Jorge Cardona Llorens

“Universalismo y Regionalismo en el Mantenimiento de la Paz a Inicios del Siglo XXI” (IV)

11:10 – 1:00
David P. Stewart
“Choice of Court Agreements and Enforcement of Judgments” (II)

2:30 – 4:30
Mauricio Herdocia Sacasa


Miembro del Comité Jurídico Interamericano

“Casos americanos recientes ante la Corte Internacional de Justicia y la utilización del Pacto de Bogotá”

Segunda Semana 
Lunes 10
9:00 – 10:50
Jaime Aparicio


Presidente del Comité Jurídico Interamericano

“Derecho de acceso a la información pública” 
11:10 – 1:00
Jonathan T. Fried

Ambassador of Canada to Japan

“International Regulation of Trade and Finance: Current Challenges” (I)
2:30 – 4:30
Jorge E. Viñuales

Counsel, Lévy Kaufmann-Kohler, Ginebra, Suiza. Assistant Professor of International Law, Graduate Institute of International and Development Studies, Geneva, Switzerland

“El régimen jurídico internacional relativo al cambio climático: cuestiones de actualidad” (I).
Martes 11

9:00 – 10:50
Jorge E. Viñuales
“El régimen jurídico internacional relativo al cambio climático: cuestiones de actualidad” (II)
11:10 – 1:00
Jonathan T. Fried 
“International Regulation of Trade and Finance: Current Challenges” (II)
2:30 – 4:15
Fabián Novak


Miembro del Comité Jurídico Interamericano
“La Protección del Patrimonio Cultural Subacuático en la Convención de la UNESCO de 2001” (I)
Miércoles 12

9:00 – 10:50
Luis Toro Utillano

Departamento de Derecho Internacional de la OEA
“El Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas: aspectos sustantivos” (I)

11:10 – 1:00
Antônio Augusto Cançado Trindade

Magistrado de la Corte Internacional de Justicia y Profesor de Derecho Internacional, Universidad de Brasília y del Instituto Rio Branco, Brasil

“El derecho Internacional Universal: fundamentos y construcciones conceptuales” (I)

2:30 – 4:30
Fabián Novak

“La Protección del Patrimonio Cultural Subacuático en la Convención de la UNESCO de 2001” (II)

Jueves 13
9:00 – 10:50
Luis Toro Utillano
“El Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas: aspectos sustantivos” (II)

11:10 – 1:00
Antônio Augusto Cançado Trindade
“El derecho Internacional Universal: fundamentos y construcciones conceptuales” (II)
2:30 – 4:30
Ana Elizabeth Villalta Vizcarra


Miembro del Comité Jurídico Interamericano

“El Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) como organismo regional de integración en Centroamérica”

Viernes 14

9:00 – 10:50
Jorge Palacios Treviño


Miembro del Comité Jurídico Interamericano

“Los derechos humanos de los trabajadores migratorios y sus familias”

11:10 – 1:00
Diego Moreno


Departamento de Derecho Internacional de la OEA

“Una introducción al ‘Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia’”
Tercera Semana 

Lunes 17
9:00 – 10:50
María del Luján Flores 

Representante Permanente de Uruguay ante la OEA
“Universalismo y regionalismo” (I)
11:10 – 1:00
Arturo Santiago Pagliari


Profesor Titular de Derecho Internacional Público, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, Universidad Nacional de Córdoba, República Argentina

“Fragmentación del derecho.  Efectos y aplicaciones”

2:30 – 4:30
Carlos Quesada


Director del Programa de América Latina de Global Rights – Partners for Justice

“La discriminación racial como una violación al derechos internacional: estándares internacionales y mecanismos”

Martes 18
9:00 – 10:50
María del Luján Flores 
“Universalismo y regionalismo” (II)
11:10 – 1:00
Arturo Santiago Pagliari

“Fragmentación del derecho. Efectos y aplicaciones”

2:30 – 4:15
Carlos Quesada
“La protección de los derechos humanos de los afro-descendientes en la Organización de los Estados Americanos y sus distintos órganos”

4:30 – 6:00
Nils Melzer

Legal Adviser, International Committee of the Red Cross

“International Humanitarian Law and the Mandate of the International Committee of the Red Cross”

Miércoles 19
9:00 – 10:50
Paulo Borba Casella


Full Professor of Public International Law and Head of the International and Comparative Law Department at the University of São Paulo Law School

“International Law. The Postmodern Approach, the Classics, and the New Challenges” (I)

11:10 – 1:00
Paula María All

Profesora de derecho internacional privado de la Universidad Nacional del Litoral, Santa Fe, Argentina

“Reglamentación de la contaminación transfronteriza: tendencias y desafíos” (I)
2:30 – 4:15
Juan Carlos Murillo 

Asesor jurídico regional del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Costa Rica

“El sistema universal y regional para la protección internacional de los refugiados y otras víctimas del desplazamiento forzoso”

4:30 – 6:00
Nils Melzer
“The International Committee of the Red Cross’s Interpretive Guidance on the Notion of Direct Participation in Hostilities under International Humanitarian Law”

Jueves 20

9:00 – 10:50
Paulo Borba Casella

“International Law. The Postmodern Approach, the Classics, and the New Challenges” (II)

11:10 – 1:00
Paula All
“Reglamentación de la contaminación transfronteriza: tendencias y desafíos” (II)
2:30 – 4:30
Juan Carlos Murillo
“Desarrollos actuales del sistema interamericano de derechos humanos en materia de refugiados y otras personas necesitadas de protección internacional”

Viernes 21
10:00
Clausura y entrega de certificados


Dante Negro

Director del Departamento de Derecho Internacional de la OEA

Manoel Tolomei Moletta

Secretario del Comité Jurídico Interamericano

Diego Moreno

Departamento de Derecho Internacional de la OEA

C.
Relaciones y formas de cooperación con otros organismos interamericanos y con organizaciones regionales o mundiales similares

Participación del Comité Jurídico Interamericano como Observador o Invitado ante diferentes organizaciones y conferencias

Los siguientes miembros del Comité Jurídico Interamericano actuaron como observadores y participaron en diversos forums y organismos internacionales en representación del Comité durante el 2009:

1.
El doctor Jaime Aparicio Otero, Presidente del Comité, participó en los siguientes eventos: 

· Reunión del Grupo de Trabajo sobre migración, a fin de exponer la posición del Comité sobre la materia. En esa ocasión, presentó la resolución del Comité sobre la Directiva Europea y la Cartilla aprobada por el Comité, trabajos que han despertado mucho interés en todos los participantes.

· 61ª reunión de la Comisión de Derecho Internacional en Ginebra en julio de 2009, en donde se produjeron preguntas y debates respecto de temas como racismo e intolerancia, la aplicación de la Carta Democrática Interamericana, y la crisis de Honduras. 

· 39º período ordinario de sesiones de la Asamblea General de 2009, el Presidente señaló que tuvo la oportunidad de presentar el informe anual del CJI, resultando en siete mandatos al Comité, plasmados en la resolución AG/RES. 2515 (XXXIX-O/09) y resumidos en el documento DDI/doc.02/09 preparado por el Departamento de Derecho Internacional. 

· Reunión sobre acceso a la información en América Latina, realizada en Lima, la cual contó con la presencia de importantes instituciones que tratan de la materia, así como expertos gubernamentales y representantes de ONGs. En esa ocasión presentó los principios aprobados por el Comité Jurídico, los cuales tuvieron mucha receptividad de parte de todos. 

2.
El doctor Guillermo Fernández de Soto participó en el Forum de alto nivel organizado por el Consejo de Estado de Colombia sobre la evolución de “La función Consultiva y la calidad de la legislación – la experiencia francesa, española y de la América Andina”. El evento internacional fue celebrado en Bogotá, Colombia, entre el 5 y el 7 de mayo y contó con la participación de expertos nacionales e internacionales de las Américas y de Europa.

Encuentros realizados por el Comité Jurídico Interamericano

El Comité Jurídico Interamericano contó con la participación de las siguientes personas como invitados en sus sesiones y realizó visitas durante el año 2009:
1.
Durante el 74º período ordinario de sesiones celebrado en Bogotá, Colombia:

· 12 de marzo de 2009 durante la sesión inaugural del 74º período ordinario de sesiones, se contó con la participación de: Adriana Mejía H., Viceministra de Asuntos Multilaterales del Ministerio de Relaciones Exteriores de Colombia, y en nombre de la Universidad del Rosario: Alejandro Vanegas, Decano de la Facultad de Jurisprudencia; Eduardo Barajas Sandoval, Decano de las Facultades de Ciencias Políticas y Relaciones Internacionales y doctor Camilo Reyes, ex Canciller de Colombia. El evento se celebró en el Palacio de San Francisco, en la Universidad del Rosario en Bogotá, Colombia.
· 13 de marzo de 2009, el Comité recibió al Presidente del Consejo de Estado, señor Rafael Enrique Ostau de Lafont Pianeta en el salón de Protocolo del Palacio de San Francisco.
· 16 de marzo de 2009, encuentro en el Aula Máxima en la Universidad del Rosario sobre Perspectivas de la Institucionalidad del Sistema Interamericano”, organizado por las Facultades de Ciencia Política y Gobierno, y de Relaciones Internacionales de la Universidad del Rosario, en el marco del 74º período ordinario de sesiones del CJI. Se contó con la presencia de Alejandro Vanegas, Decano de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, Colombia.

· 16 de marzo de 2009, visita del Fiscal General de la Nación, Mario Germán Iguarán Arana en el salón de Protocolo del Palacio de San Francisco. También estuvieron presentes Paula Ramírez, Fiscal Asesora de Despacho del Fiscal General de Colombia y Francisco Javier Echeverry Lara, Director de Asuntos Internacionales de la Fiscalía.

· 17 de marzo de 2009, visita de Romaric Ferraro, Coordinador Jurídico del Comité Internacional de la Cruz Roja en Colombia.

· 17 de marzo de 2009, reunión con los Presidentes de las Altas Cortes de Colombia: Rafael Enrique Ostau de Lafont Pianeta, Presidente del Consejo de Estado; Nelson Pinilla Pinilla, Presidente de la Corte Constitucional; Francisco Javier G. Presidente de la Corte Suprema de Justicia; y Hernando Torres Corredor, Presidente del Consejo Superior de la Judicatura. La reunión se celebró en el Salón de Protocolo del Palacio de San Francisco.

· 18 de marzo de 2009, reunión con la Mesa Directiva del Congreso de la República. Estuvieron presentes el Presidente del Congreso, Hernán Andrade Serrano, el Presidente de la Cámara de Representantes, Germán Varón Cotrino, los Presidentes de las Comisiones Segundas de Senado y Cámara de Representantes, Manuel Ramiro Velázquez Arroyave y Julio Eugenio Gallardo Archbold, así como con los Vicepresidentes de Senado y Cámara de Representantes de las precitadas Comisiones, Jairo Raúl Clopatofsky Ghisays y Silfredo Morales Altamar. 

· 18 de marzo de 2009, visita del Viceministro de Justicia, Miguel Ceballos Arévalo, en el Salón de Protocolo, Palacio de San Francisco. 

· 18 de marzo de 2009, reunión con el Ministro de Relaciones Exteriores, Jaime Bermúdez Merizalde, en el Salón Indalecio Lievano, Palacio de San Carlos.

· 19 de marzo de 2009, Foro Académico de la Academia Diplomática de San Carlos. 

2.
Durante el 75º período ordinario de sesiones celebrado en Rio de Janeiro, Brasil:

· 5 de agosto de 2009, visita de los profesores Luis García-Corrochano, Profesor de Derecho Internacional Público de la Academia Diplomática del Perú. Miembro del IHLADI y Jorge Cardona Llorens, Catedrático de Derecho Internacional Público de la Universidad de Valencia, España.

· 7 de agosto de 2009, visita de la doctora Katya Salazar, Directora Ejecutiva de la Fundación para el Debido Proceso Legal.

· 11 de agosto de 2009, visita del doctor Jonathan T. Fried, Embajador de Canadá en Japón, ex miembro del Comité Jurídico.

· 11 de agosto de 2009, visita del doctor Jorge E. Viñuales, Profesor Asistente de Derecho Internacional del Graduate Institute of International and Development Studies, Ginebra, Suiza. 

· 12 de agosto de 2009, visita del doctor Antônio Augusto Cançado Trindade, Juez de La Corte Internacional de Justicia. 

* * * 
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� 	Ver por ejemplo, el Estatuto de Roma, art. 93, “Otras formas de asistencia”, párrafo 3 y el art. 72, “Protección de información que afecte a la seguridad nacional”.


� 	Ver por ejemplo “Lineamientos en cooperación judicial con la Corte Penal Internacional” de febrero de 2008 de la Comisión Andina de Juristas.


� 	Las pautas y principios contenidos en este instrumento tienen un carácter mínimo simplemente indicativo de ciertos temas que se han juzgado centrales y no pretenden agotar ni limitar las distintas formas de cooperación y asistencia legal con la Corte Penal Internacional y sus principios.


� 	ORGANIZAÇÃO DOS ESTADOS AMERICANOS. CONSELHO PERMANENTE. comissão de assuntos jurídicos e políticos. Relatório: Sessão de Trabalho sobre a Corte Criminal Internacional [AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08)]. CP/CAJP-2700/09, 17 março 2009, p. 1. This is a non-official translation.


� 	Idem, p. 3.


� 	ORGANIZAÇÃO DOS ESTADOS AMERICANOS. CONSELHO PERMANENTE. Relatório: Sessão de Trabalho sobre a Corte Penal Internacional [AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08)]. CP/CAJP-2700/09, 17 março 2009, p. 4-5. Traducción del autor.


� 	Idem, p. 6.


� 	Explicación adicional, pues el Informe del relator es posterior a este evento.


� 	ORGANIZAÇÃO DOS ESTADOS AMERICANOS. CONSELHO PERMANENTE. Relatório: Sessão de Trabalho sobre a Corte Penal Internacional [AG/RES. 2364 (XXXVIII-O/08)]. CP/CAJP-2700/09, 17 março 2009, p. 6-7. Traducción del autor.


� 	El relator ha elegido no atribuir nada de lo que sigue, con muy pocas excepciones, a cualquier miembro del Comité en particular, aunque sigue estando en deuda con sus colegas, cuyo análisis preliminar fue realizado precisamente con el fin de brindarle una cierta guía para la preparación de este informe.


� 	CJI/RES. 132 (LXXI-O/07).


� 	En cumplimiento de esos mandatos, el Comité adoptaría más adelante la resolución CJI/RES.I-3/95, “La Democracia en el Sistema Interamericano”, que será discutida más adelante en el presente informe.


� 	Ese mandato específico llevó el Comité a discutir y a considerar a profundidad un informe llamado “Aspectos jurídicos de la interdependencia entre la democracia y el desarrollo económico y social” preparado por el autor del presente informe (CJI/doc.190/05 rev. 3, 20 de marzo de 2006), y a adoptar la resolución CJI/RES. 106 (LXVIII-O/06) del 29 de marzo de 2006 sobre ese mismo tema. Más información sobre el tema más adelante.


� 	Del preámbulo.


� 	Párrafo operativo 1.


� 	Párrafo operativo 2.


� 	AG/DEC. 41 (XXXV-O/05).


� 	AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06), Santo Domingo, República Dominicana.


� 	OEA/Ser.G, CP/doc.4184/07, original español.


� 	INSULZA, José Miguel. Palabras de inauguración del XXXIV Curso de Derecho Internacional (2008). XXXIV Curso de Derecho Internacional, v. 27, p. i-xiv. En esa misma ocasión el Comité recibió al Secretario General para una discusión general sobre los desafíos actuales relacionados con la implementación de la Carta Democrática.


� 	Énfasis agregado.


� 	Según el mandato por iniciativa propia del Comité Jurídico.


� 	Véase DE LA CALLE, Humberto. Carta Democrática Interamericana: documentos e interpretaciones. Washington, D.C.: Organización de los Estados Americanos; Consejo Permanente; Columbus Memorial Library, 2003, p. 231. El texto completo de ese documento se encuentra en línea en <�HYPERLINK "http://www.oas.org/OASpage/esp/Publicaciones/CartaDemocratica_spa.pdf"��http://www.OEA.org/OEApage/esp/Publicaciones/CartaDemocráticaa_spa.pdf�>. 


� 	En su libro OEA (São Paulo: Manole, 2004), Jean-Miguel ARRIGHI, Secretario de Asuntos Jurídicos de la OEA, lleva a cabo tal revisión en el capítulo VI, titulado “La defensa del sistema democrático”. Su revisión comienza en épocas anteriores a la Carta de la OEA de 1948, con la Conferencia Interamericana de 1936 para la consolidación de la paz (Buenos Aires). Estoy en deuda con él por una parte de lo que sigue en esta parte de mi informe. [Nota: las referencias a su libro citadas en el presente informe pertenecen a una versión original en español del texto que luego fuera traducido en portugués por la casa editora; ese texto en español no ha sido publicado. En portugués, el Capítulo VI se intitula “A defesa do sistema interamericano”].


� 	Énfasis agregado.


� 	En su conferencia del 3 de agosto de 2007 mencionada anteriormente.


� 	Tampoco se menciona en el Acuerdo de la Liga de las Naciones, firmado el 28 de junio de 1919.


� 	El texto de su Acta Final se puede encontrar (en español) en: <�HYPERLINK "http://www.oas.org/CONSEJO/SP/RC/Actas/Acta%205.pdf"��http://www.OEA.org/CONSEJO/SP/RC/Actas/Acta%205.pdf�>. Las citas que siguen se toman del “Acta Final”.


� 	Por ejemplo con sus referencias explícitas al “comunismo” y al “totalitarismo”.


� 	Resolución IX, Acta Final, p. 12.


� 	Ese mismo lenguaje se repitió en el primer párrafo del preámbulo de la Carta Democrática Interamericana. Énfasis agregado.


� 	ARRIGHI, Jean-Michel. Op.cit, p. 109.


� 	AG/RES. 1080 (XXI-O/91).


� 	Compromiso, preámbulo, 3º párrafo.


� 	Compromiso, preámbulo, 35º párrafo.


� 	Compromiso, primer párrafo declarativo.


� 	Compromiso, tercer párrafo declarativo.


� 	Compromiso, quinto párrafo declarativo.


� 	Resolución 1080, preámbulo, 2º párrafo.


� 	Resolución 1030, párrafo operativo 1. Puede observarse que no se prevén medidas o sanciones específicas.


� 	HAWKINS, Darren; SHAW, Carolyn M. The OAS and Legalizing Norms of Democracy [La OEA y la legalización de normas de la Democracia]. En: Promoting Democracy in the Americas [Promoción de la Democracia en las Américas]. Ed. por Dexter B. Boniface, Sharon L. Lean y Thomas Legler. John Hopkins University Press, 2007, p. 25. El Profesor Hawkins está con el Departamento de Ciencia Política en la Universidad de Brigham Young, E.U.A.; el Profesor Shaw está con el Departamento de Ciencia Política en Wichita State University, E.U.A.


� 	El cual hoy se ha convertido en el artículo 19. Éste reza así: “Ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho de intervenir, directa o indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de cualquier otro. El principio anterior excluye no solamente la fuerza armada, sino también cualquier otra forma de injerencia o de tendencia atentatoria de la personalidad del Estado, de los elementos políticos, económicos y culturales que lo constituyen.”. Es decir la Resolución 1080 dio al principio de no-intervención un significado calificado.


� 	PASTOR, Robert. A Community of Democracies in the Americas – Instilling Substance Into a Wondrous Phrase [Una comunidad de Democracias en las Américas – inculcando sustancia en una frase maravillosa]. En: The Inter-American Democratic Charter: Challenge and Opportunities for the Collective Defence and Promotion of Democracy in the Americas [La Carta Democrática Interamericana: Desafío y oportunidades para la defensa colectiva y la promoción de la Democracia en las Américas], Canadian Foreign Policy, v. 10, n. 3 (primavera de 2003), p. 14. El documento de Pastor fue uno de varios publicados en esa edición temática de Canadian Foreign Policy que resultó de una conferencia de dos días convocada en la University of British Columbia en noviembre de 2002 por el ex-Ministro de Asuntos Exteriores canadiense, Lloyd Axworthy y el Liu Institute de la UBC para buscar una mejor comprensión “del dilema y las opciones para los esfuerzos multilaterales fortalecer la Democracia en las Américas”. En aquella época, Pastor, un ex-secretario ejecutivo del Consejo de presidentes y primeros ministros de las Américas, era vicepresidente de asuntos internacionales, profesor, y director del Centro para la Democracia y el manejo de las elecciones de la American University en Washington.


� 	Pastor, op. cit., p. 15; ese, señala, “fue el momento en que la OEA cruzó el Rubicón”.


� 	GRAHAM, John. A Magna Carta for the Americas: The Inter-American Democratic Charter: Genesis, Challenges and Canadian Connections [�HYPERLINK "http://www.focal.ca/pdf/iad_charter.pdf" \t "_blank"��Una Carta Magna para las Américas: La Carta Democrática Interamericana: Génesis, desafíos y conexiones canadienses�], documento de política. FPP-02-09, p. 3; FOCAL (Fundación Canadiense para las Américas), Ottawa, 2002. John Graham, ex-embajador canadiense en Venezuela, fue el primer director de la Unidad de Promoción de la Democracia de la OEA, cuya creación, anotan Hawkins y Shaw (op. cit., p. 25) constituyó un paso importante para lo que se conoce como “la legalización de la democracia”; ellos definen ”legalización” como un “aumento en el nivel de obligación, precisión y delegación a terceras partes acerca de las reglas internacionales”; más sobre esto, posteriormente.


� 	Ibid., p. 113-114.


� 	HAWKINS y SHAW. Op. cit. p. 26. ARRIGHI, Jean-Michel, Op.cit., y muchos otros, se han ocupado extensivamente de los diversos niveles de personalidad jurídica de los varios instrumentos de la OEA que se relacionan con la promoción y la defensa de la Democracia en las Américas, incluyendo por supuesto la Carta Democrática Interamericana, y de las dificultades que presenta. Por ejemplo, Arrighi se pregunta si así como la Resolución 1080, aplicable a todos, pero no obligatoria, condujo a la adopción del obligatorio pero sólo aplicable a los signatarios, Protocolo de Washington, algún día no podamos tener un nuevo protocolo que modifique la Carta de la OEA como resultado de lo cual hubiera de darse una mayor jerarquía legal a la Carta Democrática Interamericana. Hay un acuerdo general sobre que las condiciones políticas requeridas para el consenso necesario para que esto sea posible no están dadas.


� 	Ibid.


� 	En su conferencia anteriormente mencionada del 3 de agosto de 2007.


� 	Varios otros documentos se podrían agregar a ésos considerados hasta el momento, especialmente la Declaración de Managua para la promoción de la Democracia y desarrollo de 1990 [AG/DEC 4 (XXIII-O/93)], por la que, como el decimoséptimo párrafo del preámbulo de la Carta Democrática interamericana recordara más adelante, “los Estados Miembros expresaron su convicción que la misión de la Organización no se limita a la defensa de la democracia en los casos de quebrantamiento de sus valores y principios fundamentales, sino que requiere además una labor permanente y creativa dirigida a consolidarla, así como un esfuerzo permanente para prevenir y anticipar las causas mismas de los problemas que afectan el sistema democrático de gobierno”.


� 	Arrighi, Jean-Michel, op. cit., p. 114.


� 	Véase CAMERON, Maxwell; HECHT, Catherine. �HYPERLINK "http://www.carleton.ca/cfpj/issue-current.html" \l "Cameron"��Compromiso Canadiense con las Democracias en las Américas�. Canadian Foreign Policy, v. 14, n. 3 (2008); la edición entera fue dedicada a los documentos presentados en una conferencia sobre “Canadá y las Américas: Definiendo la nueva participación” llevada a cabo en Ottawa el 13-14 de marzo de 2008. Cameron era entonces profesor en el Departamento de Ciencia Política en la Universidad de la Columbia Británica (UBC), en Canadá, y Hecht era candidata doctoral en el mismo departamento.


� 	LEGLER, Thomas (ed); LEAN, Sharon L. (ed); BONIFACE, Dexter B.(ed). Las dimensiones internacionales y transnacionales de la Democracia en las Américas. En: Promoción de la Democracia en las Américas. John Hopkins University Press, 2007. Thomas Legler es profesor de relaciones internacionales en la Universidad Iberoamericana en Ciudad de México y un fellow en el Centro para el Estudio de la Democracia en Queen’s University en Toronto; Sharon L. Lean es profesora de política comparativa, de América Latina y democratización en el Departamento de Ciencia Política, Wane State University, Detroit; Dexter Boniface es profesor adjunto de Ciencia Política y director del American & Caribbean Studies Program at Rollins College in Winter Park, FL.


� 	Véase CAMERON y Hecht, op. cit.  


� 	Algunos de los cuales se han citado anteriormente en el presente informe.


� 	Se conoce como la “cláusula de la Democracia” de la Declaración de Quebec.


� 	5º párrafo de la Declaración; énfasis añadido.


� 	6º párrafo de la Declaración; énfasis añadido. La delegación venezolana en la cumbre presentó reservas respecto a este párrafo (así como el párrafo 1, por la misma razón) de la Declaración de Quebec, “por cuanto a juicio de nuestro Gobierno la Democracia debe ser entendida en su sentido más amplio y no únicamente en su carácter representativo. Entendemos que el ejercicio democrático abarca además la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones y en la gestión de gobierno, con miras a la construcción diaria de un proceso dirigido al desarrollo integral de la sociedad. Por ello, el Gobierno de Venezuela hubiese preferido, y así se solicitó en esta Cumbre, que el texto de la Declaración quedase reflejado expresamente el carácter participativo de la democracia”.


� 	8º párrafo de la Declaración; el subrayado es mío.


� 	El cual ya llamaron Carta Democrática Interamericana.


� 	Como aquellos ya identificados.


� 	En el 1º párrafo de su declaración, los jefes de Estado y de Gobierno escribieron: “Hemos adoptado un Plan de Acción para fortalecer la democracia representativa, para promover una eficiente gestión de gobierno y para proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales”.


� 	Legler et al. Op. cit., p. 115-116, refiere a la tentativa presidencial de aparejar elecciones en 2000 y a la determinación del gobierno peruano provisional del presidente Valentín Paniaga y la resistencia democrática peruana a Fujimori para ver “que la OEA tendría los medios necesarios para prevenir y/o responder a la subida de futuros dictadores democráticos, y atribuir el diseño del bosquejo inicial de la convención Democrática interamericana a los anteriores opositores de Fujimori, (…) y luego del gobierno de Alejandro Toledo”.


� 	DE LA CALLE, Humberto. Carta Democrática Interamericana: documentos e interpretaciones. Consejo Permanente, Organización de los Estados Americanos. Columbus Memorial Library: Washington, 2003; p. viii el texto completo de ese documento clave se puede encontrar en línea en: <�HYPERLINK "http://www.oas.org/OASpage/esp/Publicaciones/CartaDemocratica_spa.pdf"��http://www.OEA.org/OEApage/esp/Publicaciones/CartaDemocráticaa_spa.pdf�>.


� 	Ibid. Introducción, p. viii. Una conclusión compartida completo por muchos otros analistas.


� 	HERDOCIA SACASA, Mauricio. 1. ed. Managua, 2005.


� 	1º párrafo del preámbulo.


� 	3º párrafo del preámbulo.


� 	14º párrafo del preámbulo. Como veremos más adelante, todo el capítulo IV de la Carta Democrática Interamericana se dedica a una “serie de procedimientos eficaces, oportunos, y expeditos para asegurar la promoción y la defensa de la Democracia representativa, con el respecto debido por el principio de no intervención”.


� 	16º párrafo del preámbulo.


� 	Cap.III, párrafo 5 de la Declaración sobre Seguridad.


� 	3º Cap., 8º párrafo de la Declaración de Nuevo León.


� 	Preámbulo, 2o párrafo. La Declaración de Florida fue adoptada en el 35º período ordinario de sesiones de la Asamblea General (junio de 2005) en Fort Lauderdale. 


� 	GRAHAM, John, op.cit., p. 7.


� 	Idem., p. 133 de un capítulo (p.133-152) dedicado por completo a “la Carta Democrática Interamericana, un nuevo instrumento para la acción colectiva”. 


� 	Ibid., p. 134. 


� 	Énfasis añadido. 


� 	Cameron y Hecht, op. cit., p. 10.


� 	Durante su conferencia de agosto de 2007; op. cit. Anteriormente, en su ya  mencionado Informe al Consejo Permanente, explicó que: “Uso la palabra “republicana” en el sentido definido por la Enciclopedia Británica: “un gobierno en el que el poder supremo reposa en un cuerpo de ciudadanos con derecho al voto y es ejercido por funcionarios elegidos y representantes responsables frente a ellos y que gobiernan de acuerdo con la ley.” 


� 	Véase Legler, op. cit., p. 21. Y eso no considera los varios casos conocidos sobre el uso erróneo del término: ¿algunos de los peores regímenes autoritarios y antidemocráticos de la historia no han sido llamados “repúblicas populares y democráticas” por sus líderes autoritarios? 


� 	Énfasis añadido.


� 	Op. cit., p. 17.


� 	Más en la parte 8, i, y el anexo, (a) y (c), infra.


� 	Énfasis añadido.


� 	LEGLER, Thomas. La Carta Democrática Interamericana: retórica o realidad. En: Promoting Democracy in the Americas (véase supra), p. 113-130, en p. 114.


� 	Ibid.


� 	Ibid., p. 116.


� 	En este artículo 17 y siguientes, énfasis agregado.


� 	Según Legler, op. cit., p, 16, la naturaleza preventiva del artículo 17 representa un precedente para el Sistema Interamericano; su comentario también se aplica al artículo 18.


� 	En palabras de Pastor, op. cit., p. 18; ver también Legler, op. cit., p. 116.


� 	Ibid., p. 116.


� 	Publicado en la edición temática previamente referida Canadian Foreign Policy, v. 10, n. 3 (primavera de 2003) dedicada a “la Carta Democrática Interamericana: Desafío y oportunidades para la defensa colectiva y la promoción de la Democracia en las Américas”. McIntosh era entonces profesor adjunto de Ciencia Política en la Universidad de Columbia Británica, en Canadá.


� 	Ibid, p. 46.


� 	Ibid., p. 119. Él da varios ejemplos de la “altamente notable (…) falla en el uso del mecanismo preventivo de la Carta Democrática contenido en los artículos 17 y 18”. Sobre el artículo 17: “en diciembre del 2001, Aristide no invocó la cláusula de auto-ayuda contenida  en el artículo 17 después de un ataque armado contra el palacio presidencial; tampoco lo utilizó en las semanas que culminaron con su derrocamiento por una rebelión armada el 19 de febrero del 2004. A pesar de meses de creciente tensión en Venezuela antes del golpe de abril del 2002, Hugo Chávez tampoco usó el artículo 17. En Bolivia, el Presidente Gonzalo Sánchez de Lozada (2003) y su sucesor Carlos Mesa (2005) también dejaron de invocar la cláusula de auto-ayuda mientras sus respectivas presidencias eran amenazadas por demostraciones  de masas pidiendo sus renuncias”. Y sobre el artículo. 18: “(Esa) medida de vigilancia comunitaria solo se utilizó en dos de los casos antes mencionados [Haití, 2001 & 2004; Venezuela 2002; Bolivia, 2003 & 2005; Ecuador & Nicaragua]. El 22 de abril del 2005, el artículo 18 fue invocado por fin en la Resolución 880 del Consejo permanente. El artículo 18 se utilizó por primera vez como base para una misión de alto nivel al Ecuador por parte del Secretario General Interino Luigi Einaudi para explorar vías para el fortalecimiento de la Democracia en ese país. Vale notar que el artículo 18 entró en escena solo después  de la renuncia del Presidente Lucio Gutiérrez en medio de una crisis política de mayor proporción. Tampoco el artículo 18 ni cualquiera otra cláusula de la Carta Democrática se invocaron en diciembre del 2004 cuando Gutiérrez inconstitucionalmente socavó la separación de los poderes entre el ejecutivo y lo judicial en Ecuador, o en las semanas anteriores a la caída de Gutiérrez. El artículo 18 se utilizó por una 2ª vez unas seis semanas más tarde, durante la Asamblea General anual de la OEA en Fort Lauderdale, Florida. En una declaración titulada Soporte para Nicaragua, la Asamblea General se refirió al artículo 18 en el preámbulo como fundamento para mandar a una misión a ese país, dirigida por el Secretario General Insulza, con el propósito de establecer un dialogo entre las elites polarizadas por la crisis política en ese país. Echo importante, ese constituyó el primer uso del artículo 18 y de la Carta Democrática Interamericana  a los fines previstos: como instrumentos preventivos de la Democracia. Al contrario de la anterior repugnancia de gobiernos amenazados (…) a consentir al uso del artículo 18, el impulso para recurrir a dicho artículo originó principalmente con el gobierno Bolaño”. 


� 	Tratado por el artículo 21 de la CDI, que lee: “Cuando la Asamblea General, convocada a un período extraordinario de sesiones, constate que se ha producido la ruptura del orden democrático de un Estado Miembro y que las gestiones diplomáticas han sido infructuosas, conforme a la Carta de la OEA tomará la decisión de suspender a dicho Estado Miembro del ejercicio de su derecho de participación en la OEA con el voto afirmativo de los dos tercios de los Estados Miembros. La suspensión entrará en vigor de inmediato. El Estado Miembro que hubiere sido objeto de suspensión deberá continuar observando el cumplimiento de sus obligaciones como miembro de la Organización en particular en materia de derechos humanos”. En la versión española de la CDI el término “ruptura” se utiliza en vez de “interrupción”. Énfasis añadido.


� 	Tratado por el artículo 20 de la CDI que lee: “En caso de que en un Estado Miembro se produzca una alteración del orden constitucional que afecte gravemente su orden democrático, cualquier Estado Miembro o el Secretario General podrá solicitar la convocatoria inmediata del Consejo Permanente para realizar una apreciación colectiva de la situación y adoptar las decisiones que estime conveniente. El Consejo Permanente, según la situación, podrá disponer la realización de las gestiones diplomáticas necesarias, incluidos los buenos oficios, para promover la normalización de la institucionalidad democrática. Si las gestiones diplomáticas resultaren infructuosas o si la urgencia del caso lo aconsejare, el Consejo Permanente convocará de inmediato un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General para que ésta adopte las decisiones que estime apropiadas, incluyendo gestiones diplomáticas, conforme a la Carta de la Organización, el derecho internacional y las disposiciones de la presente Carta Democrática. Durante el proceso se realizarán las gestiones diplomáticas necesarias, incluidos los buenos oficios, para promover la normalización de la institucionalidad democrática”. Énfasis añadido.


� 	Ibid., p. 117.


� 	Véase las notas al pie de página anteriores para el texto completo de artículos 20 y 21.


� 	Principalmente, en p. 12 de su informe. Más sobre esto adelante.


� 	Ibid., p. 122. Legler da el ejemplo de Perú durante los años 90 bajo Fujimori, donde dice, “para el momento en que la OEA tomara medidas para defender la Democracia, el país hace mucho tiempo se había deslizado en el autoritarismo”. La expresión “golpe constitucional a cámara lenta” también ha sido utilizada por otros, en especial por Maxwell A. Cameron, según lo citado por Legler, en p. 120.


� 	AG/RES. 2154 (XXXV-O/05). 


� 	OEA/Ser.G, CP/doc.4184/07, original en español.


� 	En la parte 8 y el anexo, infra.


� 	CJI/doc.190/05 rev. 3, 20 de marzo de 2006.


� 	Por el Representante de Perú, Embajador Eduardo Ferrero Costa; el tema de ese “diálogo informal” era: “Seguimiento y desarrollo de la Carta Democrática Interamericana”. 


� 	Principalmente, pero ese no es más que un ejemplo, en su Declaración y Plan de Acción de Quebec.


� 	Énfasis agregado.


� 	Ibid., p. viii. Una conclusión compartida totalmente por muchos.


� 	Ese informe fue publicado como CJI/doc.76/01, 15 de agosto de 2001.


� 	Párrafo 3 del informe del CJI.


� 	Véase el párrafo 5 del informe del CJI. El doctor Mauricio Herdocia Sacasa cita ese párrafo en op. cit., p. 147.


� 	En: de la Calle, op. cit., p. 78. Énfasis agregado.


� 	Nuevamente durante la sesión protocolaria del Consejo Permanente del 16 de septiembre de 2002 realizada en conmemoración del primer aniversario de la Carta Democrática Interamericana, según lo citado en de la Calle, op. cit., p. 232; énfasis agregado.


� 	El informe completo de esas Jornadas ha sido publicado como Jornadas de Derecho Internacional (Florianópolis, Brasil, 2002), Secretaría General de la OEA, Washington DC, 2003. La presentación del Embajador Ferrero Costa se puede encontrar en p. 427-446.


� 	Observe que él no utilizó “modificar”.


� 	Según lo citado por el Embajador Ferrero Costa en Jornadas, en p. 441; énfasis agregado.


� 	Ibid., p. 137.


� 	Ibid., p. 138.


� 	Para ser más exacto, “el instrumento más importante del ordenamiento jurídico de las Américas en lo tocante a la regulación de la democracia (…)  la piedra angular en torno a la cual queremos progresar en el proceso democrático dentro del continente”, durante la mencionada conferencia del 3 de agosto de 2007, op. cit, p. vii.


� 	En: International and Comparative Law Quarterly (ICQL), v. 51, abril de 2002, p. 225-247.


� 	Ibid., p. 234.


� 	Ibid., p. 27.


� 	Ibid., p. 8.


� 	Para nombrar solamente algunos: “Estudio sobre la relación jurídica entre el respeto a los derechos humanos y el ejercicio de la Democracia” (Comité Jurídico Interamericano, Recomendaciones e Informes, Documentos Oficiales, v. VI, 1959-1960. Rio de Janeiro, GB, 1961, p. 221 FF.); “Estudio de la legitimidad en el Sistema Interamericano y la interrelación entre las disposiciones de la Carta de la OEA sobre autodeterminación, no intervención, democracia representativa y protección de los derechos humanos” (CJI/SO/II/doc.13/91 rev. 2, 13 de agosto de 1992, por los doctores Francisco Villagrán-Kramer y Seymour Rubin; una serie de informes del doctor Eduardo Vio Grossi llamados (a) “Democracia en el Sistema Interamericano”, (CJI/SO/II/doc.10/93; CJI/SO/I/doc.11/94; CJI/SO/II/doc.37/94 rev.1 corr.2; CJI/SO/I/doc.7/95, rev.2; (b) “Democracia en el Sistema Interamericano; Informe de seguimiento: un nuevo acercamiento metodológico: Instrumento, declaración o tratado interamericano sobre Democracia” (CJI/doc.35/00 rev.1), y (c) “Democracia en el Sistema Interamericano; Informe de seguimiento sobre la aplicación de la Carta Democrática Interamericana” (CJI/doc.127/03); “Aspectos jurídicos de la interdependencia entre Democracia y desarrollo económico y social” por el autor del presente informe (CJI/doc.190/05 rev.3).


� 	CJI/RES.I-3/95.


� 	Énfasis agregado.


� 	CJI/RES. 5/LII/98.


� 	Las cosas no han cambiado realmente desde entonces….


� 	CJI/RES. 17 (LVII-O/00). Esa resolución comenzó recordando una vez más los “principios y las normas” observados por los Estados miembros de la OEA “en relación al ejercicio efectivo de la Democracia” primero declarados en su resolución CJI/RES. I-3/95 y reiterados en su resolución CJI/RES. 5/LII/98. 


� 	CJI/doc.35/00 rev.1, del 17 de agosto de 2000. En su informe, el doctor Vio Grossi abordó la problemática relacionada sobre qué tipo de derecho o leyes deben aplicar las misiones de observación para formular sus conclusiones y recomendaciones sobre un mayor fortalecimiento de la democracia en un Estado particular. Él explicó que no era una cuestión de la exclusión total de la jurisdicción interna, doméstica o exclusiva del Estado todo lo relacionado con los procesos electorales y la democracia. Pero, simplemente, que si un Estado consiente a la observación internacional, de igual manera las normas internacionales deben estar disponibles para que la misión se lleve a cabo.


� 	Citado del preámbulo de CJI/RES. 17 (LVII-O/00). Con mayor precisión, lo que el doctor Vio Grossi tenía en mente era reforzar la necesidad de adoptarse un “Anteproyecto de un Instrumento, Declaración o Tratado Interamericanos” que incluyera materias tales como el desarrollo normativo de la Carta de la OEA sobre democracia, relación entre democracia y derechos humanos, separación de poderes del Estado, poder judicial y órganos de control, sistemas electorales y participación de los ciudadanos, respeto a la minorías, sistemas de partidos políticos, estatus de las fuerzas armadas, grupos de presión, etc., además todo aquello que representa un desafío no solo al desarrollo jurídico del sistema interamericano en esta materia sino que también respecto de lo qué se puede esperar sobre ello para el futuro previsible (par. 21 de su informe). 


� 	Párrafos 3 y 4 de la parte operativa de CJI/RES. 17 (LVII-O/00).


� 	CJI/doc.76/01, 15  de agosto de 2001, y CJI/RES. 32 (LIX-O/01), 16 de agosto de 2001.


� 	Párrafo 7 del informe.


� 	La “soberanía del pueblo” es la expresión que finalmente fue adoptada por el artículo 3 de la Carta Democrática. 


� 	Párrafo 10 del informe.


� 	Párrafo 27 del informe.


� 	Párrafo 29 del informe.


� 	Párrafos 37-41 del informe; énfasis agregado.


� 	CJI/RES. 106 (LXVIII-O/06), 29 de marzo de 2006.


� 	Embajador Celso Lafer, Ministro de Relaciones Exteriores de Brasil, en el XXXI período ordinario de sesiones de la Asamblea General de junio de 2001 en San José, según lo citado por el Embajador Valter Pecly Moreira en la sesión ordinaria del Consejo Permanente del 6 de septiembre de 2001, en de la Calle, op. cit., p. 64.


� 	Embajador Manuel Rodríguez Cuadros, Viceministro y Secretario General de Relaciones Exteriores de Perú, según lo citado en este informe.


� 	Embajador Didier Opertti, Ministro de Relaciones Exteriores de Uruguay, en XXXI período ordinario de sesiones de la Asamblea General de junio de 2001 en San José, según lo citado por el Embajador Valter Pecly Moreira en la sesión ordinaria del Consejo Permanente del 6 de septiembre de 2001, en de la Calle, op. cit., p. 64.


� 	El doctor Mauricio Herdocia Sacasa, según lo citado en este informe.


� 	En p. 3 de su informe.


� 	Ibid., p. 118. 


� 	En p. 3 de su informe.


� 	Véase p. 11 de su informe.


� 	En la medida en que no se ha cubierto en este informe.


� 	Según la formulación del mandato.


� 	De tal modo reiterando expresamente la cláusula de la Democracia adoptada por los líderes de la región en la Declaración de Quebec.


� 	Véase, parte 7, supra.


� 	CJI/doc.76/01, 15 de agosto de 2001, y CJI/RES. 32 (LIX-O/01), 16 de agosto de 2001.


� 	Véase p. 11-12 de su informe.


� 	Véase el anexo I (a) para una lista completa y mayor desarrollo de sus criterios.


� 	En español, él utiliza “Democracia de origen y Democracia de ejercicio”. 


� 	Ibid., p. 17.


� 	Lo que Cameron describe conveniente como “característica esencial del estado constitucional que sostiene la Democracia liberal”.


� 	Pastor agrega: Las “amenazas de la responsabilidad horizontal son más difíciles de prevenir porque la Democracia es minada a menudo por un proceso de erosión lenta, y es difícil saber cómo y cuándo intervenir en el proceso”. 


� 	Él, con otros, considera ese déficit como “una de las amenazas más grandes para la Democracia” en las Américas.


� 	En la 16-17 p. de su informe de 2007, el Secretario General escribe: "(...) podemos decir que, mientras que la CDI se encuentra en un cumplimiento cada vez más avanzado en lo que respeta al origen de la Democracia, aún existen en nuestro hemisferio  carencias importantes en la división, independencia, y controles mutuos de los poderes del Estado, y en la plena vigencia de las tres esferas de la ciudadanía: la política, la civil y la social”. Por esto es que agrega, cuando se trata de la acción preventiva específica que la OEA puede asumir en el cumplimiento de su mandato a favor de la promoción, preservación y defensa de la Democracia: “Por tanto, cuando pienso en la ampliación y desarrollo de la Carta Democrática, también pienso en la ampliación y consolidación de la organización republicana. Separación y balance de poderes, poder legislativo dotado de capacidad política y técnica propia, justicia profesional y plenamente independiente; límites claros al ejercicio del poder; normas claras y estables en el proceso democrático; fortalecimiento de los partidos políticos, son algunos  elementos del Estado democrático de derecho que queremos fortalecer. Especial significación adquiere también en la forma republicana el desarrollo de los mecanismos de control ciudadano. Una democracia sin rendición de cuentas se torna poco confiable y de esa desconfianza nace en gran parte la crisis de representación que vivimos”.


� 	Él incluso duda que dado el estado actual de la situación política en las Américas podría haber consenso alrededor del texto de la Carta del 2001.


� 	Artículo 3 (e) de la Carta de la OEA.


� 	En p. 12-13 del informe. Durante su conferencia de agosto de 2007 en Rio, el Secretario General se ocupó de la misma temática en los términos siguientes: "(...) De ahí el temor, en muchos, de que las normas del derecho internacional puedan ser ocupadas con fines distintos a aquellos para los cuales fueron concebidas. En nuestra América esta tensión entre derecho a la autodeterminación o derecho a la no-intervención y vigencia universal de los derechos humanos o de los derechos políticos es permanente. Hoy diría que es una tensión que ha estado presente en nuestra región y en la historia de la Organización de los Estados Americanos desde su fundación”, p. v.


� 	Ibid., p. 123.


� 	Como Representante Permanente de Chile ante la OEA él tuvo acceso de primera mano sobre el proyecto del Compromiso de Santiago de 1991 y la Resolución 1080.


� 	En: �HYPERLINK "http://findarticles.com/p/articles/mi_qa3688"�Journal of Inter-American Studies and World Affairs�, primavera de 1998.


� 	Por ejemplo el final de la guerra fría.


� 	Ibid., p. 109.


� 	Véase a Pastor, op. cit., p. 15, y parte 3, iv, supra, 


� 	En p. 13-14  de su informe.


� 	Ibid., p. 118. 


� 	CJI/RES. I-3/95.


� 	Énfasis agregado.


� 	En este caso se requiere el consentimiento del gobierno del Estado afectado si, consecuentemente, se consideran las visitas in situ u otras acciones antes de presentar un informe al Consejo para un análisis colectivo de la situación y, si es necesario, las decisiones para la preservación del sistema democrático y su fortalecimiento.


� 	Véase p. 14 del Informe del Secretario General.


� 	Durante su LXXII período ordinario de sesiones (Rio de Janeiro, 3-14 de marzo de 2008).


� 	Véase McCoy en anexo, II.


� 	Legler, op. cit., p. 125.


� 	A consecuencia, “las capacidades de la OEA para evitar una crisis democrática o para manejar eficazmente la reincidencia autoritaria están por lo tanto muy limitadas”; Legler, op. cit., p. 123-124. Véase también las opiniones Lisa McIntosh Sundstrom, anexo, I (b).


� 	En p. 16 de su informe.


� 	Hay nada nuevo en esto; veáse la parte 3, ii, en la Declaración de Santiago de Chile adoptada en la Quinta Reunión de Consultas de los Ministros de Relaciones Exteriores realizada en Santiago, Chile, 12-18 de agosto de 1959.


� 	Véase la parte 8, iii, supra.


� 	Las opiniones examinadas aquí son comprensiblemente a menudo absolutamente similares. Las citas de estos autores, aquí o en el cuerpo del presente informe, no debe ser interpretadas como que el relator apoya las opiniones y juicios en ellas expresadas.


� 	El Instituto Liu es una unidad de investigación dentro de la �HYPERLINK "http://www.cfis.ubc.ca/" \t "_blank"��Universidad para los Estudios Interdisciplinarios� en la �HYPERLINK "http://www.ubc.ca/"��Universidad de la Columbia Británica�.


� 	12-13 de noviembre de 2002.


� 	Otra vez según lo indicado anteriormente, estos se han publicado en una edición temática de Canadian Foreign Policy, v. 10, n. 3 (primavera de 2003), bajo el título “La Carta Democrática Interamericana: desafío y oportunidades para la defensa colectiva y la promoción de la Democracia en las Américas”.


� 	Según lo indicado antes, su documento fue titulado “A Community of Democracies in the Americas – Instilling Substance Into a Wondrous Phrase”, p. 15-29.


� 	Según lo indicado antes, su documento fue titulado “Carrots and Sticks for Democracy in the OAS: Comparison With the East European Experience”, p. 45-60.


� 	Según lo indicado antes, su documento fue titulado Strengthening Checks and Balances: Democracy Defence and Promotion in the Americas [Consolidando controles y equilibrios: defensa y promoción de la Democracia en las Américas], p. 106-111.


� 	El texto completo de profesor McCoy, del Departamento de Ciencia Política en la Georgia State University Atlanta, se puede encontrar en el Web site de la Carta en <� HYPERLINK "http://www.cartercenter.org/news/documents/doc2043.html" ��http://www.cartercenter.org/news/documents/doc2043.html�>.


� 	Otra vez según lo indicado, este documento se puede encontrar en Canadian Foreign Policy, v. 14, n. 3 (2008); la edición entera fue dedicada a los documentos presentados en esa conferencia.


� 	Informe de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y las Formas Conexas de la Intolerancia. 


2 	Documento titulado “Inter-American Dialogue – Constitutional Provisions and Legal Actions Related to Discrimination and Afro-Descendant Populations in Latin America” � HYPERLINK "http://www.iac.race.org" ��www.iac.race.org�. [Diálogo Interamericano – Disposiciones Constitucionales y Acciones Jurídicas relativas a la discriminación y las Poblaciones Afrodescendientes en América Latina]


3 	Declaración de las Instituciones Nacionales para la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia y Formas Conexas de Intolerancia, adoptada en Durban, África del Sur, 2001.


4 	Artículo de Cecilia Lipszyc, Coordinadora Nacional del Instituto Argentino contra la Discriminación (NADI) en conversación con IPS.


5 	Declaración de Estados de Mar del Plata: Cuarta Cumbre de las Américas, 5 de noviembre de 2005.


� 	HIGGINS, Noelle. The Right to Equality and Non-Discrimination With Regard to Language. Galway: National University of Ireland, March 2003, v.10, n.1. Noelle Higgins, BA MA, LLM, profesor de Derecho. Esta traducción no es oficial.


� 	Ibidem.


� 	Ibidem.


� 	HIGGINS, Noelle. The Right to Equality and Non-Discrimination With Regard to Language. Galway: National University of Ireland, March 2003, v.10, n.1, par. 3. Esta traducción no es oficial. 


� 	VAGINS, Deborah. A step towards fair pay with a stroke of a pen. Publicado en American Civil Liberties Union (aclu) Blog of Rights Because Freedom Can’t Blog Itself: women’s rights, 29 Enero 2009. Publicado originalmente en � HYPERLINK "DailyKos" ��DailyKos�. Disponible en: <� HYPERLINK "http://blog.aclu.org/2009/01/29/a-step-towards-fair-pay-with-a-stroke-of-a-pen" ��http://blog.aclu.org/2009/01/29/a-step-towards-fair-pay-with-a-stroke-of-a-pen�>. 


� 	ITO, Suzanne. Stimulus funds: mind the gap. Publicado en ACLU (American Civil Liberties Union) Blog of Rights Because Freedom Can’t Blog Itself: human rights, 25 Febrero 2009. Disponible en: <� HYPERLINK "http://blog.aclu.org/?s=Stimulus+Funds%3A+Mind+the+Gap+" ��http://blog.aclu.org/?s=Stimulus+Funds%3A+Mind+the+Gap+�>. 


� 	De Varennes, 1996, 55.


� 	Disponible en: <� HYPERLINK "http://www.icrc.org/Web/Eng/siteeng0.nsf/htmlall/t107/$File/ICRC_002_T107.PDF!Open" ��www.icrc.org/Web/Eng/siteeng0.nsf/htmlall/t107/$File/ICRC_002_T107.PDF!Open�>.


� 	“Violencia interna: sobre la protección de personas en situaciones de "violencia interna" que no son consideradas conflicto armado.” Declaración de Michel Minnig, delegado del CICR para Argentina, Brasil, Chile, Paraguay y Uruguay en la sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos de la OEA sobre temas de actualidad del derecho internacional humanitario, Washington, D.C., 25 de enero de 2008. Disponible en: <� HYPERLINK "http://www.icrc.org/WEB/SPA/sitespa0.nsf/html/oas-statement-250108" ��http://www.icrc.org/WEB/SPA/sitespa0.nsf/html/oas-statement-250108�>.


� 	Organización de los Estados Americanos. Consejo Permanente. Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. Informe final: sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre temas de actualidad del Derecho Internacional Humanitario. Washington, D.C., 25 enero 2008. CP/CAJP-2649/08, p. 46-47.


�.	La CPI, además de tener competencia sobre los crímenes de guerra, tiene competencia sobre los crímenes de lesa humanidad que son crímenes que se pueden cometer tanto en tiempo de paz como de guerra y por actores estatales o no estatales. Aquí no se hace referencia a estos crímenes.


2 	Organización de los Estados Americanos. Consejo Permanente. Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. Informe final: sesión especial de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos sobre temas de actualidad del Derecho Internacional Humanitario, Washington, D.C., 25 enero 2008. CP/CAJP-2649/08, p. 46-47.


� 	A estas infracciones se refieren el artículo 2 común de los 4 Convenios de Ginebra; los artículos 50, 51, 130 y 147, respectivamente, de dichos Convenios; el Protocolo Adicional I de 1977, especialmente los artículos 1, 11 y 85.


� 	Presentación del doctor Antón Camén ante la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (Washington, D.C., 28 de enero de 2008): CP/CAJP/INF.84/08, 12 febrero 2008. Presentaciones: sesión de trabajo sobre la Corte Penal Internacional. p.1. Ver también COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal nacional de los Estados americanos. marzo 2008, p. 4.


� 	COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal nacional de los Estados americanos. marzo 2008, p. 9, III, 2º §.


� 	Idem.


� 	Ver nota 4 supra, p. 2 y 4, respectivamente.


� 	COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal nacional de los Estados americanos. marzo 2008, p. 17, 1º §.


� 	Idem, p. 17, 2º §.


� 	COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal nacional de los Estados americanos. marzo 2008, p. 4, 2º §.


� 	Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, Preámbulo.


� 	BROOMHALL, Bruce. Corte Penal Internacional: una guía para su implementación nacional. Asociación Internacional de Derecho Penal, 1999, p. 118. Como puede verse, en la cita no se mencionan los Elementos de los Crímenes de Guerra contenidos en el Estatuto de Roma pues los Elementos sólo fueron elaborados y aprobados por los Estados Partes en el Estatuto en agosto de 2002. 


� 	COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal nacional de los Estados americanos. marzo 2008, p. 4, 3º §.


� 	COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. Represión de los crímenes de guerra en la legislación penal nacional de los Estados americanos. marzo 2008, p. 28, “Conclusión”.


� 	Freddy Castillo.


� 	Freddy Castillo.


� 	Freddy Castillo.


� 	Freddy Castillo.
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